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Introducción [1] 


Renata Motta 
Elizabeth Jelin 


Sérgio Costa 


Como tema fundacional de las modernas ciencias sociales, la 
investigación sobre las desigualdades tuvo un largo camino de 
desarrollo y cambio. Algunos problemas, conceptos y temáticas fueron 
constantes (los relacionados con la estratificación y movilidad social, 
por ejemplo), mientras que otros experimentaron altibajos, con 
diferentes énfasis a lo largo del tiempo y el espacio. Las agendas de las 
ciencias sociales fueron moldeadas por los desarrollos propios de cada 
disciplina, pero también por los debates sobre políticas en agencias 
nacionales y sobre todo internacionales, y por los desafíos que 
presenta el mundo “real”, por las tendencias y experiencias en las 
diferentes regiones del mundo. Este libro es parte de una renovada 
atención sobre estas cuestiones, con una doble faz: las desigualdades 
en plural, como expresión de múltiples asimetrías, pero también en 
singular, ya que las desigualdades específicas se insertan en una única 
estructura social global. 


Los años ochenta y noventa del siglo XX fueron tiempos en los que 
muchos académicos, gobiernos y organismos internacionales centraron 
su atención en la pobreza más que en las desigualdades, con un foco a 
nivel nacional. En ese período, las desigualdades se convirtieron en 
objeto de enfoques econométricos que reducían la investigación a 
mediciones de la distribución del ingreso. Bajo el predominio de la 
perspectiva del capital humano, se puso énfasis en la necesidad de 
invertir en el desarrollo de las capacidades humanas —en vez de 
cambiar las estructuras de oportunidades, para usar la terminología de 
Amartya Sen (1999)-. 


Al mismo tiempo, lejos de las preocupaciones internacionales por la 
pobreza y el hambre, con escasas excepciones, los sociólogos y 
cientistas políticos de Europa Occidental parecían estar fascinados por 
una modernidad reflexiva o segunda modernidad, que supuestamente 
abría nuevos espacios de libertad y creatividad humana, después de la 
debacle del socialismo y la expansión global de la democracia. Con 
estas preocupaciones, excluían de hecho a las desigualdades de sus 
agendas de investigación (Beck, Giddens y Lash, 1994; Habermas, 
1998; Beck, 1986). Algunos incluso llegaron a proclamar la 
irrelevancia de los conflictos redistributivos (Luhmann 1985; Honneth 
1992). Se suponía que las luchas por el reconocimiento y por la 
diferenciación individual y colectiva iban a ser los nuevos reclamos de 
justicia, en reemplazo de las luchas para reducir las desigualdades 
materiales estructurales. 


Por su parte, en regiones como América Latina y Europa del Este las 
transiciones de las dictaduras y los regímenes autoritarios ocupaban el 
centro de la escena, y lo que estaba en juego era la democratización y 
la ampliación de los derechos de ciudadanía. Los reclamos políticos y 
cívicos desplazaron a (o compartieron el espacio con) los problemas 
de la pobreza. Poco después comenzó a usarse el lenguaje de la 
exclusión-inclusión, lo que revivió los debates sobre la marginalidad 
de los años sesenta (Nun, 1969, 2001; LARR, 2004). Aquí y allá, el 
estudio de los (nuevos y viejos) movimientos sociales y de las 
identidades colectivas estaba redefiniendo una agenda de 
investigación sobre las formas de abordar las desigualdades obstinadas 
y persistentes en el mundo, así como sobre las luchas para 
erradicarlas. Sin embargo, las investigaciones sobre los movimientos 
sociales y las desigualdades sociales se desarrollaron como campos 
paralelos que solo convergieron recientemente. 


Desde finales de los años noventa, se acumularon las frustraciones 
respecto del capitalismo global y de los efectos de las políticas 
neoliberales que enfatizaban en la centralidad de las fuerzas del 
mercado y ponían el Estado en una posición subordinada en la gestión 
de la distribución y redistribución de recursos valiosos. En forma 
simultánea, las nuevas luchas por la redistribución llevaron a un 
resurgimiento de la investigación de las desigualdades. Estos nuevos 
estudios, que redescubrieron de manera parcial las virtudes de los 
autores clásicos, ampliaron la perspectiva analítica en diferentes 
direcciones. Identificamos cuatro cambios principales en la 


investigación de las desigualdades sociales. 
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1. De un interés exclusivo en las disparidades socioeconómicas hubo 
un cambio hacia una comprensión más integral de las desigualdades. 
En consecuencia, los investigadores incluyeron las desigualdades de 
poder (Kreckel, 2004) así como las asimetrías vitales y existenciales en 
sus enfoques (Therborn, 2006). Esta expansión implicó una crítica al 
concepto de “movilidad social”, por reducir el estudio de la 
desigualdad a una mera cuestión de calcular la distribución cambiante 
de individuos en los estratos socioeconómicos. 


Una expansión conceptual aún más relevante es la referida a los 
intentos de considerar seriamente las desigualdades medioambientales 
(Krámer, 2007; Góbel, Góngora-Mera y Ulloa, 2014). Mientras que la 
sociología de las desigualdades, a menudo, hizo caso omiso de la 
cuestión ambiental, los estudios ambientales también ignoraron la 
investigación de las desigualdades. De hecho, los recursos naturales 
constituyen bienes sociales significativos a los que los individuos y los 
grupos sociales tienen acceso y derechos de uso diferenciados. Hay 
una serie de conflictos distributivos relacionados con el control de la 
tierra, el agua, los bosques, las semillas, entre otros, que también están 
mediados por relaciones de poder asimétricas. La cuestión ambiental, 
sin embargo, pone de relieve la existencia de otro tipo de conflicto 
distributivo: la distribución asimétrica de los daños al medio 
ambiente. A menudo, los impactos negativos de las actividades 
industriales y extractivas son experimentados de manera desigual a 
través de las categorías sociales, como negro/blanco, hombre/mujer, 
pueblos indígenas/élites criollas, etc. En otras palabras, los actores 
más poderosos son capaces de externalizar los riesgos ambientales y 
los daños y transferirlos a los menos poderosos. Las desigualdades 
ecológicas también reflejan y fomentan las asimetrías geopolíticas, en 
la medida en que el Norte Global industrializado define cuáles son los 
temas ambientales en la agenda internacional mientras que los países 
del Sur Global no solo carecen de poder para poner sus 
preocupaciones en la agenda, sino que además están obligados a 


participar en la gestión de las soluciones a los problemas de los países 
ricos (McMichael, 2009). 


Por último, también se prestó atención a las dimensiones simbólicas y 
subjetivas, según las cuales las desigualdades se expresan en la 
ubicación de uno mismo y de los otros en las jerarquías simbólicas que 
cumplen un papel relevante en las prácticas de discriminación y 
segregación (Reygadas, 2008). 


2. Un segundo cambio refiere a la unidad de análisis y el período 
considerado al tratar de entender los patrones actuales de las 
desigualdades. Un creciente consenso respecto de las limitaciones del 
nacionalismo metodológico (Fine, 2007; Chernilo, 2007; Beck, 1996) 
contribuyó al aumento de los estudios que cambiaron el alcance de la 
unidad de análisis, pasando de un foco nacional a uno transnacional o 
global (Korzeniewicz y Moran, 2009; Pieterse, 2002; Boatcá, 2015; 
Burawoy, 2000). Este viraje es crucial ya que entre dos tercios y tres 
cuartos de las desigualdades sociales existentes son de carácter global 
(Kreckel, 2004). El nuevo interés por las desigualdades globales se 
asocia sobre todo con los nuevos enfoques diacrónicos, que se ocupan 
de explicar los patrones persistentes de las desigualdades históricas 
(Randeria, 2007; Boatcá, 2015). Entre los esfuerzos recientes para 
superar el nacionalismo metodológico en la investigación sobre la 
desigualdad, se pueden distinguir dos perspectivas: el enfoque de los 
sistemas mundiales y el enfoque transnacional. 


El trabajo reciente de Korzeniewicz y Moran (2009) constituye un 
ejemplo paradigmático de los desarrollos del estudio de la desigualdad 
como parte de la investigación histórica de los sistemas mundiales. Sus 
estudios demostraron que los patrones de desigualdad encontrados en 
diferentes países se remontan al período colonial. En contraste con la 
literatura hasta ahora hegemónica, los autores plantean que el hecho 
de que la mayoría de los países se mantengan a lo largo del tiempo en 
uno de los dos grupos clasificados según niveles bajos y altos de 
desigualdad de ingresos no puede explicarse solo por factores internos. 


Antes bien, la posibilidad de que un país remedie la desigualdad 
dentro de sus fronteras a través de políticas redistributivas está 
inextricablemente ligada a la economía global y la política mundial. 
Por lo tanto, la posición de una nación en la economía mundial y sus 
patrones distributivos internos se conectan de manera 
interdependiente (véase Korzeniewicz en este libro). 


La posición de los actores sociales en las estructuras transnacionales 
de desigualdades es el punto central de los enfoques transnacionales 
en la investigación sobre la desigualdad (Pries, 2008; Weif5, 2005; 
Berger y Weil3, 2008). Desde una perspectiva transnacional, los 
autores analizan la desigualdad en el contexto de la migración 
transnacional y sostienen que la unidad de referencia tradicional (los 
Estados nación) no alcanza para explicar cómo los migrantes están 
inmersos en estructuras de desigualdad. Por lo tanto, para la 
investigación de la desigualdad es importante considerar los espacios 
plurilocales/transnacionales: 


Junto con estas unidades de análisis (local, nacional, supranacional y 
global) -encajadas unas en otras como muñecas rusas- es de 
fundamental importancia considerar el nivel plurilocal como unidad 
de análisis de fenómenos tales como la economía familiar o las 
estrategias educativas, como el caso de los migrantes transnacionales y 
del espacio social distribuido en diferentes sociedades nacionales 
(Pries, 2008: 62). 
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3. La investigación sobre la desigualdad amplió su enfoque al integrar 
múltiples categorizaciones, además de las clases sociales, en la 
configuración de las jerarquías contemporáneas. Existen muchos otros 
ejes de diferenciación social que operan en el mundo: nacionalidad y 
ciudadanía, lugar de residencia y origen, género, raza, etnia, edad, 
religión, idioma. Estas diferencias no son intrínsecamente jerárquicas, 
sino antes bien horizontales. Sin embargo, en el mundo real hay una 
relación fuerte —pero variable- entre estas diferencias horizontales y 


las desigualdades verticales. De hecho, el desarrollo histórico real del 
funcionamiento de estos ejes teóricos horizontales de diferenciación 
social los llevó a convertirse en dimensiones de desigualdad. 


En la perspectiva de Charles Tilly (1998) para comprender las 
“desigualdades persistentes”, las categorías que definen diferencias 
dentro de una población constituyen la base de desigualdades 
persistentes cuando los principales mecanismos de producción de las 
desigualdades (explotación, acumulación de oportunidades) se 
relacionan con la construcción y el mantenimiento de pares 
categoriales ordenados jerárquicamente. El vínculo entre las 
categorías sociales de diferencia y las estructuras de las desigualdades 
es contingente y está estructurado históricamente. 


Superando la influyente contribución de Tilly, los estudios más 
recientes no solo tienen en cuenta categorías como raza, etnicidad y 
género, también estudian cómo se construyen estas categorías (por 
ejemplo, Anthias, 2016). Esta tarea implica varios pasos analíticos: 
primero, develar las formas en que se combinan, vinculan y 
desvinculan entre sí las categorizaciones a lo largo del tiempo. A su 
vez, su importancia social debe verse de dos maneras: su relevancia 
histórica variable como dimensión estructuradora de las 
desigualdades, por un lado, y la centralidad y visibilidad que cada tipo 
de diferencia asume en las luchas sociales para superar estas 
desigualdades basadas en las diferencias, por otro. Incluir la 
multiplicidad de categorizaciones sociales en el análisis de las 
desigualdades sociales requirió desarrollar diversas 
conceptualizaciones nuevas: las desigualdades horizontales y 
verticales, la interseccionalidad y la discusión de la relación entre 
desigualdad y diferencia. 


El término “desigualdad horizontal” ha sido acuñado por la 
economista del desarrollo Frances Stewart (Stewart, 2010; Stewart, 
Brown y Mancini, 2005). Según la autora, la posición social de un 
individuo en una sociedad dada corresponde a la suma de las 
desigualdades verticales y horizontales. La primera se refiere a las 
diferencias entre los individuos a lo largo de una escala social, y la 
segunda, a las diferencias entre grupos. Al centrarse en las 
desigualdades horizontales, Stewart tiene como objetivo ampliar la 
visión económica convencional sobre las causas de la desigualdad 
social. Distingue a los grupos no solo a través de factores económicos, 


sino también de criterios políticos, religiosos, étnicos, raciales y de 
género. Sin embargo, la definición de grupo sigue siendo difícil de 
responder: dado que un individuo puede, al mismo tiempo, sentir que 
pertenece a diferentes grupos, ¿cómo se define un grupo? Además, 
teniendo en cuenta las desigualdades que generan las afiliaciones 
grupales, no es obvio que haya una relación causal entre pertenencia 
grupal y desigualdad: 


Hasta cierto punto, entonces, los límites del grupo se vuelven 
endógenos a la desigualdad grupal. Si las personas sufren 
discriminación (es decir, experimentan desigualdad horizontal), 
pueden sentir su identidad cultural con más fuerza, particularmente si 
los otros los clasifican en grupos con el propósito expreso de 
discriminarlos (creando o haciendo efectivas, así, las DH 
[desigualdades horizontales]) (Stewart, Brown y Mancini, 2005: 9). 


La interseccionalidad, a su vez, es más que un concepto. Se originó en 
los ochenta, en el contexto del activismo feminista negro en los 
Estados Unidos; hoy el término caracteriza un amplio campo de 
estudios donde se defienden diferentes posiciones y perspectivas 
(Célleri Endara y otros, 2013). El denominador común en este campo 
es interpretar las posiciones de los individuos en las jerarquías sociales 
como interpenetraciones y articulaciones de diferentes 
categorizaciones, como las describe Roth: 


En vez de examinar el género, la raza, la clase, la nación, etc., como 
jerarquías sociales distintas, los enfoques ligados a una perspectiva de 
la interseccionalidad examinan cómo se construyen mutuamente los 
diferentes ejes de estratificación y cómo se articulan las desigualdades 
y se conectan con las diferencias. Una perspectiva interseccional 
siempre toma en consideración el carácter multidimensional, así como 
los entramados, las analogías y las simultaneidades de varios ejes de 
estratificación (2013: 2). 


Los múltiples ejes de diferenciación social no son intrínsecamente 
jerárquicos, sino horizontales. Pero, como acabamos de comentar, se 
convierten en ejes de desigualdad. A nivel mundial, las desigualdades 
más desafiantes son aquellas entre Estados nación. Las posibilidades 
de vida, el acceso a bienes y servicios, incluso la esperanza de vida, 
difieren ampliamente según la “suerte” de haber nacido en un lugar o 
en otro. Como señala Brubaker (2015), esta diferencia en apariencia 
“horizontal” o neutral de nacionalidad o lugar de origen está 
íntimamente ligada con la estructura de desigualdades. Y estas 
desigualdades de nacimiento se refuerzan y endurecen por las políticas 
de migración y de refugiados, y por los límites a la libre circulación de 
personas en el mundo. Los pasaportes y la ciudadanía se convierten en 
marcas de privilegio y distinción. Estas categorizaciones adscriptas 
son, quizá, las más duraderas, e incluso crecientes en el mundo 
contemporáneo. Sin embargo, rara vez se han incorporado al análisis 
de las ciencias sociales, que se ha centrado en las desigualdades 
internas de los países (véanse también Shachar, 2009; Boatcá, 2015). 


Estas tres novedosas direcciones en las perspectivas de investigación 
estuvieron acompañadas de un cambio en las metodologías aplicadas 
al análisis de las desigualdades sociales. Así, tras la incorporación de 
múltiples categorías de estructuración de las desigualdades, se produjo 
un desplazamiento de los estudios basados en datos socioestructurales 
a los estudios basados en hallazgos tanto cualitativos como 
cuantitativos en los órdenes políticos y simbólicos. Esto requirió una 
diversificación metodológica en función de la cual perdieron 
predominio los estudios de estratificación y movilidad social, para dar 
lugar a un análisis crítico de la propia construcción de las 
categorizaciones sociales (Anthias, 2013, 2016). Las metodologías 
etnográficas, que permiten a los investigadores estudiar los efectos de 
la desigualdad en las interacciones cotidianas y las redes 
multisituadas, se volvieron por igual influyentes (Skornia, 2014). 


La búsqueda de una perspectiva más amplia respecto de las 
desigualdades, que permita a los investigadores comprender la 
dinámica de la producción y reproducción de la desigualdad más allá 
de las fronteras nacionales, plantea la pregunta sobre los tipos de 
datos y de análisis comúnmente utilizados. De hecho, Piketty (2014) y 
sus colaboradores plantean una innovación metodológica clave, al 
introducir datos sobre los principales contribuyentes de impuestos y al 
presentar un análisis histórico-comparativo de datos nacionales. Sin 


embargo, un gran obstáculo para avanzar en esta agenda de 
investigación es la falta de información disponible para muchos 
países, así como de datos globales entrelazados que podrían vincular, 
por ejemplo, el daño ambiental causado por la producción de soja en 
Paraguay y las mejoras del bienestar derivadas del consumo de soja en 
Europa o en China. 


Estudiar la dinámica de las desigualdades globales 
entrelazadas 


Hasta ahora, estos avances han conformado subcampos específicos 
dentro de la investigación de la desigualdad. Esto significa que por lo 
general los académicos involucrados en las investigaciones 
relacionadas con cada uno de los desarrollos citados anteriormente 
ignoraron los avances observados en los otros subcampos. Sin 
embargo, estos avances son sin duda complementarios. El desafío de 
combinarlos de manera analítica constituye el núcleo de la agenda de 
investigación de desiguALdades.net, una red de científicas y científicos 
establecida en 2009. La red se esfuerza por recopilar y sistematizar los 
hallazgos empíricos de investigaciones individuales de diferentes 
disciplinas, con el fin de producir avances conceptuales en la 
investigación de las desigualdades. Así, la red hace una doble 
contribución a la investigación de la desigualdad: introduce su propio 
aporte en cada uno de estos subcampos y construye un marco 
analítico coherente para el estudio de las desigualdades sociales que 
los combina e integra. 


Este libro se basa en los hallazgos de desiguALdades.net. Intenta 
ofrecer una visión sistemática de los avances logrados en la red e 
identificar las limitaciones y deficiencias en esos resultados para abrir 
nuevas agendas de investigación. Partimos de una concepción 
relativamente sencilla de las “desigualdades sociales entrelazadas”, 
entendidas como “las distancias entre las posiciones que los individuos 
o los grupos de individuos asumen en el contexto de un acceso 
organizado de manera jerárquica a los bienes sociales relevantes 
(ingreso, riqueza, etc.) y los recursos de poder (derechos, participación 
política, posiciones políticas, etc.)” (Braig, Costa y Góbel, 2013: 2). 


Las siguientes consideraciones, que especifican este ordenamiento, son 
los principios que guían estas páginas. 


En primer lugar, este ordenamiento es resultado de la operación de 
múltiples fuerzas —institucionales, estructurales— que producen el 
orden jerárquico (socioeconómico, sociopolítico, socioecológico, 
cultural). 


En segundo lugar, las dinámicas de las desigualdades deben 
considerarse desde una perspectiva multiescalar y relacional, 
centrando la atención en las interdependencias entre los fenómenos en 
diferentes niveles: desde las tendencias históricas globales hasta las 
negociaciones locales. La premisa es que incluso los patrones locales 
de desigualdad (de la comunidad o del hogar) nunca están aislados de 
las fuerzas nacionales e internacionales. Esto no implica adoptar las 
estructuras sociales globales como las unidades de análisis 
preferenciales, como en la investigación del sistema-mundo, ni 
concentrarse solo en los espacios transnacionales como lo hacen los 
“transnacionalistas metodológicos” (Khagram y Levitt, 2007). Dado 
que la producción y la reproducción —pero también la impugnación y 
mitigación de las desigualdades sociales- siempre reflejan una 
interacción de (inter)dependencias globales, políticas nacionales y 
negociaciones cotidianas, las unidades de análisis geográficas o 
político-administrativas (municipios, Estados nación o el mundo 
entero) no son las adecuadas para estudiar desigualdades entrelazadas 
y dinámicas. Para abarcar todas las jerarquías relevantes asociadas 
con posiciones sociales concretas ocupadas por individuos o grupos en 
las diferentes esferas en las que surgen las desigualdades, se requieren 
unidades de análisis relacionales flexibles, construidas durante el 
proceso de investigación. Las unidades de análisis relacionales 
dinámicas también permiten estudiar la construcción (que implica 
deconstrucciones y reconstrucciones) de las categorizaciones sociales 
relevantes en la formación de las desigualdades. En consecuencia, 
categorizaciones que han sido, por ejemplo, una fuente de 
discriminación y exclusión en el nivel de la vida cotidiana en un 
período determinado pueden reformularse luego, como justificación 
de compensaciones o incluso reparaciones en el nivel de las políticas o 
del marco legal. Las cadenas de cuidado (Skornia en este libro) y los 
regímenes de desigualdades (Góngora-Mera en este libro) son 
ejemplos de unidades de análisis relacionales utilizadas para estudiar 
las desigualdades entrelazadas. 


En tercer lugar, las desigualdades son plurales, implican múltiples 
categorizaciones jerárquicas construidas socialmente, que acompañan 
la evolución histórica y las luchas sociales contra la discriminación y 
la desvalorización. Las categorías llegan a ser socialmente definidas, 
reconocidas y reforzadas —y, al final, opacadas o borradas-. Las 
dimensiones a partir de las cuales se construyen las jerarquías y las 
categorizaciones no son independientes, están interrelacionadas. 


En cuarto lugar, las desigualdades sociales siempre están arraigadas en 
las dinámicas de transformación y cambio, lo cual puede implicar 
tanto el cambio emancipatorio como las transformaciones necesarias, 
paradójicamente, para dejar intactas las estructuras de desigualdad. 
En el primer caso, se podrían investigar las condiciones y las formas 
que podría asumir la resistencia a la dominación, incluidos los 
movimientos sociales organizados y las formas más sutiles e 
individuales de rechazo del orden dominante. En resumen, la 
dinámica de transformación implica luchas por recursos y por 
significados, tomando en consideración las maneras en que opera y se 
refuerza la dominación simbólica y material (Brubaker, 2015). 


La estructura del libro 


De acuerdo con estas consideraciones, el libro está organizado en tres 
secciones: estructuras, categorizaciones y dinámicas de cambio. La 
perspectiva relacional y multiescalar propia del concepto de 
“desigualdades globales entrelazadas” ha orientado a todos los autores 
en sus investigaciones. Por lo tanto estará presente, en mayor o menor 
medida, en todos los capítulos del libro. 


Parte I. Estructuras: la formación de las desigualdades 


Las ciencias sociales establecidas suelen poner el énfasis en las 
desigualdades socioeconómicas reflejadas en la distribución del 
ingreso o en los estratos socioeconómicos definidos por los niveles de 


educación y las posiciones en el mercado de trabajo. Además, toman 
en consideración el papel de las instituciones políticas —en particular 
el Estado- en profundizar o mitigar el impacto de los mercados en la 
producción de las desigualdades. Si bien reconoce el funcionamiento 
de estas instituciones en la estructuración de las desigualdades, la 
primera sección del libro analiza otras instituciones y ámbitos —a 
menudo relegados- que afectan a las desigualdades: el ámbito de la 
ley, el papel del espacio y el territorio tanto en términos de 
segregación y apropiación espaciales como de la preocupación por el 
medio ambiente y la relación entre sociedad y naturaleza. La línea 
argumental compartida en los capítulos en esta sección es que la 
dinámica de estos ámbitos no es solo consecuencia de las estructuras 
socioeconómicas y sociopolíticas de las desigualdades. Por el 
contrario, estos ámbitos tienen un papel activo propio en la 
producción y reproducción de las desigualdades. 


Para comprender la estructuración de las desigualdades 
socioeconómicas, el capítulo de Patricio Korzeniewicz se enfoca en el 
nivel global. La unidad de análisis global arroja una nueva luz a un 
viejo fenómeno, a saber, la distribución del ingreso. Al adoptar una 
perspectiva histórica mundial, el capítulo contribuye a superar el 
individualismo metodológico todavía dominante en la investigación 
sobre la desigualdad y, más específicamente, en los estudios sobre 
estratificación. Korzeniewicz muestra que las posiciones de los 
individuos dentro de la estructura social global están en gran medida 
determinadas por haber nacido en un Estado nación dado. Al contrario 
de la ideología liberal de la meritocracia, los esfuerzos y logros 
individuales tienen muy poco impacto en la movilidad social a nivel 
global. 


Mientras Korzeniewicz aborda la desigualdad de ingresos a nivel 
global, los otros capítulos de esta sección estudian las diferentes 
arenas donde se generan las desigualdades. Así, al elegir una unidad 
de análisis transregional para mostrar patrones persistentes de 
desigualdad, Góngora-Mera describe en su capítulo el nexo múltiple 
(en sus palabras, “articulaciones”) entre la ley y las desigualdades 
raciales en América Latina. Dado que el reconocimiento constitucional 
de los afrodescendientes y pueblos indígenas, y los derechos legales 
correspondientes, solo tuvieron lugar a finales del siglo XX, se plantea 
la pregunta de cómo pudo permanecer oculta durante tanto tiempo la 
discriminación estructural contra estos grupos, expresada en las 


desigualdades socioeconómicas y políticas. Góngora-Mera sugiere dos 
pasos analíticos para abordar el problema: un cambio del enfoque 
legislativo nacional a uno transregional; el uso de lentes conceptuales 
foucaultianas para entender el papel de la ley y las normas jurídicas 
en la estructuración de las relaciones sociales. Estos pasos se combinan 
en el concepto de “régimen de desigualdad”. 


A diferencia de la mayoría de los estudios de la raza con anclaje en el 
nivel nacional, comienza por examinar de manera crítica la categoría 
de “raza”, que genera desigualdad transregional. Como el concepto se 
ha construido para racionalizar una categorización jerárquica de los 
pueblos, apelar a la raza fue una manera claramente europea de 
naturalizar su dominación. La raza ordenó el sistema colonial que 
incluía a todas las regiones del mundo: Europa, América, Asia, 
Oceanía y África. Al tratarla como una construcción discursiva y legal, 
Góngora-Mera nos ofrece una genealogía de la ley que busca 
deconstruir los regímenes de verdad que normalizan las desigualdades 
sociales. Fundamentada en las abundantes investigaciones históricas 
de la jurisprudencia de Europa, América Latina e internacional, su 
genealogía está organizada en torno a cuatro regímenes de 
desigualdad, que van desde el período colonial hasta el giro 
multicultural en el derecho internacional. Este capítulo, basado en el 
análisis del discurso de los textos legales, ofrece un ejemplo notable de 
cómo la investigación de las desigualdades puede beneficiarse de un 
enfoque conceptual y metodológico más amplio, así como de un 
alcance analítico más vasto, al adoptar un análisis diacrónico y 
transregional. 


El capítulo de Ramiro Segura se focaliza en el espacio, y más 
específicamente en el urbano. Entendido como una dimensión 
constitutiva de la vida social con su propia materialidad y 
temporalidad, el autor sostiene que el espacio urbano no solo expresa 
las desigualdades respecto de la calidad de la vivienda y del entorno; 
antes bien, condiciona la (re)producción de desigualdades que afectan 
a los diversos aspectos de la vida social, como las oportunidades de 
trabajo, la calidad de la educación, el acceso y los costos relacionados 
con la movilidad y el transporte, y el estatus simbólico de los barrios 
segregados. Cuando son estudiadas según el nivel de su impacto en los 
espacios urbanos, las políticas a favor de los pobres adoptadas durante 
la última década en casi todos los países latinoamericanos revelan sus 
impactos ambivalentes sobre las desigualdades sociales. Centradas en 


las transferencias monetarias en vez de en la consolidación de las 
estructuras de bienestar (infraestructura urbana, educación pública y 
salud, etc.), estas políticas contribuyeron a reducir las desigualdades 
de ingresos y a estimular el consumo entre los estratos bajos. Sin 
embargo, la falta de inversiones en la producción de bienes públicos 
impactó negativiamente en la calidad de vida, sobre todo la de los 
pobres. [2] 


La investigación sobre América Latina desde una perspectiva 
entrelazada global también llama la atención respecto de las 
desigualdades medioambientales entre las regiones del mundo que 
surgen del capitalismo global. Las desigualdades socioambientales son 
materiales y simbólicas, están sostenidas en las asimetrías del 
conocimiento sobre la naturaleza y son disputadas en los conflictos 
sobre las representaciones sociales y culturales de la naturaleza. Por 
ejemplo, la mercantilización (commodification) y la valorización de la 
naturaleza, como se manifiestan en la idea del pago por servicios 
ambientales, colapsa frente a otros considerandos y apreciaciones de 
la naturaleza que rechazan la idea de expresar sus valores con la 
misma vara que los productos del mercado. En resumen, los impactos 
ambientales distribuidos de forma desigual refuerzan las 
desigualdades sociales existentes. 


Kristina Dietz sostiene en su capítulo que el ambiente no es social o 
políticamente neutral, y que para comprender el papel constitutivo de 
la naturaleza en la estructuración de las desigualdades sociales es 
necesario superar el dualismo ontológico del pensamiento moderno 
que entendió la naturaleza y la sociedad como entidades ontológicas 
separadas. Es justamente la interacción de la naturaleza y las 
estructuras de poder lo que constituye la clave para el estudio de las 
desigualdades sociales en su dimensión ecológica. La autora parte de 
la premisa de que las maneras en que las sociedades se apropian de la 
naturaleza y la transforman en recursos naturales o condiciones de 
vida, las instituciones que regulan su acceso y distribución, así como 
el modo en que es concebida y conocida, inciden de manera específica 
en las formas en que se despliegan las relaciones sociales de 
desigualdad. Su punto es que las desigualdades sociales no son solo 
una consecuencia de las formas específicas de la transformación de la 
naturaleza, sino también inherentes a ellas. 


Para desarrollar una propuesta conceptual sobre las interdependencias 


entre la naturaleza y las desigualdades, Dietz ancla su trabajo en el 
cruce de la ecología política y la justicia ambiental. Mientras la 
primera llama la atención sobre las fuerzas estructurantes que 
constituyen las desigualdades ambientales (como la economía política 
de extracción de recursos, la dominación de género y las disputas 
entre las representaciones de la naturaleza), la segunda destaca la 
interseccionalidad de las estructuras de discriminación (raza, género, 
clase, etc.) en la distribución desigual de los daños ambientales, así 
como del acceso a los recursos ambientales. En la revisión de esta 
literatura, Dietz argumenta que las dimensiones socioecológicas de 
desigualdad no reflejan otras fuerzas estructurales, sino que se forjan 
juntas, ya que las relaciones racializadas, de género y de clase con la 
naturaleza justifican aún más las otras dimensiones de la desigualdad. 
Además, sobre la base de la teoría crítica y el materialismo histórico, 
la autora plantea que la materialidad y los significados de la 
naturaleza son fundamentales para una comprensión no dualista de las 
relaciones naturaleza-sociedad y, por tanto, del nexo entre 
desigualdad y naturaleza. Su principal contribución consiste en el 
desarrollo de una propuesta conceptual para teorizar e investigar las 
desigualdades socioecológicas de tres maneras: las desigualdades 
sociales caracterizan las múltiples crisis ecológicas; la producción 
social de la naturaleza también explica la producción social de otras 
dimensiones de desigualdades; la materialidad de la naturaleza tiene 
implicaciones para las desigualdades sociales. 


Parte II. Categorizaciones: construcción y deconstrucción de 
jerarquías persistentes 


En esta sección se examina la forma en que los actores sociales 
(incluidos los académicos) conceptualizan y negocian las categorías 
sociales. En el mundo contemporáneo, las categorías son importantes 
en un doble sentido: cuando se observan las desigualdades, y cuando 
son el motor de protestas y reclamos por compensaciones. Los 
procesos simbólicos e interactivos están vinculados a la 
discriminación, la inferiorización, la segregación de aquellos que se 
caracterizan como “diferentes” y, de esta manera, tienen un impacto 
en las desigualdades en la medida en que estos procesos implican, 


para los más desfavorecidos, la obstrucción de los canales para 
ingresar a posiciones deseables. 


Los capítulos de esta sección comparten una preocupación: la 
necesidad de examinar de manera crítica conceptos como “diferencia” 
y, más específicamente, “género”, “raza” e “indigeneidad”. Si bien es 
cierto que estos conceptos tienen impactos “reales” en la vida social, 
nuestra posición como analistas nos obliga a insistir en su carácter 
histórico y contingente. Por ejemplo, y siguiendo esta lógica, los 
actores sociales, los agentes estatales y los académicos que interpretan 
la cuestión de la concentración de la tierra en ciertas regiones andinas 
como un conflicto distributivo entre campesinos y grandes 
terratenientes pueden, en otro contexto, identificar una contienda 
cultural que involucra a los pueblos indígenas y los agricultores 
criollos. En todos los capítulos de la sección se presta especial 
atención al carácter construido y dinámico de las categorizaciones 
sociales. Algunos autores comparten, además, la preocupación por 
comprender las consecuencias del legado neoliberal para el debate y la 
política sobre las categorizaciones y las desigualdades. Bajo el 
neoliberalismo, el estrechamiento de la desigualdad a mediciones de 
ingreso y su combate a través de la reducción de la pobreza 
convergieron con políticas que involucraron la celebración de la 
diferencia y un giro multicultural. Basados en experiencias y debates 
desde América Latina, los capítulos muestran cómo la región ha 
lidiado con la cuestión siempre cambiante de “¿desigualdad entre 
quiénes?”. 


En su capítulo, Juan Pablo Pérez Sáinz aplica el marco teórico de la 
desigualdad persistente (Tilly, 1998) a América Latina. Su trabajo 
ofrece una crítica radical a la comprensión liberal de las desigualdades 
definidas por los ingresos, debido a su ceguera para con los procesos 
sociales que los anteceden. Según el autor, al centrarse en los ingresos 
de los hogares se está observando el resultado final de un proceso de 
redistribución. En los mercados, que no operan de manera neutral, 
sino que están mediados por las asimetrías de poder y las luchas, ya 
tuvo lugar una distribución previa. Estas cuestiones rara vez se tienen 
en consideración; antes bien, se aceptan y se dan por sentadas. Para 
Pérez Sáinz, esta comprensión liberal contribuyó a despolitizar la 
cuestión social en la región, y su principal reclamo es recuperar la 
dimensión política en el análisis de las desigualdades sociales. El autor 
presta atención a los procesos en vez de a los resultados, en los cuales 


las relaciones de poder entre los sujetos sociales siempre se 
caracterizan por las asimetrías. Entender que la reducción de la brecha 
de ingresos del trabajo asalariado se ha logrado nivelando hacia abajo 
la mano de obra calificada a costa de aumentar el poder del capital 
frente al trabajo es un ejemplo de ello. 


Pérez Sáinz plantea la necesidad de distinguir entre las esferas sociales 
de producción y reproducción y, de manera concomitante, entre las 
luchas por los excedentes en los mercados (como las luchas entre 
trabajo y capital), que son conflictos distributivos, y el gasto social 
dirigido a los hogares, que implica políticas redistributivas. El Estado 
desempeña un papel clave en la regulación de los mercados y en el 
tratamiento de la cuestión social. A la vez, las políticas (de bajo costo) 
de transferencias monetarias condicionadas dirigidas a los hogares 
más pobres explican cómo los gobiernos de América Latina lograron 
reducir significativamente los índices de pobreza, al tiempo que se 
abstuvieron de implementar cambios estructurales en trabajo, tierras y 
mercados financieros, y con ello, evitar el conflicto social. Con estas 
aclaraciones, no sorprende que la tan celebrada reducción de la 
pobreza (no de las desigualdades) en la región a menudo haya 
ocurrido en concordancia con una mayor concentración de rentas en 
los estratos sociales más altos. En suma, para analizar las 
desigualdades es necesario un concepto de poder y conflicto social, 
para traer al centro del análisis no solo los resultados redistributivos 
finales, sino también los procesos de empoderamiento y de miseria. 


El capítulo de Elizabeth Jelin va en esta dirección, orientado por la 
inquietud acerca de la relación entre desigualdad y diferencia, en la 
medida en que el carácter multidimensional de las desigualdades exige 
un análisis sistemático del vínculo entre las desigualdades jerárquicas 
de las relaciones de clase, por un lado, y las que se basan en 
diferencias categoriales definidas socialmente, por el otro. Recordando 
que la ciencia social emergente a mediados del siglo XX en América 
Latina enmarcó teóricamente este vínculo como parte de la discusión 
del desarrollo capitalista y la evolución de las relaciones de clase, la 
autora emprende la tarea de recuperar las obras trascendentes que 
pueden servir como contrapunto a debates más contemporáneos sobre 
las desigualdades y las diferencias. En su capítulo reseña cómo autoras 
y autores discuten sobre las divisiones de género (Larguía, Saffiotti), 
etnia (Stavenhagen) o raza (Fernandes) en el marco de las relaciones 
de clase. Asimismo, señala que los entrelazamientos globales se 


enmarcaron en las perspectivas de centro-periferia y de la 
dependencia. El creciente reconocimiento de la naturaleza jerárquica 
de las relaciones de género, etnicidad y raza condujo a un “giro 
cultural”, en virtud del cual el género, la etnicidad y la raza fueron 
concebidos en un pie de igualdad (o incluso más sobresalientes) con la 
estratificación económica y las relaciones de clase, como se expresa en 
la perspectiva de la “interseccionalidad”. El argumento principal de 
Jelin es recuperar la centralidad de la clase, al observar las múltiples 
dimensiones y categorizaciones sociales involucradas en el patrón 
resultante de desigualdades sociales. 


Uno de los impactos simbólicos más claros de la celebración de la 
diferencia y el multiculturalismo en América Latina tuvo lugar en 
Bolivia con la elección, por primera vez en la historia del mundo, de 
un presidente autoproclamado indígena. En su capítulo, Andrew 
Canessa explora el modo en que la categoría de “indigenismo”, que 
alguna vez fue clave para plantear frente al Estado las demandas por 
el reconocimiento de la diferencia cultural y los derechos de los 
grupos minoritarios, pierde tal rol inequívoco cuando la ciudadanía 
toda se tiñe de indigeneidad. ¿Qué sucede cuando todos, incluido el 
Estado, se vuelven indígenas? Con un análisis del conflicto en torno al 
parque nacional y el territorio indígena Tipnis, el autor sigue la 
transformación del gobierno de Evo Morales y de sus contradicciones 
cuando su utilización del indigenismo como una herramienta del arte 
de gobernar ha privilegiado a algunos pueblos indígenas sobre otros. 
De hecho, el despliegue de Morales de una retórica indígena en los 
foros globales, al plantear una reserva moral del Estado indígena de 
Bolivia en defensa de los recursos naturales, se contradice con su 
promoción nacional de las industrias extractivas (gas, petróleo y litio) 
en nombre de desarrollo. Su gobierno, por consiguiente, incentivó 
movilizaciones sociales indígenas en contra del despojo de sus 
derechos, a la vez que favoreció a los pequeños agricultores 
capitalistas y a los pobres urbanos. Canessa sostiene que “pensar la 
indigeneidad en los términos discursivos de los desposeídos 
poscoloniales es sencillamente inútil para el abordaje de estas 
tensiones y contradicciones”. 


Con una vasta experiencia etnográfica en el país, Canessa sugiere que 
no hay que pensar la indigeneidad como una categoría fija, sino como 
discursos cuyos sentidos a menudo compiten; además, son discursos 
que varían según la escala de uso. En el plano global, se entiende 


directamente como una defensa del medio ambiente, aunque el 
indigenismo también lo pueden esgrimir tanto Morales (el Estado) 
como los grupos locales. Es en los planos nacional y local donde 
surgen los conflictos que muestran sentidos contradictorios sobre qué 
representa la indigeneidad y para quiénes. Tomando a Bolivia como 
caso de estudio, Canessa aborda cuestiones más amplias, como 
algunas consecuencias ambiguas de la transformación global del 
término “indígena” desde una categoría usada para describir (y 
desposeer) a los pueblos sujetos en los regímenes coloniales hasta 
convertirse en una identidad autodeclarada de liberación y derechos. 
Entre estos extremos, Canessa remarca la necesidad de analizar la 
diferenciación interna y advierte contra el peligro de “suponer que los 
pueblos indígenas están siempre y en todo lugar en lo correcto o 
incluso que son, por definición, los colonizados, nunca los 
colonizadores”. Concluye con la sugerencia de que, con el fin de 
abordar las paradojas creadas cuando la indigeneidad trabaja tanto 
para crear nuevas jerarquías como para desmantelarlas, es necesario 
indagar en la diversidad de voces y demandas indígenas. 


Por su parte, el capítulo de Luis Reygadas explora las desigualdades 
sociales desde la perspectiva simbólica. Sobre la base de 
investigaciones antropológicas y sociológicas anteriores, el autor busca 
ofrecer una respuesta sistemática a la pregunta: ¿cómo forman los 
símbolos a las desigualdades? Para eso, identifica cinco procesos 
simbólicos principales de producción, reproducción y cuestionamiento 
de las desigualdades sociales: creación de categorías y límites; 
atribución de valores a las categorías creadas; conversión de 
categorías (diferencias) en desigualdades; creación y distribución de 
capital social; luchas por la legitimidad de las desigualdades. El autor 
describe estos patrones simbólicos de reproducción de las 
desigualdades no como una repetición estática de las asimetrías 
existentes, sino como campos dinámicos de fuerzas donde los actores 
que usan estrategias para mantener las distancias sociales compiten 
con los actores interesados en mitigar las desigualdades. Aunque 
algunos de estos mecanismos simbólicos ya han sido investigados en 
estudios anteriores, el esfuerzo realizado por Reygadas de reconstruir 
críticamente estos procesos en detalle y, además, demostrar cómo se 
relacionan entre ellos, representa una ampliación importante de los 
estudios existentes sobre la desigualdad. Así, el capítulo integra 
procesos simbólicos que tienen lugar en diferentes niveles y esferas 
sociales (economía, política, instituciones, vida cotidiana) en una 


matriz de análisis coherente y abarcadora. Visto a través de la lente de 
esta matriz, se puede determinar con precisión el nexo complejo entre 
los procesos materiales y simbólicos que configuran las desigualdades 

existentes. 


Parte III. Dinámicas de producción y transformación de las 
desigualdades 


La tercera y última sección del libro refiere a las dinámicas que 
producen las desigualdades y, además, a los procesos de 
transformación y las reacciones que estos pueden causar. Dichas 
dinámicas implican conflictos y disputas desarrolladas en diferentes 
ámbitos usando múltiples repertorios de acción, desde el escándalo 
público hasta el cabildeo y la corrupción. Los estudios de caso 
presentados en esta sección siguen los procesos en que se generan y 
mantienen las desigualdades, y revelan asimismo su carácter político y 
disruptivo. Aunque se ocupan de conflictos observados en localidades 
y Estados nación específicos, comparten una preocupación por 
interpretar las luchas locales en el contexto de sus interdependencias 
globales e históricas. Para ello, los capítulos reelaboran conceptos que 
pretenden trazar la continuidad temporal (capas de desigualdades) y 
los vínculos transnacionales de los procesos de producción, 
comercialización y consumo (cadenas globales de materias primas), 
así como de reproducción social (cadenas globales de cuidado). 


Desde una perspectiva sincrónica, los capítulos de esta sección 
abordan los cambios recientes en la estructura social asociados con las 
estrategias individuales de movilidad (migración), así como con las 
políticas públicas (planes de reducción de la pobreza, políticas 
“multiculturales” y acuerdos neoextractivistas). Este conjunto de 
transformaciones abrió nuevas líneas de conflicto y nuevas preguntas 
conceptuales para quienes estudian la desigualdad. Se refiere a las 
controversias en torno a las políticas que (re)crean diferencias, como 
la acción afirmativa en Brasil o los derechos especiales a la tierra para 
las comunidades rurales afrodescendientes en Colombia. 


En su capítulo, Jairo Baquero-Melo utiliza el concepto de “capas de 


desigualdades” para comprender la imbricación de los procesos 
económicos, políticos y sociales que, históricamente y en la 
actualidad, produjeron y reprodujeron las desigualdades en la región 
del Bajo Atrato, en Colombia. Si bien las categorías sociales son 
fundamentales para analizar la superposición de las desigualdades, 
para el autor estos procesos afectan múltiples grupos sociales. Más 
específicamente, en su estudio de caso, señala que si bien la expansión 
de los derechos multiculturales colectivos a la tierra que se da en 
Colombia desde los años noventa benefició a los afrodescendientes, 
otros grupos que a lo largo de la historia también fueron despojados 
de sus derechos laborales y de acceso a la tierra, como los campesinos 
mestizos, son menospreciados por la Estado. Ambos grupos comparten 
una experiencia de conflictos y violencia por la tierra vinculada con la 
agroindustria global, que sigue reconcentrando la tierra y 
contrarrestando las fuerzas que promueven la igualdad. Tal 
“legalización” de la diferencia, como él la concibe, ha sido un 
resultado contradictorio de las políticas multiculturales. Por lo tanto, 
para el autor la intersección de las categorías sociales de clase, raza y 
etnicidad debe considerarse en todos y cada uno de los distintos 
grupos de desposeídos. 


Baquero-Melo sigue los procesos históricos que configuran relaciones 
asimétricas entre los diferentes grupos sociales a través de las 
categorías de clase, raza y etnia, desde los tiempos coloniales hasta la 
Colombia contemporánea, plagada de conflictos armados. Su estudio 
sobre la región del Bajo Arato, donde los desalojos forzados son parte 
de la experiencia habitual de campesinos mestizos y 
afrodescendientes, es un ejemplo de las relaciones entre desigualdad y 
violencia, implementada como mecanismo que produce y reproduce 
las desigualdades. 


El capítulo de Sérgio Costa toma el caso de Brasil, donde el reciente 
ciclo de crecimiento económico combinado con el aumento de los 
gastos sociales llevó a una enorme expansión del consumo, sobre todo 
de bienes duraderos. Al combinar los enfoques marxista y weberiano 
en el estudio de las desigualdades y, en particular, las contribuciones 
de Kreckel (2004) y Therborn (2013), el capítulo busca reconstruir las 
conexiones entre los cambios recientes en la estructura social brasileña 
y los conflictos políticos que llevaron a la destitución de la presidenta 
Dilma Rousseff en agosto de 2016. El capítulo describe una matriz 
multidimensional, según la cual cinco vectores principales son 


relevantes para la definición de clases o estratos en dicho país: 
riqueza, posición en espacios jerárquicos, conocimiento, asociaciones 
exclusivas/excluyentes y derechos existenciales. Incluso si las 
distancias sociales medidas en términos de ingresos y otros activos 
permanecieron intactas, la aparición de un nuevo contingente de 
consumidores desafió a la clase media establecida, que perdió su 
monopolio para usar ciertos servicios y espacios comerciales 
(universidades, centros comerciales, aeropuertos, entre otros). Esto 
explica su resistencia contra los gobiernos liderados por el Partido de 
los Trabajadores (PT), incluso durante el período de rápido 
crecimiento económico en el cual la clase media establecida registró 
importantes ganancias materiales. Desde 2014, el estancamiento 
económico implicó fuertes pérdidas materiales para todas las clases 
sociales, y también agravó los conflictos simbólicos. Esto, combinado 
con las investigaciones sobre casos de corrupción que obstruyeron las 
asociaciones ilícitas entre los políticos y las élites empresariales, minó 
la sustentabilidad popular y parlamentaria de Rousseff. 


Desde una perspectiva histórica mundial, como lo sugiere 
Korzeniewicz en este libro, la migración aparece como un mecanismo 
para reducir las desigualdades; sin embargo, desde una perspectiva 
transnacional, que sigue los vínculos y las relaciones entre los hogares 
que surgen de la migración, se destacan nuevos patrones de 
desigualdades. La migración produce desigualdades en el seno de la 
familia y más allá, en formas específicas de género que también 
interactúan con las clases sociales. El capítulo de Anna Skornia 
explora algunos de estos múltiples significados y efectos de la 
migración en las desigualdades sociales. 


La incorporación de la relación entre las esferas de producción y 
reproducción exige una atención especial a los hogares y las familias, 
como sitios de producción y reproducción de las desigualdades. Los 
hogares y las familias, y los hombres y las mujeres en ellos, sin 
embargo, también son actores en los mercados específicos nacionales 
e, incluso, globales. En su capítulo, Skornia observa las dinámicas de 
los procesos migratorios laborales globales vinculados con lo que 
parecían ser las tareas privadas relacionadas con el ámbito familiar: el 
trabajo de cuidado de ancianos. Los déficits del trabajo de cuidado en 
el Norte Global se cubren, cada vez más, con la migración femenina 
del Sur Global. La autora constata que el ingreso de las mujeres en la 
fuerza laboral en los países del Norte no implicó un cambio sustancial 


en la división sexual del trabajo, sino una externalización de los 
trabajos de cuidado hacia los trabajadores (predominantemente 
mujeres) migrantes en la esfera doméstica. Estas nuevas relaciones de 
cuidado tienen implicancias importantes para la reproducción de las 
desigualdades sociales a través de las fronteras nacionales y más allá. 
Con la compra de servicios de cuidado proporcionados por los 
trabajadores migrantes en el Norte Global, el cuidado se convirtió en 
un recurso distribuido de manera desigual: se retira de un hogar en un 
país y se importa a otro. 


Al estudiar a los trabajadores migrantes peruanos en Italia, Skornia 
analiza cómo las particularidades de las configuraciones sociales, 
institucionales y políticas nacionales juegan un papel esencial en la 
reproducción de las desigualdades relacionadas con el cuidado. Llama 
la atención sobre el rol del Estado en asegurar o negar el bienestar, y 
sus efectos sobre las desigualdades, en este caso basadas en la edad, 
una categoría a menudo omitida. A la vez, al observar a la familia 
Skornia evoca un tema importante de las ciencias sociales, a saber, el 
rol de la familia como mediadora entre el individuo y el colectivo, y, 
en el caso que nos ocupa, en la reducción o la reproducción de las 
desigualdades. 


Rastrear los efectos locales de la producción de materias primas 
agrarias globales en América Latina tiene mucha relevancia para la 
teoría sociológica. Una nueva mirada sobre las desigualdades implica 
cuestionar el sesgo urbano e industrial de la sociología, mientras que 
casi la mitad de la población mundial vive en áreas rurales, y tres 
cuartas partes de ella son pobres. En este sentido, en su capítulo para 
este volumen, Renata Motta observa la movilización de los campesinos 
pobres contra las desigualdades socioambientales asociadas con la 
expansión de los cultivos transgénicos en la Argentina y Brasil. Si bien 
las dinámicas que generan nuevas desigualdades suelen operar en 
múltiples escalas, como los mercados capitalistas globales y los 
proyectos de desarrollo nacional, los efectos se viven y experimentan 
localmente —en el nivel del hogar, como en el caso de problemas de 
salud, y en el de la pequeña granja o chacra, ya que los campesinos 
son despojados del control sobre las semillas—. Asimismo, es justo ahí, 
en los niveles de los afectados, donde se construye la resistencia. 


Con los aportes de la literatura de género y medio ambiente y, en 
particular, con la tríada conceptual de la (re)producción económica, 


social y ambiental, Motta estudia dos casos de movilización social 
para afirmar que, no casualmente, la expansión del mercado de 
agrobiotecnología se basó en la erosión de las responsabilidades 
estatales y empresariales por la reproducción social y ambiental. La 
conexión entre estos fenómenos se encuentra en el capitalismo agrario 
neoliberal, que se caracteriza por una regulación laxa del Estado 
respecto de sus efectos sobre el medio ambiente y sobre la salud, 
mientras que de manera simultánea presiona por una fuerte presencia 
del Estado para hacer cumplir los derechos de propiedad intelectual. 
En este sentido, Motta afirma que la movilización social es el proceso 
clave para enfrentar los desajustes entre las esferas productiva y 
reproductiva, en las que se basan los defensores de los cultivos 
transgénicos. 
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Parte 1 


Estructuración de las desigualdades 


1. Desigualdad: hacia una perspectiva 
histórica mundial 


Roberto Patricio Korzeniewicz 


¿Por qué una unidad de análisis histórica mundial? 


Uno de los supuestos más asentados en las ciencias sociales es que la 
desigualdad y la estratificación en el mundo se formaron 
principalmente por fuerzas que operan dentro de las naciones. Esta 
suposición es tan fundamental, y está arraigada de manera tan 
profunda, que la elección de las naciones como unidad de análisis 
privilegiada en general no ha estado bien fundada desde el punto de 
vista teórico. En este sentido, gran parte del trabajo sobre desigualdad 
y estratificación en las ciencias sociales contemporáneas, elaborado 
mediante una combinación de sentido común, tradición académica y 
el formato en que los datos pertinentes han estado disponibles con 
más facilidad, naturaliza a las naciones como los espacios que 
contienen dentro de sus fronteras los procesos fundamentales que son 
relevantes para comprender el tema. 


Para un estudio más productivo de la estratificación y la desigualdad, 
nos basamos aquí en una tradición diferente y sostenemos que se debe 
pensar más críticamente lo que debería constituir una unidad de 
análisis adecuada. ¿Qué es una unidad de análisis adecuada? Es 
aquella que contiene dentro de sus límites los procesos sociales que 
son relevantes para la comprensión del fenómeno a investigar (Weber, 
1996 [1905]). Para el estudio de la estratificación y la desigualdad, la 
unidad de análisis adecuada es global e histórica.[3] 


Un texto fundacional de las ciencias sociales modernas, La riqueza de 
las naciones de Adam Smith (1976 [1776]), sirve para ilustrar la 


importancia de elegir una unidad de análisis adecuada. En varios 
pasajes de ese libro, el autor analiza las disparidades de la riqueza 
dentro la ciudad, y entre esta y el campo, de una manera que se 
asemeja a los debates de estas disparidades dentro y entre las naciones 
ricas y pobres de hoy. En vez de seguir el sentido común vigente para 
explicar la riqueza de las ciudades y la pobreza del campo a finales del 
siglo XVIII como resultado de los procesos que ocurren de manera 
independiente en cada uno de estos territorios acotados, en La riqueza 
de las naciones Smith elige una unidad de análisis alternativa, que 
abarca ambos conjuntos de espacios (la ciudad y el campo). 


Según Smith, los habitantes de las ciudades históricamente utilizaron 
la asociación corporativa para regular la producción y el comercio de 
tal modo que restringía la competencia del campo. Como resultado de 
tales acuerdos, en sus relaciones con el campol[4] (“y el conjunto del 
comercio, que sustenta y enriquece a cada ciudad, consiste en estos 
últimos tratos”) los habitantes de la ciudad poseían “grandes 
ganancias” y podían “comprar, con una cantidad menor de su trabajo, 
el producto de una cantidad mayor del trabajo del campo” (Smith, 
1976 [1776]: 1, 139-140). En este contexto, la riqueza de las ciudades 
y la pobreza del campo resultan inextricablemente relacionadas, ya 
que fue en gran parte para regular y configurar los flujos (por ejemplo, 
de bienes, capital y personas) que constituyen esta relación que se 
construyeron y regularon los límites territoriales entre el campo y la 
ciudad. 


Si bien esos acuerdos tendían a aumentar los salarios que los 
empleadores de las ciudades debían pagar, “en recompensa, estaban 
habilitados para vender los suyos mucho más caros; de modo que 
hasta ahora era tan ancho como largo, como suelen decir; y en el trato 
de las diferentes clases entre sí en la ciudad, ninguno de ellos perdió 
por estas regulaciones” (Smith, 1976 [1776]: 1, 139). Lo que Smith 
describe es, por lo tanto, un proceso de exclusión selectiva: a través de 
acuerdos institucionales se estableció un pacto social que restringía la 
entrada a los mercados, los habitantes de las ciudades lograron una 
combinación virtuosa de crecimiento, autonomía política y equidad 
relativa que al mismo tiempo transfirió presiones competitivas al 
campo. 


Adam Smith proporciona ideas importantes sobre el papel crucial 
desempeñado por el acaparamiento de oportunidades en la 


configuración de la prevalencia relativa de la riqueza y la escasez en 
la ciudad y el campo. Pero estas ideas se habrían perdido si su unidad 
de análisis en La riqueza de las naciones no hubiera podido abarcar, 
en su narrativa, ambos conjuntos de espacios (ciudades y zonas 
rurales) y su interacción. Por ejemplo, Smith podría haber atribuido la 
riqueza de las ciudades al esfuerzo individual, la frugalidad y los 
valores de sus habitantes —y explicar así la relativa pobreza de los 
pobladores rurales como consecuencia de los logros insuficientes en 
alguna o todas estas dimensiones—. Pero su descripción evitó tal 
naturalización de los límites entre el campo y la ciudad, y destacó en 
cambio los procesos relacionales (incluidas la creación y aplicación de 
los límites de demarcación de “ciudad” y “campo”) que, para él, 
desempeñan un papel central en la explicación de la distribución 
desigual de la riqueza a través de estos espacios. 


Del mismo modo, Korzeniewicz y Moran (2009) plantean que los 
registros de la desigualdad y estratificación contemporánea que 
asumen que el Estado nación constituye la unidad de análisis 
fundamental —y también, como sucede más a menudo, limitan sus 
observaciones a los países ricos- omiten procesos clave que dan forma 
a estos fenómenos aun dentro de las poblaciones ricas que estudian. 
[5] Estos procesos fundamentales que conforman la desigualdad y la 
estratificación social se han desplegado globalmente y durante un 
largo período de tiempo -y el estudio de estos fenómenos requiere una 
perspectiva histórica mundial-—.[6] Esta perspectiva revela que los 
acuerdos institucionales que dan forma a la desigualdad dentro y entre 
países siempre han sido a la vez nacionales y globales, que los 
patrones más significativos de movilidad social implican retos a los 
patrones existentes de desigualdad entre las naciones y que los propios 
criterios de análisis habitualmente utilizados siguen desempeñando un 
papel fundamental en el mantenimiento de la desigualdad a nivel 
global. Nuestra comprensión de cada una de estas cuestiones cambia 
de manera drástica si se tienen en cuenta estas relaciones, lo que solo 
puede lograrse ampliando el alcance de nuestro análisis al mundo en 
su conjunto. 


Los esfuerzos para construir un mapeo como ese han estado limitados 
tanto por la escasez de datos comparables adecuados como por el 
supuesto teórico que, hasta ahora, ha guiado la investigación sobre 
estratificación y movilidad. De hecho, las limitaciones empíricas que 
enfrentamos están relacionadas con supuestos teóricos predominantes. 


En su mayor parte se ha concebido que la estratificación y la 
movilidad social tienen lugar principalmente —si no por completo— 
dentro de las fronteras nacionales, y estos supuestos se afianzaron de 
manera profunda en la recolección de datos mientras esta metodología 
se desarrollaba durante el último siglo. Por lo tanto, la mayoría de los 
datos sobre desigualdad, por ejemplo, se ha extraído de encuestas 
nacionales de individuos y hogares desarrolladas en primer lugar por 
agencias nacionales de estadísticas con el propósito de configurar 
políticas a nivel nacional. Además, estos datos nacionales recopilados 
sobre todo en los países ricos se han utilizado en los trabajos de las 
ciencias sociales para identificar las tendencias y los patrones en —y 
construir narrativas “universales” sobre— la estratificación, la 
desigualdad y la movilidad social. 


¿Qué tan diferentes son nuestros reportes de desigualdad y 
estratificación cuando observamos estos procesos y resultados desde 
una perspectiva global en vez de nacional? ¿Qué constituye la 
movilidad social cuando es vista desde el mundo como un todo? 
¿Quién tiene la capacidad relativa para acceder a los diferentes 
caminos para la movilidad social y en qué medida, con el tiempo? 


En este sentido, cambiar la unidad de análisis produce una perspectiva 
alternativa sobre la desigualdad y la estratificación. En lugar de estar 
limitados a nivel nacional, los acuerdos institucionales constituyen 
mecanismos relacionales de regulación, que operan dentro de los 
países y, a la vez, configuran las interacciones y los flujos entre ellos. 
No es fácil representar empíricamente esta conclusión, ya que los 
datos necesarios para construir tal descripción no están disponibles de 
inmediato. Un modelo preciso desde el punto de vista empírico, 
extendido en el tiempo y el espacio en una verdadera perspectiva 
histórica mundial requiere la creación de datos a escala global (no 
nacional), datos que hasta ahora no existen. En su ausencia, las 
siguientes son solo dos ilustraciones de cómo podría funcionar ese 
mapeo. 


Korzeniewicz y Moran (2009) tomaron 85 países con datos de 
distribución del ingreso por deciles (el porcentaje o participación del 
ingreso acumulado por cada 1/10 de la población) disponible circa 
2007, y calcularon para cada decil su ingreso promedio; por ejemplo, 
la participación en el ingreso que corresponde al 10% más rico de los 
Estados Unidos (USA10) es de casi el 28%, lo que se traduce en un 


ingreso promedio de US$127.500 por decil basado en el INB per 
cápita de los Estados Unidos en 2007. Estos 850 deciles de países se 
clasificaron de pobre a rico para establecer deciles mundiales (es 
decir, cada uno con el 10% de la muestra representativa), sus límites y 
su composición. Por ejemplo, la primera casilla en la parte superior 
del gráfico 1.1 representa el 10% más rico de nuestra muestra 
mundial, los deciles de países con un ingreso promedio de más de US 
$27 894. Aunque el tamaño de la población de un decil es 
equivalente, cada decil mundial contiene diferentes números de 
deciles de países porque los países tienen diferentes poblaciones 
nacionales (el gran número de deciles en los dos deciles más ricos del 
mundo refleja, así, a las poblaciones más chicas en esa parte del 
mundo). 


Como se observa en el gráfico 1.1, casi todos los deciles de naciones 
de ingresos altos están contenidos dentro de los dos deciles más ricos 
del planeta, lo que ilustra por qué los estudios de movilidad y 
estratificación que se centran exclusivamente en este tipo de países 
están destinados a producir una interpretación muy estrecha de estos 
fenómenos. Como veremos más adelante, lo que representa la 
movilidad en estos estudios —por ejemplo, ascender en la escala 
profesional- significa desde una perspectiva global un movimiento 
dentro de lo que, de hecho, constituye una élite mundial (es decir, el 
movimiento dentro del 20% más rico del mundo). La movilidad más 
significativa, como se señala a continuación, implica el salto de 
fronteras para asegurar un flujo más drástico de los ingresos. Producir 
una mejor explicación de la estratificación global y la desigualdad 
mundial para identificar dichos patrones de movilidad requiere un 
enfoque diferente (histórico-mundial) en la recopilación e 
interpretación de datos sociocientíficos. 


Para llegar a un mapeo más preciso de cómo la estratificación y la 
movilidad han cambiado en las últimas décadas, por ejemplo, 
resultarían más útiles los datos que combinan información sobre las 
distribuciones dentro del país (entre poblaciones rurales y urbanas, 
hombres y mujeres, calificados y no calificados) con medidas de cómo 
se desempeñan estas poblaciones dentro del país en relación con las 
poblaciones de otros países. Este mapeo proporcionaría una 
evaluación más productiva de los cambios en la posición relativa de 
varias poblaciones entre sí (diferentes ocupaciones dentro de un país u 
ocupaciones similares entre naciones) y de los retornos cambiantes de 


varias estrategias de movilidad social (utilidades según habilidad y 
educación). 


Para concretar esta enorme tarea, Korzeniewicz y Albrecht (2012) 
mapearon los cambios en la estratificación ocupacional global entre 
1982 y 2009 a partir de los datos salariales disponibles en las 
publicaciones periódicas del Union Bank of Switzerland (UBS). Desde 
1971, cada tres años, el UBS publica encuestas de precios y salarios 
que se pueden utilizar para reconstruir, para más de tres docenas de 
ciudades de todo el mundo (incluidas las de países de ingresos altos, 
medios y bajos), salarios promedio para más de una docena de 
categorías ocupacionales (que van desde obreros de la construcción y 
trabajadoras fabriles no calificadas, conductores de ómnibus y 
maestros de escuelas primarias, hasta gerentes e ingenieros). Este 
ejercicio permite evaluar cómo las ganancias relativas de 
determinadas ocupaciones han cambiado con el tiempo, qué 
ocupaciones se han caracterizado por una mayor o menor 
convergencia global en sus ganancias y la medida en que los cambios 
en los ingresos relativos pueden atribuirse a varios procesos posibles 
de movilidad ascendente o descendente (ganancias según educación, 
crecimiento económico nacional, y migración). 


Gráfico 1.1. Estratificación global, deciles de 850 países 
clasificados de ricos a pobres 
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Fuente: Korzeniewicz y Moran (2009). O Russell Sage 
Foundation. Reproducido con permiso. 


Durante 1982-2009, los salarios variaron más entre las ciudades 
ubicadas en los países de ingresos altos y bajos que entre las 
ocupaciones. Para tomar un ejemplo, en todo el período, el salario 
promedio por hora en Nueva York basado en 12 ocupaciones 
encuestadas fue 10 veces más alto que en Bombay, y el rango de 
salarios por hora en Bombay (con una diferencia salarial de US$4,04 
entre obreros de la construcción y jefes de departamento) fue menos 
de la mitad de la brecha entre el salario más alto en Bombay y el 
salario más bajo reportado en Nueva York (una diferencia de US 
$9,06). En otras palabras, una vez más, las ganancias potenciales que 
un trabajador en Bombay puede obtener a través del crecimiento 
económico a lo largo del tiempo o por el aumento de su capital 
humano individual (es decir, al adquirir la educación y las 
capacidades necesarias para convertirse en ingeniero en lugar de 
obrero de la construcción) son pequeñas en comparación con las 
ganancias relativas que puede lograr al mudarse a Nueva York. 


Bombay no es la única ciudad que tiene sus salarios eclipsados por los 
de Nueva York. Entre las 12 ocupaciones relevadas en 1982, el salario 
por hora más bajo en la ciudad de Nueva York era el de las 
trabajadoras fabriles no calificadas, que ganaban un promedio de US 
$5,34 en dólares actuales; en ese mismo año, ese valor era superior a 
la ocupación mejor remunerada (en general ingenieros o jefes de 
departamento) en Bogotá, El Cairo, Estambul, Yakarta, Manila, Ciudad 
de México y Bombay. En la encuesta de 2009, casi treinta años más 
tarde, el salario por hora más bajo en la ciudad de Nueva York era el 
de los mecánicos de automóviles, que ganaban un promedio de US 
$13,46 en dólares actuales: en ese mismo año (en que se tomaron 
muestras de más ciudades con menores ingresos que en 1982) este era 
superior a la ocupación mejor remunerada en Bratislava, Bucarest, 
Buenos Aires, Caracas, Delhi y Mumbai, Yakarta, Kiev, Kuala Lumpur, 
Manila, Ciudad de México, Nairobi, Praga, Riga, Santiago de Chile, 
Sofía, Tallin y Varsovia. 


Un segundo hallazgo que confirma los argumentos presentados en 
Korzeniewicz y Morán (2009) es que hay una estabilidad considerable 


en el ranking relativo de las distintas combinaciones de ocupación y 
ciudad incluidas en el estudio de Korzeniewicz y Albrecht (2012). Por 
otra parte, durante el período 1982-2009 hubo una estabilidad 
considerable en la brecha salarial relativa entre países de altos 
ingresos (como los Estados Unidos) y países de ingresos medios (como 
la mayoría de los países de América Latina). 


Pero, por supuesto, faltan algunos datos cruciales en la discusión que 
hasta ahora hemos presentado: el proyecto UBS ha comenzado a 
incluir ciudades de China continental en su encuesta recién a partir de 
2006. Al agregar a China, con las tasas de crecimiento excepcionales 
de las últimas décadas, el perfil global de estratificación ocupacional 
cambia de manera significativa. Si hubiera datos disponibles sobre los 
salarios comparables para nuestras 12 ocupaciones en China en 1982, 
el ranking y la distribución relativa de estos salarios muy 
probablemente habrían sido similares a los descriptos para Bombay. 
En 2009, los salarios en Pekín experimentaron un crecimiento 
considerable. Los salarios de las ocupaciones mejor remuneradas en 
China ya superan a los de las ocupaciones mejor remuneradas en 
muchos países de América Latina. 


El aumento absoluto de los salarios en las ciudades chinas —que los 
datos de UBS analizados en Korzeniewicz y Albrecht (2012) solo 
consideran para el intervalo 2006-2009, pero es aún más evidente 
cuando se toman en cuenta los años siguientes (véase, por ejemplo, 
Albrecht y Korzeniewicz, 201 4)- refleja los patrones más amplios de 
crecimiento económico en China que, en efecto, están transformando 
la estratificación global, como se explica en mayor detalle más 
adelante. Antes de pasar a una discusión más específica de los efectos 
del crecimiento en China (y, en menor medida, la India) sobre la 
estratificación global, cabe realizar un breve desvío para resaltar 
algunos de los alcances de estos argumentos a los efectos de 
comprender algunas implicaciones más amplias de la adopción de una 
perspectiva global sobre la desigualdad, la estratificación y la 
movilidad sociales. 


Patrones globales de movilidad social 


Gran parte de la literatura existente sobre la movilidad social se centra 
en cómo ella se produce principalmente a través de cambios (hacia 
arriba o hacia abajo) en la posición relativa de los individuos o grupos 
dentro de las distribuciones de los ingresos nacionales. Sin embargo, 
desde una perspectiva global ha habido dos caminos principales de 
movilidad social que involucran, por un lado, cambios en la posición 
relativa de las naciones dentro de la distribución internacional del 
ingreso, y, por otro, cambios en la posición relativa de los individuos o 
grupos en la distribución global del ingreso, que se logran al “saltar” o 
moverse entre ubicaciones categoriales. 


Si bien los estudios de movilidad socioeconómica en las naciones ricas 
suelen asumir que sus conclusiones son universalmente relevantes, 
estas conclusiones se derivan de la limitada gama de interacciones que 
tienen lugar entre y dentro de los estratos relativamente ricos en el 
mundo (sobre todo, los dos deciles de ingreso más altos en el gráfico 
1.1). Un enfoque tan estrecho proporciona una perspectiva parcial y 
fragmentada de los patrones de movilidad. Para hacer un paralelo 
histórico, sería como si tuviéramos que suponer que un estudio de las 
trayectorias individuales de la nobleza francesa o británica en el siglo 
XV sirviera para representar el carácter general de la estratificación 
social y movilidad en el tiempo. Tomar el mundo como la unidad de 
análisis relevante nos permite reevaluar los tres caminos principales 
que, de hecho, han caracterizado a la movilidad social. 


Camino A: movilidad dentro del país 


Este es el camino de movilidad más evidente. Por este camino, por 
ejemplo, los individuos o grupos cambian su posición relativa dentro 
de las distribuciones de ingreso nacional a través de la revalorización 
O la devaluación de capital humano (en general, habilidades y 
educación). Expresada de manera más amplia como una prueba del 
desplazamiento gradual de la posición social por el logro como el 
principal criterio de conformación de la estratificación social, la 
búsqueda de esta estrategia a nivel individual ha sido el foco principal 
en el estudio de la movilidad para gran parte de las ciencias sociales 
durante el siglo XX. 


Los estudios sobre movilidad intergeneracional en los países ricos 
terminan midiendo el movimiento en la parte superior de la 
distribución del ingreso global, los deciles 9 y 10 del gráfico 1.2. En 
2005, el ingreso promedio para un graduado de la escuela media en 
los Estados Unidos fue de más de US$31.500, mientras que la misma 
cifra para alguien con un título de licenciatura o superior fue de más 
de US$56.000 (US Census Bureau, 2006). El cambio de un ingreso a 
otro por cierto representa un hito importante para los individuos y 
grupos que realizan esa transición: dentro de los Estados Unidos, este 
logro educativo implicaría un movimiento de USA4 a USAS. Pero 
incluso ese cambio importante dentro de los países representa, en el 
gráfico 1.1, un movimiento más limitado en la estratificación global, 
ya que ambos ingresos (US$31.500 y US$56.000) están contenidos en 
el decil 10 del ingreso global. 


Por otro lado, la movilidad global a través del logro educativo hoy es 


más significativa cuanto mayor es el nivel de desigualdad dentro del 
país, y en particular en los países de ingreso medio. 


Gráfico 1.2. Migración como movilidad social global 
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Fuente: Korzeniewicz y Moran (2009). O Russell Sage 
Foundation. Reproducido con permiso. 


Después de todo, el acceso restringido a la educación es uno de los 
principales mecanismos a través de los cuales se reprodujeron los altos 
niveles de desigualdad en algunas naciones durante todo el siglo XX. 
En un país como Brasil, donde los niveles de desigualdad son 
extremadamente altos, y menos del 10% de la población tiene un 
título universitario, un cambio para un individuo o un grupo similar al 
descripto para los Estados Unidos implicaría un movimiento de BRA5 
o BRA6 a BRALO0, lo que se traduce en un desplazamiento del decil 
global 7 al 9. Desde el punto de vista de la posición relativa en la 
estratificación global, las utilidades de la educación en las naciones de 
ingresos medios y desigualdad alta son aún más considerables que en 
las naciones ricas. 


Sin embargo, hay obstáculos significativos que complican este camino 
de movilidad. Más importante aún, la utilidad relativa en cualquier 
nivel dado de capital humano y logro educativo está sometido a 
cambios significativos con el paso del tiempo. Por ejemplo, tener 
educación primaria completa era un estándar alto de ventaja 
educativa a finales del siglo XIX, pero hoy no se considera como un 
indicador alto del logro del capital humano. La alfabetización 
informática casi no existía cuarenta años atrás, pero sin duda hoy es 
una habilidad crucial. En particular en las naciones más pobres, los 
esfuerzos para obtener los beneficios asociados con un capital humano 
y un nivel educativo mayores a menudo implican participar en una 
carrera cuya meta se mueve constantemente hacia adelante. 


En gran parte de la literatura predominante actual, los cambios en las 
utilidades diferenciales del trabajo calificado y no calificado y en 
quién tiene acceso a estas oportunidades son fundamentales para la 
comprensión de la estratificación y movilidad social. Estos cambios en 
los retornos son, de hecho, uno de los ejes fundamentales alrededor de 
los cuales se ha constituido históricamente la desigualdad. Pero lo que 
suele faltar en la literatura mainstream, y lo que una perspectiva 
histórica mundial nos hace observar, son las formas cambiantes en que 
la “habilidad” ha sido construida con el tiempo como un criterio a 
través del cual las utilidades se distribuyen de manera diferencial en 


varias poblaciones. 


Esta perspectiva ayuda a comprender, por ejemplo, por qué ciertos 


” ” 


criterios (“alfabetización”, “educación primaria”, “educación 
secundaria”, “conocimientos informáticos”) sirven para reclamar (o 
justificar) mayores utilidades en un período pero no en el tiempo, por 
qué algunos trabajos se perciben como “no calificados” en ciertos 
países pero como “expertos” en otros, o por qué los nuevos procesos 
de producción podrían leerse como una “descalificación” en algunos 
países pero como una “mejoría” en otros. En otras palabras, una 
perspectiva histórica mundial destaca que los criterios de “capital 
humano” que sustentan la desigualdad son en sí el resultado de 
acuerdos institucionales vinculados a los procesos de destrucción 
creativa schumpeterianos. 


Schumpeter sugiere que, en vez de una única transición de un estado 
de equilibrio a otro, debemos concebir que el capitalismo entraña una 
transformación continua: 


El capitalismo es, por naturaleza, una forma o método de cambio 
económico que no es ni jamás podrá ser estacionario. La apertura de 
nuevos mercados, nacionales o extranjeros, y el desarrollo 
organizacional desde el taller hasta las preocupaciones tales como las 
del US Steel [Acero de los Estados Unidos] ilustran el mismo proceso 
de mutación industrial -si puedo usar ese término biológico- que sin 
cesar revoluciona la estructura económica desde adentro: destruyendo 
lo viejo y creando lo nuevo, incesantemente. Este proceso de 
Destrucción Creativa [en mayúsculas en el original] es el hecho 
esencial del capitalismo. En esto consiste el capitalismo y es donde 
reside toda preocupación capitalista (Schumpeter, 1942: 82-3). 


En el modelo schumpeteriano, la introducción y la agregación de las 
innovaciones perturban las disposiciones económicas y sociales 
existentes. Con el tiempo, este es el proceso fundamental que impulsa 
los ciclos de prosperidad (que se caracterizan por una inversión 
intensa en nuevas oportunidades productivas) y de depresión (que se 
caracterizan por una absorción más amplia de prácticas innovadoras y 


una eliminación de actividades más vetustas). 


En vez de reflejar una capacidad objetiva para satisfacer ciertos 
requerimientos técnicos (o cualquier cosa relacionada con las tareas 
realizadas en la producción), la variedad de las poblaciones relevantes 
en las categorías de calificados y no calificados en todo el mundo está 
vinculada a los procesos de destrucción creativa. En su mayor parte, 
los “calificados” en cualquier conjunto de distribución particular están 
constituidos por aquellos que están involucrados en el extremo más 
“creativo” de los procesos de destrucción creativa descriptos por 
Schumpeter. La desacreditación y creación de los no calificados es el 
resultado de la constante “destrucción”, y los procesos de construcción 
de la desigualdad categorial están vinculados a los criterios que se 
utilizan en cualquier momento histórico dado para agrupar a las 
poblaciones en las categorías “calificadas” y “no calificadas” (hoy “no 
calificadas” se refiere a la mayor parte de esas actividades, que alguna 
vez se consideraron “calificadas”, y que ahora son realizadas por 
poblaciones en o desde fuera de los dos primeros deciles globales de 
los ingresos del gráfico 1.1). Históricamente, la incorporación a los 
puestos calificados se ha visto limitada por la regulación de la 
competencia (como en las ciudades descriptas por Adam Smith). El 
uso de criterios de adscripción para clasificar las poblaciones y, por lo 
tanto, construir lo que es “calificado” o “no calificado” (ciudad y 
campo, pero también mujeres y hombres, negros o blancos, naciones 
pobres o naciones ricas) ha sido constitutivo de la propia creación y 
reproducción de la desigualdad. 


Mientras que las estrategias revisadas antes se centran en la movilidad 
a nivel individual, la movilidad dentro de los países ha incluido las 
diferentes formas de acción colectiva (movimientos sociales, 
organización empresarial) y de movilización política (de la 
participación electoral a las asambleas revolucionarias) a través de las 
cuales diversos actores han intentado mejorar su dominio sobre los 
recursos dentro de las fronteras nacionales —lo que Hirschman (1970) 
describe como el ejercicio de la voz-.[7] En gran medida, la misma 
constitución de los Estados nación sobre el desarrollo de la economía 
mundial ha sido parte integral del ejercicio de la “voz” de los actores 
sociales relevantes. 


Desde una perspectiva histórica mundial, el impacto de estas 
estrategias ha sido siempre complicado: el éxito de los reclamos por 


parte de un actor (el trabajo organizado en los países ricos) podría ir a 
la par de la exclusión de otros (los inmigrantes de países más pobres). 
Así, el mismo proceso (la búsqueda de una distribución más equitativa 
de los recursos por parte de los Estados de bienestar en los países 
ricos) puede tener resultados muy diferentes si examinamos sus 
efectos solo dentro de los límites de cada uno de los Estados nación o 
del mundo en su conjunto. 


Entonces, los que abogan por una mayor equidad ¿cómo deberían 
evaluar el resultado de las luchas que al mismo tiempo aumentan la 
riqueza y el bienestar de algunos (trabajadores varones urbanos en los 
países de mayores ingresos después de la Segunda Guerra Mundial) 
mientras que fortalecen los acuerdos institucionales que conducen a la 
exclusión de otros (los inmigrantes de países más pobres)? 


Hay muchas respuestas posibles. Algunos sostienen que todos los 
países tienen sus respectivas poblaciones en situación de desventaja, 
que solo pueden definirse a sí mismas y a sus objetivos en relación con 
su entorno nacional, y que la lucha de las poblaciones más pobres en 
los países ricos no solo es significativa en y por sí misma, sino que 
además ayuda a elevar los estándares de bienestar en todo el mundo. 
Otros se centran en los efectos de la exclusión en mejorar la 
desigualdad relativa y facilitar la reproducción de la privación 
absoluta en los países más pobres, y sostienen que los avances de las 
poblaciones desfavorecidas en los países ricos son insignificantes 
respecto de las necesidades de la mayoría de la población mundial. Y, 
por supuesto, la mayoría de los defensores de una mayor equidad 
probablemente rechazaría aproximarse a la cuestión como un dilema, 
y en su lugar buscaría reconocer como valiosos todos los esfuerzos 
para fomentar los intereses de los menos privilegiados en relación con 
las poblaciones más ricas -sin importar si estos esfuerzos ocurren 
dentro de los límites nacionales o globales-. 


Camino B: movilidad entre países 


El segundo camino de la movilidad en la estratificación social global 
ha consistido en la búsqueda del crecimiento económico nacional. 


China y la India hoy encarnan gran parte del optimismo sobre las 
recompensas potenciales de este camino. Como señalamos antes, si la 
tasa actual de crecimiento de estos dos países se mantiene tan alta 
como lo es en la actualidad, podría cambiar el semblante de la 
estratificación global. Históricamente existió la movilidad de naciones 
individuales, como en los casos de Suecia a finales del siglo XIX, 
Japón justo después de la Segunda Guerra Mundial o Corea del Sur en 
las décadas del setenta y ochenta del siglo XX. Pero en el pasado, la 
movilidad ascendente de naciones individuales tuvo lugar en un 
escenario en el que continuó la desigualdad sistémica o esta se hizo 
aún más pronunciada. El mayor tamaño de China y la India hace que 
la historia sea diferente, ya que su movilidad efectiva, incluso si se 
limita a estos dos casos concretos, implicaría un cambio en la lógica 
que ha prevalecido hasta ahora en la economía mundial. 


En los últimos dos siglos, el desarrollo de altos niveles de desigualdad 
entre los países estaba estrechamente vinculado a los acuerdos 
institucionales que caracterizaron a los niveles más bajos de 
desigualdad dentro del país en las naciones más ricas del mundo. En 
cierto sentido, los acuerdos institucionales “una forma particular de 
distribuir las ganancias y pérdidas relativas que surgen de los procesos 
más cotidianos de destrucción creativa— han constituido una 
innovación histórica schumpeteriana. Pero con el tiempo, los mismos 
acuerdos institucionales creados a través de la innovación se empiezan 
a caracterizar por rigideces, lo que crea nuevas oportunidades 
competitivas para la movilidad global “como en el ejemplo de Adam 
Smith del campo y la ciudad, la efectividad de las barreras de entrada 
ha generado nuevos nichos de oportunidad; como en la mano de obra 
barata movilizada en China o la India durante sus primeras décadas de 
crecimiento sostenido-. 


Debemos señalar aquí que la búsqueda del crecimiento económico 
nacional a menudo se retrata en términos de una disposición de las 
personas para permitir una mayor desigualdad en su propio país a 
cambio del crecimiento de la riqueza general disponible para su 
distribución. Aun si se deja de lado el hecho de que no todas las 
estrategias de crecimiento económico conllevan un aumento de la 
desigualdad dentro del país (como lo indica la literatura sobre 
“crecimiento con equidad”), incluso la existencia de tal compensación 
no sería indicativa de una falta de preocupación por la desigualdad. La 
búsqueda del crecimiento económico implica el reconocimiento del 


papel crucial de la desigualdad entre países en la conformación de la 
estratificación mundial. Cuando las personas en Corea del Sur y China 
respaldan políticas diseñadas para generar crecimiento económico, en 
vez de desentenderse de las preocupaciones por la desigualdad están 
reconociendo la importancia potencial de ese camino para participar 
en la movilidad social ascendente dentro de un sistema global de 
estratificación. 


Pero ese camino de crecimiento económico nacional no ha sido 
fácilmente accesible para vastas partes del mundo, y las historias de 
éxito han sido más la excepción que la regla para la mayoría de la 
población mundial. Durante la mayor parte de los últimos dos siglos, 
el camino de la movilidad social a través del crecimiento económico 
nacional no ha cumplido su promesa. Incluso en el caso de México, 
ligado durante los últimos quince años a un acuerdo de libre comercio 
con Canadá y los Estados Unidos, el crecimiento económico no ha sido 
lo suficientemente alto como para permitir que un solo decil del país 
equipare a los de los Estados Unidos. 


Como en el caso de los logros educativos esta es, otra vez, una 
situación en la que las metas siempre se mueven hacia adelante. De 
esto se trata, en el fondo, la noción de destrucción creativa de 
Schumpeter. Los procesos de innovación constante han garantizado, 
históricamente, la eventual obsolescencia de cualquier estándar 
vigente que caracteriza un momento determinado en el tiempo — 
estándares de educación o tecnologías productivas—. En un país como 
México, esto podría significar correr muy rápido para quedarse quieto 
(si no quedar rezagado). Durante los últimos dos siglos, esta ha sido la 
historia más frecuente en la mayoría de los países. El desarrollo y la 
implementación de panaceas de crecimiento (Japón en los años 
setenta, Corea del Sur en los ochenta o China en la actualidad) rara 
vez han proporcionado un modelo replicable para el éxito y, de hecho, 
han sido parte integral de la constante creación de obsolescencia. 


Camino C: saltar la desigualdad categorial 


Llegamos así al único medio más inmediato y eficaz de movilidad 


social global para las poblaciones en la mayoría de los países: la 
migración. Dado el papel crucial de la nacionalidad en la 
configuración de la estratificación global, “saltar” las categorías al 
pasar de un país más pobre a uno más rico es una estrategia de 
movilidad muy efectiva (véase el gráfico 1.2). 


El gráfico 1.2 regresa a nuestra muestra de estratificación global para 
resaltar ciertos patrones de migración internacional. En el gráfico se 
utilizan datos de 2007 para presentar de manera estilizada la posición 
global relativa de los deciles por país de seis naciones del gráfico 1.1, 
con flujos de migración considerable entre ellos: Guatemala, México y 
los Estados Unidos en un lado, Bolivia, la Argentina y España en el 
otro. México es un país receptor de migrantes procedentes de 
Guatemala y un país de envío de migrantes a los Estados Unidos, así 
como la Argentina es un país receptor de migrantes procedentes de 
Bolivia y un país de envío de migrantes a España. El objetivo principal 
del gráfico es ilustrar cómo la estratificación global produce fuertes 
incentivos para la migración de individuos o grupos de personas en los 
países relativamente más pobres. En el caso de Guatemala, por 
ejemplo, en 2007, cualquier persona perteneciente a los siete deciles 
más pobres experimentaría movilidad ascendente al acceder a los 
ingresos del segundo decil más pobre en México. En el caso de 
México, los incentivos son aún más sorprendentes, ya que todos, 
excepto el decil más rico, encontrarían una movilidad ascendente al 
acceder al ingreso promedio del segundo decil más pobre de los 
Estados Unidos. 


Como en el otro ejemplo, en Bolivia cualquier persona que pertenezca 
a los ocho deciles más pobres participaría en un proceso de movilidad 
ascendente al obtener acceso al ingreso promedio del segundo decil 
más pobre de la Argentina. En el caso de la Argentina con relación a 
un país más rico (España en 2007), los incentivos son, de nuevo, aún 
más sorprendentes ya que en en ese año todos, excepto el decil más 
rico de la Argentina, habrían encontrado movilidad ascendente al 
acceder al ingreso medio del segundo decil más pobre en España[8] 
(y, por supuesto, la reversión de algunos de los flujos migratorios 
entre España y la Argentina a lo largo de los últimos diez años, dado 
que aumentó el desempleo en España, ilustra más aun el grado en que 
dichos flujos son contingentes sobre la evolución de las diferencias de 
ingresos). Dichas disparidades ayudan a explicar por qué los 
inmigrantes por causas económicas a menudo están dispuestos a 


abandonar una situación profesional en su país de origen para trabajar 
en posiciones relativamente más bajas en su país de destino —lo que 
subraya, una vez más, el significado contingente de “capacidad” y 
“capital humano”-. 


Por supuesto, la migración no es solo el producto de diferencias en los 
incentivos del ingreso. Migrar requiere acceso a múltiples recursos, 
desde los necesarios para cubrir los costos de transporte y de entrada a 
un país extranjero hasta las redes sociales que pueden facilitar el 
acceso a vivienda y trabajos —y estos recursos no están igualmente 
disponibles para todos los grupos de población de un país dado-—. E 
incluso en presencia (o ausencia) de fuertes incentivos de ingresos, las 
decisiones de migrar también se basan en consideraciones más 
amplias relativas a la seguridad, la salubridad, el bienestar y las 
relaciones personales. Sin embargo, Albrecht y Korzeniewicz (2015) y 
Korzeniewicz y Albrecht (2016) indican que aun cuando se tienen en 
cuenta estas consideraciones más amplias, las diferencias de ingresos 
siguen siendo la variable más significativa para explicar los patrones 
globales de los flujos migratorios. 


Los dos caminos ya analizados de movilidad, la mejora del capital 
humano y la búsqueda del crecimiento económico nacional, requieren 
mucho tiempo para generar las utilidades pretendidas y están 
plagados de un grado alto de incertidumbre respecto de si dichas 
devoluciones llegarán como se espera. Por el contrario, la tercera vía 
de la movilidad en la estratificación global que estamos describiendo, 
la migración, aunque a menudo requiere un gran nivel de 
determinación y valentía, tiende a ofrecer ganancias mucho más 
inmediatas y ciertas (aunque un tipo diferente de incertidumbre 
podría requerir, precisamente, de grandes dosis de determinación, en 
particular para los migrantes indocumentados). Así, mientras que los 
académicos siguen convencidos de que las fronteras nacionales 
proporcionan los límites apropiados para comprender la movilidad 
social, los migrantes, en su cruce de tales fronteras, revelan que los 
límites de la estratificación son globales. 


Los mecanismos institucionalizados de exclusión selectiva tuvieron un 
impacto directo sobre las tendencias de la desigualdad: ayudaron a 
reducirla dentro de los países, pero la potenciaron entre ellos al 
restringir la migración. Por lo tanto, la disminución de la desigualdad 
experimentada en varios países ricos al principio del siglo XX fue en 


gran medida la consecuencia de la introducción de las instituciones 
que fijan salarios en esos países que en efecto limitaron la 
competencia en sus mercados de trabajo.[9] Es cierto que gran parte 
de la literatura enfatiza la importancia de las tendencias 
macroeconómicas que aumentaron la demanda de mano de obra no 
calificada (con la consiguiente reducción de las diferencias salariales), 
la agremiación o las políticas estatales favorables, pero la introducción 
de las políticas restrictivas de migración internacional fue la condición 
sine qua non para el funcionamiento de cada una de estas variables 
(por ejemplo, Williamson, 1991).[10] 


De hecho, tal interpretación se ajusta a la explicación de La riqueza de 
las naciones sobre la evolución de los diferenciales de riqueza ciudad/ 
campo. Para Smith, la efectividad de las barreras institucionales 
impuestas por las ciudades a la movilidad de la población del campo 
fue demostrada mediante la profundización de las desigualdades entre 
el campo y la ciudad. Pero a largo plazo, para Smith, estas 
desigualdades —y los bajos precios y salarios en el campo- 
inevitablemente generarán incentivos para que los empleadores de las 
ciudades salgan del pacto institucional existente para aprovechar las 
mayores oportunidades de ganancias fuera de los límites de la ciudad. 
Esto iniciaría la desaparición de la asociación corporativa de las 
ciudades. 


Como en el escenario ciudad/campo de Smith, el incremento de las 
disparidades de ingresos entre las naciones a lo largo del tiempo ha 
generado fuertes incentivos (salarios mucho más bajos en los países 
pobres) para “externalizar” trabajos calificados y no calificados a 
países periféricos en una “desviación del mercado” (market bypass) 
que, en efecto, supera las restricciones del siglo XIX en los flujos de 
mano de obra. El aumento de la desigualdad mundial se convierte en 
una fuerza impulsora también para la migración, que sostiene la 
promesa de ofrecer una vía rápida para la superación de la brecha 
entre riqueza y pobreza. En este sentido, la migración encarna la 
movilidad social. De hecho, un flujo verdaderamente libre de personas 
en todo el mundo proporcionaría los medios más rápidos para 
transformar por completo los equilibrios que han caracterizado la 
estratificación global durante los últimos doscientos años. 


La transformación de la desigualdad global 


Korzeniewicz y Moran (2009) sostienen que los patrones persistentes 
de alta desigualdad al interior de los países, como en gran parte de 
América Latina y África, parecen estar vinculados en su origen a la 
explotación del trabajo forzado y al acceso restringido de grandes 
segmentos de la población a la propiedad y a los derechos políticos, lo 
que implica la persistencia de lo que llamamos exclusión selectiva. Tal 
exclusión está justificada en general por criterios categoriales. En 
comparación, los patrones de menor desigualdad en los países más 
ricos, donde los trabajadores independientes y los pequeños 
propietarios tienen un acceso considerable a la propiedad y los 
derechos políticos, parecen implicar una inclusión relativamente 
mayor —a través de políticas estatales redistributivas, la capacidad de 
las organizaciones gremiales para mejorar el poder de negociación de 
los trabajadores y el uso efectivo de la educación para mejorar las 
capacidades y, por lo tanto, los salarios-. 


Pero, de hecho, mientras los acuerdos institucionales centrados en la 
exclusión selectiva y la desigualdad categorial parecen ser las 
características distintivas de los patrones de desigualdad dentro de un 
país, la exclusión selectiva y el despliegue de la desigualdad categorial 
han sido también centrales para el desarrollo y la persistencia de lo 
que parecen constituir patrones de baja desigualdad en un país. 


En el patrón de alta desigualdad dentro del país, los acuerdos 
institucionales mejoran las oportunidades económicas para algunos, al 
tiempo que restringen el acceso de grandes sectores de la población a 
diversas formas de oportunidad (“educativas”, “políticas”, 
“económicas”). Las oportunidades mejoradas para algunos y el acceso 
restringido de la mayoría están relacionados: la exclusión selectiva 
sirve para reducir la competencia entre las élites a través de acuerdos 
institucionales que, al mismo tiempo, aumentan las presiones 
competitivas entre las poblaciones excluidas (en las arenas o los 
mercados a los que estas poblaciones están restringidas). En el patrón 
de alta desigualdad en el país, esta exclusión selectiva opera sobre 
todo dentro de las fronteras nacionales. 


El rol de la exclusión selectiva es menos evidente en el patrón de baja 


desigualdad dentro del país. De hecho, los acuerdos institucionales 
característicos de los países ricos con un patrón bajo de desigualdad 
parecen diferir de aquellos que involucran un patrón alto de 
desigualdad dentro del país, en la medida en que mejoran un acceso 
más amplio a la educación, la política y la oportunidad económica 
para su población en general. Mientras que los países caracterizados 
por los patrones de alta desigualdad se distinguen de manera más 
clara por la exclusión, la adscripción y la desigualdad categorial, los 
países con un patrón de baja desigualdad aparecen como la 
personificación misma de la oportunidad universal y garantizan la 
posibilidad de éxito a través del logro individual. 


Pero los acuerdos institucionales característicos de los países con un 
patrón bajo de desigualdad restringen con claridad el acceso a las 
oportunidades a amplios sectores de la población, excepto que ahora 
las poblaciones excluidas se encuentran principalmente fuera de las 
fronteras nacionales. La exclusión selectiva, en este caso, opera sobre 
todo a través de la existencia misma de las fronteras nacionales, al 
reducir las presiones competitivas dentro de estas fronteras, mientras 
aumenta las presiones competitivas entre la población excluida fuera 
de esas mismas fronteras (de nuevo, en las arenas o los mercados a los 
que estas poblaciones están restringidas). Por consiguiente, el 
establecimiento del patrón de baja desigualdad y la persistencia de 
altas desigualdades entre los países no evolucionaron como dos 
procesos separados: en realidad, son el resultado de los acuerdos 
institucionales fundamentales ceñidos a la desigualdad mundial. 


Entre finales del siglo XIX y principios del XX, hubo flujos bastante 
altos y más abiertos de personas de las zonas más pobres del mundo 
hacia las más ricas. En ese momento, como lo observaron autores 
como Williamson (1991), las barreras nacionales de entrada eran 
relativamente menos pronunciadas. En el siglo XX, las barreras 
nacionales de entrada se profundizaron como parte de un esfuerzo por 
restringir las presiones competitivas y reducir la desigualdad dentro 
de las naciones más ricas. 


Una vez más, estos patrones de interacción tienen un parecido 
sorprendente con el modo en que Adam Smith (1976 [1776]) describe 
la relación entre la ciudad y el campo en el breve repaso que hicimos 
al comienzo de este capítulo. Lo que Smith describió es un proceso de 
exclusión selectiva: a través de acuerdos institucionales que 


establecieron un pacto social que restringía la entrada a los mercados, 
los habitantes de las ciudades lograron una combinación virtuosa de 
crecimiento, autonomía política y equidad relativa que al mismo 
tiempo transfirió presiones competitivas al campo. 


Por supuesto, no pretendemos dar a entender que la distribución 
global desigual de ventajas y desventajas competitivas se debió solo a 
los acuerdos institucionales que transfirieron presiones competitivas 
de un lugar a otro. Sin duda, la historia es mucho más compleja. Las 
áreas que fortalecieron y protegieron sus propios derechos de 
propiedad (más en general, restringidos a sectores limitados de sus 
poblaciones) proporcionaron incentivos fenomenales a los posibles 
productores que estaban ausentes en otros lugares. Aquí, como en las 
ciudades de Adam Smith (1976 [1776]: I, 426), “el orden y el buen 
gobierno, y junto con ellos la libertad y la seguridad de los individuos, 
de esta manera, fueron establecidos [...], en un momento en que los 
ocupantes de la tierra [en otros lugares] estaban expuestos a todo tipo 
de violencia”.[11] Además, una vez que obtuvieron cierta ventaja 
competitiva, las áreas caracterizadas por una desigualdad 
relativamente menor tendieron a disponer de una cantidad mucho 
mayor de recursos para mantener y ampliar esa ventaja (a través de la 
innovación tecnológica y una mejora más constante de la fuerza de 
trabajo). 


Pero al centrarse solo en las naciones ricas, como es la práctica de la 
mayoría de las ciencias sociales, estos acuerdos institucionales 
aparecen, en verdad, como los de las ciudades de Adam Smith, que se 
caracterizan en primer lugar por la inclusión; asimismo, el crecimiento 
económico y los mercados parecen constituir esferas virtuosas donde 
la ganancia es sobre todo resultado del esfuerzo. Desde esa 
perspectiva, el éxito parece ser el resultado del logro individual, 
medido por criterios universales, en esferas (educación, mercados 
laborales) que se caracterizan por un acceso relativamente irrestricto. 


Al igual que en la ciudad y el campo de Smith, la interacción de tal 
virtuosismo con los procesos de exclusión selectiva solo puede 
observarse cuando cambiamos nuestra unidad de análisis para abarcar 
el mundo en su conjunto. Este cambio revela que la prevalencia de lo 
que serían características “logradas” en las naciones que hoy son ricas 
se basa en los procesos que operan entre las naciones que ocultan 
cómo los acuerdos institucionales “virtuosos” implican, al mismo 


tiempo, privilegios basados en la exclusión y la “adscripción”.[12] 


De hecho, desde la perspectiva que proponemos en este capítulo, los 
criterios de adscripción centrados en la identidad nacional aún hoy 
son la base fundamental de la estratificación y la desigualdad en el 
mundo contemporáneo. Desde esa perspectiva, la actual distribución 
desigual del ingreso y la riqueza en el mundo probablemente no 
existiría sin los acuerdos institucionales que limitan el acceso a los 
mercados y los derechos políticos basados en las fronteras nacionales. 
En este sentido, si bien no es verdad que las poblaciones de las 
naciones ricas hayan alcanzado sus privilegios haciendo que gran 
parte del resto del mundo sea pobre, sostenemos que los privilegios 
relativos que caracterizan a las naciones de altos ingresos (que no 
constituyen más que el 14% de la población mundial) históricamente 
requirieron la existencia de acuerdos institucionales para garantizar la 
exclusión de la gran mayoría a esta oportunidad. 


Como en el pasado, la persistencia de semejante desigualdad 
categorial se justifica mediante la apelación a imágenes y formas de 
construcción de identidad, que aparecen como naturales y no como los 
artefactos sociales que en verdad son. En este sentido, la idea de 
nación como una categoría “natural” ha permeado tan profundamente 
el sentido común (y permitido, así, que a menudo tales ideas sean 
poco cuestionadas) como la noción de, digamos, la supremacía blanca 
en el siglo XIX. 


En el libro Unveiling Inequality (Korzeniewicz y Moran, 2009), se 
analiza cómo los desafíos actuales a la desigualdad mundial han 
tomado dos formas: el aumento de la migración (tanto documentada 
como indocumentada), y el apogeo de (en primer lugar) China y (más 
recientemente) la India. Tales desafíos no habrían sorprendido a Adam 
Smith. Desde su perspectiva, como ya indicamos, la organización 
política de los habitantes de la ciudad les permitió obtener, a través de 
la exclusión selectiva, ventajas competitivas importantes vis-a-vis los 
pobladores rurales. Pero con el tiempo, el éxito de estos acuerdos en la 
generación de ventajas condujo a su erosión. La acumulación de stock 
en las ciudades, por ejemplo, provocó una competencia creciente entre 
los acaudalados, y, por ende, la disminución de las ganancias. Por fin, 
estas presiones competitivas “expulsan el stock al campo, donde, 
mediante la creación de una nueva demanda de mano de obra rural, 
necesariamente aumentan sus salarios” (Smith, 1976 [1776]: 1, 143). 


Al volver a introducir la competencia entre aquellos que hasta ahora 
habían estado protegidos de tales presiones, los mecanismos de 
exclusión selectiva entre el campo y la ciudad se empezaron a 
quebrar. 


A la manera de Smith, el crecimiento de la desigualdad entre países 
durante la mayor parte de los últimos dos siglos se ha convertido en 
una fuerza impulsora para la migración de trabajo y capital. Las 
crecientes disparidades de ingresos entre las naciones en el tiempo 
han generado fuertes incentivos (salarios extremadamente más bajos 
en los países pobres) tanto para la migración de trabajadores a los 
mercados de salarios más altos como para la “externalización” de 
empleos calificados y no calificados a países periféricos. Ambas 
tendencias ejercen una “desviación del mercado” que, en efecto, 
supera las limitaciones institucionales de los flujos de mano de obra 
del siglo XX que caracterizaron el desarrollo del patrón de baja 
desigualdad durante la mayor parte del siglo XX. Estos son los 
procesos en curso de la disminución reciente (aunque se está 
debatiendo su magnitud) de las desigualdades entre países. 


La desigualdad entre países siempre se ha caracterizado por la 
movilidad de las naciones individuales. Pero en el pasado, como 
mostramos, la movilidad ascendente de las naciones individuales tuvo 
lugar en un entorno en que la desigualdad sistémica continuó, o se 
hizo aun más pronunciada. Las grandes poblaciones de China y la 
India hacen que la historia de hoy sea diferente, ya que su movilidad 
efectiva, incluso si se limita a cualquiera de esos dos países, implica 
un cambio potencialmente drástico en los patrones de desigualdad 
entre países. 


La magnitud de esta transformación puede ilustrarse con los contornos 
cambiantes de la estratificación social global. El gráfico 1.3 muestra la 
distribución porcentual de la población mundial según niveles de 
ingreso (calculado a partir de datos del ingreso nacional) en 1980 y 
2008. En 1980, esta distribución tenía una clara distribución trimodal, 
con la población mundial dividida en grupos de ingresos bajos, medios 
y altos (o naciones periféricas, semiperiféricas y centrales), con la 
mayoría de la población mundial en descenso al extremo inferior del 
espectro. 


Gráfico 1.3. Distribución porcentual de la población mundial 
según niveles de ingresos 
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Fuente: Elaboración propia sobre la base de datos del World Bank 
(2013). 


Ahora comparemos cómo la distribución de la población mundial 
cambió en 2008 como consecuencia, principalmente, del rápido 
crecimiento de China (y, en menor medida, de la India). Lo que solía 
ser una distribución trimodal se ha convertido en bimodal. El 
movimiento ascendente de salarios e ingresos en China, ya discutido, 
está transformando no solo la posición relativa de varias ocupaciones, 
sino también los patrones más amplios de la estratificación social 
global. 


La interpretación histórica mundial presentada aquí difiere de la que 


prevalece entre muchos observadores contemporáneos, para quienes la 
reducción de la desigualdad entre países se interpreta normativamente 
como: 


una mera consecuencia de la difusión gradual de la modernización / 
la industrialización / los mercados hacia las áreas de la economía 
mundial, que han permanecido tradicionales y/o autárquicos; y/o 


un esfuerzo de las élites mundiales para mejorar sus privilegios a 
través de la expansión de los mercados y los acuerdos de explotación. 


Desde una perspectiva histórica mundial, hay mucho más en juego. Si 
las tendencias de finales del siglo XX y principios del siglo XXI 
continuaran de manera sostenida, la desigualdad entre los países 
podría romper con la lógica que dio forma a la estratificación global 
durante más de un siglo: el uso de acuerdos institucionales, 
entramados en las identidades nacionales, que excluyó selectivamente 
a la gran mayoría de la población mundial del acceso a las 
oportunidades. 


Pero tal resultado no es seguro, y hay intereses poderosos que se 
resisten a esa transformación. ¿Cómo entender, si no, el actual 
recrudecimiento de los movimientos políticos nacionalistas y 
xenófobos de muchos países ricos en el mundo? Estos movimientos 
demuestran el capital político que se puede ganar en las naciones ricas 
al retratar la inclusión de las poblaciones más pobres del planeta (en 
sus flujos migratorios o sus desafíos competitivos) como una amenaza. 
Así, el esfuerzo en las naciones ricas para asegurar y fortalecer sus 
fronteras, para restablecer los mercados protegidos, para reconstruir la 
“edad de oro” de mediados del siglo XX, ¿no se trata de un esfuerzo 
para reafirmar los privilegios de algunos a través de “acuerdos 
institucionales que garantizan la exclusión de la vasta mayoría de los 
otros del acceso a las oportunidades”? 


Narrativas en cuestión 


Desde la aparición de las ciencias sociales, y en el transcurso de su 
posterior desarrollo, la desigualdad y la estratificación han sido 
concebidas sobre todo como procesos que ocurren dentro de las 
fronteras nacionales. Este enfoque ha producido una serie de 
narrativas extendidas influyentes, una de las cuales sostiene que el 
bienestar relativo de las personas se basa sobre todo en la capacidad 
de las instituciones locales para promover el crecimiento económico y 
la equidad. Otra afirma que, con el tiempo, las personas pasaron a 
estar estratificadas en mayor medida por su esfuerzo y logro relativo 
que por las características con que nacen. Una tercera, corolario de las 
otras dos, señala que la movilidad social ascendente es 
fundamentalmente el resultado de la adopción por parte de los países 
de mejores instituciones nacionales y de la adquisición de un mayor 
capital humano por parte de los individuos. Mirar el despliegue de la 
desigualdad social en el mundo durante un largo período —en otras 
palabras, desde una perspectiva histórica mundial- cuestiona estas 
narrativas. 


Además, el cambio de la unidad de análisis relevante del Estado 
nación al sistema mundial cambia nuestra comprensión de lo que 
algunos llamarían las “posiciones relevantes” desde donde evaluar las 
tensiones actuales asociadas con la “globalización” y de la 
desigualdad.[13] Como argumentamos en este capítulo, desde una 
perspectiva global por cierto hay compensaciones: los mismos 
mecanismos institucionales a través de los cuales se ha reducido 
históricamente la desigualdad en algunas naciones a menudo han 
acentuado la exclusión selectiva de las poblaciones de los países más 
pobres, lo que aumentó así la desigualdad entre las naciones. 


Por lo tanto, nos enfrentamos a un dilema similar a los que 
caracterizaron la expansión de los mercados mundiales a fines del 
siglo XIX. Ese fue otro período de incertidumbre, en el que el 
crecimiento de los mercados generó tanto una comunidad defensora 
de la globalización como también una reacción proteccionista. Los 
patrones actuales de estratificación, movilidad y desigualdad social 
podrían transformarse en el futuro como consecuencia de las mismas 
oportunidades generadas por el crecimiento de las desigualdades entre 


países durante gran parte del siglo XX —-de manera similar a la forma 
en que Adam Smith planteó cómo el desarrollo desigual de la ciudad y 
el campo generó las mismas fuerzas del mercado que, eventualmente, 
pondrían fin a esa desigualdad. Por otro lado, los intereses desafiados 
por esa transformación podrían participar en el tipo de reacción 
proteccionista experimentada en la primera parte del siglo XX para 
revertir tales desafíos (aunque el tamaño de la India y China, junto 
con sus vínculos con otros países en Asia y en otros lugares, podría 
contribuir a producir resultados muy diferentes de aquellos del siglo 
XX). Determinar dónde colocarse frente a estas opciones implicará 
decisiones difíciles para las fuerzas progresistas en el mundo 
occidental, pero es importante tener en cuenta que la necesidad de 
tomar tales decisiones representa, en sí mismo, un signo del privilegio 
relativo del que tales fuerzas han disfrutado hasta ahora. 
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[3] Muchos de los argumentos en este capítulo se basan, en gran 
medida, en mi trabajo colaborativo con Timothy P. Moran y Scott 
Albrecht. 


[4] “Los habitantes de una ciudad, reunidos en un solo lugar, pueden 
combinarse fácilmente. En consecuencia, los oficios más 
insignificantes realizados en las ciudades han sido incorporados, en 
algún lugar u otro; e incluso donde nunca se han incorporado, el 
espíritu corporativo, el recelo a los extraños, la aversión a tomar 
aprendices o a comunicar el secreto de su oficio, en general, 
prevalecen en ellos, y con frecuencia les enseñan, mediante 
asociaciones y acuerdos voluntarios, para evitar esa libre competencia 
que no pueden prohibir por ordenanzas” (Smith, 1976 [1776]: 1, 141). 


[5] Charles Tilly (1999: 36) señala que el enfoque en la desigualdad 
en tanto resultado relacional tiende a producir resistencia en las 


ciencias sociales. Para Korzeniewicz y Moran (2009), un registro 
relacional de este tipo solo puede construirse mediante su inclusión en 
el tiempo y el espacio. 


[6] Esta idea ha sido el centro metodológico de lo que Terence K. 
Hopkins e Immanuel Wallerstein (1982) denominaron una perspectiva 
de los sistemas mundiales. 


[7] “Recurrir a la voz, expresarse en vez de irse, para el cliente o 
miembro significa intentar cambiar las prácticas, políticas y resultados 
de la empresa en la que compra o de la organización a la que 
pertenece. La voz se define aquí como cualquier intento de cambiar, 
en lugar de escapar, de una situación objetable, ya sea a través de una 
petición individual o colectiva a la administración directamente a 
cargo, a través de una apelación a una autoridad superior con la 
intención de forzar un cambio en la gestión o a través de diversos 
tipos de acciones y protestas, incluidas aquellas destinadas a movilizar 
a la opinión pública” (Hirschman 1970: 30). 


[8] El uso de datos ajustados de paridad de poder de compra 
(Purchasing Power Parity, PPP) altera estos hallazgos solo 
ligeramente. Para México, todos los deciles de país por debajo de 
MEXS8 (en vez de MEX9) son de movilidad ascendente en USA: 
Guatemala, los resultados son los mismos. Para la Argentina, todos los 
deciles de país por debajo de ARG7 (en vez de ARG9) son de 
movilidad ascendente en ESP2. Para Bolivia, todos los deciles de país 
por oia de BOL7 (en vez de BOL8) son de movilidad ascendente en 


[9] Estas instituciones también brindaron oportunidades para que las 
poblaciones rurales (algunas sí, no otras) mejoraran rápidamente sus 
ingresos al mudarse a las áreas urbanas, lo que contribuye aún más a 
disminuir la desigualdad dentro de los países entre las naciones más 
ricas. 


[10] Williamson (1991: 17), por ejemplo, sostiene que la disminución 
de la desigualdad en los países industrializados después de los años 
treinta fue principalmente el resultado de fuerzas pre-fisc que 
alteraron los retornos de los sectores de la fuerza de trabajo, 

al ificados, en favor de esta última e indica que para 
estas fuerzas fue clave “una erosión en la prima sobre [...] 


habilidades, y [un] aumento relativo en la falta de mano de obra no 
alificada”. 


[11] “Por lo tanto, toda reserva acumulada en manos de la parte 
industriosa de los habitantes del país, naturalmente, se refugió en las 
ciudades, como los únicos santuarios en los que podría estar segura 
para la persona que la adquirió” (Smith, 1976 [1776]: L, 427). 


[12] Por supuesto, no todo es exclusión. Las instituciones de alta 
desigualdad excluyen a sectores importantes de la población de otras 
naciones de algunos mercados, pero buscan incluirlos en otros (como 
el que constituye la propiedad intelectual). 


[13] Rawls (1971: 8) indica que su teoría de la justicia se aplica a una 
sociedad nacional concebida “como un sistema cerrado, aislado de 
otras sociedades”. La perspectiva de los sistemas mundiales adoptada 
en este capítulo proporciona una comprensión alternativa (en 
particular, en la medida en que la ciudadanía igualitaria no está 
disponible a nivel global como Rawls supone que está a nivel 
nacional). 


2. Articulaciones transregionales entre la ley 
y la raza en América Latina 


Una genealogía legal de la desigualdad 


Manuel Góngora-Mera 


Las relaciones entre la ley y la “raza”[14] a lo largo de la historia 
mundial pueden caracterizarse como un Jano bifronte. Por un lado, la 
ley ha sido utilizada como un instrumento de lucha contra la 
discriminación racial: 


por la provisión de acceso a recursos para las personas que han sufrido 
discriminación; 


por la disposición de medidas preventivas con el fin de obtener 
algunas reducciones tangibles en la incidencia de la discriminación 
racial; o 


como un vehículo de la ingeniería social para contrarrestar no solo la 
discriminación directa, sino también los factores sociales, culturales, 
políticos, entre otros, que pueden sustentar la discriminación indirecta 
y la desventaja racial (MacEwen, 1999: 427). 


Por otro lado, se ha utilizado la ley para naturalizar e institucionalizar 
la discriminación racial, la segregación y la exclusión; por ejemplo, en 
Sudáfrica durante el Apartheid (la Ley de Tierras Nativas de 1913 o la 
“Ley de Pases”), en la Alemania nazi (la Ley para la Prevención de 
Descendencia Hereditariamente Enferma de 1933 o la 


Reichsbúrgergesetz de 1935), en la Italia fascista (las leggi razziali de 
1938), en los Estados Unidos (la legislación contra el mestizaje o 
“leyes de Jim Crow”), en Indonesia (la legislación anti-China vigente 
hasta 1998) o en las colonias británicas (las leyes monolingúes 
británicas en Hong Kong). 


Hasta hace poco, en los países de América Latina se asumía en general 
que la discriminación racial era una práctica que había existido en 
otros lugares pero no en la región. Dulitzky ilustra muy bien este 
punto, al analizar las declaraciones de varios países latinoamericanos 
ante el Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial hasta 
el año 2000, en las que se negó la existencia de problemas raciales o 
prejuicios, se los caracterizó como “prácticamente insignificantes”, y 
se aseguró que los gobiernos se comprometían a preservar la región 
“de la propagación” del racismo (Dulitzky, 2001: 86, 89-90). En la 
Declaración de la Conferencia de las Américas contra el Racismo, 
celebrada en Santiago de Chile del 5 al 7 de diciembre de 2000, todos 
los Estados latinoamericanos admitieron por primera vez la existencia 
de racismo y discriminación racial en los ámbitos del Estado y la 
sociedad. 


Durante el siglo XX, la mayoría de los países adoptó el mito fundador 
de ser “democracias raciales” gracias a una larga historia de mestizaje. 
En consecuencia, los prejuicios raciales se consideraban atípicos, sobre 
todo en comparación con los Estados Unidos (Degler, 1971; Freyre, 
2003; Tannenbaum, 1946). Además, durante casi dos siglos, un velo 
legal de igualdad formal estimuló la intuición de que, en contraste con 
las experiencias en otras regiones del mundo, América Latina había 
escapado de las articulaciones Jano bifrontes de ley y “raza”: algunos 
países concedieron la ciudadanía sin restricciones raciales o étnicas 
desde la primera independencia; la esclavitud fue abolida legalmente 
unas décadas más tarde; no existían sistemas de segregación de jure; 
las leyes de esterilización y contra el mestizaje eran una rara 
excepción.[15] Pero este idealismo legal enmascaró los acuerdos que 
las élites eurodescendientes realizaron para mantener sus privilegios y 
administrar las jerarquías sociales. En última instancia, esto dio lugar 
a la discriminación estructural: los afrodescendientes y los pueblos 
indígenas no se hallaban de facto situados de forma idéntica a los 
“blancos”, eran ignorados desde el punto de vista legal y excluidos 
socialmente de la comunidad de iguales. En la mayoría de los países 
de América Latina, el reconocimiento constitucional de los pueblos 


indígenas y los afrodescendientes tuvo lugar recién al final del siglo 
XX.[16] 


Para entender cómo tales articulaciones pudieron permanecer ocultas 
durante tanto tiempo, a pesar de las notables desigualdades en 
detrimento de los afrodescendientes y pueblos indígenas en una 
amplia gama de esferas socioeconómicas (educación, ingresos, salud, 
vivienda, patrimonio) y de acceso al poder político, este capítulo 
cambia el foco respecto de la legislación nacional y propone un 
enfoque legal transregional. En gran medida, está inspirado en la 
perspectiva de la historia entramada (Werner y Zimmermann, 2006) y 
se apoya teóricamente en las lentes conceptuales foucaultianas 
(incluidas las nociones de disciplina, discurso, dispositivo, prácticas de 
división, genealogía, relaciones de poder/saber y regímenes de 
verdad). 


Este capítulo tiene como objetivo exponer el papel crucial que ha 
desempeñado la ley en la racialización de la sociedad bajo el dominio 
colonial, y las continuidades de este papel durante todo el siglo XX. 
Con este propósito, introduzco la definición de “régimen de 
desigualdad” de Sérgio Costa. Este concepto sirve para representar la 
interconexión transregional entre textos legales y poner las normas en 
el centro del análisis de las desigualdades raciales. También es útil 
para los estudios de longue-durée, ya que permite centrarse en los 
cambios de régimen (es decir, grandes cambios en las concepciones 
raciales y las normas jurídicas y sus efectos en términos de 
desigualdades raciales). La primera parte presenta el enfoque legal 
transregional, que aquí se aplica para conceptualizar la “raza” como 
desigualdad a través de las regiones, y el papel central de la ley en 
este sentido. La segunda parte expone algunas articulaciones entre la 
ley y la “raza” en América Latina como condicionantes de los 
discursos raciales, las jerarquías sociales y las desigualdades bajo la 
regencia europea y algunas continuidades significativas de tales 
articulaciones después de la independencia y en las transiciones de 
régimen subsiguientes en el siglo XX. Se presta especial atención a las 
influencias legales transregionales y transnacionales[17] en los 
momentos de transición de un régimen a otro. 


Este capítulo se basa en los datos y las reflexiones derivadas de un 
proyecto de investigación más amplio sobre las desigualdades 
interdependientes que afectan a los afrodescendientes en América del 


Sur. No incluye el análisis de la situación después de 1989, debido a 
las limitaciones de extensión, aunque se han discutido en detalle 
varios temas sobre dicho período en otras publicaciones (véase 
Góngora-Mera, 2014, 2015, 2017). 


Abordar la raza como una desigualdad transregional: el 
papel central de la ley 


Desde su inicio, todo lo que atañe a la “raza” es desigualdad. El 
concepto racionalizó el nuevo orden político y económico global 
derivado de las interacciones transregionales de un gran número de 
poblaciones de Europa occidental, África subsahariana y América: el 
funcionamiento de un sistema de esclavitud transatlántica basado en 
la raza y el sometimiento de los pueblos originarios para la 
colonización del “Nuevo Mundo” (Smedley, 1998: 690, 693-694). Las 
taxonomías raciales emergieron de manera progresiva cuando los 
imperios europeos se volvieron globales y los europeos llegaron a 
tener un contacto más cercano y permanente con los pueblos de 
África, América y Asia. La “raza” era una categoría intercontinental de 
desigualdad con una visión jerárquica de la humanidad, configurada 
como un mecanismo que naturalizaba la dominación al estructurar las 
relaciones desiguales entre los pueblos recién descubiertos y establecer 
una jerarquía mundial en la que los europeos blancos eran 
considerados superiores de modo innato (o predeterminados de modo 
divino) a todos los demás pueblos. “Raza” como una categoría de la 
desigualdad es el rasgo principal que distingue al colonialismo 
europeo de otras formas de dominación anteriores. Por consiguiente, 
la difusión global de la ficción de la “raza” y sus consecuencias reales 
en el desarrollo de un sistema colonial basado en la supremacía blanca 
y la esclavitud, el despojo y la explotación económica de las otras 
“razas” representa uno de los más destacados casos de construcción 
transregional de desigualdad en la historia mundial. 


Abordar la “raza” como una construcción discursiva que legitimó las 
desigualdades sociales y políticas entre conquistadores y pueblos 
sojuzgados permite explorar los dispositivos (instituciones, leyes, 
medidas administrativas, etc.) empleados para imponer y normalizar 


este orden jerárquico en las sociedades coloniales. En consecuencia, 
hablo de una “genealogía legal de la desigualdad” como un análisis 
diacrónico del entrecruzamiento multiescalar de los discursos raciales 
a través la ley. Este enfoque estudia las representaciones raciales, 
discursos y saberes que están detrás del lenguaje de las leyes y los 
tratados, y sus conexiones, mutuamente reforzadas, con las 
desigualdades sociales en el mundo poscolonial. El análisis se centra 
en la identificación de las superposiciones y continuidades epistémicas 
entre discursos a través de la historia, en contraste con una mera 
narrativa lineal/cronológica centrada en rupturas o eventos históricos 
paradigmáticos. En este capítulo se aplica para deconstruir los 
sucesivos regímenes de verdad que ocultaron la discriminación legal y 
las desigualdades raciales en América Latina hasta los años noventa. 


El linaje legal de la “raza” 


El origen del concepto de “raza” y los supuestos y creencias 
resultantes expresados en los discursos raciales en América Latina han 
tenido una conexión transregional a través de la ley. Desde los 
primeros tiempos del dominio ibérico en la región, las identidades 
raciales fueron construcciones producidas y reproducidas por medio 
de distintas regulaciones. En España, los estatutos de limpieza de 
sangre, promulgados poco después del fin de la Reconquista, fueron 
adoptados para excluir a los conversos y a los no cristianos que vivían 
en la península ibérica. Esto tuvo como resultado un sistema legal 
discriminatorio entre cristianos, musulmanes y judíos. Como explica 
Kuznesof (1995: 160), el concepto de “raza” en España evolucionó de 
una cuestión de pureza religiosa en el siglo XV a una cuestión de 
relación sanguínea hacia los no cristianos. A través de la transmisión 
de esta manera de pensar durante las primeras etapas de la 
colonización de América, la “raza” se convirtió ante todo en una 
cuestión de pureza de sangre y el linaje, una referencia social 
significativa (Carrera, 2003: 12). 


La coexistencia entre los europeos y los pueblos indígenas fue 
regulada por el establecimiento de una “república de indios” sometida 
a la servidumbre de una “república de españoles”. Pero la lógica de 


esta segregación binaria se rompió debido a la llegada forzosa de 
esclavos africanos y las realidades de las relaciones sexuales y la 
procreación entre nativos, africanos y europeos, que se ha 
denominado “mestizaje”. Esto dio lugar a una estratificación social 
intrincadamente detallada (“castas”) basada en porcentajes de mezclas 
raciales entre sangre ibérica, indígena y africana: los blancos estaban 
en la parte superior, seguidos por los mestizos, a continuación, los 
descendientes de los nativos y, en la parte inferior, los esclavos y los 
individuos con sangre africana, a quienes se denigraba con etiquetas 
que los describían como animales o como híbridos humanos-animales 
(mulato, coyote, lobo). 


A través de las generaciones, cuando se hizo más complejo establecer 
las mezclas de sangre y el linaje de un individuo, “raza” se convirtió 
cada vez más en un término morfológico: el color de la piel, la textura 
del cabello, etc. Esto condujo a una amplia gama de los prejuicios de 
color y regulaciones discriminatorias (en especial contra las castas de 
piel oscura), tanto en la legislación española como portuguesa 
(Carrera, 2003: 13; Degler, 1971: 213-220). Por ejemplo, la definición 
de si una persona debía pagar impuestos o si se permitía el acceso al 
mercado o la escuela dependía, en última instancia, de la ascendencia 
o del color de piel. En otros casos, las regulaciones sin un sesgo racial 
explícito tuvieron un impacto adverso hacia los mestizos y las castas 
inferiores, como ocurrió con las leyes civiles ibéricas que privilegiaron 
a hijos legítimos para la herencia, lo que indirectamente discriminaba 
a los negros y mestizos (ya que la mayoría de ellos nacían como 
extramaritales). Esto a su vez aumentó la concentración de la riqueza 
y las distancias económicas entre las castas, y poco a poco alentó la 
creencia en la superioridad natural de los blancos. 


En el largo plazo, el derecho indiano estableció un régimen de 
desigualdad que era coherente con la tradición de Iustitia distributiva 
(es decir, tratar igualmente a las personas iguales y desigualmente a 
las personas desiguales): concedió privilegios en el derecho canónico y 
civil y distribuyó posiciones sociales de acuerdo con las jerarquías 
raciales (entre otros criterios). Estas posiciones fueron internalizadas 
mediante las técnicas disciplinarias disponibles de los imperios 
ibéricos: encomiendas, mitas, reducciones o resguardos de los pueblos 
indígenas; los mercados de esclavos, barracas, haciendas o grandes 
plantaciones para los africanos y sus descendientes. La estricta 
estratificación social en castas fue funcional a la lógica del divide et 


impera: fragmentar las estructuras sociales locales para impedir las 
alianzas que podrían convertirse en una amenaza contra el poder 
colonial. En términos generales, la colonización de América Latina 
ilustra el poder normativo de la ley, ya que naturalizó los discursos 
raciales en torno a los cuerpos y definió las relaciones sociales y las 
estratificaciones como conocimiento común, como verdad general. 


Articulaciones transregionales de los regímenes de 
desigualdad 


El uso del concepto de “régimen” para analizar las articulaciones 
transregionales entre la ley y la desigualdad racial no es azaroso. En 
contraposición al enfoque estadocéntrico tradicional, que se basa en 
una unidad de análisis política, el análisis del régimen no está 
restringido a una unidad espacial o política, sino que adopta una 
visión relacional e interdependiente sobre la emergencia, el 
mantenimiento y la transformación de las desigualdades. Asume que 
los marcos legales nacionales influyen en los patrones nacionales de 
exclusión social, pero también que en general son consistentes con los 
cuerpos legales interrelacionados en diferentes niveles más allá del 
Estado (regional, transregional, global). 


Costa (2011: 16-17) define el “régimen de desigualdad” como un 
conjunto de lógicas de estratificación / distribución clasificadas como 
estáticas (sociedades de castas), dinámicas (sociedades de clase) o 
combinadas (clase más adscripción racial/étnica/de género); discursos 
políticos, científicos y populares según los cuales los individuos o 
grupos interpretan y construyen sus propias posiciones y las de otros 
en la sociedad; marcos institucionales y legales (leyes de apartheid, 
multiculturales o antidiscriminación); políticas (políticas de migración 
racistas, políticas de integración o compensatorias) y modelos de 
convivencia (segregación o integración de formas sociables) en la vida 
cotidiana. Lo relevante aquí es el hecho de que ninguno de estos 
componentes se restringe exclusivamente a las fronteras del Estado. 
Las jerarquías raciales y las otras lógicas de estratificación son 
transregionales/transnacionales; los discursos étnicos y raciales se 
comparten a escala global (la difusión del racismo científico a fines 


del siglo XIX o la difusión de la acción afirmativa basada en la raza en 
el siglo XXD; incluso los marcos legales nacionales y las políticas 
públicas suelen formar parte (o estar influidas por) las tendencias 
legales regionales/globales; y los cambios en la convivencia en general 
están marcados por los procesos de migración internacional. Aunque 
el concepto de régimen incluye el carácter multidimensional de las 
desigualdades (legales, políticas, económicas, etc.), este capítulo se 
centra en el componente legal de los regímenes de desigualdad racial 
y, en particular, en las continuidades/discontinuidades posteriores a 
los cambios de régimen. 


Como componente nodal de los regímenes de desigualdad racial, se 
puede vincular a la ley con la desigualdad racial en al menos cuatro 
tipos de articulaciones: 


constitutiva (la ley permite o promueve la discriminación racial y 
regula los discursos raciales); 


prohibitiva (la ley prohíbe la discriminación racial); 


conservadora (la ley tiene efectos de normalización y legitimación 
sobre las lógicas de la estratificación racial); y 


correctiva (la ley se utiliza para reducir o contrarrestar la 
discriminación racial y para proteger a las víctimas). 


Mi interés aquí se restringe a las articulaciones constitutivas y 
conservadoras. A su vez, la noción de “articulación” pretende subrayar 
el carácter contingente de las relaciones entre la ley y la “raza”. 
Sugiere que ambas pueden agruparse con diversos valores para formar 
parte de una unidad temporal que aquí se denomina “régimen de 


desigualdad”. 


Regímenes de desigualdad racial en América Latina 


Costa identifica cuatro regímenes de desigualdad que, históricamente, 
han abarcado a los afrodescendientes en América Latina. Si se 
extiende el concepto para incluir también a los grupos indígenas, los 
regímenes pueden nombrarse de la siguiente manera: 


el régimen de castas (desde la época colonial hasta el siglo XIX); 


el nacionalismo racista (de la abolición a los años treinta); 


el nacionalismo mestizo (de los años treinta a los años noventa), y 


el régimen compensatorio (desde los años noventa), que él identifica 
con el multiculturalismo y el antirracismo global post-Durban.[18] 


Estos regímenes no se conciben como ánforas de la historia nacional 
escindidas entre sí; son mutuamente dependientes y pueden influir de 
manera directa en el comportamiento del Estado y ejercer un poder 
disciplinario transregional orientado hacia la normalización de las 
diferencias. Por otra parte, aunque revelan importantes 
discontinuidades, existen varias continuidades y sus contextos están 
interrelacionados de forma transregional. Por ejemplo, las jerarquías 
sociales en la América Latina poscolonial no se pueden entender sin 
tener en cuenta las categorizaciones desarrolladas durante la 
dominación ibérica o la preservación de la esclavitud en los Estados 


Unidos o en las Antillas Británicas. Asimismo, los desarrollos legales 
están articulados transnacionalmente: la adopción constitucional del 
concepto de “ciudadanía” y su extensión formal a las “castas” hacia 
los años diez del siglo XIX no puede entenrse sin considerar la 
discriminación legal en las constituciones de Haití y los Estados 
Unidos, el intento español de inclusión legal en la Constitución de 
Cádiz o las leyes inglesas que prohibían la trata transatlántica de 
esclavos. En esta sección, se analizarán algunas de estas articulaciones 
transregionales. 


Articulaciones transregionales de la ley y la “raza” en el 
régimen de castas 


Desde las primeras décadas de la conquista, la corona española 
promulgó medidas de protección para impedir la aniquilación de los 
indios (lo que podría poner en peligro sus objetivos económicos 
imperiales, basados en la mano de obra indígena en las minas y 
plantaciones). Las Leyes de Burgos de 1512 incluyen medidas bastante 
progresistas que, desde un punto de vista actual, podrían describirse 
como: limitación de los períodos de trabajo y normas de descanso (Ley 
13), licencia por maternidad (Ley 18) y de salud y seguridad 
ocupacionales (Leyes de 15, 20 y 24), y multas a los encomenderos 
que violaran tales disposiciones (en el peor de los casos, podían llegar 
a perder los indios bajo su dominio). Las Nuevas Leyes de 1542 
pedían, incluso, un final gradual del sistema de encomienda (art. 
XXIX) y la abolición inmediata de la esclavitud de los indios (art. XX). 


Por un lado, la proscripción de la esclavitud de los indios 
indirectamente fomentó la esclavización de los africanos. proceso que 
impulsaron Portugal y otras potencias colonizadoras en América. Por 
otro, las Nuevas Leyes enfrentaron una fuerte oposición de los 
encomenderos. Para evitar (o, en algunos casos, contener) las 
rebeliones, varias autoridades coloniales no hacían cumplir esta 
legislación, lo que estableció una costumbre de subordinación formal 
(casi “ceremonial”) a la ley mientras se aplicaba de un modo selectivo 
(de acuerdo con los intereses de las élites locales), que se epitomizó en 
el dictum “obedezco pero no cumplo”. 


Esta costumbre también derivó en la aplicación desigual de la ley en 

correlación con el estatus social, lo que a su vez creó una percepción 

generalizada de la ley como un instrumento que impone deberes solo 
a los pobres al tiempo que garantiza los derechos de propiedad de las 
élites. De hecho, el sistema de encomienda fue suprimido de manera 

definitiva solo doscientos cincuenta años después. 


Una imagen similar de incumplimiento surge de las disposiciones de 
“protección”, pero con el hecho agravante de su retraso. Francia ya 
tenía, desde los tiempos de Luis XIV, un código para regular las 
condiciones de los esclavos africanos en las colonias francesas: el Code 
Noir (Código Negro) de 1685. Aun en sus regulaciones crueles e 
inhumanas, es posible encontrar algunas disposiciones que, al menos 
en el papel, limitaban el poder de los esclavistas y operaban como la 
protección legal de los esclavos; por ejemplo, serán reconocidos los 
matrimonios entre esclavos católicos (art. VII), los esclavos deben 
recibir determinadas cantidades de alimentos (art. XXID) y vestimenta 
(art. XXV), incluso en el caso de enfermedad o de edad avanzada (art. 
XXVID, y la familia de esclavos (esposo, esposa y sus hijos pequeños) 
no se venderá por separado (art. XLVIT). 


Cien años más tarde, inspirada de forma evidente por estas y otras 
disposiciones del Código Negro, España finalmente desarrolló una 
legislación integral y codificada para los esclavos africanos en sus 
colonias: la Real Cédula de 1789 (“Instrucción para la educación, trato 
y ocupaciones de los esclavos en todas las posesiones de las Indias”). 
Aunque los esclavos africanos recibirían, según esta ley española, un 
trato más moderado en comparación con las otras leyes coloniales 
francesas y europeas, en la práctica las medidas de protección fueron 
ampliamente ignoradas. La Real Cédula fue recibida con una firme 
oposición por parte de los esclavistas de todas las colonias hispanas 
(en particular, Caracas, La Habana, Luisiana, Santo Domingo y 
Tocaima), que utilizaron su influencia en los cabildos locales para 
forzar una declaración de reconocimiento de la Instrucción, pero con 
la suspensión de sus efectos legales (véase, en detalle, Lucena 
Salmoral, 1996: 155-178). 


Cabe señalar otra característica interesante de la relación entre la ley 
y la “raza” en el régimen de castas: los medios legales para comprar 
un estatus racial “superior”. Quince años antes del inicio del 
movimiento independentista, la Corona promulgó el Real Decreto de 


“Gracias al Sacar”, que permitía a ciertos individuos de las castas con 
ascendencia africana y española mixta comprar “blancura” para 
acceder a los privilegios sociales del estatus de los blancos (Lau, 1996: 
436-437). Esto puede verse como una estrategia legal para la 
movilidad ascendente en la que la identidad racial se negoció, y 
ejemplifica que la ley no solo podía naturalizar las desigualdades 
raciales y las jerarquías sociales estáticas, sino también crear 
excepciones y permitir movimientos verticales en una jerarquía racial 
establecida. Mientras esto revela que la ley podía establecer 
mecanismos de inclusión aun en contextos de jerarquías estrictas, 
también reforzaba los patrones raciales al excluir a aquellos que 
permanecían en los niveles raciales más bajos. 


Por lo tanto, se pueden resaltar cuatro articulaciones principales entre 
la ley y la “raza” en América Latina en el régimen de castas: 


una práctica generalizada de incumplimiento de las disposiciones de 
protección, mientras que en lo formal se declaraba un estricto apego a 
la letra de la ley, ocultando la verdadera situación de los 
afrodescendientes y los pueblos indígenas bajo la apariencia de 
protección legal; 


la consiguiente tradición de la aplicación desigual de la ley de acuerdo 
con los destinatarios de las normas, con una fuerte correlación con las 
jerarquías raciales; 


la normalización legal de las desigualdades raciales locales y 
transregionales; y 


la inclusión/exclusión legal de los afrodescendientes y los pueblos 
indígenas, en línea con los intereses políticos de las élites. 


Mientras que los dos primeros efectos se refieren a la aplicación de la 
ley y tienen una naturaleza más estable más allá de la forma de 
gobierno, los dos últimos están más relacionados con el diseño de la 
ley y, en consecuencia, deberían disminuir después de un cambio de 
régimen basado en procedimientos republicanos y democráticos. La 
ruptura revolucionaria con el gobierno español se basó en ideales 
constitucionales igualitarios, pero las interconexiones que se 
reforzaban mutuamente entre la ley y la “raza” no cambiaron de 
manera significativa con la independencia. Por el contrario, se pueden 
observar continuidades notables durante la mayor parte de la historia 
poscolonial. 


Del régimen de castas al nacionalismo racista: rupturas y 
continuidades en las articulaciones de la ley y la raza 
después de la independencia 


El movimiento independentista latinoamericano estuvo relacionado de 
manera estrecha con una cadena transregional de acontecimientos, 
incluidas las revoluciones estadounidense y francesa, las guerras 
napoleónicas y la invasión francesa a España, que finalmente hizo 
posible la revolución. Pero todos estos hechos no cambiaron el 
régimen de desigualdad global basado en la supremacía blanca. Con la 
excepción de Haití, la rebelión no fue planeada como una ruptura con 
la estratificación racial establecida; en verdad, fue una transición de 
un régimen racista regido desde el exterior a un régimen racista 
nacional. El movimiento de independencia estuvo dominado por la 
élite criolla blanca, cuyo proyecto nacional se basó en la 
descolonización al tiempo que mantuvo el statu quo social. 


En el despertar a la vida independiente, uno de los primeros pasos en 
la consolidación del poder del Estado fue la creación de una 
“identidad nacional” a través de la proclamación de constituciones y 
la promulgación de cuerpos legislativos. En estos esfuerzos de 
construcción de la nación mediante la ley, las nuevas élites estuvieron 
influenciadas por los ideales europeos de la “nación”, que concebían la 
homogeneidad racial del cuerpo social como un prerrequisito y que, 
por tanto, eran incompatibles con la división de castas heredada 


(Yelvington, 2005: 244). En el siglo XVII, los discursos raciales 
europeos asociaron la “raza” con diferentes hábitos, religiones e 
idiomas. En consecuencia, los galos (los pueblos celtas) y los francos 
(los invasores germánicos que lograron conquistar la Galia en el siglo 
VI) en Francia o los sajones y los normandos (que sustituyeron a los 
sajones como la élite gobernante después de la invasión del siglo XD) 
en Inglaterra fueron concebidos como diferentes “razas”, para 
legitimar las revoluciones a través del discurso de una “guerra de 
razas perpetua” entre los pueblos conquistados (el tercer Estado, en 
Francia, con el argumento de su ascendencia gala) y la élite en el 
poder (Foucault, 2010: 56-83). Pero para el nacionalismo europeo a 
finales del siglo XVIII, la “raza” se equiparaba comúnmente con la 
“nación” y servía como agente unificador entre la población de un 
Estado, y por lo tanto era posible hablar de una “raza” inglesa, 
francesa o germánica. 


Esta comprensión de la “nación” era incapaz de responder a los 
desafíos del principio de igualdad ante la ley bajo las condiciones de 
las sociedades esclavistas poscoloniales, donde el color de piel ya era 
un elemento primordial de estratificación social. Las élites 
independentistas en América Latina concibieron sus sociedades como 
“racialmente heterogéneas” y concluyeron que era necesario un 
proceso de homogeneización a largo plazo (en línea con las formas 
culturales y la identidad étnica europea). Ellos basaron su proyecto 
nacional liberal “en su autopercepción como personas racialmente 
europeas, occidentales y católicas, del cual los indios y los negros 
estaban excluidos. [...] Los indios y los negros [...] se consideraban un 
obstáculo oneroso para la construcción nacional” (Stavenhagen, 2002: 
25-26). Durante el proceso de independencia, sin embargo, la 
inclusión legal de los esclavos, los pueblos indígenas y libres de todos 
los colores era una tarea urgente para impedir una “guerra de razas” 
(Thibaud, 2011) y para garantizar su apoyo a la independencia. Para 
las regulaciones de nacionalidad y ciudadanía (conceptos clave para la 
inclusión legal), consideraron a las dos únicas colonias que hacia 1810 
habían logrado su independencia en las Américas: Estados Unidos y 
Haití. 


La Constitución original de los Estados Unidos no prohibió de manera 
explícita la discriminación racial; no requirió la abolición inmediata 
de la esclavitud ni limitó su crueldad con la promulgación de derechos 
de tipo alguno para los esclavos. Por ejemplo, el texto podría haber 


dispuesto que los esclavos tuvieran derecho a casarse, que las familias 
de esclavos no se pudieran dividir o que los esclavos pudieran 
comprar su libertad (Higginbotham, 2010: 101). Además, dejó la 
cuestión de la ciudadanía sin resolver, lo que le otorgó al Congreso 
mayores poderes para definir la “composición racial” a través de leyes 
de inmigración y naturalización. En consecuencia, a partir de la Ley 
de Naturalización de 1790 hasta 1954, los estatutos federales 
restringieron la ciudadanía estadounidense a las personas blancas 
libres, y desde los años ochenta del siglo XIX hasta 1965, las leyes 
federales restringieron la inmigración sobre la base de la “raza”. Por lo 
tanto, desde su origen, los Estados Unidos excluyeron a los no blancos 
de la comunidad de iguales en derechos y privilegios de ciudadanía 
(Fredrickson, 2005). Solo después de la Decimocuarta Enmienda, en 
1868, todos los negros nacidos en los Estados Unidos fueron 
considerados ciudadanos, y solo después de la Ley de Derechos Civiles 
de 1964 fueron abolidas las distinciones raciales para garantizar el 
pleno goce de derechos. 


Por otro lado, la Constitución haitiana de 1805 excluyó a la mayoría 
de los blancos de los beneficios de ciudadanía y de propiedad de la 
tierra dentro de los confines del Imperio de Haití (art. 12) y declaró 
“negros” a todos los ciudadanos en el art. 14, que dice así: “Todos las 
acepciones de color entre los hijos de una misma familia, de los cuales 
el magistrado principal es el padre, al estar necesariamente 
suspendidas, los haytianos [sic] en lo sucesivo serán conocidos solo 
por la denominación genérica de negros”. La esclavitud fue prohibida 
durante la revolución haitiana, reinstituida en 1802 y por fin abolida 
en 1804. La cuestión de la ciudadanía para los negros estaba en el 
centro de la rebelión de los esclavos, ya que los propietarios blancos 
de las plantaciones se negaron a cumplir con la decisión adoptada en 
1791 por el París revolucionario de otorgar la ciudadanía a los negros 
libres. La explotación brutal de los esclavos durante el dominio francés 
fue vengada: los blancos esclavistas y los oficiales coloniales fueron 
asesinados o forzados al exilio (véase Dubois, 2005). Este nuevo orden 
social implicó un desafío sorprendente a las relaciones raciales en las 
Américas, porque tanto los europeos como los criollos temían que la 
exitosa rebelión de los esclavos en Haití pudiera inspirar revueltas 
similares. 


Las constituciones estadounidense y haitiana fueron leyes extranjeras 
con influencia indirecta en América Latina; otras dos regulaciones con 


efectos transregionales que influyeron de manera directa en la 
regulación posterior sobre la “raza” y la ciudadanía en los incipientes 
Estados fueron: 


la Ley sobre el Comercio de Esclavos de 1807, una ley británica que 
prohibía a los buques británicos participar en el comercio de esclavos, 
que fue determinante para la prohibición progresiva de esa actividad 
en todo el mundo; 


la Constitución de Cádiz de 1812, en la que los conceptos de 
“soberanía nacional” y “ciudadanía” fueron ampliamente debatidos 
entre los peninsulares y los representantes de los dominios españoles 
de ultramar (la mayoría de ellos criollos); en particular, la inclusión 
legal de los indios y los negros (que también implicó consideraciones 
sobre la prohibición de la trata de esclavos y la abolición de la 
esclavitud). 


La adopción de tales conceptos en el contexto de los movimientos de 
independencia tuvo una importancia estratégica para ganar el apoyo 
de la Corona española entre los diferentes sectores de la población 
extranjera. 


Basados en la doble influencia de las experiencias estadounidense y 
haitiana, e internacionalmente restringidos por las respuestas legales 
de Gran Bretaña y España a los cambiantes patrones de poder en 
Europa y América, durante las primeras décadas después de la 
independencia los países latinoamericanos cayeron en cierto 
gatopardismo legal al regular sobre “raza” y ciudadanía: todo había 
cambiado para que todo siguiera igual. La abolición de la esclavitud 
no fue inmediata (a pesar de la presión británica y haitiana), pero 
desde el comienzo del proceso de independencia, el principio de 
libertad de vientres (según el cual los niños nacidos de esclavas eran 
considerados ciudadanos libres) fue adoptado poco a poco en los 
sistemas legales nacientes;[19] sin embargo, en varios casos, su 
aplicación efectiva se retrasó o restringió (siguiendo la tradición de 


“se acata, pero no se cumple”). 


Debido a la oposición exitosa de propietarios de esclavos y otras élites 
económicas, la esclavitud fue legalmente abolida recién a mediados 
del siglo XIX en la mayoría de los países independientes de América 
Latina, pero en algunos hubo antecedentes muy tempranos. Por 
ejemplo, en México, donde la abolición fue proclamada por el padre 
Miguel Hidalgo el 6 de diciembre de 1810 (pocos meses después del 
Grito de Dolores) y se hizo eco en el decreto del 29 de enero de 1813 
de José María Morelos; en la Constitución de 1812 de Cartagena de 
Indias, en la que se prohibió el comercio de esclavos (véase Título 
XIII, art. 2); en las Provincias Unidas del Río de la Plata en 1813, 
donde se declaró que los esclavos que ingresaran a la nación por 
cualquier medio serían libres por el mero hecho de ingresar al 
territorio de la República; o en Venezuela, donde un decreto de 1810 
de la Junta Suprema de Caracas prohibió la trata de esclavos y en la 
Constitución de 1811 estableció la igualdad ante la ley de todos los 
ciudadanos, sin distinción de origen (art. 154), con la inclusión 
explícita de los mulatos libres (art. 203). Sin embargo, estos pasos 
solían estar asociados con los temores de una rebelión de tipo haitiano 
y tenían como objetivo obtener el apoyo militar de las “castas” para la 
independencia (o para reducir el reclutamiento de esclavos de los 
realistas). En consecuencia, la inclusión legal a través de la 
nacionalidad, la ciudadanía y las promesas de libertad en general 
estaban condicionadas a la participación en las guerras del lado de los 
criollos (véase Blanchard, 2008). Esta primera apertura a las “castas” 
cambió rápidamente una vez que se logró la independencia. 


La adopción regional del principio de la ciudadanía y la aplicación 
igualitaria de la ley sin distinciones raciales, en paralelo con la 
abolición progresiva de la esclavitud, representó una ruptura radical 
con el régimen de castas. Esto debería permitir una movilidad 
ascendente generalizada para todos los miembros de los nuevos 
Estados, en contraste con los derroteros legales discriminatorios de los 
Estados Unidos o Haití. Pero de facto, las restricciones rentistas y de 
propiedad, así como otras restricciones legales (el matrimonio, la 
alfabetización, etc.) negaron la condición de ciudadano a la mayoría 
de los afrodescendientes e indígenas. Esta discriminación indirecta, en 
lo esencial, sirvió para dar la apariencia de inclusión al ocultar la 
persistencia de las estratificaciones sociales basadas en la raza sin 
ninguna intervención legal o política para contrarrestar el statu quo. 


Como se analiza en el próximo apartado, los afrodescendientes y los 
pueblos indígenas continuaron siendo excluidos socialmente a través 
de las medidas legales sucesivas que reforzaron las jerarquías basadas 
en la raza hasta el final del siglo XX. 


Del nacionalismo racista al nacionalismo mestizo: estrategias 
legales de blanqueamiento 


La conexión entre los discursos raciales, la ley y el conocimiento 
adoptó una nueva dimensión a mediados del siglo XIX. La supremacía 
blanca recibió el reconocimiento del discurso científico; en términos 
foucaultianos, esta “verdad” estaba vinculada, por medio de una 
relación circular, con los poderes que la producían y sostenían. Los 
discursos raciales europeos sobre la desigualdad inherente y las 
jerarquías naturales se convirtieron en verdades científicas con validez 
universal (generalizable y transferible). En definitiva, el racismo 
científico legitimó el Nuevo Imperialismo a escala global: el 
sometimiento de las poblaciones “no blancas” se justificó por su 
inferioridad biológica y su consiguiente incapacidad para alcanzar un 
mayor nivel de civilización y gobierno autónomo. La “misión 
civilizadora” resulta particularmente clara en el Acta General de 1885 
de la Conferencia de Berlín (que legitimó la lucha por África), pero 
también se observa en la aniquilación de los grupos indígenas en 
América Latina por las nuevas repúblicas (durante la “pacificación” de 
la Araucanía en Chile o la llamada “Conquista del desierto” en la 
Argentina; ambos casos avalados por la ley). Los pensamientos raciales 
(y su orden jerárquico de identidades) se diseminaron globalmente por 
África, Asia y Oceanía (Kowner y Demel, 2013; Piquet, 2006: 
129-133) y fueron adoptados por las élites eurodescendientes en las 
repúblicas independientes de América, que generaron expresiones 
locales tan variadas como las mencionadas leyes de Jim Crow en los 
Estados Unidos o las políticas de blanqueamiento en América Latina. 


En esta región, la difusión global del racismo científico consolidó el 
nacionalismo racista. Los intentos legales de “ascender” en la jerarquía 
racial global vía el estímulo de la inmigración blanca fueron comunes 
en toda la región. La igualdad y la inclusión en el Estado presuponen 


la homogeneización, en el caso más ideal, de acuerdo con los patrones 
raciales de Europa Occidental. Por lo tanto, varios Estados 
latinoamericanos adoptaron leyes para promover la inmigración de 
“razas deseables” (en especial, colonos agrícolas blancos) y desalentar 
(o incluso prohibir) la inmigración desde ciertas naciones o regiones. 


Aquí, la influencia transregional de los Estados Unidos es manifiesta. 
Las leyes estadounidenses de exclusión a China (1882-1943) 
inauguraron un proceso de difusión de legislación contra ese país en 
todo el hemisferio, con particular influencia en Cuba, México y 
América Central. En 1902, esas leyes sirvieron de modelo para la 
exclusión de los trabajadores chinos de Cuba después de la ocupación 
estadounidense de la isla (las restricciones se eliminaron recién en 
1942); los chinos fueron declarados inmigrantes “no deseados” o 
“perniciosos” en El Salvador (1897 y 1944) y la Ley de Migración de 
1933 prohibió la inmigración procedente de China, Mongolia y 
Malasia; se prohibió la entrada a Costa Rica (Ley de Inmigración de 
1887) a la “raza” china (más las “razas” africana, árabe y turca), con 
el argumento del riesgo de “degeneración biológica”, mientras el art. 5 
del Decreto 59 de julio de 1896 facultó al presidente “para rechazar la 
inmigración de razas que en su opinión son perjudiciales para el país”. 
Asimismo, el art. 33 de la Constitución mexicana de 1917 le dio 
capacidad al presidente de obligar a cualquier extranjero cuya 
residencia se considerara “inconveniente” a abandonar el territorio 
nacional de inmediato y sin previo aviso legal. Estos fueron solo 
algunos de los numerosos instrumentos legales utilizados para las 
deportaciones y expulsiones de los residentes chinos, sobre todo en los 
años treinta (véase Yankelevich, 2004: 726-728). Al analizar las 
normas de inmigración de 1850 a 2000, Cook-Martín y FitzGerald 
encontraron que al menos diecinueve de los veintidós países 
independientes del hemisferio a finales de los años treinta eran 
discriminatorios hacia los inmigrantes chinos. La discriminación 
contra las personas de origen africano o los inmigrantes negros fue un 
poco menos frecuente (observada en trece de los veintidós países), 
pero alcanzó su punto máximo en el mismo período (véase Cook- 
Martín y FitzGerald, 2010: 15). 


De la segunda mitad del siglo XIX hasta la Segunda Guerra Mundial, 
en América Latina fueron comunes las disposiciones que restringían la 
inmigración africana o asiática y fomentaban la inmigración de “razas 
deseables”. Por ejemplo, la Ley de Inmigración Selectiva de Chile de 


1845; la Ley de Inmigración de Uruguay de 1890 (que prohibía la 
inmigración de asiáticos, africanos y “aquellos individuos 
comúnmente conocidos como húngaros o bohemios”); la Ley de 
Migración de México de 1930 (que otorgaba interés público a la 
inmigración individual o colectiva de extranjeros sanos 
“pertenecientes a las razas que por sus condiciones son fácilmente 
asimilables a nuestro entorno [social], con beneficio para la especie y 
las condiciones económicas del país”); o el art. 23 de la Constitución 
de Panamá de 1941 (que negaba la entrada al país a “los inmigrantes 
de la raza negra cuyo idioma nativo no es español, de la raza amarilla 
y las razas originarias de la India, Asia Menor y del Norte de África”). 


La discriminación legal contra los no ciudadanos instauró un régimen 
de desigualdad orientado hacia el exterior de la región, pero de hecho 
reforzó las lógicas de la estratificación racial en el plano interno, ya 
que se construyó sobre los supuestos de la supremacía blanca y el 
carácter transitorio de las relaciones con las “razas indeseables”. Su 
número disminuiría comparativamente vis-a-vis la población blanca a 
través de la inmigración o se extinguiría a través de políticas más 
directas como las expropiaciones masivas de tierras (la ocupación 
chilena de la Araucanía), las marchas forzadas (la deportación masiva 
de los yaqui a Yucatán), el reclutamiento desproporcionado del 
ejército (de afroargentinos durante la guerra contra Paraguay), y la 
“depuración étnica” (el exterminio de los selk'nam en Tierra del 
Fuego). En los casos de preponderancia numérica de afrodescendientes 
o pueblos indígenas, se promulgaron los estatutos de contratos de 
servidumbre o trabajos forzados (véanse, por ejemplo, el Decreto 126 
de 1874 y la Ley de Vagancia de Guatemala de 1934).[20] Todo esto 
fue consistente con el régimen internacional después de la Primera 
Guerra Mundial, que atestiguó la negativa occidental a reconocer la 
ilegalidad de la estratificación racial global debido a los efectos de una 
proscripción obligatoria de la discriminación racial en sus colonias o, 
incluso, dentro de sus propios sistemas de segregación. 


Después del crack de Wall Street de 1929, ante el aumento de las tasas 
de desempleo, varios gobiernos restringieron la migración para 
reservar el mercado laboral para los trabajadores locales. Además, 
debido al escaso éxito en atraer inmigrantes blancos, o en el cambio 
de la “composición racial” general de la población, algunos países 
latinoamericanos comenzaron a reorientar su discurso racial: la 
homogeneización se lograría a través de matrimonios mixtos con los 


católicos y la población “blanca” de orientación europea. Esto dio 
como resultado un discurso de homogeneidad a través del mestizaje, 
[21] una tendencia regional que también se asoció con cierta 
idealización del indio (el indigenismo, particularmente fuerte en 
México, Guatemala y la región andina) y el mulato (el libro Casa 
grande €: senzala de Gilberto Freyre de 1933 en Brasil). Es cierto que 
implicó críticas contra la explotación de los afrodescendientes y los 
pueblos indígenas, y hasta cierta reivindicación de sus instituciones 
políticas y patrimonio cultural. Por ejemplo, los bailes y estilos 
musicales indígenas y africanos se aceptaron de manera más amplia y 
fueron apropiados como símbolos de identidad nacional. 


Sin embargo, el discurso fue un producto del advenimiento de la clase 
media al poder, que se percibía a sí misma como mestiza, y fue 
desarrollado para mejorar su estatus social, a la vez que 
“modernizaba” a aquellos sujetos que todavía se consideraban 
atrasados. Por lo tanto, el nacionalismo mestizo no implicó una 
ruptura total con el legado de los prejuicios contra los 
afrodescendientes y pueblos indígenas, ya que en términos generales 
pretendía su asimilación a una cultura nacional de orientación 
europea y a una inclusión paternalista a la ciudadanía formal 
(mediante su educación en español o portugués) y a la vida civil (a 
través de la legislación tutelar, que implicaba que se los equiparara 
con personas incapaces de tomar decisiones autónomas, como un niño 
o una persona con una enfermedad mental). 


Un cambio importante en el régimen de desigualdad global se produjo 
cuando el statu quo de la dominación europea se quebró con la 
Segunda Guerra Mundial. Las grandes potencias que siguieron un 
proyecto imperialista basado in extenso en la supremacía blanca 
estuvieron por fin dispuestas a reconocer la ilegalidad de la 
discriminación racial e introdujeron el antirracismo como uno de los 
principales propósitos del sistema de derechos humanos internacional 
emergente en el art. 1(3) de la Carta de las Naciones Unidas (ONU) en 
1945. Sin embargo, el velo del mestizaje fue tan exitoso que incluso el 
naciente sistema de las Naciones Unidas creyó el mito de la 
“democracia racial” y la región (en particular Brasil) fue señalada 
como un ejemplo positivo para las relaciones raciales (Maio, 2001). 
Esto también tuvo efectos transregionales: por ejemplo, los políticos 
portugueses cooptaron la tesis de Freyre del “lusotropicalismo” para 
apoyar la prolongada presencia colonial de Portugal en África hasta 


1975 (Bender, 1978: 3-9, 19-22). 


La agenda internacional antirracista posterior a 1945 se centró en las 
consecuencias del Holocausto en Europa y Medio Oriente, la 
persistencia de la discriminación institucionalizada en los Estados 
Unidos y Sudáfrica y las cambiantes relaciones de poder derivadas de 
la descolonización de Asia y África (Fúredi, 1998; Lauren, 1988). 
Mientras tanto, América Latina podría mantener el proyecto de 
asimilación, aunque con diversas adaptaciones durante la ola 
autoritaria de la Guerra Fría. En ese momento las protecciones legales 
disponibles estaban restringidas, y en varios casos los pueblos 
indígenas fueron objeto de persecución (el exterminio de al menos 
doscientos mil indígenas en Guatemala de 1981 a 1983). La 
comunidad internacional tendió a la indiferencia ante estas acciones, 
debido a que la agenda internacional contra el racismo estaba 
condicionada a los intereses estratégicos de la URSS y los Estados 
Unidos en América Latina y en otros países (Indonesia, Camboya, 
Vietnam, Angola, Turquía o Irak). 


Una vez que los regímenes autoritarios fueron derrocados, en algunos 
países se establecieron obligaciones estatales generales en las nuevas 
constituciones para proteger a los afrodescendientes y los pueblos 
indígenas.[22] Sin embargo, esas disposiciones mantuvieron el 
enfoque paternalista (centrado en la protección en lugar de la 
autonomía), e incluso no reconocieron la composición multicultural de 
la sociedad en su conjunto. Así, antes de los años noventa, los países 
latinoamericanos adoptaron una doctrina de armonía racial al mismo 
tiempo que establecieron un régimen que pretendía servir como el 
medio legal para implementar un proceso de asimilación racial y 
cultural. Como resultado de este proyecto de blanqueamiento (se 
pueden encontrar enclaves de esto incluso en las constituciones 
actuales; véase, por ejemplo, el art. 25 de la Constitución argentina), 
los afrodescendientes y los pueblos indígenas se hicieron invisibles en 
las estadísticas nacionales y, por consiguiente, también en las políticas 
públicas, lo que reforzó el legado colonial de discriminación 
estructural. 


Una postura crítica frente a la ley 


Observar la difusión geográfica de los regímenes transregionales de 
desigualdad estructurados por la raza a lo largo de los siglos elucida 
cómo la racialización y el colonialismo funcionaron como procesos 
interdependientes y el papel clave que desempeñó la ley. Para el 
funcionamiento de un imperio colonial global basado en la supremacía 
natural de los europeos blancos, ambas partes, el pueblo dominante y 
el sometido, debían creer en su validez y legitimidad. Solo después de 
la desastrosa experiencia de la Segunda Guerra Mundial, cuando en 
ambos lados se cuestionó esa jerarquía, este régimen racista global se 
derrumbó finalmente. Sin duda, aun si la preponderancia militar 
parece suficiente en el corto y mediano plazo para la explotación de 
territorios subdefendidos, los colonizadores (que por lo general tenían 
que manejar el problema de la inferioridad numérica) pudieron 
gobernar durante siglos solo porque los pueblos subyugados 
internalizaron las jerarquías raciales y el comportamiento desviado 
era de hecho castigado. Y aquí es donde las tecnologías reguladoras y 
disciplinarias del poder juegan un papel fundamental. Como una 
tecnología del poder, la ley fue esencial para el proyecto colonial 
europeo en América Latina al normalizar las múltiples formas de 
discriminación racial y legitimar la explotación de mano de obra 
disciplinada. A partir De Indis Noviter Inventis de Francisco de Vitoria 
de 1532 (considerado como el primer texto de derecho internacional), 
el derecho y la argumentación legal fueron instrumentos para 
justificar la colonización y legitimar las desigualdades basadas en la 
raza (Anghie, 2007: 24). 


El enfoque legal transregional propuesto aquí se considera crucial para 
desentrañar las articulaciones históricas de la ley y la “raza” y los 
entramados de poder y discursos raciales que han sostenido a los 
regímenes de desigualdad en la región. Este enfoque se basa en tres 
elementos: 


la caracterización de la “raza” como una desigualdad transregional; 


la introducción de la perspectiva de análisis del régimen (regime- 
thinking) a fin de enfatizar la centralidad de la ley para la 
configuración de las desigualdades raciales y para representar la 
interconexión transregional entre las normas locales, extranjeras e 
internacionales como factores que condicionan las jerarquías sociales 
durante largos períodos de tiempo; y 


la consideración de que, a pesar de los cambios de régimen, los 
regímenes regionales de desigualdad pueden presentar continuidades 
que dependen de las condiciones transregionales y globales 
(estratificaciones globales, discursos transnacionales y transregionales 
sobre “raza” /etnia, marcos legales internacionales, etc.). 


Este enfoque dilucida la coincidencia cronológica y epistémica entre 
los proyectos legales de estratificación racial (la colonización, la 
esclavitud, el nacionalismo, el imperialismo) en diferentes regiones del 
mundo. Mientras que el discurso racial en la ley es discontinuo en su 
metamorfosis de un régimen a otro (lo que implica diferentes 
configuraciones de conocimiento que producen cambios en las 
percepciones, representaciones y clasificaciones raciales), hay varias 
continuidades en términos funcionales, sobre todo en relación con las 
articulaciones constitutivas y conservadoras para normalizar las 
desigualdades nacionales contra los afrodescendientes y los pueblos 
indígenas. 


He identificado cuatro articulaciones principales entre la ley y la 
“raza” en América Latina en el régimen de castas y sostengo que han 
persistido: desde el incumplimiento general de la ley y su aplicación 
desigual según los destinatarios de las normas hasta la naturalización 
legal de las desigualdades raciales y la exclusión legal de los 
afrodescendientes y los pueblos indígenas. Las regulaciones 
igualitarias prometedoras introducidas durante las guerras de 
independencia fueron desafiadas por las fuerzas conservadoras que 
dieron continuidad al orden global excluyente basado en la 
supremacía blanca; de esta manera, la región también siguió la 
tendencia global impuesta por el racismo científico en la segunda 
mitad del siglo XIX y estableció severas restricciones a la migración, 


que a su vez reforzó las lógicas internas de la estratificación racial; y 
también ocultó con éxito la discriminación racial bajo el velo legal de 
la igualdad formal y el velo racial del mestizaje durante la mayor 
parte del siglo XX, mientras adhería desde la retórica a las nuevas 
regulaciones de la ley internacional contra la discriminación. 


Una postura acrítica frente a la ley puede oscurecer las estructuras de 
poder nacional, regional y global en juego y el impacto de la ley en el 
aumento de las desigualdades raciales. Dado que las desigualdades 
domésticas y globales actuales tuvieron sus orígenes en estructuras 
raciales coloniales sostenidas, ocultadas o toleradas por la ley, y el 
Estado poscolonial sigue enfrentando este legado, parece razonable 
hacer explícitos estos vínculos y tenerlos en cuenta si no queremos 
limitar nuestra capacidad para diseñar políticas que modifiquen estas 
disposiciones y reformen las regulaciones que no sean coherentes con 
el objetivo de reducir las desigualdades. Si realmente concedemos 
suficiente peso a tal objetivo, debemos alejarnos de las hipótesis 
legalistas simplistas y sacar a la luz el carácter histórico de las 
desigualdades raciales actuales, las desigualdades globales 
interrelacionadas y el papel interconectado que la ley desempeñó y 
sigue desempeñando en todo el proceso. 
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3. El espacio urbano y la (re)producción de 
desigualdades sociales 


Desacoples entre distribución del ingreso y 
patrones de urbanización en ciudades 
latinoamericanas 


Ramiro Segura 


Ciudad y desigualdad en América Latina 


Una reciente investigación financiada por el Programa de las Naciones 
Unidas para el Desarrollo (PNUD) señala que América Latina es el 
único continente en el que durante la primera década del siglo XXI la 
desigualdad de ingresos se redujo “en 12 de los 17 países para los 
cuales se tienen datos comparables a un ritmo promedio de 1,1% 
anual” (López-Calva y Lustig, 2011: 11). Este fenómeno se debe tanto 
a la caída en la brecha de ingresos entre trabajadores calificados y 
poco calificados como al aumento de las trasferencias de dinero del 
Estado a los pobres. 


Mientras distintas voces celebran este diagnóstico positivo, otras 
cuestionan su optimismo, señalan las limitaciones metodológicas de 
indicadores como el Gini[23] y cuestionan el reduccionismo de 
vincular la desigualdad con la distribución del ingreso de manera 
directa (Kessler y Tizziani, 2014; Pérez Sainz, 2014). En este sentido, 
incluso si se aceptan las mediciones que indican una disminución de la 
desigualdad de ingresos, es necesario señalar que esa reducción en un 
contexto de boom económico resulta modesta, ya que, “si se toma el 


coeficiente de Gini como punto de referencia, la desigualdad actual se 
ha acercado al nivel observado a comienzos de los años ochenta” 
(Burchardt, 2012: 137). El continente sigue siendo el más desigual del 
mundo; en él, la décima parte más rica de la población concentra 
hasta el 50% de los ingresos nacionales (Cepal, 2010). Además, 
debemos tener presente que la desigualdad no solo se manifiesta en 
términos de ingreso y patrimonio, sino también “en un dispar acceso a 
la tierra y a bienes públicos esenciales como la educación, la salud o la 
seguridad social” (Burchardt, 2012: 138). 


En esta dirección, sostendremos aquí que el proceso de producción y 
configuración social del espacio urbano permite captar esta compleja 
dinámica en la cual la desigualdad social no se reduce a la 
distribución de ingresos, a la vez que echa luz sobre los límites de 
ciertas políticas redistributivas e instala la necesidad de problematizar 
el papel del espacio urbano en la (re)producción de la desigualdad. En 
la mayoría de las investigaciones, la ciudad es tratada como locus no 
problemático sobre el que operan variables independientes (como “la 
globalización” o “el neoliberalismo”, por ejemplo) que impactan en 
variables dependientes (como “el mercado de trabajo”, para seguir con 
el ejemplo), y se pierde de vista “el agente causal posiblemente más 
importante de los procesos urbanos, el espacio de la ciudad misma” 
(Robinson, 2011: 18). En este capítulo reflexionamos de manera 
específica acerca del papel que desempeña la ciudad en los procesos 
de (re)producción de las desigualdades sociales. 


Como tempranamente advirtió David Harvey, “el individuo puede 
ganar más (menos), puede recibir beneficios positivos (negativos) de 
un cambio en el valor de su propiedad, puede solo tener más (menos) 
recursos al alcance de su mano a menor (mayor) precio o puede hacer 
cualquier combinación de estas ganancias y pérdidas a lo largo de un 
período de tiempo”, lo que nos coloca ante el problema de indagar 
“los modos en que los cambios en la forma espacial de una ciudad y 
en los procesos sociales que operan dentro de la ciudad producen 
cambios en los ingresos de un individuo” (Harvey, 1977: 50). En este 
sentido, Harvey formuló incisivas hipótesis acerca de los “mecanismos 
ocultos” de redistribución del ingreso activos en el sistema urbano 
que, al impactar en la localización, la accesibilidad, la proximidad y 
los recursos, tienden en general a aumentar las desigualdades en vez 
de reducirlas. De esta manera, el espacio socialmente producido 
condicionaría la (re)producción de las desigualdades al influir no solo 


en la calidad y la ubicación de la vivienda y el entorno urbano, sino 
también en las oportunidades relacionadas con la educación, la salud 
y el trabajo, entre otras dimensiones de la vida social. 


Este capítulo plantea la existencia de un movimiento paradójico en las 
relaciones entre ciudad y desigualdad en la América Latina 
contemporánea: mientras por un lado en la última década muchos 
países de la región implementaron políticas que redujeron (levemente) 
la desigualdad de ingresos, por el otro continúa la expansión de áreas 
metropolitanas fragmentadas iniciada en los años setenta y 
profundizada a partir de los noventa del siglo pasado. Este patrón de 
urbanización excluyente incrementa no solo la desigualdad en el 
acceso a la ciudad y a sus bienes, servicios y oportunidades, sino que 
también consolida —de manera articulada con la segmentación del 
sistema educativo y el mercado de trabajo- redes y circuitos sociales 
segregados, que reducen las posibilidades de movilidad social 
ascendente. Asistimos a una articulación compleja entre un proceso de 
reducción de la desigualdad en los ingresos y la continuidad de un 
patrón de urbanización excluyente. Se trata de un desacople que, 
sostenemos como hipótesis, atenta precisamente contra las políticas 
distributivas implementadas en la región y las limita. 


Neoliberalismo, globalización y desigualdad en las 
ciudades latinoamericanas 


En los años setenta del siglo pasado, en el contexto del debate sobre 
modernización, desarrollo y dependencia en la región, se construyó el 
modelo de “la ciudad latinoamericana” que entre sus rasgos 
predominantes resaltaba la primacía urbana, [24] la informalidad 
laboral y habitacional, y la polarización social del espacio urbano 
entre centros consolidados y periferias pobres (Gilbert, 1998; Borsdorf, 
2003). Desde esta perspectiva, la “ciudad latinoamericana”[25] era el 
resultado de distintos procesos interrelacionados en el marco del 
modelo de industrialización por sustitución de importaciones 
dominante en la región entre 1930 y 1970: política económica 
orientada al mercado interno, masiva migración interna, rápido 
proceso de urbanización concentrado en una o dos ciudades, 


crecimiento de una clase trabajadora “informal” por fuera del sector 
moderno —producto del desbalance entre industrialización y migración 
interna—, y expansión de las viviendas populares en barriadas y 
asentamientos “irregulares” en las periferias (Portes y Roberts, 2005). 


Tras los impactos de la globalización y el neoliberalismo, sin embargo, 
la posición de las grandes ciudades latinoamericanas en los espacios 
globales, la relación con sus respectivos espacios nacionales y su 
configuración socioespacial se transformaron de manera profunda. En 
términos demográficos y de primacía urbana se observa una 
modificación de la relevancia de las grandes ciudades en los espacios 
nacionales. Mientras se registra un continuo crecimiento de la 
población urbana en el continente, se verifica un gradual descenso o 
estabilización del tamaño relativo de la ciudad principal —o ciudad 
primada-, evidente en el porcentaje de la población urbana 
concentrada en estas ciudades, el índice de primacía urbana y la 
evolución de la tasa de crecimiento urbana y metropolitana (Portes y 
Roberts, 2005; Montoya, 2009). Entre las razones se encuentran la 
pérdida del magnetismo económico para la migración interna, 
relacionada con el fin del modelo de industrialización por sustitución 
de importaciones; la disminución de las tasas de fertilidad en las áreas 
metropolitanas, y la canalización de flujos migratorios a otros centros 
urbanos vinculados con la exportación y el turismo: maquilas en la 
frontera de México, ciudades secundarias en Chile y desarrollo de 
otras áreas metropolitanas a expensas de Río de Janeiro y San Pablo 
en Brasil. 


Por otro lado, a la par de esta reestructuración del sistema urbano 
durante las últimas décadas del siglo XX, en el marco del pasaje del 
modelo de industrialización por sustitución de importaciones al 
modelo aperturista neoliberal —-junto con el auge de las nociones de 
“globalización” y “ciudad global”- se profundizó la desigualdad en las 
principales ciudades latinoamericanas. En una investigación 
comparativa entre las ciudades de Buenos Aires, Lima, México, San 
Pablo, Santiago de Chile, Río de Janeiro y Montevideo (Portes, 
Roberts y Grimson, 2005), se observó que entre 1980 y 2000 en todas 
ellas se incrementó el trabajo informal, aumentaron la desigualdad 
(salvo en Lima) y la pobreza (excepto Santiago), y crecieron los 
índices de delitos, así como la sensación de inseguridad (véase cuadro 
3.1). 


Cuadro 3.1. Desigualdad y pobreza en las ciudades 
latinoamericanas (en índice de Gini y porcentaje, 


respectivamente) 


Buenos Aires 
0,390 
28,9 
Río de Janeiro 
0,690 
San Pablo 
0,530 
3B,8 
Santiago de Chile 
0,580 
22,3 
México 
0,500 
Lima 
0,388 
35,2 
Montevideo 
0,480 
28,9 


Fuente: Portes y Roberts (2005). 


Ante esta evidencia persiste, sin embargo, una pregunta significativa: 
¿cuál es la relación entre globalización y desigualdad (Mills, 2009)? Y 
más específicamente, ¿en qué medida el incremento de la desigualdad 
verificada en las ciudades latinoamericanas entre 1980 y 2000 es 
producto de los procesos descriptos en las teorías de la globalización 
(Perlman, 2010a, 2010b) y de la ciudad global (Roberts, 2005)? 


Sabemos que ya sea en términos de “ciudad mundial” (Friedmann, 
1986) o de “ciudad global” (Sassen, 1991), la teoría predice una fuerte 
correlación entre globalización y desigualdad. Por un lado, se estima 
una concentración desigual de recursos y actividades estratégicas 
entre las ciudades mundiales/globales y las demás ciudades de cada 
país, mientras las primeras tienden a desconectarse parcialmente de 
sus regiones. Por otro, se plantea la tesis de la “dualización” de la 
estructura social de las ciudades mundiales/globales, en las que 
coexistirían dos mundos vinculados a los servicios avanzados: la élite 
empresarial y los trabajadores con baja calificación (Sassen, 2007). 
Por último, con un énfasis menor,[26] se propone una relación entre 
globalización y estructura urbana, específicamente la reconfiguración 
de las áreas metropolitanas vinculadas con la globalización en 
términos de “fragmentación”. 


Sin embargo, estos postulados fueron matizados y cuestionados en los 
últimos años en el caso de las grandes ciudades latinoamericanas: se 
relativizó la supuesta novedad de las redes y las interdependencias 
globales, y se resaltó en cambio su profundidad temporal (Davis, 
2005); se buscó caracterizar el modo específico en que las ciudades 
latinoamericanas se insertaron en los procesos globales (Duhau y 
Giglia, 2008), y se formuló la pregunta sobre cuáles de las 
trasformaciones observadas en las ciudades latinoamericanas podían 
atribuirse a la globalización y cuáles eran producto de la dinámica 
interna de cada ciudad (Mattos, 2010). 


En esta dirección, Bryan Roberts (2005) señala que algunos cambios 


urbanos se pueden predecir mediante los modelos de la ciudad global 
(como la creciente interdependencia funcional y especialización de las 
ciudades latinoamericanas, observable en el crecimiento de los 
servicios a la producción —financieros, jurídicos y publicitarios, entre 
otros—- en las grandes ciudades y en aquellas que se especializan en la 
exportación manufacturera en México y el Caribe). No bstante, 
también afirma que más relevantes para la organización social urbana 
fueron la reducción de los costos en comunicación, la apertura de las 
economías al libre comercio, el libre movimiento del capital y la 
reducción de la intervención del Estado en la economía, “incluso 
cuando no incrementen la especialización funcional y la 
interdependencia” (Roberts, 2005: 111). De esta manera, serían los 
efectos del neoliberalismo “implementado bajo la influencia y estrecha 
dirección de las instituciones globales, tales como el Banco Mundial y 
el Fondo Monetario Internacional” (Portes y Roberts, 2005: 21) los 
que permiten comprender la evolución de la desigualdad en las 
ciudades latinoamericanas contemporáneas, antes que las relaciones 
causales propuestas por la teoría de la ciudad global. 


Siguiendo este razonamiento, en lo que respecta específicamente a los 
procesos de gestión, producción y regulación urbana, antes que un 
efecto directo y mecánico de la globalización, resulta más plausible 
pensar que, en un contexto de apertura y desregulación de la 
economía y del uso del espacio (Roy, 2010), asistimos a la 
consolidación de nuevas condiciones, actores y prácticas urbanas que 
tuvieron —y tienen— un impacto significativo en la configuración del 
espacio urbano y en la evolución de la desigualdad. En efecto, en el 
marco de la apertura neoliberal y de la consecuente liberalización del 
uso del suelo, no solo los agentes privados (locales y globales) 
tuvieron un margen de acción inédito sobre la ciudad y se 
consolidaron como los actores principales de la transformación urbana 
(Gorelik, 2004; Mattos, 2010; Ciccolella, 2011), sino que el Estado, 
además de abandonar su papel central en la producción y regulación 
del uso del suelo, subsidió la acción de los agentes privados (locales y 
globales) en pos de atraer inversiones y “ser globales”. En definitiva, 
nos encontramos ante una nueva configuración de las relaciones entre 
sociedad, economía y territorio, en la cual la ciudad aparece como un 
espacio privilegiado para la valorización del capital, al mercantilizar 
el desarrollo urbano e impactar en la morfología y dinámica urbanas 
así como en la (re)producción de desigualdades sociales. 


Fragmentación urbana y desigualdad en las ciudades 
latinoamericanas 


En el marco de estos procesos, las grandes ciudades latinoamericanas 
se reconfiguraron en términos estructurales, funcionales y territoriales. 
A partir de los trabajos de Pablo Ciccolella (2011) y Carlos De Mattos 
(2010), se pueden sintetizar los trazos generales de estas 
transformaciones: 


declive de las funciones productivas y reestructuración respecto de las 
lógicas del consumo y de los servicios avanzados; 


pasaje de un espacio metropolitano compacto, que avanzaba como 
“mancha de aceite”, con bordes y límites definidos, hacia un 
crecimiento metropolitano de bordes difusos y estructura policéntrica; 


procesos de suburbanización privada de las élites a gran escala e 
incremento del hábitat precario, tanto en el centro como en la 
periferia urbana; y 


proliferación de “nuevos objetos urbanos”, producto de inversiones 
privadas (locales y extranjeras), básicamente vinculados al consumo, 
como shopping centers, hipermercados, centros de espectáculo, 
hotelería internacional, restaurantes, parques temáticos y 
urbanizaciones privadas. 


Estas transformaciones son resultado de un proceso controlado sobre 


todo por las estrategias empresariales, con un sesgo privatizador. Así, 
sus efectos sobre una estructura socioeconómica-territorial 
históricamente desigual consistieron en agravarla. 


Ante este proceso se planteó un debate en torno a si esas 
transformaciones estaban llevando “a la fragmentación de las ciudades 
latinoamericanas” (Bayón y Saraví, 2013: 36), es decir, a un modo de 
organización espacial que, a diferencia de la segregación, no solo 
implica una distribución desigual de los grupos en el espacio, sino 
también ámbitos cercados y obstáculos físicos (Kozak, 2005), una 
segregación acentuada que se inscribe en el espacio a través de 
barreras físicas (Thuillier, 2005). 


Por un lado, autores como Michael Janoschka (2002) y Axel Borsdorf 
(2003), entre otros, remarcan la consolidación de un “nuevo modelo 
de la ciudad latinoamericana”. En términos de Borsdorf (2003), el 
principio de estructuración espacial de las ciudades latinoamericanas 
se desplazó desde la polarización característica de la ciudad fordista 
hacia la fragmentación urbana, una nueva forma de separación de 
funciones y elementos socioespaciales, ya no en una escala amplia 
(centro-periferia, ciudad rica-ciudad pobre, zona habitacional-zona 
industrial), sino en una escala reducida. Nuevos desarrollos urbano- 
espaciales como la libre distribución de zonas industriales, la 
localización de centros comerciales en toda la ciudad orientados a las 
autopistas y aeropuertos, y la presencia de barrios cerrados en todo el 
perímetro urbano, muchas veces contiguos a espacios residenciales de 
clases bajas, cambiaron la escala geográfica de la segregación 
socioterritorial. Mientras a gran escala se puede destacar un proceso 
de mezcla social mayor a la que existe en el tradicional patrón centro- 
periferia, a nivel micro se refuerza el patrón de segregación 
(Janoschka, 2002), visible en muros y cercos, barreras con que las 
islas de riqueza y exclusividad se separan y aseguran contra la 
pobreza. En esta dirección, Prévot-Schapira y Cattaneo Pineda (2008) 
enfatizan, además, que es precisamente en los espacios intermedios 
entre las grandes concentraciones de pobreza y los barrios cerrados 
donde se desplegó el proceso de atomización privatizador propio de la 
fragmentación socioespacial. 


Por otro lado, autores como Duhau y Giglia (2008) enfatizan “la 
continuidad en la estructura de la división social del espacio urbano y 
de los patrones de segregación, enraizando la tendencia actual hacia la 


fragmentación en el modelo previo” (Bayón y Saraví, 2013: 36). En 
esta dirección sostienen que 


no es posible entender las relaciones de las metrópolis actuales con la 
globalización sin tomar en cuenta ciertos procesos socioeconómicos y 
socioespaciales de largo alcance que, para el caso de las principales 
metrópolis latinoamericanas, se gestan a lo largo del siglo pasado, en 
el marco del modelo económico fordista (Duhau y Giglia, 2008: 73). 


Al introducir el largo plazo y la historia en vez de la oposición entre lo 
nuevo y lo viejo, se desprende que tanto la polarización socioespacial 
como la coexistencia de los mercados de trabajo formal e informal 
(dualización) anteceden al neoliberalismo y la globalización y, lejos de 
ser novedosos, están enraizados en las relaciones de producción 
preexistentes. Incluso recuerdan que Janoschka (2002), uno de los 
creadores de la idea de un nuevo modelo de ciudad latinoamericana, 
señala explícitamente que los procesos de desarrollo urbano poseen 
una gran inercia y que los ejes radiales y sectoriales del desarrollo y la 
expansión urbana de la metrópoli desarrollista latinoamericana 
(centros y periferias, zonas ricas y pobres) aún subsisten e incluso 
siguen constituyendo el principio de organización espacial 
fundamental. Por supuesto, para estos autores el señalamiento de 
líneas de continuidad y de persistencias no implica negar los efectos 
de la globalización y el neoliberalismo sobre la ciudad, sino alertar 
sobre las temporalidades diferenciales de los procesos económicos, 
sociales, culturales y territoriales que configuran las ciudades, así 
como reconocer la especificidad de cada ciudad. [27] 


Por último, quizás una posición intermedia se encuentre en la 
investigación de Teresa Caldeira (2000) sobre San Pablo, que 
identificó tres patrones de segregación espacial: 


la ciudad concentrada y heterogénea de inicios de la industrialización 
(1890-1940), caracterizada por la ausencia de separación espacial de 
funciones urbanas y por la proximidad entre sectores sociales; 


la ciudad dispersa del período industrial y desarrollista (1940-1970), 
donde los sectores sociales vivían separados por grandes distancias en 
una típica disposición de centro rico y periferia pobre; y 


una serie de procesos desarrollados durante las décadas de los ochenta 
y los noventa que se sobreimprimieron a la configuración tipo centro y 
periferia, como el abandono del centro por parte de algunas fracciones 
de los sectores altos y medios, que se tradujo en una mayor 
proximidad espacial entre clases, pero separadas por barreras físicas y 
sistemas de control. 


De todos modos, más allá de las posiciones en el debate, con el 
progresivo desdibujamiento de la configuración centro-periferia, 
producto de la expansión de nuevas formas urbanas como autopistas, 
complejos habitacionales vigilados para clases medias y altas en la 
periferia, distribución de hipermercados, malls y centros de 
entretenimiento en la totalidad del espacio urbano, suburbanización 
de la producción industrial, y creciente aislamiento de los barrios de 
la clase baja, se consolida “una aglomeración [tendencialmente] 
expandida, difusa, discontinua, policéntrica, de dimensión regional” 
que implica cambios fundamentales en la organización y en el sentido 
mismo de la vida urbana (Mattos, 2010: 96) y que tiene impactos 
significativos en términos de desigualdades sociales y espaciales. 


Este panorama nos remite a la pregunta por las relaciones entre 
espacio urbano y desigualdad, de manera más específica a la pregunta 
por el lugar del espacio en el proceso de (re)producción de la 
desigualdad social. No nos referimos solo a la indudable objetivación 
de las desigualdades sociales en el acceso (desigual) a la ciudad: lugar 
de residencia, vivienda, infraestructura y servicios urbanos, acceso al 
espacio público, entre otras facetas de la vida urbana. Debemos tener 
presente, además, que el espacio urbano, entendido como dimensión 
constitutiva de la vida social, con una materialidad y una 
temporalidad propias, no solo expresa las desigualdades en términos 
de calidad de vivienda y entorno, sino que también condiciona su 


(re)producción, lo que afecta diversos aspectos de la vida social como 
las oportunidades laborales (Prévot-Shapira, 2001; Groisman, 2008), 
la calidad educativa (Katzman, 2001; Peters, 2015), el acceso y los 
costos de la movilidad y el transporte (Jirón, Lange y Bertrand, 2010; 
Aguiar, 2011; Lizarraga, 2012), y el estatus simbólico de los 
habitantes de los barrios segregados (Kessler, 2012). 


En síntesis, si bien la evidencia es aún dispersa, las investigaciones 
disponibles sobre segregación y fragmentación urbanas durante las 
últimas décadas en las ciudades latinoamericanas (Sabatini, Cáceres y 
Cerdá, 2001; Prévot-Schapira, 2001; Katzman, 2001; Schteingart, 
2001; Rodríguez y Arriagada, 2004; Saraví, 2008; Bayón y Saraví, 
2013) han mostrado que estos procesos socioespaciales, articulados 
con una progresiva segmentación del mercado de trabajo y del sistema 
educativo, son clave en la (re)producción y profundización de la 
desigualdad social, al incrementar el aislamiento y restringir las redes 
de los pobres urbanos y reducir la geografía de oportunidades de los 
espacios residenciales de bajos recursos. 


Desacoples entre distribución del ingreso y patrones de 
urbanización en la Región Metropolitana de Buenos Aires 


Las relaciones entre desigualdad y espacio urbano son, como venimos 
proponiendo, complejas. En la actualidad nos encontramos ante un 
escenario paradójico en América Latina, producto de la conjunción 
entre la persistencia de una política neoliberal que posibilita el uso 
desregulado del suelo urbano y los esfuerzos de los gobiernos de la 
región por implementar políticas de redistribución de la riqueza. Por 
un lado, estructuras metropolitanas fragmentadas, con circuitos 
urbanos, educativos y sociales segregados, que impactan en la 
reproducción de desigualdades sociales y urbanas. Por el otro, 
políticas públicas de redistribución, que han reducido la desigualdad 
de ingresos en la mayoría de los países latinoamericanos durante la 
última década. En síntesis, no ha habido una modificación en los 
patrones de urbanización dominantes —persisten sus tendencias 
privatizadoras y proclives a la fragmentación social y urbana- de 
manera simultánea al proceso de reducción de desigualdad en el 


ingreso, como tampoco existen políticas que privilegien la gestión del 
suelo urbano en la lucha contra la desigualdad. Así, en su propia 
configuración, la metrópoli materializa desigualdades sociales 
estructuradas en el espacio a mediano o largo plazo, que impactan en 
las oportunidades laborales y educativas de sus habitantes, y que 
difícilmente puedan ser influidas por cambios coyunturales en la 
distribución del ingreso (Peters, 2015). 


Tomemos el caso de la Región Metropolitana de Buenos Aires (RMBA) 
[28] para ilustrar la paradoja y los efectos del desacople entre 
distribución del ingreso y patrones de urbanización. Los datos 
disponibles para la primera década del siglo XXI sobre la evolución de 
la distribución del ingreso, los patrones de desarrollo urbano y la 
segregación residencial muestran una articulación compleja y 
contradictoria, que alerta contra las lecturas lineales, reduccionistas y 
unidimensionales acerca de la desigualdad, cuestiona la “tesis del 
espejo” (Sabatini y Brain, 2008) acerca de las relaciones entre 
sociedad y espacio, e, incluso, nos invita a formular hipótesis que 
vayan más allá del necesario reconocimiento de las distintas 
temporalidades involucradas en la evolución de diferentes 
dimensiones de la vida social. 


En primer lugar, en consonancia con la tendencia continental, en las 
áreas urbanas de la Argentina se observa una reducción moderada de 
la desigualdad en los ingresos. Gasparini y Cruces (2011) mostraron 
que, entre 1974 y 2006, la desigualdad de ingresos en la Argentina 
medida con el índice de Gini aumentó de 0,344 a 0,487,[29] aunque 
no de manera uniforme a lo largo del período analizado. Por el 
contrario, el indicador tuvo una evolución ondulante, con intervalos 
de estabilidad y reducción de la desigualdad e intervalos de rápido 
aumento de la desigualdad. Luego de haber llegado a su nivel 
histórico más alto, la salida de la crisis de 2001-2002 se correspondió 
con una rápida recuperación. Sin embargo, 


aunque la desigualdad disminuyó mucho respecto de la crisis [de 
2001-2002], la desigualdad en 2006 no fue significativamente 
diferente de la que hubo entre mediados y fines de los años noventa, a 
pesar de que el PIB per cápita y el empleo eran más altos, las 
instituciones laborales eran más fuertes y se aplicó un programa 


masivo de transferencias monetarias (Gasparini y Cruces, 2011: 
185-186). 


En este sentido, teniendo en cuenta tanto el patrón ondulante de la 
evolución de la desigualdad en el país como su reducción rápida pero 
moderada en un contexto de crecimiento económico continuo, el 
interrogante que se abre remite a las posibilidades (y el desafío) de 
mantener y profundizar la tendencia a la baja en la desigualdad de 
ingresos. 


En segundo lugar, respecto del patrón de urbanización, Ciccolella y 
Baer (2011) mostraron que, tras la salida de la crisis de 2001, se 
reinstaló una dinámica de autosegregación de las clases altas similar a 
la establecida en los años noventa y se produjo la expansión de 
asentamientos precarios. De esta manera, más allá de las significativas 
diferencias en la orientación económica general que se observan en la 
evolución de los indicadores de desocupación, pobreza y desigualdad 
en las últimas dos décadas (véase gráfico 3.1), los autores verifican 
una continuidad en el patrón de urbanización, evidente en la 
expansión del mercado inmobiliario para sectores medios y altos y la 
persistencia de las inversiones en autopistas, centros comerciales y 
barrios cerrados, aunque con una disminución en su ritmo. 


Gráfico 3.1. Evolución de la desocupación, la pobreza y la 
desigualdad en el AMBA 
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Fuente: Elaboración propia a partir de Ciccolella y Baer (2011) 
para desocupación, indigencia y pobreza, y de Alvaredo y Piketty 
(2011) y Gasparini y Cruces (2011) para desigualdad. 


La expansión de este patrón de urbanización fue vertiginosa. Mientras 
las urbanizaciones cerradas eran un fenómeno marginal en la RMBA a 
inicios de los noventa, cuando ocupaban 34 km”, en el año 2000 
existían alrededor de 400 urbanizaciones cerradas que cubrían un área 
de 305 km?. De esta manera, gracias a la nueva red de autopistas 
urbanas, en diez años se consolidó, sin el menor debate público y sin 
un plan a escala metropolitana, un tipo de urbanización 1,7 veces más 
extendida que la CABA (180 km?) para no más de 100.000 habitantes 
permanentes en ese momento (Thuillier, 2005). El cambio de 
orientación económica después de la crisis de 2001 no supuso, sin 
embargo, el estancamiento o reversión de este proceso. La continuidad 
de este patrón en la RMBA se evidencia en que, para 2008, el número 
de urbanizaciones cerradas ascendía a 540, cuando ocupaban 400 km? 
(el doble que la CABA), lo que significa que un 25% de la superficie 


total urbanizada en la RMBA estaba ocupada por no más de 400.000 
habitantes (Fernández Wagner, 2008). 


En definitiva, se trata de 


una situación socioeconómica notablemente diferente de la de los años 
noventa, sin que esta mejora sustantiva implique necesariamente un 
cambio de patrón de desarrollo urbano, sino más bien la continuidad 
fantasmagórica o inercial del de los años noventa, la ciudad 
excluyente, incluso cada vez más excluyente, solo que con ritmos 
diferenciados, tanto en las escalas temporales como en las territoriales 
(Ciccolella y Baer, 2011: 219). 


De hecho, en el marco de estos procesos, con el boom inmobiliario 
que fue de la mano con el alto crecimiento anual de la economía 
durante la última década, “el precio del suelo aumentó a un ritmo 
inédito” (Ciccolella y Baer, 2011: 233) y por esto, “a pesar de la 
favorable evolución de los indicadores socioeconómicos, continúa el 
agravamiento de la segmentación territorial preexistente” (2011: 235) 
ya que “las condiciones para acceder a una vivienda digna en suelo 
urbano con buenos servicios, infraestructura y ubicación se vieron 
deterioradas” (2011: 239). 


Por último, este desacople entre la sensible mejora en los indicadores 
socioeconómicos y la profundización del patrón urbano preexistente 
(que nos recuerda la no necesaria ni mecánica correspondencia entre 
espacio y sociedad) se verifica en la evolución de las formas de 
segregación residencial. En un informe reciente del PNUD sobre las 
áreas urbanas de la Argentina se señala que, de manera simultánea a 
la recuperación de la economía y a la continuidad del patrón de 
suburbanización de las élites, para el período 2001-2006 se verifica un 
crecimiento tanto del número como de la proporción de la población 
urbana que vive en villas miseria y asentamientos en la CABA y el 
Conurbano bonaerense (PNUD, 2009). Mientras en la primera la 
población residente en estos espacios pasó de representar el 3,9% en 
2001 al 4,3% en 2006, en el segundo esa cifra se elevó del 6,9% de la 
población en 2001 a 10,1% en 2006, lo que en cifras absolutas para la 


CABA y el Conurbano representa pasar de 700.000 a más de 
1.000.000 de personas viviendo en villas y asentamientos (Cravino, 
Duarte y del Río, 2008). 


En la misma dirección, en un balance reciente sobre la desigualdad en 
la Argentina, Kessler (2014) señala que, en términos generales, 
durante el período intercensal 2001-2010 se evidencia una mejora en 
la mayoría de los indicadores relacionados con el hábitat y la vivienda 
a nivel nacional. Sin embargo, esta mejoría general no ha logrado 
revertir las desigualdades entre la ciudad “formal” y las áreas más 
marginadas, como villas y asentamientos. Por el contrario, los 
indicadores sociales en villas y en asentamientos urbanos han 
mejorado menos que el promedio y en algunos casos las brechas se 
han incrementado, lo que nos coloca ante un escenario de mejora 
general con perdurabilidad (y, a veces, profundización) de 
desigualdades. Las tendencias contrapuestas de la desigualdad que 
para este autor caracterizarían al período se manifestarían en un 
escenario urbano en el que la reactivación económica profundiza el 
problema de la vivienda y la segregación, existen a la vez mejoras en 
los ingresos de las familias y crecientes problemas para acceder a una 
vivienda y se incrementa así durante el período la población residente 
en villas y asentamientos. 


En este contexto, las distintas políticas dirigidas a la cuestión de la 
vivienda implementadas a la salida de la crisis 2001-2002 —los planes 
federales de vivienda destinados a sectores populares primero 
(2003-2013) y el crédito ProCreAr (2012-2015) para sectores medios 
después- fueron explícitamente diseñados con la finalidad de 
movilizar la economía a partir de la obra y el crédito públicos, generar 
empleo genuino y alentar el mercado de la construcción (PNUD, 2009; 
Di Virgilio y Rodríguez, 2018; Segura y Cosacov, 2019). Ante la 
ausencia de reflexión sobre la planificación y el uso del suelo en estas 
políticas, cabe preguntarse cuál es su impacto en la segregación 
residencial, dado que en general se limitan a la construcción de 
viviendas en la periferia metropolitana, donde hay suelo disponible y 
barato, carente de infraestructura y lejos de los servicios, lo que 
demanda a sus pobladores gran cantidad de tiempo, de dinero y de 
energía para desplazarse. 


Sin minimizar lo que significa acceder a una vivienda, no podemos 
perder de vista el rol de estas políticas estatales paliativas en la 


profundización de las dinámicas de segregación y fragmentación del 
espacio urbano que a mediano plazo podrían tener un papel clave en 
la reproducción de la desigualdad urbana en cuanto al aislamiento 
social, la desconexión del mercado de trabajo formal, el acceso a 
educación y los estigmas sociales. En esta dirección, en su análisis de 
los efectos distributivos de la fase expansiva de la economía argentina 
entre 2002 y 2007, Groisman (2008) mostró que, si bien en términos 
agregados la situación laboral y distributiva mejoró, el aislamiento y 
la homogeneidad social de los barrios de bajos recursos ayudan a 
comprender las dispares posibilidades de acceso a los beneficios del 
crecimiento. En concreto, el autor identificó una “asociación 
significativa entre residir en un vecindario segregado y tener cierta 
desventaja para acceder a mejores puestos de trabajo”, debido tanto a 
la composición de redes sociales homogéneas como a la existencia de 
barreras entre las que se encuentran las insuficiencias de transporte, 
de seguridad y de cuidado infantil, y la discriminación (Groisman, 
2008: 216). 


La ecuación en torno a la desigualdad y el espacio urbano, entonces, 
no resulta sencilla. La reducción (moderada) de la desigualdad en el 
ingreso, la continuidad (desacelerada) en el patrón de urbanización 
fragmentado y la profundización (significativa) del problema de la 
vivienda y la segregación dan forma a un escenario complejo y 
paradójico, donde las desigualdades de ingreso pueden reducirse y, al 
mismo tiempo, otras desigualdades pueden persistir e incluso 
profundizarse. Además, en este caso no se trata (al menos no 
exclusivamente) de una cuestión de temporalidades diferenciales entre 
el (rápido) cambio en la distribución del ingreso y el cambio (siempre 
más lento) en la configuración del espacio urbano. Por el contrario, se 
trata de la persistencia e incluso agravamiento de un patrón urbano en 
el marco de una mejora en la distribución del ingreso. Y el problema 
estriba precisamente en que este patrón urbano atenta contra la 
reducción de la desigualdades en sentido amplio a mediano y largo 
plazo. Como recuerda en sus conclusiones el citado informe del PNUD, 
“si esta tendencia [a la fragmentación urbana] no se revirtiera, la 
trama urbana podría tener cada vez mayor incidencia en la 
consolidación de circuitos sociales que reproducen la desigualdad”. 
Por esto, 


es indispensable articular virtuosamente las políticas de vivienda, el 
desarrollo social y los planes de desarrollo urbano y ordenamiento 
territorial [...]. Esta planificación puede incluir una intervención en el 
mercado, a fin de frenar la especulación inmobiliaria y favorecer un 
uso mejor y más sustentable del suelo (PNUD, 2009: 38). 


Desigualdades, espacio urbano y políticas públicas 


En este capítulo mostramos que, para reflexionar sobre la desigualdad 
en las ciudades latinoamericanas, el espacio urbano (como realidad 
material y relacional) importa. No se trata solo de reconocer la 
especificidad material y temporal del espacio construido, que puede 
no corresponderse de manera mecánica con (ni reflejar) las dinámicas 
sociales, sino de tener presente su influencia en la (re)producción de 
la desigualdad. 


La persistencia de un patrón de urbanización excluyente en el marco 
de una mejora en la distribución del ingreso hace del espacio urbano 
un desafío para las políticas que buscan una reducción de las 
desigualdades sociales en la región: la regulación de los usos del suelo, 
la distribución equitativa de bienes y de servicios, los sentidos 
atribuidos a los distintos espacios residenciales (y a sus habitantes), la 
accesibilidad a la ciudad y la movilidad a través de ella. Se trata, sin 
duda, de un desafío mayúsculo, sobre todo si se tiene en cuenta que en 
las regiones metropolitanas centrales de los países latinoamericanos 
convergen -y entran en tensión- diversas jurisdicciones (nacionales, 
provinciales y locales), muchas veces con orientaciones políticas y 
partidarias divergentes. 


Debemos comprender que la estructura urbana no solo es un producto 
de los procesos sociales, sino también, en tanto espacio socialmente 
producido, un factor clave en la (re)producción, ampliación o 
reducción de desigualdades. Si desigualdad social y segregación 
espacial no se relacionan de manera mecánica o refleja, tampoco 
podemos pensar que la estructura y la jerarquía urbanas sean un 
producto natural e inevitable de los procesos sociales; por el contrario, 
un conjunto de vehículos sociales y políticos es clave para su 


consolidación, sobre todo el mercado inmobiliario y la planificación 
urbana (Duhau, 2013). Se torna imperioso, entonces, regular el uso 
del suelo (Sabatini y Brain, 2008) y diseñar políticas que impacten en 
una distribución más equitativa de bienes y servicios urbanos 
(Arretche, 2010). 


Al respecto, López-Calva y Lustig (2011) sostienen que el futuro de la 
desigualdad y las posibilidades de mantener y profundizar la 
tendencia a su baja dependerán tanto de mejorar la calidad educativa 
de la fuerza laboral una vez alcanzada la meta de la accesibilidad a la 
educación básica (logro importante, aunque por medio de un sistema 
educativo segmentado y desigual) como de “romper con el 
apoderamiento del Estado por parte de las élites acaudaladas y 
poderosas”, que se hace evidente en la dificultad de “aumentar los 
impuestos —en particular impuestos sobre la renta y el patrimonio— 
que prevalece en la mayoría de los países de América Latina” (2011: 
34). 


La ciudad constituye un ámbito especialmente relevante para la 
instrumentación de políticas públicas en las direcciones señaladas, en 
tanto es un factor clave en la (re)producción de desigualdades 
educativas y es un espacio privilegiado de valorización del capital. La 
tarea no es para nada sencilla, dado además que la inversión y la 
especulación inmobiliarias tienen un lugar central en la expansión del 
espacio urbano y en la reactivación de la economía y el empleo en las 
sociedades latinoamericanas. Pero es la política pública urbana —al 
regular el uso del suelo, gravar la renta inmobiliaria e invertir en el 
acceso a la ciudad— una clave relevante para intervenir sobre las 
profundas desigualdades del continente más urbanizado del mundo. 
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[23] El coeficiente de Gini es un índice usado habitualmente para 
medir la desigualdad de ingresos. Entre los cuestionamientos que ha 
recibido se encuentra la ausencia de registro o la subdeclaración de los 
sectores con mayores ingresos (el 10% y el 1% más rico) (Alvaredo y 
Piketty, 2011). En este capítulo consideramos que, más allá de los 
problemas señalados y de la imposibilidad de equiparar desigualdad 
con ingresos, la evolución del indicador permite ilustrar algunas 
tendencias generales de la distribución del ingreso en la región. 


[24] La primacía urbana refiere al peso de la principal ciudad de un 
país respecto de su estructura territorial y poblacional y constituye un 
rasgo persistente del urbanismo en América Latina. Según Portes y 


Roberts (2005), la primacía urbana se expresa en el porcentaje de la 
población urbana de un país concentrado en la ciudad principal (o 
primada), y el índice de primacía urbana se calcula a partir de la 
relación entre el tamaño de la ciudad principal y la suma de las tres 
siguientes. 


[25] No desconocemos los riesgos que conlleva esta operación de 
categorización. Como señaló Jennifer Robinson (2011), la geografía de 
la teoría dominante en los estudios urbanos (restringida a las 
experiencias y las historias de las ciudades occidentales) llevó a la 
conclusión de que las ciudades de otras latitudes pertenecían a una 
categoría diferente de ciudad. El cuadro resultante de esta operación 
que contrapuso —y contrapone-— ciudades occidentales (asociadas a lo 
global y a lo moderno) con ciudades dependientes (asociadas al 
subdesarrollo y los problemas sociales y urbanos) no solo define “la 
ciudad latinoamericana” por su distancia respecto de los parámetros 
occidentales, sino que también desconoce la heterogeneidad urbana 
del continente y las convergencias con desarrollos urbanos de otras 
latitudes. Por esto, sin prescindir de los significativos aportes de esta 
tradición de investigación, aquí hablaremos de ciudades 
latinoamericanas “en plural”, y señalaremos cuando corresponda las 
convergencias y las divergencias entre las áreas metropolitanas de la 
región. 


[26] Si bien el vínculo entre globalización y fragmentación urbana fue 
largamente tematizado, no forma parte del núcleo 
obras de John Friedmann y Saskia Sassen. De hecho, se señaló con 
mirada crítica cierta insensibilidad de estas teorías respecto de los 
lugares y de la materialidad de lo urbano, “al no considerar aquellos 
factores que tienen una relación directa con el territorio o con la 
experiencia de vida en una determinada ciudad”, lo que permite que, 
por ejemplo, en el ranking de ciudades globales de 2008 la Ciudad de 
México se posicione entre Zúrich y Ámsterdam, a pesar de sus 
importantes diferencias urbanas (Moreno Carranco, 2010: 353). 


[27] Siguiendo un razonamiento similar, Pablo Ciccolella (2011) 
distingue entre distintos tipos de desarrollo urbano en las últimas 
décadas en América Latina: mientras en ciudades como Montevideo, 
Lima, Río de Janeiro, Buenos Aires o Bogotá “los cambios recientes 
parecen ser simplemente una aceleración de tendencias presentes en la 
etapa desarrollista”, ciudades como Santiago de Chile, San Pablo y 


México experimentaron “transformaciones territoriales metropolitanas 
suficientemente profundas y estructurales como para pensar en una 
ruptura radical con las características de la ciudad desarrollista 
latinoamericana” (2011: 82). 


[28] Existen diversas categorías para referirse a la Ciudad Autónom: 
de Buenos Aires (CABA) y su conurbación, como Área Metropolitana 
de Buenos Aires (AMBA), Aglomerado Gran Buenos Aires (AGBA), 
Zona Metropolitana de Buenos Aires (ZMBA)), entre otras. Cada una de 
ellas se basa en criterios de agregación diferentes y, por lo tanto, 
recorta unidades geográficas distintas. Aquí preferimos tomar como 
unidad la Región Metropolitana de Buenos Aires (RMBA), área 
geográfica que abarca la totalidad de los asentamientos urbanos, y sus 
respectivas áreas de influencia, integrados funcionalmente con el área 
urbana principal. La RMBA incluye las siguientes jurisdicciones: 
CABA, con una población de 3.100.000 de habitantes; Gran Buenos 
Aires (1* y 2* cordón del Conurbano), conformado por 25 partidos y 

y el resto de la 
cordón”, compuesto por 15 partidos y una población que 
ronda los 3.700.000 habitantes, lo que hace que en conjunto la RMBA 
tenga una población de unos 14.000.000 de habitantes (Ciccolella 
2011: 130). Vale aclarar que la RMBA no constituye una unidad 
político-administrativa; por el contrario, coexisten y se solapan 
instancias de gobierno nacionales (la CABA es la sede del gobierno 
nacional), provinciales (el 1”, 2” y 3? cordón forman parte de la 
provincia de Buenos Aires, mientras la CABA cuenta con un gobierno 
autónomo equivalente a una provincia) y municipales (en total, 40 


municipios integran la RMBA). 


[29] Los cálculos del índice de Gini se basan en la Encuesta 
Permanente de Hogares (EPH), que comenzó a tomarse en los años 
setenta en el Conurbano bonaerense (un tercio de la población 
argentina) y se expandió hasta abarcar todas las zonas urbanas con 
más de 100.000 habitantes (dos tercios de la población argentina). Es 
sobre esta muestra que Gasparini y Cruces (2011) analizaron la 
evolución de la desigualdad de ingresos. Mediante declaraciones 
fiscales, Alvaredo y Piketty (2011) calculan que, en vez del 0,49 que 
se desprende de las encuestas, el Gini para 2004 podría haber oscilado 
entre 0,52 y 0,57, según se haya incluido en la encuesta el 0,1% o el 
1% de las personas con mayores ingresos, respectivamente. Ambas 
series muestran, sin embargo, una tendencia decreciente. 


4. Investigar las desigualdades desde una 
perspectiva socioecológica 


Kristina Dietz 


Las implicaciones sobre la desigualdad de la explotación del entorno 
natural, de las representaciones utilitarias de la naturaleza y de los 
procesos de cambio ambiental (global) son importantes. En América 
Latina, las desigualdades sociales están arraigadas históricamente en 
los sistemas en gran medida desiguales de la asignación de derechos 
sobre la tierra y las rentas mineras, que surgieron en el período 
colonial en estrecha relación con las jerarquías raciales y el trabajo 
esclavo o forzado. En la actualidad, el crecimiento de las inversiones 
de capital en recursos tales como tierra, minerales, metales, 
combustibles fósiles o bosques contribuye a un aumento de los 
múltiples patrones de desigualdad. Esto se debe a que las relaciones de 
propiedad y laborales, los mecanismos de inclusión y exclusión, las 
representaciones culturales y los significados de la naturaleza, y los 
mecanismos de acceso y control sobre la naturaleza tienden a cambiar 
(Borras y otros, 2012; Baquero Melo, 2014). Por último, las 
consecuencias adversas del cambio ambiental global o la producción 
industrial peligrosa para el medio ambiente a menudo tienen un efecto 
desigual en las sociedades, ya sea reforzando o generando nuevas 
desigualdades entre líneas de clase, género, etnia y “raza” (Auyero y 
Swiston, 2008; Carruthers, 2008). 


A pesar de tal evidencia, los estudios que establecen un vínculo entre 
el análisis de las desigualdades sociales y la política y el cambio 
ambiental (global), o con las prácticas sociales dominantes de 
apropiación de la naturaleza, todavía son incipientes en la 
investigación en ciencias sociales. La mayoría se ha centrado en 
factores socioeconómicos y políticos, tiene al Estado nación como 
unidad de análisis y aborda los procesos de producción y reproducción 
de la desigualdad social de manera sincrónica (para una crítica, véase 


Boatcá, 2011). Una serie de publicaciones recientes ha tratado de 
corregir esta laguna. Los enfoques históricos mundial y transnacional 
subrayan la importancia de superar el nacionalismo metodológico en 
la teoría social convencional y también muestran cómo las 
desigualdades se corresponden con entramados históricos entre lo 
global, nacional y local o entre diferentes regiones del mundo. Las 
articulaciones de estos entramados son flujos de personas, bienes, 
capital o ideas (Korzeniewicz y Moran, 2009; Lillemets, 2013). Un 
enfoque interseccional destaca el aspecto multidimensional de las 
desigualdades sociales y examina el modo en que los distintos ejes de 
estratificación (por ejemplo, género, clase, “raza”, nación y etnia) se 
construyen y se refuerzan mutuamente (Roth, 2013). 


Aparte de estos enfoques relacionales prometedores, las relaciones 
entre las formas de dominación social y la representación de la 
naturaleza y las desigualdades sociales siguen siendo puntos ciegos en 
la mayoría de los esfuerzos por comprender las desigualdades sociales 
persistentes. Las relaciones sociedad-naturaleza tradicionalmente han 
sido adoptadas por otros campos de investigación y disciplinas como 
la geografía política, la ecología política y la justicia ambiental. 


Este capítulo explora las potencialidades analíticas de los enfoques 
conceptuales de estos campos de investigación para la comprensión de 
las “desigualdades sociales entrelazadas”, es decir, las desigualdades 
que emergen en las intersecciones “entre las diferentes regiones, así 
como entre las diversas categorizaciones sociales” (Costa, 2011: 16). 
El objetivo es triple: en primer lugar, identificar los enfoques 
conceptuales de campos relevantes que profundicen nuestra 
comprensión teórica de las interdependencias entre la naturaleza y las 
desigualdades; en segundo lugar, desarrollar una propuesta conceptual 
basada en estos resultados; y en tercer lugar, poner de relieve el 
potencial analítico de categorías fundamentales que prevalecen en los 
debates actuales: tiempo, espacio y materialidad física. Para ilustrar 
cómo se pueden aplicar estas categorías, presento algunos ejemplos de 
mi propia investigación sobre las luchas por la tierra relacionadas con 
la expansión de las plantaciones de palma aceitera (Palm Oil, Elaeis) y 
de la minería de oro en Colombia. He realizado tres meses de 
investigación de campo sobre las luchas por la tierra en 2011 y 2012, 
[30] y otros dos de investigación sobre la minería de oro en marzo y 
septiembre de 2015.[31] 


Comienzo con la hipótesis de que la “naturaleza” (su materialidad), o 
el modo en que las sociedades la transforman y se apropian de ella 
como un recurso natural o las instituciones que regulan su acceso y 
distribución, afecta la manera en que se despliegan las relaciones de 
desigualdad. 


El capítulo está estructurado de la siguiente manera: inicia con 
reflexiones generales sobre los fundamentos teóricos y la suposición 
de que solo mediante la superación del dualismo naturaleza-sociedad 
es posible entender cómo la naturaleza interactúa con la 
(re)producción y la reducción de las relaciones de poder desiguales. 
Luego delimita los campos de investigación que proporcionan 
información crucial para una comprensión cabal sobre cómo la 
naturaleza social media en la producción y reproducción de las 
desigualdades. La tercera sección representa el núcleo del capítulo, 
que se basa en la teoría crítica. Desarrollo una propuesta sobre cómo 
conceptualizar la interrelacionalidad de la naturaleza y las relaciones 
sociales de desigualdad, y analizo las principales categorías de 
análisis. El capítulo concluye con un resumen de las nociones 
conceptuales y analíticas para estudiar las desigualdades desde una 
perspectiva socioecológica. 


Conceptualizar las dimensiones socioecológicas de las 
desigualdades: campos de investigación y perspectivas 
teóricas 


No existe una definición común de las dimensiones socioecológicas de 
las desigualdades, y tampoco un consenso sobre cómo la relación 
entre la naturaleza y las desigualdades sociales puede ser 
conceptualizada y trazada. Una somera revisión de la literatura 
existente sobre este tema revela, en primer lugar, lo que Fitzsimmons 
denominó un “silencio peculiar sobre la cuestión de [...] la 
naturaleza” (1989: 106)[32] en la investigación sociológica sobre las 
desigualdades. Un indicador de esta laguna es que la naturaleza, la 
ecología, el medio ambiente y sus políticas conexas no son 
identificados como campos de estudio importantes, ni como desafíos 
teóricos y metodológicos de la investigación sociológica sobre las 


desigualdades en la era de la globalización. Esta “omisión naturaleza/ 
medio ambiente” en sociología se remonta a lo que Latour (1995) 
denomina “hibridación epistémica”: una separación categórica en el 
pensamiento moderno desde la Ilustración de esferas ontológicas 
fundamentalmente diferentes: humano/no humano, sociedad/ 
naturaleza y cultura/naturaleza. Esta “ruptura ontológica” 
(Fitzsimmons, 1989: 108) marcó en la historia la división de las 
disciplinas académicas modernas en las ciencias naturales, 
responsables de la racionalización de la naturaleza a través de un 
enfoque en los principios y las leyes naturales, y las ciencias sociales, 
que se centran en la explicación de lo social a través de conceptos y 
categorías sociales. La división de lo natural y lo social ha llevado a 
una comprensión moderna de la sociedad basada en una 
diferenciación de la naturaleza y una negación de las dependencias 
materiales de la sociedad. La modernidad y el progreso social se 
equiparaban, así, con la emancipación social de la naturaleza vía su 
dominación, simplificación, subordinación, maestría y control 
(Parsons, 1975; para una crítica, Plumwood, 1993). Este razonamiento 
dualista dominante en el pensamiento occidental ha impedido a las 
ciencias sociales, en particular, abordar desde el punto de vista teórico 
y metodológico los fenómenos socioecológicos de la desigualdad. 
Sostengo que solo mediante la superación de esta dualidad sociedad/ 
naturaleza y cultura/naturaleza seremos capaces de entender 
plenamente cómo la naturaleza interactúa con la (re)producción de la 
desigualdad, sin asumir que la naturaleza predetermina la cultura, los 
procesos y las relaciones sociales. 


Desde los años setenta, la idea de una visión no dualista de la sociedad 
y la naturaleza recibió atención de los académicos de diferentes 
disciplinas y campos de investigación. Según sus intereses 
epistemológicos y sus comprensiones ontológicas de las relaciones 
entre naturaleza y sociedad —dialéctica, híbrida, monista u holística—, 
los eruditos abordaron estas relaciones de diferentes maneras. Dos 
campos de investigación que proporcionaron ideas al respecto son la 
ecología política y la justicia ambiental. 


Ecología política 


La idea de la coconstitución de la sociedad y la naturaleza es el más 
destacado de los encapsulados en el campo de la ecología política. La 
ecología política no es una teoría. Se puede entender mejor como un 
“marco de investigación” interdisciplinario que se compone de un 
conjunto más o menos diverso de preguntas, modos de explicación y 
métodos de análisis” (Martín, 2013: 4), que se ha nutrido de diversas 
teorías críticas, disciplinas y líneas de investigación (Watts y Peet, 
2004; Robbins, 2004; Leff, 2006; Perreault y otros, 2015). Los 
ecologistas políticos se preguntan cómo las relaciones sociales de 
poder (como clase, género, “raza”, etnia) median en el conocimiento, 
el acceso y el control de los recursos naturales. 


Con los años, el campo ha evolucionado en formas productivas. Los 
ejemplos más destacados desde la década de los setenta son los 
enfoques neomarxista, feminista y posestructuralista de la ecología 
política. 


Un enfoque neomarxista en ecología política conceptualiza la 
naturaleza y la desigualdad social en términos político-económicos, 
que se basan en las relaciones sociales de producción y distribución 
capitalista y en la división internacional del trabajo (Blaikie y 
Brookfield, 1987). En los años ochenta, este enfoque basado en las 
clases logró ir más allá de un análisis solo local de los cambios 
socioecológicos mediante la vinculación de esos cambios, por ejemplo, 
la degradación de la tierra y la deforestación, con las grandes 
transformaciones en la economía política global. A partir de las teorías 
críticas de los estudios de desarrollo (teoría de la dependencia, teoría 
del sistema mundial), los académicos de esta línea de investigación 
comenzaron a explicar la degradación ambiental en el Sur Global en 
función de la mayor integración de las regiones periféricas al sistema 
capitalista global. Conceptos como el “desarrollo del subdesarrollo” 
(Frank, 1969) fueron aplicados a los problemas de degradación de los 
recursos y complementados con el acceso y la distribución desiguales 
de tierras o bosques (Bunker, 1985). Tal punto de vista ofrece una 
manera de dar sentido al “poder de las fuerzas “deslocalizadas” — 
prácticas de las corporaciones, instrumentos y funciones 
transnacionales del mercado (financiero) global- “sobre las 
actividades “localizadas”” —por ejemplo, la producción agrícola en 
pequeña escala (Bryant, 2001)-. Muchos de los estudios actuales sobre 
la apropiación de tierras y la mercantilización de la naturaleza se 
derivan de esta línea de investigación. Aquí el léxico analítico de 


David Harvey sobre el concepto de “acumulación por desposesión” 
(Harvey, 2003) se utiliza a menudo para ubicar las luchas localizadas 
en torno a la mercantilización de la naturaleza en el ámbito más 
amplio de las transformaciones recientes del capitalismo global 
(Fairhead y otros, 2012). 


En los años noventa, una ecología política feminista ganó aceptación y 
apuntó a zanjar tanto la brecha inicial de género en los relatos de 
economía política como a contrarrestar las codificaciones binarias de 
género que vinculan naturaleza y emociones con la feminidad, y 
cultura y razón con la masculinidad (Plumwood, 1993). Una pregunta 
clave es: ¿hay una dimensión de género en las luchas por “el 
conocimiento, el poder y la práctica, [...] la política, la justicia y la 
gobernanza” (Watts, 2000: 257) que esté relacionada con temas 
ambientales? Agarwal (1998: 212) enfatiza así la necesidad de 
considerar las relaciones socionaturales y de género a través de la 
lente de la clase. Sostiene que las mujeres pobres de las zonas rurales 
en el Sur Global están expuestas con más frecuencia a los riesgos y los 
cambios ambientales y que este hecho es un resultado directo de las 
divisiones sexuales del trabajo (internacionales) y de los roles de 
género ambientales (Rocheleau y otros, 1996). 


Recientemente, los enfoques posestructuralistas y performativos de la 
teoría feminista han inspirado nuevas direcciones en la ecología 
política feminista. Estos estudios han explorado cómo el género y las 
subjetividades de género se constituyen junto con otras identidades y 
marcadores de diferencias (clase, “raza”, etnia) a través de la 
interacción material y la comprensión simbólica de la naturaleza y los 
cambios en el medio ambiente. Los estudiosos han examinado cómo 
las nociones simbólicas de la diferencia se reproducen y se expresan a 
través de las prácticas cotidianas corporizadas (materializadas) (esto 
es, agroforestales, patrones de consumo de alimentos) (Nightingale, 
2011; Elmhirst, 2015). 


En paralelo al surgimiento de una ecología política feminista, había 
cobrado impulso una ecología política posestructuralista, promovida 
sobre todo por antropólogos sociales y culturales de diferentes partes 
del mundo. Los análisis se centraron en las microdinámicas de la 
transformación socionatural (socio-nature), así como en la resistencia 
cotidiana, las construcciones temáticas y las diferentes prácticas, 
significados y articulaciones culturales y discursivas. El supuesto 


principal es que una apreciación de los procesos cotidianos que dan 
forma a la vida de las personas en relación con la naturaleza precisa 
un análisis discursivo, ya que las cuestiones de la naturaleza y la 
realidad vivida son inseparables de las formas en que la naturaleza y 
la realidad están representadas (Escobar, 1996). Desde una 
perspectiva antropológica, uno de los ejes analíticos fundamentales es 
el reconocimiento de las diferentes nociones, visiones culturales y 
formas situadas del conocimiento sobre el mundo material. 
Claramente, no hay un concepto singular, único o universal de 
naturaleza; de hecho, hay múltiples naturalezas. Los conceptos, las 
visiones y las nociones de la naturaleza no son estáticos, sino que son 
en sí los resultados de situaciones históricas y experiencias culturales 
particulares. Coexisten, se superponen y son cuestionados todo el 
tiempo, en especial en tiempos de crisis ecológicas. Basándose en el 
concepto de discurso de Foucault (1978), estas relaciones de poder- 
saber han adquirido una importancia particular en las narrativas 
posestructuralistas en ecología política. Estos académicos se 
preguntan, entonces, cómo se construye socialmente la naturaleza 
mediante el discurso. Y cómo ciertas ideas y conocimientos sobre 
naturaleza, ecología, sociedad y economía política forman y han 
formado la manera en que las personas/sociedades perciben y utilizan 
la naturaleza y cómo esta percepción forma y ha formado posiciones 
de poder y saberes, así como las formas de ecogubernamentalidad 
(Escobar, 1996, 2008). De este modo, se enfatizan los entramados 
espaciales (global-local) de las construcciones y prácticas de 
conocimiento. Arturo Escobar (1996, 2008) ha demostrado, por 
ejemplo, cómo las nociones específicas del medio ambiente, tales 
como el desarrollo sostenible o la biodiversidad, se globalizaron con 
intensidad y, a su vez, llevaron a ocultar otras nociones y formas de 
conocimiento ubicado en los márgenes de la producción global de 
conocimientos. 


Examinar el proceso de normalización de ciertas formas de 
conocimiento sobre la naturaleza y la crisis ambiental es útil por dos 
razones: en primer lugar, nos ayuda a entender cómo se constituyen 
nuevas subjetividades; en segundo lugar, revela cómo las nociones 
poderosas de la naturaleza llegan a ser políticamente efectivas a través 
de las fronteras nacionales en el modo en que el conocimiento y las 
prácticas locales son reinterpretados o transformados en el contexto de 
la crisis ambiental global. En este sentido, los expertos analizaron de 
manera crítica cómo se reconstruyeron las subjetividades locales en el 


contexto de la conservación global y las políticas forestales. Astrid 
Ulloa (2010) muestra, por ejemplo, de qué manera los pueblos 
indígenas en Colombia se constituyeron como administradores de 
ecosistemas o guardianes de los bosques en el curso de una nueva fase 
de políticas de conservación en los años noventa. Esto, a su vez, 
contribuyó a una imaginación esencialista del indigenismo basado en 
la proximidad a la naturaleza (Agarwal, 2005; Latorre, 2012). 


Justicia ambiental 


La justicia ambiental en tanto reclamo político y concepto de 
investigación surgió a principios de los ochenta en los Estados Unidos 
como respuesta a las protestas sociales urbanas de las comunidades 
minoritarias de color contra la exposición desigual a los peligros 
ambientales y la contaminación (Szasz y Meuser, 1997). Desde 
entonces, el concepto fue adoptado en otros países y aplicado en 
diferentes contextos (América Latina, áreas rurales) (véanse Martínez 
Alier, 1997; Carruthers, 2008; Society €: Natural Resources, 2008). El 
supuesto subyacente de la justicia ambiental es que los problemas 
medioambientales “jamás son socialmente neutrales, así como los 
argumentos [y las decisiones] sociopolíticos tampoco son 
ecológicamente neutrales” (Harvey, 1993: 25). Con este argumento, 
Harvey destaca el hecho de que una distribución socioespacial 
desigual del impacto ambiental no es un fenómeno apolítico o 
arbitrario. Debido a la estrecha relación entre los movimientos locales 
y las actividades de investigación, al inicio los investigadores en los 
Estados Unidos se enfocaron sobre todo en la “raza” como la principal 
variable explicativa de la exposición desigual a los riesgos 
ambientales. La cuestión se planteó incluso como “raza” o “clase”, 
como si estos y otros ejes de estratificación social fueran mutuamente 
excluyentes y se pudieran “compartimentar como cosas discretas” 
(Szasz y Meuser, 1997: 113). Esta explicación y reificación 
unidimensional de las categorías sociales fue criticada y revisada a 
posteriori, sobre todo por los académicos que tomaron como punto de 
partida la convicción de que las relaciones sociales como clase, género 
y “raza” interactúan de manera compleja y es esta misma interacción 
la que debe entenderse para poder explicar la distribución desigual de 


peligros y riesgos ambientales (Pulido, 1996). 


En general, la literatura sobre justicia ambiental proporciona 
evidencia global de que la distribución de los riesgos e impactos 
ambientales está mediada por desigualdades y asimetrías de poder 
subyacentes socialmente construidas. Como las repercusiones del 
cambio ambiental afectan de manera desigual a las divisiones de 
riqueza/pobreza, blanco/no blanco, hombres/mujeres, poder/ 
impotencia, las desigualdades sociales existentes se reproducen o 
exacerban. La pregunta que queda es: ¿de qué manera ocurre esto? 


Los estudios recientes se centran más en los procesos estructurales 
subyacentes e históricamente arraigados que conducen a resultados 
dispares y la reproducción de las desigualdades a través de la 
transformación de la naturaleza. Un ejemplo es el trabajo de 
Sundberg, que explora las maneras en que “la raza trabaja para 
organizar y racionalizar la desigualdad ambiental” en América Latina 
(2008: 26). Con casos de la época colonial hasta el presente, ilustra 
cómo se crean los sistemas de clasificación racial en relación con las 
formaciones ambientales dominantes y viceversa. A lo largo de la 
historia, las concepciones (occidentales) del uso de la tierra 
“apropiado” (racional) e “inapropiado” (irracional, bárbaro) sirvieron 
a los colonos y las élites en América Latina para reclamar y apoderarse 
de las tierras para usos múltiples que consideraban “legítimos”. 
Mediante estas prácticas, las formas de diferenciación (identidad 
racial, intereses de clase, entre otras) se han vinculado a la política 
ambiental y la gestión de recursos, puesto que la naturaleza está 
impregnada de las formas de diferenciación social (Kosek, 2006; 
Moore y otros, 2003). Estos resultados son importantes para fomentar 
nuestra comprensión de las dimensiones socioecológicas de la 
desigualdad, ya que muestran que el “medio ambiente” en sí no es 
neutral, sino que está atravesado por dimensiones de raza, clase, 
género, etc. 


Interdependencias de la naturaleza y desigualdades 
sociales: una propuesta conceptual basada en la teoría 
crítica 


Los campos de investigación y los enfoques disciplinarios descriptos 
comparten una visión ontológica común: una conceptualización no 
dualista de las relaciones sociales con la naturaleza. Estos enfoques, 
basados en varias teorías sociales, difieren en niveles y categorías de 
análisis, ya sea resaltando la importancia de las estructuras sociales y 
la materialidad social, o los significados y representaciones de las 
construcciones de identidad. Estos niveles y categorías se 
interrelacionan cuando queremos dar sentido a las relaciones sociales 
con la naturaleza, aunque el enfoque depende sobre todo de la 
pregunta de investigación. En términos abstractos, no obstante, 
sostengo que, para captar las interdependencias entre la naturaleza y 
las desigualdades sociales, debemos reconocer tanto la materialidad 
como el significado. Por lo tanto, propongo una conceptualización del 
nexo naturaleza-desigualdad que se basa en una comprensión 
dialéctica de la interacción entre el mundo material (la naturaleza) y 
el mundo social. Basados en el materialismo histórico y la teoría 
crítica de la tradición de la Escuela de Frankfurt, los defensores de una 
perspectiva dialéctica enfatizan que la sociedad y la naturaleza están 
“constitutivamente interrelacionadas” (vermittelt) (Górg, 2011: 49). El 
materialismo histórico se basa en el principio ontológico de Marx de 
que los seres humanos necesitan transformar (metabolizar) la 
naturaleza con el fin de satisfacer las necesidades existenciales (Marx, 
2007 [1867]). Como sostiene Swyngedouw: 


Para vivir, los seres humanos transforman el mundo en el que viven, y 
esto tiene lugar en interacción con otros; es decir, bajo “relaciones 
sociales de producción” específicas. [...] Tanto la naturaleza como los 
seres humanos, material y culturalmente, son profundamente sociales 
e históricos desde el principio (2004: 130). 


Mediante la transformación de la naturaleza, “tanto los seres humanos 
como la “'naturaleza' cambian” (2004: 130; destacado en el original). 
Desde esta perspectiva, la sociedad, el desarrollo social y las 
posiciones de los sujetos están profundamente entrelazados por la 
manera en que la naturaleza es y ha sido apropiada, administrada y 
representada; por lo tanto, la historia humana no es independiente, 
sino que está mediada por la naturaleza. Al mismo tiempo, la 


naturaleza está construida socialmente de dos maneras diferentes pero 
interrelacionadas: se produce materialmente mediante prácticas 
cotidianas, económicas y técnicas, y se construye de forma simbólica y 
discursiva a través de ideas, significados e interpretaciones culturales 
(Górg, 2011). Así, la naturaleza “se convierte en un proceso sociofísico 
infundido de poder político y significado cultural” (Swyngedouw, 
2004: 130; Haraway, 1991). La naturaleza se convierte en naturaleza 
social; pero tomar la naturaleza social como punto de partida no 
significa que la naturaleza sea siempre social. Siguiendo a los teóricos 
críticos de la “vieja” Escuela de Frankfurt (Horkheimer y Adorno, 
1988 [1969]), parto de la premisa de que la materialidad de la 
naturaleza como tal es una materialidad producida socialmente. La 
naturaleza es, al mismo tiempo, producida socialmente y productiva, 
lo que significa que, de hecho, puede estructurar la acción social de 
alguna manera debido a su materialidad discreta. Pero solo en las 
prácticas sociales, en particular en la apropiación de la naturaleza, 
esta materialidad se vuelve significativa y productiva desde el punto 
de vista social y cultural. Sin embargo, los materiales y procesos 
biofísicos no son infinitamente maleables, ya que la sociedad no puede 
apropiarse de la naturaleza de forma arbitraria. Cuanto más ignore la 
sociedad las propiedades específicas de la materialidad de la 
naturaleza mediante los esfuerzos de dominación y sobreexplotación, 
más les serán recordadas por las crisis ecológicas. Como postula 
Castree: 


Los ecosistemas creados, aunque producidos deliberada e 
involuntariamente por el capitalismo, poseen poderes causales propios 
y se agencian en relación con los procesos capitalistas de los cuales 
son un medio y el resultado [...] la naturaleza de hecho puede ser 
“producida” pero la naturaleza producida, a su vez, no puede ser 
explotada indefinidamente: tiene una materialidad que no puede ser 
ignorada (2000: 29). 


Los académicos que adhieren a la idea de una “interrelacionalidad 
constitutiva” asumen que las relaciones sociales de poder y 
dominación son constitutivas de los problemas ambientales; y, a su 
vez, que la forma en que la naturaleza es apropiada, transformada y 


representada es constitutiva para la (re)producción de las relaciones 
sociales de poder, dominación y desigualdad. Sin embargo, no 
considero que todas las formas de apropiación, representación y 
transformación de la naturaleza conduzcan a un aumento de la 
desigualdad social. Como se mencionó antes, los seres humanos, a fin 
de satisfacer las necesidades existenciales (alimentación, vivienda, 
vestimenta), necesitan transformar la naturaleza. Esta transformación 
siempre está integrada en una variedad de condiciones, 
procedimientos y constelaciones sociales, políticas, culturales y 
económicas que operan de forma dinámica en y entre las escalas y 
lugares geográficos. Lo que importa sobre las implicaciones de 
desigualdad de las interacciones naturaleza-sociedad son estas 
condiciones y constelaciones, es decir, ¿bajo qué premisas es 
apropiada la naturaleza?, ¿por quién y para qué? Dependiendo de 
estas modalidades, las prácticas de transformación de la naturaleza y 
su representación cultural podrían exacerbar y reducir los efectos de 
las desigualdades sociales. 


A partir de este fundamento ontológico, las interdependencias entre la 
naturaleza y las desigualdades sociales se pueden conceptualizar, al 
menos, de tres maneras diferentes pero interrelacionadas. 


En primer lugar, las desigualdades sociales, entendidas como las 
distancias entre las posiciones que los individuos o los grupos ocupan 
en contextos de acceso estructurado de manera jerárquica a bienes 
socialmente relevantes (ingresos, riqueza y otros bienes) y a recursos 
de poder (derechos políticos, participación, voz, etc.) (Kreckel, 2004: 
17) son parte integral de los múltiples fenómenos de las crisis 
ecológicas. En relación con el cambio climático esto se hace evidente, 
al menos, de dos maneras: las desigualdades en la creación de las 
crisis y las desigualdades en la distribución de sus efectos adversos. A 
escala global, los países de la OCDE todavía representan más del 40% 
de la cantidad total de emisiones de CO2 derivadas de una 
interdependencia arraigada históricamente del consumo de 
combustibles fósiles y el desarrollo capitalista. A nivel social, los 
efectos adversos del cambio climático se distribuyen de manera muy 
desigual. Sin embargo, esta desigualdad no es un resultado del cambio 
climático en sí, sino una función de la compleja interrelación entre la 
sociedad y la naturaleza. La vulnerabilidad al cambio climático está 
conformada de manera decisiva por la etnia, la raza, la clase y el 
género, así como las decisiones políticas sobre el acceso, el control y 


las diferentes formas de apropiación de la naturaleza (Dietz, 2011). 
Todo esto fue muy obvio cuando el huracán Katrina azotó Nueva 
Orleans en 2005. La superposición de las desigualdades de clase, 
género y raza, en combinación con una planificación urbana 
desastrosa, en la que los riesgos conocidos fueron deliberadamente 
aceptados, causó allí una distribución desigual de la vulnerabilidad 
(Katz, 2008). Otro ejemplo que ilustra la importancia vital de las 
desigualdades sociales para comprender las crisis ecológicas actuales 
es la asimetría saber-poder: los que tienen el poder de expresar sus 
propios intereses y cuyo conocimiento se considera legítimo toman 
decisiones sobre cómo las sociedades regulan sus relaciones con la 
naturaleza (Ulloa, 2012). 


En segundo lugar, la naturaleza — y cómo se produce, se conoce, se 
apropia, se representa y se transforma socialmente — constituye una 
variable explicativa para la producción y reproducción de las 
desigualdades sociales en todas las dimensiones definidas por 
Therborn (2011: 17f): desigualdades vitales (oportunidades de vida 
desiguales construidas socialmente), desigualdades existenciales 
(asignaciones desiguales de autonomía y reconocimiento, negación de 
la igualdad existencial) y desigualdades de recursos (distribución 
desigual de recursos para actuar). Los mecanismos a través de los 
cuales se producen y reproducen las desigualdades en el contexto de la 
transformación de la naturaleza y el cambio ambiental son similares a 
otros contextos: exclusión, jerarquización, concentración, desposesión, 
privatización, distanciamiento o explotación (2011: 19f). 


En tercer lugar, los efectos adversos de los cambios ambientales 
producidos socialmente refuerzan las estructuras existentes de 
desigualdad. Aquellos que ya están marginados de múltiples maneras 
(desde el punto de vista espacial, económico, social y político) son, de 
manera relativa, más vulnerables a los impactos del cambio climático: 
a la contaminación del aire o del agua, a problemas de salud o a la 
degradación de la tierra. Más allá de esto, las propiedades materiales 
de la naturaleza (agua, composición del suelo, valor nutritivo) pueden 
ya estar operativas en los procesos de apropiación, control y 
representación, que a su vez pueden alterar las desigualdades sociales 
en sus múltiples dimensiones. Desde este punto de vista, negar la 
materialidad de la naturaleza por la sobreexplotación y la dominación 
puede no solo resultar en una exacerbación de la crisis ecológica, sino 
también servir para profundizar las desigualdades sociales. 


Categorías centrales de análisis: tiempo, espacio y 
materialidad 


Desde una perspectiva dialéctica, las prácticas sociales relacionadas 
con la naturaleza deben ser consideradas como procesos contingentes, 
históricos y espaciotemporales específicos. Por lo tanto, para 
comprender cómo cambia el medio ambiente global o cómo influyen 
las nuevas formas de valorización de la naturaleza en el modo en que 
se despliegan las relaciones de desigualdad entrelazadas, necesitamos 
incorporar el análisis histórico. Podemos examinar las constelaciones 
de poder social, político y económico históricamente específicas a 
través de escalas que llevaron al surgimiento de ciertas formas de 
regímenes como el trabajo, la propiedad de los derechos sobre la tierra 
y los “regímenes de desigualdad” (Costa, 2011). También podemos 
examinar los entramados temporales y espaciales de diferentes 
imaginarios, nociones y significados, y formas de conocimiento, y 
cómo estos cambiaron con el tiempo, por qué y con qué efectos sobre 
las desigualdades sociales. 


Asimismo, podemos explorar cómo la globalización y las 
transformaciones actuales del orden económico político global 
conducen a una transformación de las coordenadas espaciotemporales 
de la naturaleza y la sociedad y lo que esto significa vis-á-vis 
“desigualdades entrelazadas” (Costa, 2011). La movilidad de las 
diferentes formas de capital (capital financiero, capital productivo y 
trabajo) en la era de la globalización, con frecuencia, se describe como 
una compresión del espacio y el tiempo (Harvey, 2001). Para ilustrar 
esto último, el reciente aumento de las inversiones de capital en 
minería en América Latina desde los años noventa (Bebbington y 
Bury, 2013) podría ser entendido y analizado como una “solución 
espacial” o “dispositivo de recursos” de las tendencias a las crisis del 
capitalismo. Mediante el término de “solución espacial” (spatial fix) 
David Harvey (2001) describe una relocalización espaciotemporal del 
capital (y del trabajo) relacionada con una crisis, que lleva a la 
transformación y/o perpetuación de los órdenes y configuraciones 
espaciotemporales existentes; por ejemplo, en términos de relaciones 
de trabajo (globales) y acceso a la tierra, el agua y los recursos, y en 


términos de la distribución de los efectos ambientales adversos y los 
beneficios económicos que derivan de la minería. 


Espacio: por qué y cómo importa 


La forma en que el espacio se vuelve significativo en la regulación de 
la relación entre la naturaleza y la sociedad se puede rastrear 
consultando los debates académicos que señalan que el espacio es 
producido y cuestionado socialmente. Las categorías principales en 
estos análisis son: lugar (ubicaciones construidas socialmente, “llenas” 
de significados) (Massey, 2005); escala (la dimensión vertical del 
espacio, producida socialmente e impugnada políticamente) 
(Swyngedouw, 2004); territorio, territorialización (demarcación de 
fronteras, espacialización del poder político) (Vandergeest y Peluso 
1995); y redes (formas de interconexiones interespaciales entre 
lugares, cosas, actores e instituciones) (Castells, 1996). Para dar un 
ejemplo, me referiré a las nociones de territorio y territorialización. La 
territorialización puede entenderse como los procesos de 
reorganización espacial administrativa (Vandergeest y Peluso, 1995). 
Agentes del gobierno, empresas privadas, terratenientes, campesinos o 
indígenas pretenden tener control sobre los recursos naturales y los 
seres humanos, dentro o más allá de las fronteras territoriales de un 
Estado y, así, cambiar las relaciones socioespaciales de poder. Peter 
Vandergeest y Nancy Peluso (1995) sostienen que la territorialidad es 
un elemento central en la comprensión de las relaciones entre Estado 
y sociedad; Robert David Sack define territorialidad como “el intento 
por parte de un individuo o grupo de afectar, influir o controlar 
personas, fenómenos y relaciones al delimitar y afirmar el control 
sobre un área geográfica” (1986: 19). La territorialidad, por lo tanto, 
se refiere a la inclusión y exclusión de personas dentro de ciertas 
fronteras geográficas. Los gobernantes territorializan el poder para 
lograr diferentes objetivos. La regulación impositiva y el acceso a los 
recursos naturales valiosos son fundamentales. La autoridad y la 
dominación del Estado están aseguradas a través del control 
territorial, en el cual los actores locales pueden aceptar o ignorar las 
prácticas estatales de control territorial, o luchar contra ellas. 


Las luchas actuales por la tierra en América Latina no son solo las 
luchas por el acceso y el control de un recurso material, sino que con 
frecuencia son conflictos por el control territorial y los procesos de 
territorialización. Un ejemplo es el caso de la lucha relacionada con la 
expansión de las plantaciones de palma aceitera en Colombia (Dietz y 
otros, 2015). La cantidad de estas plantaciones aumentó 
considerablemente después de que el gobierno de Álvaro Uribe 
(2002-2010) adoptara normas y políticas para fomentar la producción 
nacional de agrocombustibles. Mientras que en 2001 la palma aceitera 
se cultivaba en alrededor de 160.000 hectáreas, en 2011 esta área se 
había triplicado a 430.000 (Fedepalma, 2012: 23). Estos desarrollos 
deben considerarse en el contexto de los conflictos por la tierra 
arraigados históricamente en Colombia y los enfrentamientos 
continuos que son sobre todo “expresados y realizados como luchas 
territoriales” (Ballvé, 2013: 239). Debido a la expansión de la palma 
aceitera, en muchas de estas regiones la contestación del control 
territorial surgió a través de la apropiación violenta de tierras fértiles 
o por la introducción de nuevos regímenes de propiedad privada y de 
trabajo. En consecuencia, este último pretende “incluir” a los 
campesinos en el patrón de producción agroindustrial de palma de 
aceite mediante “alianzas estratégicas”. Así, los sujetos campesinos, 
“negros” o indígenas pasan a ser emprendedores rurales (Cárdenas, 
2012: 329). 


Un ejemplo destacado es el municipio de María la Baja en la región de 
Montes de María, en el noroeste de Colombia (Coronado Delgado y 
Dietz, 2013). Entre 2001 y 2010, el área cultivada con palma aceitera 
se triplicó. Antes de este aumento, la población de la zona había 
sufrido violencia paramilitar y desplazamientos masivos (Ojeda y 
otros, 2015). En 2001, cuando se introdujo el cultivo de palma de 
aceite, comenzó una nueva era de desarrollo de capitalización rural 
que tuvo efectos socioespaciales adversos. Los campesinos que poseían 
pequeñas parcelas de tierra se convirtieron en aliados de producción 
agrícola estratégicos para las compañías de aceite de palma. Aquellos 
que no pudieron demostrar la tenencia de títulos de propiedad legales, 
los campesinos sin tierra, los que habían sido formalmente 
desplazados o los que se negaron a cooperar con la industria del aceite 
de palma fueron excluidos del territorio. En muchas comunidades, los 
caminos comunales se hicieron intransitables para los residentes 
locales debido al cultivo de la palma, el ganado que había cruzado las 
áreas de cultivo de palma desapareció o fue encontrado muerto, y los 


árboles y arbustos de las áreas vecinas que obstaculizaban el 
imperturbable desarrollo de las plantas de palma aceitera fueron 
podados (Ojeda y otros, 2015). Los ejemplos muestran cómo la 
expansión de las plantaciones de palma de aceite en María la Baja 
estuvo acompañada de estrategias de territorialización (reclamar 
zonas de separación, introducción de derechos de propiedad privada, 
cercado de plantaciones, empleo de guardias armados para asegurar el 
perímetro de la propiedad, etc.) con el fin de evitar que los “otros” 
traspasen alambrados o produzcan otros tipos de cultivos, asegurando 
de este modo el control sobre el uso de la tierra, los beneficios 
económicos y el poder político. 


Materialidad: por qué y cómo la materia es importante 


En su publicación de las historias sobre el medio ambiente de las 
costas del Pacífico y el Caribe de Colombia, Leal y Van Ausdal 
concluyen que “mientras que las condiciones ambientales no 
determinaron las historias divergentes, formaron lo que era factible en 
cada lugar” (2013: 22). Pero ¿cómo sucede esto? ¿Cómo llega la 
naturaleza, o el mundo no humano, a ser productiva en la historia 
social y en la (re)producción de las desigualdades sociales? Ya se 
proporcionaron algunas respuestas a esta pregunta: desigualdad de 
acceso, las asimetrías de poder-saber relacionadas con la naturaleza, 
etc. Sin embargo, otras permanecen abiertas. ¿Incide la materialidad 
específica de la naturaleza en el despliegue de cómo los humanos 
controlan, se apropian o acceden a ella? ¿La materialidad de la 
naturaleza hace alguna diferencia con relación a cómo se desarrollan 
las configuraciones sociales? En otras palabras, ¿se puede atribuir 
agencia a la naturaleza más allá de su contexto social? Esas preguntas 
están en el centro de los debates actuales en disciplinas como la 
geografía, la economía política y la antropología (Richardson y 
Weszkalnys, 2014; Bridge, 2008; Moore, 2015). Con estos debates 
como telón de fondo, el siguiente apartado tiene como objetivo 
proporcionar algunas reflexiones teóricas y conceptuales preliminares 
sobre la materialidad física de la naturaleza respecto de las 
desigualdades sociales. 


La materialidad como concepto no es novedad para la teoría social, 
especialmente en la tradición marxista. Aquí la noción de materialidad 
se refiere a las formas sociales como la forma Estado; es decir, las 
relaciones sociales en cierta medida se han vuelto independientes de 
las múltiples acciones de los individuos y grupos y, a su vez, orientan 
estas acciones de una manera que permite la reproducción de las 
sociedades capitalistas, a pesar de su inherente carácter contradictorio 
(Wissen, 2015). Pero siguiendo el argumento teórico crítico de una 
“interrelacionalidad constitutiva” entre naturaleza y sociedad, 
sostengo que un compromiso con la materialidad puede proporcionar 
una manera productiva de interrogar las cuestiones persistentes sobre 
la relación entre la naturaleza física (tanto la “naturaleza animada” 
como las “cosas” o recursos inanimados) y las relaciones sociales de 
desigualdad. Sin embargo, esta no es una tarea sencilla ni poco 
problemática, ya que “eleva los espectros de los dualismos 
desgastados, [...] el fetichismo de las cosas y el determinismo 
ambiental” (Bakker y Bridge, 2006: 8). Entonces la pregunta es: ¿cómo 
expresar el rol causal de naturaleza material, sin caer en la trampa del 
naturalismo? Para dar una respuesta posible, sugiero un concepto no 
esencialista de materialidad, argumentando en contra de la idea 
determinista de la naturaleza como una “cosa” externa que determina 
los procesos sociales, y también contra los enfoques constructivistas 
que niegan reflexivamente cualquier materialidad autónoma de la 
naturaleza. 


¿Qué significa todo esto para estudiar el nexo de la desigualdad 
social/naturaleza en América Latina desde una perspectiva 
transregional? Ante todo, significa que las “cosas, que no son seres 
humanos, hacen una diferencia en la manera en que se despliegan las 
relaciones sociales” (Bakker y Bridge, 2006: 17-18). A partir de esta 
suposición, el análisis debe enfocarse en las capacidades productivas 
de las diferentes materialidades. Esto puede suceder de las siguientes 
maneras: por la estructuración de las Redes de Producción Globales 
hasta cierto punto (Bridge, 2008); llenándolas de significados; al 
conectar la materialidad a la producción y el consumo en formas 
específicas a través del tiempo y el espacio en los procesos de 
valoración (Boyer, 2015); o por la reestructuración del acceso y el 
control sobre la naturaleza. Tomemos, por ejemplo, la materialidad 
del fruto de la palma aceitera: el hecho de que su ácido graso 
comience a disolverse pasadas entre doce y veinticuatro horas de su 
cosecha conduce a la creación de parques agroindustriales específicos 


para aceite de palma que garantizan el procesamiento poco después de 
la cosecha, con molinos que funcionan ininterrumpidamente día y 
noche y están rodeados de grandes plantaciones. Dietz y otros (2015) 
demuestran cómo la materialidad de la palma aceitera es importante 
en los procesos de valoración de la forma en que se transforman los 
paisajes, incluidos los patrones de uso de la tierra y las 
infraestructuras rurales. Estas transformaciones desafían y 
reconfiguran los patrones de acceso y control sobre la tierra en el 
pasado reciente, y dan lugar a nuevas formas de inclusión y exclusión. 


Otro caso de cómo la materialidad de un recurso puede influir en la 
(re)producción de las desigualdades sociales es la minería de oro. Me 
referiré brevemente al auge de la minería extractiva de oro que ha 
tenido lugar en Colombia desde finales de los años noventa. Este 
fenómeno se debe a varios factores: una reforma neoliberal del sector 
minero, las innovaciones tecnológicas, los altos precios de las materias 
primas y una mayor demanda global de oro para la producción 
industrial, la joyería y como valor de reserva. Las manifestaciones del 
auge del oro del siglo XXI son múltiples: un aumento de la asignación 
de los títulos y concesiones mineras, la expansión de las explotaciones 
mineras hacia áreas hasta ahora escasamente abiertas para la minería, 
un aumento en las inversiones de capital extranjero en la extracción 
de oro y un incremento en la producción de mena. Según las 
estadísticas nacionales, la producción anual de oro creció de 48 a 55,7 
toneladas entre 2009 y 2013, con un pico de 66 toneladas en 2012 
(UPME, 2014: 45), lo que convirtió a Colombia en el decimoquinto 
productor de oro más importante del mundo (Acquatella y otros, 
2013: 88). 


Peter Dicken ha formulado una caracterización material-espacial 
general de los metales y minerales y señala que “son localmente 
específicos. Están donde están” (2015: 244; destacado en el original). 
Esto significa que los minerales y metales, así como la propia minería, 
están “lejos de estar desarraigados” (Bebbington y Bury, 2013: 11) y 
se encuentran, en cambio, integrados socioculturalmente. La cuestión 
de cómo se modifican los patrones de las relaciones sociales desiguales 
con respecto a los procesos de valoración de los metales es, por lo 
tanto, una cuestión basada en el lugar. El contexto específico de las 
estructuras políticas y económicas, las relaciones de género, las 
relaciones de los grupos sociales, las identidades y prácticas culturales, 
así como las constelaciones de actores influyen en los procesos de 


reconfiguración de las relaciones sociales vinculadas con la minería. 
La ubicación espacial fija se vuelve significativa en su interacción con 
las condiciones socioculturales, históricas y políticas. Esto significa 
que las asimetrías pueden aumentar cuando los medios de subsistencia 
específicos del contexto son transformados o destruidos por el 
desplazamiento de los antiguos usos y usuarios de la tierra, como la 
agricultura, los campesinos o los mineros artesanales, cuando se 
conceden títulos y concesiones mineras a empresas nacionales o 
transnacionales, los cuales derivan en derechos exclusivos para 
explotar los yacimientos de oro y en la exclusión de otros actores. 


Los patrones de control y acceso, así como los requisitos técnicos y los 
procesos laborales de extracción varían en función no solo de la 
dimensión espacial horizontal de la materialidad del oro, sino también 
de su dimensión vertical (profundidad) (Bridge, 2013). Las 
reconfiguraciones socioespaciales relacionadas con la minería de oro 
industrial a cielo abierto son diferentes de la minería de oro artesanal 
aluvial o de pequeña escala. Comprenden diferentes relaciones de 
trabajo, diferentes cambios en la tenencia de la tierra, acceso y control 
territorial, así como la distribución desigual de efectos ecológicos 
adversos de la cianuración, que tienen todos múltiples repercusiones 
en la creación de relaciones sociales (desiguales). Así, hacer referencia 
“al material” es una forma de “reconocer la inclusión de la acción 
social” (Bakker y Bridge, 2006: 18), pero también su carácter 
relacional. Sin embargo, reconocer que la materialidad incide en la 
forma en que se desarrollan las relaciones sociales de desigualdad 
significa reconocer que las “cosas”, ya sean minerales, metales, 
plantas, “no son sustratos preestablecidos que “permiten [o] restringen 
de manera variable la acción social, sino que son en sí productos 
históricos de prácticas materiales, representativas y simbólicas” 
específicas en el tiempo y el espacio” (Bakker y Bridge, 2006: 18). 


Tiempo, espacio y materialidad 


La intención de este capítulo fue identificar algunos criterios analíticos 
iniciales para el estudio de las desigualdades sociales desde una 
perspectiva socioecológica. El objetivo principal fue profundizar 


nuestra comprensión teórica de las interdependencias entre la 
naturaleza y las desigualdades sociales. Desde una perspectiva 
dialéctica de las relaciones sociales con la naturaleza, identifiqué tres 
maneras interrelacionadas de las interdependencias entre la naturaleza 
y las desigualdades: 


las desigualdades sociales son elementos inherentes de las crisis 
ecológicas actuales; 


la naturaleza social, su dominación, transformación y representación 
constituye una variable explicativa para la producción y reproducción 
de las desigualdades sociales en todas sus dimensiones; y 


la materialidad de la naturaleza puede tener implicancias en cómo se 
desplieguen las desigualdades sociales. 


Además, el capítulo tuvo como objetivo desarrollar una mejor 
comprensión teórica y metodológica de la relación entre la naturaleza 
y las desigualdades sociales recurriendo a diferentes campos de 
investigación. En los debates sobre justicia ambiental, las dimensiones 
socioecológicas de la desigualdad se han conceptualizado como 
facetas o momentos de desigualdad social (Szasz y Meuser 1997: 116), 
lo que significa que la desigualdad en la distribución de riesgos 
ambientales “refuerza y, al mismo tiempo, refleja otras formas de 
jerarquía y explotación a lo largo de las líneas de clase, raza y género” 
(Newell, 2005: 70). 


Más allá de esta comprensión, la perspectiva dialéctica respecto de las 
relaciones sociedad-naturaleza sugiere que las desigualdades sociales 
no solo son consideradas como consecuencia de determinadas formas 
de transformación de la naturaleza, sino también como inherentes a 
ellas. Esto implica que no solo debemos ver el nexo naturaleza- 
desigualdad desde el punto de vista de la distribución desigual de 


efectos ecológicos adversos, sino que los problemas ambientales y las 
formas históricamente específicas de apropiación y conservación de la 
naturaleza también deben verse como articulaciones de las 
desigualdades sociales. La clase, el género y la raza no solo se 
reproducen o perpetúan a través de nuevas formas de transformación 
de la naturaleza, sino que estas categorías sociales de diferencias ya 
están inscriptas en formas y prácticas mediante las cuales la 
naturaleza es apropiada, conocida, concebida e imaginada. 


A partir de estas observaciones, concluyo que las desigualdades 
sociales emergen no solo en las intersecciones de diferentes regiones y 
diversas categorizaciones sociales, sino también en las relaciones 
sociales con la naturaleza. Los procesos y los entramados 
transnacionales, al menos desde la época del colonialismo, siempre 
desempeñaron un papel decisivo en la conformación de las relaciones 
sociales con la naturaleza en sus dimensiones materiales y simbólicas 
(Mintz, 2007), tanto en las sociedades europeas como en las 
latinoamericanas. Lo que quedó claro, tanto desde las reflexiones 
teóricas como desde los estudios empíricos, es que las categorías de 
tiempo, espacio y materialidad alojan la promesa analítica para el 
estudio de las desigualdades desde una perspectiva socioecológica en 
mayor profundidad y más allá de los confines del Estado nación. 
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Parte II 


Categorización: construcción y deconstrucción de jerarquías 
persistentes 


5. El imaginario de las desigualdades en 
América Latina 


¿Es necesaria otra mirada? 


Juan Pablo Pérez Sáinz 


Un elemento clave en la construcción de hegemonía en una sociedad 
es la imposición de imaginarios sociales que al ser compartidos por la 
mayoría acaban configurando el sentido común. Así, uno de los 
grandes logros del orden (neo)liberal en América Latina ha sido 
despolitizar la cuestión social. Esto se alcanzó mediante una doble 
operación exitosa. Por un lado, se desplazó el locus de lo social desde 
el mundo de la producción y del trabajo hacia la reproducción y el 
hogar. Por otro, la problemática de las carencias dejó de tratarse de 
manera relacional y se abordó a partir de estándares fijados por 
expertos. De esta manera, se levantó un discurso aséptico en términos 
de “pobreza” donde toda referencia al poder y al conflicto 
desaparecieron y, por tanto, lo social terminó configurándose como 
una cuestión apolítica (Pérez Sáinz, 2012).[33] 


Lo social en la región ha encontrado un segundo momento con la 
problemática de las desigualdades que los organismos internacionales 
han posicionado en la agenda a partir de fines del siglo pasado.[34] Si 
bien esta cuestión no puede obviar el tema del poder, ya que 
difícilmente se puede argumentar que el poder no se encuentra en la 
base de la desigualdad, la repolitización de lo social ha sido muy 
moderada. Tras ello se encuentra el imaginario que se ha levantado 
sobre esta problemática a partir del señalamiento que América Latina 
es la región más desigual del planeta en términos de la distribución 
del ingreso personal (BID, 1999; De Ferranti y otros, 2004; López- 
Calva y Lustig, 2010). La centralidad otorgada a este tipo de 


inequidad supone que cuando se piensa en desigualdad, la imagen que 
viene a la mente es la desigualdad de ingresos entre personas, 
estimada por el coeficiente de Gini a partir de los datos suministrados 
por las encuestas de hogares. Este imaginario se ha visto reforzado en 
los últimos años con la idea, que ha logrado bastante consenso, de que 
este tipo de desigualdades descendieron en la primera década del 
presente siglo (López-Calva y Lustig, 2010, 2012; Gasparini y Lustig, 
2011; Lustig y López-Calva, 2012; Lustig y otros, 2013). 


El presente capítulo quiere cuestionar, en un primer apartado, este 
imaginario mostrando sus limitaciones para entender el fenómeno que 
representa. En un segundo acápite propone una mirada alternativa 
que se nutre de la tradición radical/crítica que el importante texto de 
Charles Tilly, Durable Inequality (1999), ha revitalizado. Como 
conclusión plantea la necesidad de cuestionar el imaginario impuesto 
desde el poder y de recuperar la politización de lo social en América 
Latina. 


El imaginario predominante de las desigualdades y sus 
limitaciones 


Como mencionamos en la introducción, el imaginario sobre 
desigualdades que impuso el orden (neo)liberal en la región se expresa 
en desigualdades de ingreso entre personas, medidas a través del 
coeficiente de Gini, a partir de la información proporcionada por las 
encuestas de hogares. Esta mirada sobre las desigualdades tiene varias 
limitaciones. 


Primero, al focalizarse en el hogar se está observando la 
redistribución. O sea, ya ha habido una distribución previa que se 
acepta y que acaece en ciertos mercados cuya naturaleza se verá más 
adelante al abordar el enfoque radical/crítico. Implícito está el 
argumento de que las “fuerzas del mercado” han actuado de manera 
virtuosa y, de este modo, no se discute la distribución primaria que se 
acepta como natural.[35] Esta óptica responde a la redefinición del 
locus de la cuestión social que ha operado el orden (neo)liberal. 


Un segundo inconveniente de este imaginario es que el ingreso es un 
resultado y, por tanto, no nos enfocamos sobre las causas de las 
desigualdades; nos arriesgamos así a tener una compresión superficial 
del fenómeno. No hay que olvidar que la forma monetaria de esa 
desigualdad tiende a mixtificar esos procesos a través de su 
abstracción. Pero el problema es más complejo ya que el ingreso 
familiar no es más que la sumatoria de un conjunto de ingresos: 
laborales (salariales y no salariales) y no laborales (distintos tipos de 
rentas, transferencias privadas y públicas). 


En efecto, si seguimos la propuesta de Bobbio (1993) —en todo 
abordaje sobre desigualdad deben formularse dos preguntas básicas 
(desigualdad “de qué” y desigualdad “entre quiénes”) —, tenemos una 
amalgama de distintas desigualdades, o sea, múltiples “de qué”. En 
este sentido, la desigualdad de ingresos entre hogares es, en el fondo, 
un falso “de qué”. Puede ser que respecto de ciertos tipos de ingresos 
la desigualdad haya disminuido pero, en relación con otros, haya 
aumentado. Por esto tiene pertinencia preguntarse desigualdad “de 
qué” e intentar precisar lo mejor posible de qué fenómeno estamos 
hablando.[36] Amalgamar, mediante el ingreso familiar, genera más 
confusión que clarificación. 


Sin embargo, desde la perspectiva analítica que generó este 
imaginario predominante, hubo intentos por superar este 
inconveniente descomponiendo el ingreso familiar e identificando sus 
distintas fuentes. En esta línea, un ejercicio interesante es el realizado 
por López-Calva y Lustig (2010), que remite a la explicación que dan 
estos autores del descenso de las desigualdades de ingreso entre 
hogares de los países de la región durante la primera década del siglo 
actual. Al respecto, habría dos causas fundamentales en tal 
disminución. Por un lado, se habrían dado importantes transferencias 
no laborales a los hogares, entre las que se destacarían las 
denominadas “condicionadas”, que son el eje que vertebra las políticas 
actuales de reducción de la “pobreza”. Por otro, se habría operado un 
cierre de la brecha en términos de salario por hora entre trabajadores 
más calificados y menos calificados. Si bien estos autores señalan la 
incidencia de factores institucionales en ciertos casos, el factor 
principal de tal cierre habría sido el decrecimiento de las retribuciones 
a la educación.[37] De esta manera, el análisis se distancia del hogar y 
profundiza en procesos generadores. La cuestión deja de ser 
metodológica y deviene interpretativa porque depende de cómo se 


analiza la evidencia encontrada, algo que abordaremos más adelante. 


Al descomponer el ingreso familiar de este modo, también se 
descompone el “de qué” que ahora remite a dos desigualdades. La 
primera, claramente ubicada en la esfera redistributiva, tiene que ver 
con el gasto social y el papel redistributivo del Estado, en este caso a 
través de los programas de transferencias condicionadas. Por su parte, 
el segundo “de qué” remite a las desigualdades de los ingresos del 
trabajo. En ambos casos se insinúan ya respuestas al segundo 
interrogante básico (desigualdades “entre quiénes”). Esto nos lleva a 
considerar una tercera limitación de este imaginario predominante 
porque, desde esta mirada (neo)liberal, la respuesta a la desigualdad 
“entre quiénes” es entre hogares, pero como estos son entendidos 
como meros agregados de personas, el “entre quiénes” deviene entre 
individuos. Esto tiene una doble consecuencia. 


Por un lado, al priorizar a los individuos se maneja una propuesta de 
poder “blanda”. En nuestro conocimiento, la formulación más 
explícita es la que ha realizado el PNUD (2010); propuesta que 
además representa la elaboración más lograda en términos del 
enfoque de capacidades de Amartya Sen, un autor de referencia 
insoslayable en este tipo de mirada. En este sentido la agencia, que 
supone la capacidad de los individuos de controlar su vida, tiene una 
proyección hacia la política en términos de poder. Este es entendido 
como capacidad, en este caso, para influir en la asignación de recursos 
y protegerse de acciones arbitrarias.[38] Es decir, una concepción que 
no muestra articulación, al menos explícitamente, entre poder y 
conflicto; de ahí que la califiquemos de “blanda” y que, por tanto, 
conlleva una repolitización muy moderada de la cuestión social. 


Pero además se caricaturiza o se ignora la incidencia de otros sujetos 
sociales. Esto último acaece con los pares categoriales de distinta 
naturaleza (de género, étnica, racial, territorial, etc.) resultantes de 
cómo se procesan las diferencias en la sociedad. Esta es una cuestión 
clave ausente en este enfoque que retomaremos en el próximo 
apartado. A su vez, las clases sociales tienden a caricaturizarse. Así, 
dentro de este enfoque de inspiración (neo)liberal ha sido una 
constante atribuir, como una de las principales causas del nivel alto de 
desigualdades en América Latina, la excesiva remuneración de ciertos 
tipos de trabajadores, que se identifican como privilegiados como 
resultado de distintos procesos (calificación, formalización, 


sindicalización, etc.) (BID, 1999; De Ferranti y otros, 2004). Esta 
caricaturización resulta evidente en el argumento de López-Calva y 
Lustig (2010) sobre el cierre de la brecha en términos de salario por 
hora entre trabajadores más calificados y menos calificados, como 
principal explicación del descenso de las desigualdades de ingreso 
entre hogares de los países de la región durante la primera década de 
este siglo. Así, si el análisis se limita, como hacen estos autores, a 
individuos (aunque se agrupen por su nivel de calificación), importa 
poco cómo se cierre la brecha, “por arriba” o “por abajo”. Cualquier 
tipo de cierre es sinónimo de equidad. Pero si se incorpora la relación 
capital/trabajo, aunque se diferencie a los trabajadores internamente, 
el cómo es clave. Si el cierre es “hacia arriba”, porque las 
remuneraciones de los poco calificados tienden a acercarse a las de los 
calificados (y estas no han sufrido deterioro), el resultado es 
empoderamiento de los trabajadores mostrando un mercado de 
trabajo menos asimétrico y, por tanto, más equitativo. Pero si se cierra 
“hacia abajo”, la asimetría se profundiza porque lo que refuerza es el 
poder del capital (Pérez Sáinz, 2013).[39] 


Por consiguiente, en este imaginario predominante y como 
consecuencia del protagonismo otorgado a los individuos, la 
concepción de poder que se maneja es “blanda” y se tiende a 
invisibilizar al capital, que parecería que no tiene nada que ver con la 
generación de desigualdades. 


Pero este protagonismo nos apunta una cuarta limitación de este 
imaginario (neo)liberal. La fuente de información utilizada, las 
encuestas de hogares, no capta a los miembros de las élites, los que 
detentan el poder. Su pequeño peso hace que la probabilidad de 
incorporarlos en la muestra sea ínfima; además suelen ser refractarios 
a las entrevistas y si lo permiten, es razonable pensar que los ingresos 
de origen no laboral no estarían reportados en su verdadera magnitud. 
Es decir, se está ante un problema de truncamiento de información en 
la cola derecha de la distribución de ingresos, o sea, de los ingresos 
más altos (Székely y Hilgert, 1999; Cortés, 2001). Esto significa que 
las élites y su poder no entran en el análisis. 


El BID (1999) intentó trivializar este problema al proponer una 
caracterización de los “ricos de América Latina” a partir del decil 
superior, estimado en las encuestas de hogares. Al analizar el perfil de 
ese grupo, este organismo enfatizó que se trataba de individuos con 


ocupaciones superiores, que habitan en ciudades, con menos hijos y, 
sobre todo, con mayor educación. Este perfil supone que los grandes 
empresarios no son los únicos “ricos” de la región; de hecho, 
constituyen minoría ya que representan apenas entre el 10% y el 20% 
de ese decil y, por consiguiente, no pueden ser responsabilizados de la 
desigualdad aguda de la región (BID, 1999: 20-22). 


Con esta aseveración existe la posibilidad de levantar un discurso 
retórico cargado de gran cinismo. Es decir, los “ricos 
latinoamericanos” serían personas que han obtenido una educación 
superior (probablemente tuvieron acceso a ella por cuna, pero 
aprovecharon la oportunidad). Han sabido hacer reconocer su “capital 
humano” en el mercado de trabajo, por eso tienen una ocupación bien 
remunerada. Lo mismo pasa con sus cónyuges, por lo que en el hogar 
“rico” incluso se podría decir que no habría tanta inequidad de 
género. Y además tienen un comportamiento demográfico “racional”, 
por no decir “responsable”. Ante este perfil, cabe preguntarse: ¿este 
tipo de personas no merecen ser “ricas”? La respuesta no puede ser 
más que afirmativa. De esta manera, cualquier discusión crítica sobre 
las desigualdades concluye, ya que estas serían legítimas (Pérez Sáinz, 
2014, 2016). 


Por supuesto, para poder captar a las élites, se necesita desagregar la 
información a nivel de percentiles o incluso fractiles. Las encuestas de 
hogares no lo permiten y para lograrlo habría que trabajar con otro 
tipo de datos, como los fiscales, en concreto, los referidos a los 
impuestos. De hecho, esta es la propuesta de Piketty (2014) y 
constituye su principal contribución -de orden metodológico- para 
entender las desigualdades en nuestra región.[40] En su conocido 
texto hay referencias a dos estudios previos sobre América Latina que 
se realizaron a partir del The World Top Incomes Database.[41] Así, 
en la Argentina la participación en el ingreso del percentil superior (el 
1%) pasó de 12,4% en 1997 a 16,8% en 2004; en Colombia, entre 
1993 y 2010, ese mismo percentil ha mantenido una participación del 
20,5% del ingreso bruto (Gómez Sabaíni y Rossignolo, 2015: 90 y 96). 
Una metodología similar se aplicó en Uruguay y, entre 2009 y 2011, 
ese 1% captó alrededor del 12% del ingreso nacional (Burdín y otros, 
2015: cuadro 111.11). Un estudio de características parecidas se llevó a 
cabo en Chile. El 1% más rico se apropió, en promedio, del 30,5% del 
ingreso total de ese país durante el período 2005-2010 (López y otros, 
2013: tabla 13). 


Esta evidencia sugiere que el descenso de las desigualdades de ingreso 
en la región durante la primera década del siglo actual habría sido de 
menor cuantía (Gómez Sabaíni y Rossignolo, 2015) y, por tanto, 
cuestiona el consenso optimista al respecto. Y lo más importante en 
nuestra opinión: no parece que el poder de los de “arriba” haya sido 
menoscabado, todo lo contrario. 


Por consiguiente, el imaginario que nos impuso el orden (neo)liberal 
sobre las desigualdades sufre de una cuádruple limitación: se centra en 
la esfera de la redistribución, muestra una desigualdad de resultado, 

se limita a los individuos y además no capta a los más poderosos. Se 
impone, por lo tanto, desarrollar otra visión. Esta es la tarea que 
vamos a intentar a continuación. 


Una mirada alternativa sobre las desigualdades basada en 
la tradición radical/crítica 


Se puede resumir esta mirada alternativa respondiendo a los dos 
interrogantes básicos: desigualdad “de qué” y “entre quiénes”. Así, en 
términos de la primera pregunta, la respuesta es: poder en los 
mercados básicos para configurar condiciones que posibiliten la 
generación y apropiación de excedente económico. Y, respecto del 
segundo interrogante, la respuesta es: además de entre individuos 
también entre pares de grupos categoriales (de género, etnia, raza, 
territorialidad, etc.) y, por supuesto, entre clases sociales (Pérez Sáinz, 
2014, 2016). Es decir, estamos ante una mirada que se desplaza a la 
distribución, prioriza la problemática de excedente y pluraliza los 
sujetos que entran en pugna por tal excedente a través de dinámicas 
de (des)empoderamiento. Precisemos analíticamente cada una de estas 
premisas. 


Comencemos por el supuesto de que todo tipo de desigualdad se 
sustenta en el poder. Se trata de comprender procesos de 
(des)empoderamiento y, para ello, es necesario asumir una concepción 
“dura” del poder que implica, sobre todo, relacionarla con el conflicto. 


El autor que resulta pertinente al respecto es Lukes (2004) porque en 


su propuesta ese nexo es nítido, al postular que habría distintas 
expresiones de poder y conflicto. Así, en primer lugar, estarían los 
conflictos abiertos que son una dimensión perfectamente observable. 
También, el poder remite a una segunda dimensión, la de los 
conflictos encubiertos, porque los procesos de (des)empoderamiento, 
como cualquier proceso social, no son consumados; o sea, no hay 
(des)empoderamiento total, siempre es relativo.[42] En este sentido, 
la resistencia está presente, aunque no siempre se manifiesta de 
manera abierta como “formas de resistencia pública declarada”, sino 
que existe también en modalidades disfrazadas, ocultas como 
“infrapolítica” (Scott, 2007). También hay conflictos latentes, que 
representan una tercera dimensión del poder, cuando los deseos de las 
personas se contraponen a sus intereses. Esta tercera dimensión del 
poder remite a la problemática de la legitimación y se abordará más 
adelante en relación con los procesos de individualización que tienen 
como soporte la ciudadanía social. 


La segunda premisa supone desplazar la mirada desde la 
redistribución a la distribución, y centrarse en los denominados 
“mercados básicos”.[43] O sea, son los ámbitos mercantiles donde se 
definen las condiciones de producción material de la sociedad. Nos 
referimos a mercados como el laboral, el de capitales o el de seguros, 
sin olvidar la mercantilización de la tierra y del subsuelo (y, en 
términos más generales, la mercantilización de la naturaleza) y de uno 
de los recursos claves de la actual globalización: el conocimiento. 
Cabe recordar que fuerza de trabajo, capital y tierra, y tal vez habría 
que incorporar conocimiento, son las mercancías que Polanyi (1992) 
calificó como “ficticias”.[44] Este adjetivo responde al hecho de que, 
si el respectivo mercado actúa de manera autorregulada, se 
transforma, según la expresión del economista húngaro, en un “molino 
satánico” que destruye la correspondiente mercancía. 


Como se está hablando de sociedades que superaron su etapa de 
reproducción simple, lo que realmente está en juego son las 
condiciones de producción del excedente. Es decir, antes que ámbitos 
donde se definen las condiciones de producción material, los mercados 
básicos son espacios donde se configuran las condiciones de 
generación y apropiación de excedente. Esto lleva a considerar la 
tercera de las premisas analíticas de esta mirada alternativa. 


Para abordar esta dimensión del excedente hay que remitirse a la 


propuesta de Tilly (1999) sobre desigualdades, sin duda el autor que 
en los últimos tiempos ha contribuido más a la revitalización y 
recuperación del enfoque radical y que, en nuestra opinión, ha 
planteado el marco analítico sobre desigualdades más sugerente de las 
últimas décadas. La reflexión de Tilly es compleja y de ella vamos a 
tomar en préstamo varios elementos: el de explotación y el de 
acaparamiento de oportunidades, el de pares categoriales y el de 
acoplamiento. Sin embargo, se reelaborarán para adaptarlos a las 
necesidades analíticas de esta propuesta. 


El primero de estos elementos supone plantear el problema de cómo 
los sujetos sociales pueden adquirir garantías en el acceso a recursos 
valiosos y en la apropiación de los frutos del uso de tales recursos. La 
solución a este problema se encuentra en el desarrollo de dos 
mecanismos: la explotación y el acaparamiento de oportunidades. 
Para Tilly, hay explotación cuando personas poderosas y relacionadas 
disponen de recursos de los que extraen utilidades significativamente 
incrementadas mediante la coordinación del esfuerzo de personas 
ajenas que quedan relegadas de este valor agregado. Por su parte, el 
acaparamiento de oportunidades acaece cuando miembros de una red 
circunscripta en términos categoriales ganan acceso a un recurso 
valioso y renovable y que está sujeto a monopolio por las actividades 
de esta red que, a su vez, se ve fortalecida por el modus operandi 
(Tilly, 1999: 10). Es decir, este autor recupera el concepto de 
explotación desde la tradición marxista y el de acaparamiento desde la 
tradición weberiana con el concepto de cierre o clausura. 


Al contrario de Tilly, se quiere ubicar estos procesos no al interior de 
organizaciones sino en los mercados básicos, lo que tiene una doble 
consecuencia. Por un lado, se habla de condiciones de explotación y 
de acaparamiento. Y, por otro, se diferencian dos campos de 
desigualdades de excedente: el primero estaría referido a las 
condiciones de explotación de la fuerza de trabajo asalariada y el 
segundo campo materializa el acaparamiento de oportunidades de 
acumulación. 


El primero de estos campos, el referido a las condiciones de 
explotación, se materializa en el mercado laboral. Esto supone que el 
pulso primordial entre capital y trabajo no acaece en la producción 
sino antes en el mercado. Solo si se logra relativizar la igualdad (y la 
libertad), inherente al intercambio, podrá generarse excedente. Así, en 


el mercado de trabajo, quien compra es propietario de medios de 
producción y quien vende solo posee su capacidad de trabajo. El 
intercambio, a pesar de las apariencias, ni es entre iguales (sus 
propiedades son radicalmente distintas) ni entre libres (los vendedores 
se ven compelidos a ofertar su capacidad laboral para poder subsistir). 
[45] 


Por su parte, el segundo campo, el de acaparamiento de oportunidades 
de acumulación, se materializa en un conjunto de mercados: el de 
capitales y seguros sin olvidar la mercantilización de otros recursos 
claves como la tierra (incluido el subsuelo) o el conocimiento. Tal 
acaparamiento es posible porque ciertos tipos de propietarios tienen 
capacidad de erigir barreras que generan situaciones de monopolio/ 
oligopolio. Esta capacidad tiene origen múltiple (empresarios 
innovadores de corte schumpeteriano, conexiones políticas, redes 
sociales, etc.) y marca la configuración de este campo. 


A estas alturas del argumento, resulta obvio que los mercados básicos 
son campos de poder. La concepción de poder que se asume es la 
clásica weberiana de imposición de voluntad dentro de una relación 
social, o sea de un sujeto social sobre otro. Pero, como señaló el 
propio Weber (1984), se trata de una noción sociológicamente amorfa. 
Esto es, hay que especificar las formas que puede adoptar en los 
mercados básicos. 


Así, en el caso del campo de condiciones de explotación, la pugna se 
dirime en torno a la dicotomía trabajo versus empleo, y se entiende a 
este último como trabajo con estatuto de garantías no mercantiles 
según la conocida distinción de Castel (1997). Ello supone que cuando 
las condiciones de explotación se configuran a partir de la 
preeminencia del trabajo se está ante un campo signado por una gran 
asimetría a favor del capital; por el contrario, cuando predomina el 
empleo, la asimetría se ha relativizado. Por su parte, el campo de 
acaparamiento de oportunidades de acumulación debería abordarse en 
términos de la oposición inclusión versus exclusión. El primer término 
es sinónimo de un contexto en el que las asimetrías de este campo se 
han relativizado porque se ha operado su apertura, mientras el 
segundo remite a lo contrario, o sea, a un campo donde se ha operado 
monopolización u oligopolización del recurso y, por tanto, hay una 
situación de clausura que hace que ciertos sujetos sociales no tengan 
acceso a las verdaderas oportunidades de acumulación. 


Se puede precisar más este tipo de pugnas, pero esto nos lleva ya a la 
cuestión de los sujetos sociales que disputan el excedente en los 
mercados básicos y, por consiguiente, a especificar los conceptos que 
sustentan la respuesta sobre desigualdad “entre quiénes”: clases 
sociales, individuos y pares categoriales. Esta pluralidad de sujetos 
constituye la cuarta premisa analítica de esta propuesta alternativa. 


En tanto en los mercados básicos se disputan las condiciones de 
generación y apropiación de excedente, el sujeto inicial por tomar en 
cuenta —-en un sentido analítico— son las clases sociales. Lo anterior no 
implica que sea el único. Traer de vuelta al análisis la problemática de 
las clases sociales es una necesidad apremiante, pero esto no debe 
conllevar un retorno al reduccionismo sociológico de antaño en el que 
las clases sociales lo explicaban todo. Tampoco supone que sea 
necesariamente el sujeto predominante. 


Clase social es un concepto complejo y problemático, pero es 
necesario explicitar los criterios implícitos respecto de este enfoque. 
Así, se postula que las clases sociales se definen en su pugna por el 
excedente y no tendrían existencia fuera de ella. Esto tiene varias 
consecuencias. Primero, la definición es relacional porque si hay 
pugna, hay involucrada más de una clase. Segundo, como corolario de 
lo anterior, el poder es un elemento clave en esta definición, pues la 
pugna supone conflicto entre dos o más clases. O sea, no se trata solo 
de explotación o acaparamiento de oportunidades, como las dos 
formas fundamentales de generación y apropiación de excedente, sino 
también del poder que lo permite; y, en este sentido, no hay que 
olvidar las diferentes manifestaciones del poder (conflictos 
observables, las resistencias disfrazadas y los conflictos latentes). 
Tercero, en el caso del capitalismo, el espacio de definición de las 
clases sociales es doble: la producción, pero también el intercambio. 
En este último las clases sociales pugnan por imponer sus condiciones 
en los mercados básicos, pero la generación de excedente tiene lugar 
en el proceso productivo. La pugna se prolonga en esta esfera que es 
también definitoria de las clases sociales. 


Hemos señalado que con las clases sociales no se agotan los sujetos 
sociales que inciden en los campos de desigualdades de excedente. Es 
bastante evidente que no se puede obviar a los individuos porque las 
biografías de las personas son únicas e irrepetibles. Pero considerar a 
los individuos como sujeto social implica adoptar una concepción 


histórica del individuo y distanciarse de su comprensión como esencia 
y, por tanto, naturalizado y ahistórico. 


En este sentido, un abordaje historizado de los individuos nos lo 
ofrece Castel (2010) cuando argumenta que los individuos están 
respaldados de forma desigual porque tienen soportes diferenciados. 
Históricamente este autor ha identificado dos tipos de soportes 
fundamentales: la propiedad privada y la ciudadanía social, que 
expresaría una especie de propiedad social para aquellos individuos 
despojados de propiedad privada, en términos de medios de 
producción, o sea, los trabajadores. La primera es reproductora de 
desigualdades de excedente, mientras la segunda, por el contrario, 
puede relativizar las dinámicas de clase en los mercados básicos.[46] 
De esta manera, se pueden legitimar las desigualdades de excedente 
porque se plantearían como resultado de dinámicas de movilidad 
social que reflejarían las recompensas a los esfuerzos realizados por 
los individuos; o sea, el logro individual se impondría a la pertenencia 
de clase y a las adscripciones.[47] Esta idea remite al famoso texto de 
Marshall (1998: 21-22), para quien la ciudadanía social en cuanto 
busca la constitución de un piso social mínimo representa el intento 
de recuperar y hacer efectivo el principio de igualdad y se puede 
constituir en la “arquitecta” de la legitimación de las desigualdades 
sociales. 


El último sujeto a considerar son los denominados “pares 
categoriales”.[48] Este sujeto trae a colación la cuestión del 
procesamiento de las diferencias que es crucial para la comprensión de 
las desigualdades, pero que en el enfoque (neo)liberal está ausente. 
Existen tres lógicas de procesamiento de las diferencias que resultan 
pertinentes para los propósitos analíticos de este enfoque radical/ 
crítico. 


La primera es la que se puede denominar “de inferiorización”, porque 
la categoría dominante subordina a la subalterna de manera extrema, 
invocando la naturalización de la diferencia (Bastos, 2005).[49] Así 
las diferencias de sexo se transforman en relaciones de género; las 
culturales, en étnicas; las fenotípicas, en raciales; las de lugar, en 
territoriales, etc. La lógica opuesta sería la del reconocimiento de la 
diferencia y supone una construcción social basada en la simetría de 
los grupos involucrados resultado de la lucha del grupo subordinado 
por su reconocimiento, que acaba imponiéndose. Y habría una lógica 


intermedia donde existiría cierta hibridación entre los grupos. 
Normalmente no es producto de una mezcla consensuada sino de una 
“oferta” del grupo dominante que logra —en cierto grado- asimilar a 
los otros grupos (Bastos, 2005). Pero es importante destacar que la 
“oferta” tiene grados distintos de generosidad que cuentan en esta 
lógica intermedia de asimilación. 


Estas lógicas implican diferentes estrategias de poder (de inferiorizar 
al otro; de imponerle la asimilación; de hacerse reconocer) que 
conllevan configuraciones distintas de pares categoriales. Al respecto, 
es necesario hacer dos precisiones. La primera es que cada par 
categórico puede asumir múltiples formas y sus contenidos varían 
históricamente. La segunda es que la asimetría que define al par es 
relativa porque siempre va existir resistencia por parte de la categoría 
subalterna; es el conflicto encubierto al que se hacía referencia al 
inicio de este apartado. Por lo tanto, aunque se hable de par no se está 
ante una dicotomización consumada, sino que lo que la realidad 
expresa son grados de asimetría. Hechas estas precisiones se pueden 
identificar dos situaciones básicas en términos de configuración de 
pares categoriales. 


La primera corresponde a un procesamiento de diferencias basado en 
el reconocimiento o en una oferta de asimilación generosa. En este 
caso, la oposición entre categorías del par se tiende a difuminar y se 
posibilita la configuración de una ciudadanía robusta, en especial en 
términos de ciudadanía social, que favorece procesos de 
individualización que pueden incidir en los mercados básicos 
relativizando las asimetrías de clase y pudiendo legitimar las 
desigualdades de excedente. 


Por el contrario, cuando el procesamiento de las diferencias se 
sustenta en la inferiorización o en una oferta no generosa de 
asimilación (que representa una inferiorización implícita) se suelen 
configurar pares categoriales contrastantes con asimetrías profundas. 
Esto supone que las categorías subalternas acceden a los mercados 
básicos en desventaja debido a un par de mecanismos básicos en su 
funcionamiento asimétrico: la segregación y la discriminación. La 
segregación tiene dos momentos. El primero tiene que ver con el mero 
acceso a estos mercados donde la pertenencia a cierta categoría de un 
determinado par lo condiciona. El segundo momento opera cuando el 
acceso se logra, pero la segregación se redefine en términos de 


segmentación del mercado de acuerdo con la distinción que define el 
par. O sea, al interior de los mercados básicos operan también 
dinámicas de segregación que se manifiestan en la configuración de 
nichos. Y en cuanto al segundo mecanismo, el de discriminación, 
expresa que, aunque las barreras de segregación hayan sido superadas, 
las categorías de un mismo par no se encuentran en situaciones 
equivalentes. Segregación, en cualquiera de sus dos modalidades, y 
discriminación expresan acoplamientos de pares categóricos con 
dinámicas de clase en los mercados básicos que refuerzan a estas 
últimas haciendo que las desigualdades de excedente persistan (Pérez 
Sáinz, 2014, 2016). 


Por consiguiente, el protagonismo que otorga a los individuos, como 
sujetos de las desigualdades, el imaginario impuesto por el orden 
(neo)liberal supone que solo se tome en cuenta la primera de estas 
situaciones, e ignora que se pueden constituir pares categoriales que 
se acoplan y refuerzan las desigualdades entre clases en los mercados 
básicos. 


Repolitizar la cuestión social 


Estamos atrapados en un imaginario sobre desigualdades que nos ha 
impuesto el orden (neo)liberal. Nos confina la mirada a la esfera 
redistributiva haciéndonos creer que la distribución primaria es 
natural y, por tanto, intocable. Nos limita a observar una desigualdad 
de resultado sin explicarnos las causas que la generan. Nos prioriza a 
los individuos como los sujetos de las desigualdades e ignora a otros 
sujetos, en concreto, a los pares categoriales, o los caricaturiza, en el 
caso de las clases sociales. Además, en esta priorización es incapaz de 
incorporar a los individuos verdaderamente poderosos. 


A partir de este tipo de mirada, la imaginación que se puede 
desarrollar es muy limitada. En este sentido, las propuestas de cambio 
para lograr un mundo menos desigual padecen esta limitación. Solo 
pueden ser propuestas que transforman lo mínimo, y dejan casi 
intocable el orden establecido, reproduciéndolo. Por eso se trata de un 
imaginario resultante de la hegemonía impuesta por el actual orden 


(neo)liberal. 


Si queremos cuestionar ese orden y alcanzar propuestas que tengan un 
impacto verdaderamente transformador y reduzcan de manera 
sustantiva las desigualdades, debemos empezar a desarrollar otro tipo 
de interpretación que se ubique en las antípodas del imaginario 
predominante. Esto supone que la mirada sobre las desigualdades 
debe desplazarse a la esfera de la distribución, priorizar la 
problemática del excedente y pluralizar los sujetos que entran en 
pugna por tal excedente a través de dinámicas de 
(des)jempoderamiento. Solo así, podremos empezar a repolitizar la 
cuestión social que se requiere en América Latina. 
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[33] El éxito de este logro es tal que incluso los gobiernos 
“posneoliberales” siguen invocando el discurso de la “pobreza” y 
formulando políticas sociales en la misma dirección, en especial las 
referidas a las transferencias condicionadas. No obstante, la realidad 
se muestra más compleja y, en la práctica, estos gobiernos no han 
reproducido solo las políticas sociales (neo)liberales. 


[34] Al respecto se quiere reivindicar el aporte de Vuskovié Bravo 
(1993), cuyo texto puede considerarse como el pionero de la actual 
reflexión sobre desigualdades en América Latina pero que, fuera del 
medio académico mexicano, pasó desapercibido. 


[35] La distribución funcional del ingreso remite a esta esfera 
primaria, pero es una metodología sospechosamente marginada en 
América Latina como señaló Lindenboim (2008). No obstante, esta 
propuesta metodológica afronta la dificultad de la heterogeneidad 
laboral que caracteriza a la región. Una proporción importante de los 
ingresos del trabajo no son de origen salarial sino que provienen del 
trabajo por cuenta propia. Además, este se caracteriza por una gran 
diversidad de situaciones: del cuentapropismo de subsistencia al 
profesionalismo altamente remunerado. 


[36] Este es, justamente, el argumento de Sen (1995), en su conocido 
texto sobre desigualdad, sobre la necesidad de plantearse la pregunta 
de desigualdad “de qué”. Pero este autor no se plantea el segundo 
interrogante (“entre quiénes”) ya que, desde su óptica liberal, los 
individuos son los sujetos a privilegiar. Esto implica una limitación 
importante en la comprensión de las desigualdades, como 
argumentaremos más adelante. 


[37] Las causas de tal decrecimiento son varias (incremento de la 
oferta de trabajadores con mayores calificaciones; descenso de la 
demanda de este tipo de trabajadores; degradación de la calidad de la 
educación secundaria y terciaria) y, al respecto, no hay consenso 


(Lustig y otros, 2013). 


[38] El Banco Mundial, en su texto sobre las desigualdades en 
América Latina, presenta el esquema de un triángulo como propuesta 
de marco teórico estilizado. En él, el término “poder” parecería ocup. 
el vértice clave de ese triángulo; además la propuesta hace referencia 
tores como Bourdieu y Tilly (De Ferranti y otros, 2004: figura 
1.1). Sin embargo, el itinerario explicativo del triángulo, en cuanto no 
empieza por la problemática del poder, acaba por minimizar ese 
vértice; además los autores mencionados son simples alusiones que 
adornan pero que no tienen incidencia explicativa alguna (Pérez 
Sáinz, 2014). 


[39] Al respecto, resulta ilustrativo comparar la evolución del índice 
del salario mínimo real entre Brasil y México. Teniendo como valor 
100 en el año 2000, trece años después se elevó —en el primer caso— 
hasta 202,7, mientras que en el caso mexicano permaneció en 101,8 
(OIT, 2014: anexo estadístico, cuadro 10). Según López-Calva y Lustig 
(2010), en ambos casos se cerró la brecha salarial, pero pensamos que 
se está ante situaciones muy distintas en términos de desigualdad en 
los mercados laborales. 


[40] Habría que ver en cuántos países de la región este tipo de 
información está disponible para su procesamiento y an 


[41] El análisis de la Argentina fue hecho por Alvaredo, y el de 
Colombia, por Pérez Sáinz y Londoño. 


[42] Esta observación es clave porque, cuando hablamos de asimetrías 
en los campos de desigualdades, estas nunca son absolutas sino 
relativas. 


[43] Este calificativo lo tomamos de Figueroa (2000) para quien, 
desde su propuesta de una economía Sigma, que es la que 
correspondería a sociedades heterogéneas como las latinoamericanas, 
es en estos mercados básicos donde se puede generar la exclusión. 


[44] Para este autor no se está ante mercancías reales que se producen 
solo para la venta, como exige el mercado autorregulado. El trabajo 
está ligado de manera intrínseca a la actividad y a la vida humanas; la 
tierra, a la naturaleza; y el dinero es un símbolo de poder de compra 
generado a través de instituciones bancarias y estatales. 


[45] Marx (1975: 214), justo al concluir su análisis de la compra y 
venta del trabajo al inicio de su obra magna como preludio de su 
abordaje de los procesos de trabajo y valorización, describe de manera 
metafórica y con su habitual sarcasmo el paseo triunfal hacia la 
fábrica en el que se muestra, de manera inequívoca, el ganador (el 
comprador que ahora aparece como capitalista) y el perdedor (el 
vendedor transformado en trabajador) de ese pulso primordial y 
anuncia qué pasará en el proceso productivo. 


[46] Hay que mencionar el surgimiento, en los últimos tiempos, de un 
nuevo soporte de los individuos, el consumismo, que tiende a 
desplazar a un segundo plano las desigualdades de excedente. 


[47] Aquí surge la gran temática del enfoque liberal: la igualdad de 
oportunidades. Este mito ha sido desmontado por Dubet (2011: 54), 
quien argumenta que se fundamenta en la idea de que, para cada 
generación, los individuos se distribuyen proporcionalmente en todos 
los niveles de la estructura social más allá de sus orígenes y sus 
ondiciones iniciales. Es una especie de “borrón Y 
iterativo. 


[48] El término proviene de la propuesta de Tilly (1999), pero se hace 
un uso más restringido, limitado a categorías socioculturales, y no se 
extiende a clases sociales como propuso el sociólogo estadounidense. 


[49] Esta lógica se inscribe dentro de una de las racionalidades 
monoculturales, la de la lógica de la clasificación social, que De Sousa 
Santos (2010) ha identificado dentro de lo que denomina “sociología 
de las ausencias”. Su resultado es la generación del inferior. Las otras 
racionalidades serían: la monocultura del saber y del rigor del saber; 
la monocultura del tiempo lineal; la lógica de la escala dominante, y 
la lógica productivista. Y cada una de ellas, según el autor luso, genera 
su respectivo modo de ausencia o no-existencia: el ignorante, el 
retrasado, el local o particular y el improductivo o el estéril. 


6. Desigualdades y diferencias: género, 
etnicidad/raza y ciudadanía en las sociedades 
de clases (realidades históricas, 
aproximaciones analíticas) [50] 


Elizabeth Jelin 


La igualdad es una preocupación que, implícita o explícitamente, ha 
estado y continúa estando en el centro de las luchas sociales. Los 
debates académicos y políticos sobre el tema se han preguntado si lo 
central es la igualdad de oportunidades o de resultados; si se refiere a 
la expansión de los derechos de ciudadanía o a los mecanismos de 
compensación y redistribución frente a la concentración y la 
polarización producidas por la economía capitalista de mercado; si 
tiene que ver con el capital humano o con las estructuras sociales; si se 
trata de una cuestión de capacidades o de oportunidades; incluso si se 
requiere una revolución social para lograr la igualdad social o puede 
haber procesos de reforma gradual. Estos debates no son solo teóricos; 
tienen consecuencias directas para las luchas y las demandas sociales 
en distintos niveles y en diferentes lugares alrededor del mundo. 


Durante las últimas décadas, el paradigma económico neoliberal e 
individualista, al desechar las estructuras sociales y la función central 
de las instituciones, ha puesto el énfasis en las capacidades 
individuales, en el esfuerzo y el logro personal como motores del 
bienestar, aludiendo solo de un modo tangencial a las desigualdades 
sociales. Esta perspectiva también tomó como ideal y como supuesto 
el funcionamiento autorregulado del mercado, una suposición que ya 
había sido criticada y descartada hace décadas por Karl Polanyi. El 
acento estuvo puesto en el plano de los individuos, y fue una ideología 
(o una utopía) dominante durante un tiempo, por encima de 
interpretaciones ancladas en estructuras sociales y en relaciones de 
poder, sea locales o globales. De ahí que en estas décadas se haya 


hablado más de pobreza que de desigualdad y que las políticas 
sociales —allí donde se implementaron- hayan estado orientadas hacia 
la reducción de la pobreza más que hacia la redistribución de la 
riqueza. También que se haya opacado, si no perdido, el lenguaje de 
clases y de lucha de clases, así como el rol del Estado como regulador, 
más allá de la implementación de políticas compensatorias —en 
particular, las políticas sociales focalizadas-. 


Esta dominación neoliberal coincidió con una explosión de las 
demandas sociales por el reconocimiento de la diversidad, que 
generaron cambios en los marcos interpretativos y en las políticas de 
reconocimiento, centrados en la celebración de la diversidad, el 
multiculturalismo y la diferencia. Sin duda, es más que una cuestión 
de coincidencias. Las afinidades entre el individualismo neoliberal y la 
exaltación de la diversidad —entendida como diferencia y no como 
desigualdad- son destacables. Los enfoques analíticos siguieron estos 
cambios, y prestaron más atención a la diferencia cultural y los 
reclamos por reconocimiento que a las desigualdades estructurales y 
los reclamos por los recursos. 


Este capítulo aborda los vínculos entre las desigualdades estructurales 
y las diferencias sociales. Como sostiene Brubaker, las diferencias 
ancladas en diversas categorías adscriptas —en particular género, etnia 
y raza; también ciudadanía— 


no están intrínsecamente vinculadas a la desigualdad; ser diferente no 
implica necesariamente ser desigual. La relación entre diferencia y 
desigualdad es contingente, no necesaria; es empírica, no conceptual. 
Y el grado y la manera en que la desigualdad está estructurada a lo 
largo de las categorías varían ampliamente según el tiempo y el 
contexto (Brubaker, 2015: 11). 


Sin embargo, los vínculos no son simples: las categorías sociales de la 
diferencia se construyen histórica y culturalmente, y su importancia 
puede variar en el tiempo y el espacio; una vez establecidas, tienen 
una influencia cabal en la producción y reproducción de las 
desigualdades. 


No es mi intención presentar y discutir las diversas perspectivas y 
enfoques que se han desarrollado para abordar estas cuestiones. Mi 
objetivo es más limitado y concreto: analizar los vínculos entre las 
diversas dimensiones de las desigualdades sociales, y de manera más 
específica, discutir la contribución de algunos pensadores 
latinoamericanos al análisis de estos vínculos. La producción y 
reproducción de múltiples desigualdades ha sido el foco de atención 
de los debates intelectuales a lo largo del desarrollo histórico de las 
sociedades latinoamericanas. Enraizados en las tradiciones académicas 
y en los debates teórico-conceptuales, estos debates se desarrollaron 
en la interacción, el diálogo y la participación activa de intelectuales y 
activistas en la dinámica de la acción social y política, en la medida en 
que los y las intelectuales de la región que formulan teorías, modelos e 
interpretaciones también son protagonistas activos en los escenarios 
de acción pública y de lucha, antes que investigadores encerrados en 
torres de marfil. 


Luego de una discusión inicial de las múltiples desigualdades, 
enmarcadas en el binomio desigualdades /diferencias, el texto se 
remonta a varias décadas atrás, a la realidad y los análisis 
desarrollados en América Latina a mediados del siglo XX. En aquel 
entonces, la preocupación central de los analistas y los gobernantes 
era la cuestión del desarrollo capitalista. Este capítulo recupera 
someramente este contexto histórico, para presentar la manera en que 
los analistas de la época discutieron e interpretaron la relación entre 
(lo que ellos consideran que era) la dimensión central de las 
desigualdades sociales —la clase social- y otras dimensiones y 
divisiones sociales, sobre todo el género, la raza y la etnicidad. La 
sección final del capítulo retoma estas discusiones fundacionales como 
punto de partida para debatir las conceptualizaciones contemporáneas 
de los vínculos entre desigualdades y diferencias. 


Una nota adicional: el ejercicio consiste en leer obras escritas en los 
años sesenta y setenta del siglo XX desde la perspectiva del siglo XXI, 
mirando hacia atrás con preguntas y marcos interpretativos del 
presente. El riesgo de anacronismo es incuestionable. Es injusto pedir 
a los analistas de aquella época que respondan a los problemas que 
planteamos hoy. El riesgo alternativo es acaso más grave: pensar que 
todo lo que se hace en el presente es completamente nuevo y original, 
que las maneras de conceptualizar y analizar las desigualdades 
sociales en el pasado son obsoletas y han sido superadas. Desde este 


lugar, sería innecesario prestar atención al pensamiento y a las 
elaboraciones de hechos en el pasado. Me cuento entre quienes 
afirman que reinventar la rueda es suicida para el desarrollo del 
conocimiento. 


Desigualdades múltiples 


La existencia de “desigualdades múltiples”, es decir, múltiples 
dimensiones de estratificación y categorización social es, hoy en día, 
parte del sentido común de las ciencias sociales. Sin embargo, la 
multiplicidad no significa que todas las dimensiones son 
intercambiables, o pueden ser tratadas de manera análoga. En primer 
lugar, es necesario señalar una diferenciación importante entre las 
dimensiones definidas analíticamente y los criterios y categorías que 
los actores sociales construyen y utilizan en su práctica cotidiana, en 
sus relaciones interpersonales y en sus luchas por el poder. Desde la 
perspectiva de los actores en los escenarios sociales, las categorías 
utilizadas para diferenciarse de los otros o identificarse con ellos se 
construyen a través de sus experiencias, en las situaciones concretas 
en que se encuentran. Estas categorizaciones son contingentes y 
empíricas; no puede haber una lista predeterminada de dimensiones. 
Que una dimensión se problematice y se haga visible, que otra no se 
utilice de manera explícita en los marcos de interpretación de la 
acción, que haya diversas regularidades y combinaciones de categorías 
y temas: todo esto forma parte de las preguntas de investigación y las 
respuestas se revelarán en el proceso de indagación. Desde una 
perspectiva analítica o etic, por otro lado, las dimensiones y categorías 
son instrumentos que sirven para ordenar y explicar qué lleva a los 
actores a actuar como lo hacen, incluso cuando no es visible o 
explícito para ellos mismos. 


En el nivel estructural, la preocupación por las desigualdades pone a 
las clases sociales en el centro de la atención. Este ha sido y sigue 
siendo el núcleo del pensamiento social en relación con las dinámicas 
de la desigualdad y los mecanismos de su producción y reproducción — 
sea la explotación o el acaparamiento de oportunidades—. Tanto en el 
análisis de la estructura de las actividades productivas y los mercados 


laborales cuanto en la evaluación de sus resultados en forma de 
distribución del ingreso, la noción de clase social, muchas veces 
olvidada, resulta significativa y productiva. El objetivo en nuestro caso 
es develar cómo se entrelazan la estructura de clases y las 
diferenciaciones y categorizaciones sociales basadas en diversas 
dimensiones culturales y sociales, en general adscriptas, tales como 
etnia, “raza”, género, edad, nacionalidad, religión o lengua. Las 
categorías y las categorizaciones operan desde afuera —los “otros” 
(grupos, instituciones) definen los límites, los derechos y los beneficios 
derivados de la pertenencia; en el mismo movimiento definen la 
desvalorización y la discriminación de los excluidos. También operan 
desde el interior, a través de los sentimientos subjetivos, la 
autoidentificación y la concreción de prácticas culturales (Brubaker, 
2015). En función de sus luchas políticas, además, los actores pueden 
desarrollar categorizaciones sociales que funcionan como 
identificaciones estratégicas que los ayudan a definirse a sí mismos y a 
sus oponentes. 


Los vínculos entre las posiciones y relaciones estructurales en los 
sistemas sociales, por un lado, y las categorizaciones adscriptas 
establecidas culturalmente, por el otro, son contingentes y cambian 
con el tiempo. Además, la manera en que estas categorizaciones 
operan en relación con la clase y las desigualdades no es generalizada 
o universal; hay especificidades para cada dimensión. Mientras que la 
etnicidad puede llevar a la constitución de comunidades más o menos 
cerradas, segregadas y a menudo discriminadas por otros, las 
categorías de género atraviesan todas las clases sociales y todas las 
comunidades culturalmente definidas. 


En el análisis social contemporáneo, el aspecto multidimensional de 
las desigualdades y de las categorizaciones sociales se aborda a través 
de la noción de “interseccionalidad”. Derivada de las perspectivas 
feministas relacionadas con la ubicación de las desigualdades de 
género en un marco más amplio, esta noción alude al hecho de que el 
género, la etnia y la clase operan de manera simultánea en el proceso 
de generar y manifestar las desigualdades (Kerner, 2012; Roth, 2013). 
El corolario de esta afirmación es una advertencia metodológica: 
cualquier análisis de las desigualdades será incompleto si no se tienen 
en cuenta las múltiples dimensiones del fenómeno. Como advertencia 
metodológica, no hay nada para oponerse o rebatir. En un nivel 
analítico o teórico, sin embargo, esta afirmación no dice mucho sobre 


la naturaleza de los vínculos entre las desigualdades de género y las 
otras dimensiones. ¿Cómo teorizar o generalizar sobre la manera en 
que interactúan las distintas dimensiones? ¿Cuáles son sus patrones de 
interacción? La conceptualización que propone este capítulo toma 
como punto de partida la centralidad de las desigualdades 
estructurales relacionadas con la clase, y observa sus vínculos con 
diversas categorizaciones sociales y diferencias socialmente 
construidas, considerando que cada una de estas categorizaciones (las 
distinciones categoriales de Tilly) tiene su propia dinámica. 


El contexto: América Latina después de la Segunda Guerra 
Mundial 


A mediados del siglo XX, América Latina experimentó un rápido 
proceso de urbanización y migración rural-urbana, la expansión de la 
educación, los procesos de industrialización, el crecimiento de la 
población, etc. -todos ellos signos de la “modernización”, que tuvo 
efectos importantes en la redistribución y reestructuración de las 
desigualdades sociales (Pérez Sáinz, 2014)-. Hubo varios procesos 
específicos, aunque para nuestro propósito es suficiente resumir sus 
consecuencias sobre las desigualdades. Como concluye Thorp, al 
referirse al período de posguerra en la región, 


mientras que las cifras de crecimiento fueron impresionantes, y la 
historia institucional muestra cambios radicales en muchas áreas, la 
industrialización y la sustitución de importaciones se insertaron en, y 
reforzaron, el sistema social y económico preexistente, 
extremadamente desigual. Aun los esfuerzos de la reforma agraria no 
modificaron esencialmente el panorama de pobreza y exclusión. Las 
mujeres y los grupos indígenas permanecieron relativamente 
desposeídos y las tendencias del mercado de trabajo urbano crearon 
nuevas desigualdades (Thorp, 1998: 199). 


En este período, las preguntas centrales que se formulaban las ciencias 


sociales de la región ponían la mira en el tipo de desarrollo capitalista 
que se estaba gestando. La consideración de las desigualdades estaba 
anclada en estas preocupaciones: la marginalidad, las discrepancias 
urbano-rurales, el campesinado, el trabajo asalariado y otras formas 
de trabajo, las burguesías y oligarquías nacionales, la formación o 
ausencia de clases medias, etc. La formación de una sociedad de 
clases, con un fuerte énfasis en el pasaje hacia el mérito y la 
estratificación anclada más en las características adquiridas que en las 
adscriptas, estaba en el horizonte. 


La dinámica de creación de desigualdades combinaba varios procesos 
simultáneos que, según el pensamiento de la época, correspondían a 
los diferentes “momentos” de los procesos delineados desde el punto 
de vista teórico: por un lado, el acaparamiento de recursos por medio 
de la expoliación y la acumulación primitiva, tanto en referencia al 
origen de la fuerza de trabajo exigida por el desarrollo capitalista 
como a la privatización de la tierra para la expansión de la agricultura 
mercantil, con el desplazamiento de los pueblos originarios y 
campesinos y la prevalencia del trabajo semiservil en las minas y 
haciendas; por otro lado, la explotación dentro del propio sistema 
capitalista y el acaparamiento de otros recursos, en especial de las 
oportunidades de acumulación de conocimientos y saberes a través de 
la expansión educativa orientada hacia las clases medias. 


El eje analítico-explicativo estaba centrado en el mercado de trabajo 
como la fuerza detrás de la estructura y la distribución de las 
desigualdades. Las posiciones en el mercado de trabajo podían estar 
asociadas a otras dimensiones: la etnicidad entrelazada con el sector 
económico (por ejemplo, un campesinado con fuertes componentes 
indígenas en el sector rural), una clase obrera asalariada naciente 
conformada sobre la base de la inmigración europea, o el predominio 
de mujeres de origen rural en el servicio doméstico urbano. La 
estructura de clases sociales (con todas las especificidades “locales” 
necesarias) estaba en el centro; las otras dimensiones de la 
desigualdad se articulaban con las dinámicas de clase, pero no las 
determinaban. Estos otros criterios de categorización social, en 
especial la etnicidad y la raza, podían ser analizados, pero por lo 
general eran considerados como “herencias” o presencias diacrónicas 
del pasado. Por su parte, quienes interpretaban los procesos sociales 
en clave de modernización pensaban que estas categorías adscriptas se 
disolverían en la medida en que el mérito y el logro desplazaran al 


origen como el anclaje más importante para la definición de las 
oportunidades sociales. 


¿Cuáles eran estas otras categorías de desigualdades que, además de la 
clase social, merecían alguna atención? Por un lado, la composición 
étnica y racial de la población y la inserción de grupos no blancos en 
las posiciones más bajas de la estructura social, y el origen 
inmigratorio europeo (especialmente mediterráneo) de la clase obrera. 
La atención a las dimensiones étnicas y raciales tenía antecedentes en 
los pensadores sociales de la región, como José Carlos Mariátegui en 
Perú y Gilberto Freyre en Brasil. Las cuestiones de género y el lugar 
subordinado de las mujeres en la estructura patriarcal, sin embargo, 
resultaban más novedosos, con poca o ninguna tradición en el 
pensamiento social latinoamericano, aunque pensadoras y activistas 
mujeres lo problematizaron de manera progresiva a lo largo de todo el 
siglo. Las diferencias y desigualdades espaciales eran también 
significativas, vistas siempre de manera dinámica como parte del 
proceso de urbanización. 


En ese período, las desigualdades en el plano internacional se 
interpretaban en términos de relaciones entre centro y periferia. El 
desarrollo capitalista en América Latina era “periférico”, y el objetivo 
básico consistía en comprender sus desafíos, originalmente en el 
pensamiento de Raúl Prebisch y la Cepal. Luego serían interpretados 
en términos de “dependencia” (Cardoso y Faletto, 1969; entre otros 
que, como Ruy Mauro Marini y André Gunder Frank, fueron más 
escépticos con respecto a las potencialidades de desarrollo 
dependiente). La comprensión de las desigualdades en la perspectiva 
del sistema mundial (como en Korzeniewicz y Moran, 2009; y 
Korzeniewicz en este libro) aún estaba en un futuro lejano. Esta línea 
continúa en nuestro enfoque entrelazado multiescalar, en el que, como 
se indicó en la introducción de este libro, los patrones de desigualdad 
combinan procesos en diferentes niveles, desde el local hasta el global. 
Dentro de este marco, cuando se observa la escena internacional, la 
pertenencia a una comunidad política, transmitida por el lugar de 
nacimiento y una ciudadanía formal otorgada por un Estado nación, 
tiene que ser introducida como una dimensión categorial fundamental 
que configura y determina las desigualdades más profundas en las 
oportunidades de vida en el mundo contemporáneo (Brubaker, 2015). 


Florestan fernandes: capitalismo y raza 


El análisis de Florestan Fernandes sobre el desarrollo capitalista en 
América Latina y de la integración del “negro” en el desarrollo 
capitalista en Brasil es, sin duda, un clásico. Fernandes conceptualiza 
la situación de la región en comparación con el modelo inglés y 
europeo. Ve el capitalismo latinoamericano como desordenado, 
“desprolijo”, con desfasajes temporales y asincronías entre procesos 
que en otros lugares fueron simultáneos.[51] No se trata solo de que 
la región llegó “tarde”, sino que el desarrollo capitalista en América 
Latina implica una combinación específica de historia y estructura que 
requiere una explicación e interpretación. 


Fernandes rastrea las desigualdades a partir de la conformación — 
incompleta, específica— de las clases sociales en el desarrollo 
capitalista dependiente. La doble apropiación —de la burguesía local y 
del capitalismo global- deja a las clases “bajas” en una situación 
particularmente desventajosa. Ni los que están integrados en la 
producción capitalista, ni quienes lo están de manera marginal tienen 
capacidad para luchar, ni dentro del sistema (porque no están 
plenamente integrados) ni a través de una transformación 
revolucionaria. 


En este marco de análisis de los procesos de formación de clases, 
Fernandes aborda la posición social del negro[52] en Brasil 
(Fernandes, 1965a, 1965b, 1972; Bastide y Fernandes, 1959). Se trató 
de un programa de investigación realizado por un equipo que 
Fernandes coordinó. Además, él se ocupó sobre todo de San Pablo, 
foco del desarrollo capitalista del país, aunque sus reflexiones y 
conclusiones se extienden a todo Brasil. [53] 


La cuestión general está planteada en términos del desarrollo de un 
“orden social competitivo” inevitable, ineludible. El autor se pregunta 
acerca de las predisposiciones y habilidades que los diferentes grupos 
humanos tienen para ingresar en las relaciones de producción 
requeridas por ese orden. ¿Cuáles son las expectativas —con respecto a 
lo que se espera de los trabajadores— por parte del sistema en 
expansión? ¿Quiénes son los potenciales trabajadores predispuestos y 
preparados para insertarse en ese sistema? En este sentido, el negro 


está en desventaja frente al trabajador europeo, debido a la historia de 
esclavitud y a los desafíos que enfrentaron los ex esclavos después de 
la abolición de ese sistema en 1888. 


Dentro de su modelo estructural, Fernandes introduce una dimensión 
psicosocial, algo que décadas más tarde se incorporaría en lo que se 
conceptualiza como “subjetividad” y “capacidad de acción (o de 
agencia)” de los sujetos subalternos. La acción social no es impulsada 
solo por fuerzas oscuras más allá de la acción humana (es decir, 
“estructurales”). Por el contrario, Fernandes centra su mirada en las 
(limitadas) opciones abiertas a los negros y en cómo sus formas de 
actuar —aprendidas en el pasado esclavista, lo que Bauman (2011) 
llama “memoria de clase”- influyen en su proceso de integración en la 
sociedad de clases. 


El negro es visto como una persona que actúa en escenarios y ámbitos 
sociales. Ante las condiciones planteadas por el trabajo libre y la 
presencia de inmigrantes europeos, los ex esclavos negros se enfrentan 
a dificultades de diversa índole. La atención de Fernandes se centra en 
la situación estructural de los ex esclavos, a quienes considera sujetos 
y frente a los cuales plantea la “condición moral de la persona”. Ve a 
los ex esclavos como personas racionales, que se enfrentan a una 
estructura de oportunidades y elaboran estrategias para encararla. 
También como personas con principios morales. Así, la nueva 
condición del mercado laboral, “para el negro o el mulato [...] era 
secundario. Lo esencial era la condición moral de la persona y su 
libertad para decidir cómo, cuándo y dónde trabajar” (Fernandes, 
1965a: 13). Así, los negros y mulatos son presentados como sujetos 
que tienen que encarar su libertad en un contexto económico y social 
para el cual su experiencia previa no los ha preparado. 


En su modelo de análisis, Fernandes no propone de manera explícita 
un análisis de las relaciones de género (o de las relaciones de los 
sexos, según la terminología de su tiempo). Sin embargo, al describir e 
interpretar la situación en San Pablo y al internarse en un análisis 
microsocial e interpersonal, los hombres y las mujeres adquieren 
especificidad. En el mundo urbano de San Pablo, concluye, la vida 
parece ser más fácil para las mujeres negras. Su inserción en el trabajo 
doméstico urbano no implica una ruptura profunda en su experiencia. 
Hay más continuidades con su experiencia previa que en el caso de los 
hombres. De ahí que caracterice a la mujer negra como “una agente 


de trabajo privilegiado porque es la única que puede tener puestos de 
trabajo duraderos y un medio de vida más permanente” (Fernandes, 
1965a: 43). Es debido a esta continuidad de sus tareas en el mundo 
urbano que las mujeres negras corren el riesgo de convertirse en el 
único medio de subsistencia para los hombres, pero sin la protección 
complementaria de una familia estable e integrada. Los resultados de 
todas estas condiciones son la anomia y la desorganización social de la 
vida personal y social de los negros. Así, en este punto de su análisis, 
Fernandes incorpora una consideración explícita de las relaciones de 
género, y cómo estas interactúan con la clase y la “raza” en un 
contexto específico. 


Una de las preguntas centrales de Fernandes es: ¿la ciudad repelió al 
negro? Su respuesta es que no se trataba, en realidad, de una cuestión 
solo racial: “El aislamiento económico, social y cultural del negro fue 
producto de su relativa incapacidad para sentir, pensar y actuar 
socialmente como hombre libre” (Fernandes, 1965a: 67). El ingreso al 
mundo urbano y al orden social competitivo implicaba una fuerte 
exigencia: despojarse de su modo de vida anterior y adoptar los 
atributos psicosociales y morales de un jefe de familia, trabajador 
asalariado, ciudadano, empresario, etc. “La exclusión hubiera tenido 
un carácter específicamente racial si el negro tuviese estas cualidades 
y, a pesar de ello, fuera rechazado” (Fernandes, 1965a: 68). 


Las dinámicas económicas, sociales y culturales, sin duda, fueron y 
son complejas. El texto revisa los “niveles de desorganización social”, 
destaca las condiciones de empleo y sus oportunidades, y señala el 
papel mediador de la familia como institución socializadora y los 
diferentes roles de género en el proceso de socialización. La 
desorganización no es vista como el origen, sino como la consecuencia 
de los desfasajes entre la condición esclava y los requisitos de la vida 
urbana. Es decir, entornos que no se pueden controlar, racionalidades 
“desubicadas”. Como anticipo de un tema que sería centro de atención 
unas décadas más tarde, Fernandes observa la centralidad de la 
sexualidad y el cuerpo. También, de manera muy interesante, aborda 
la calle y el barrio como espacios de sociabilidad, así como la relación 
entre este tipo de sociabilidad y la integración en la sociedad de 
clases, en el estilo que se volvería canónico en los escritos de E. P. 
Thompson (1980). 


En resumen, lo que hace Florestan Fernandes es descartar las esencias 


e historizar los procesos. No hay nada esencial en la raza; hay 
procesos históricos que podrían haber sido diferentes. Por ejemplo, 
señala que “la aptitud para el cambio no tiene que ver tanto con los 
contenidos y la organización de los horizontes culturales de las 
personas o las categorías de personas, sino con su localización en la 
estructura económica y su poder en la ciudad” (Fernandes, 1965a: 
192). El desarrollo capitalista urbano, el trabajo asalariado y el orden 
social competitivo son los ejes que estructuran la realidad social. 
Algunas trayectorias y experiencias se adaptan con más facilidad a 
ellos como las de los trabajadores inmigrantes—, mientras que otras 
dificultan los procesos de integración. Las mujeres, acostumbradas a la 
labor doméstica cotidiana, experimentan más continuidad y menos 
rupturas en sus modos de vida. De ahí sus posibilidades de 
“beneficiarse” de su experiencia, doblemente subordinada, a sus 
empleadoras/os y a sus parejas en la familia. Esta pervivencia de los 
patrones de comportamiento, heredados del período esclavista, no 
solo está presente entre los negros y mulatos. “El hombre blanco” 
también continuó apegado a un sistema de valores sociales y de 
dominación racial [...] análogo al vigente en la sociedad de castas” 
(Fernandes, 1965a: 194). 


Dados los desajustes en el proceso de creación de este “orden social 
competitivo”, con fuertes desigualdades raciales y la ausencia de una 
democracia racial —-a pesar del mito—-, ¿dónde buscar los gérmenes de 
la transformación de las prácticas sociales y las jerarquías raciales? 
Fernandes dedica un volumen completo (Fernandes, 1965b) al análisis 
de los movimientos sociales colectivos, por un lado, y a los “impulsos 
igualitarios” (orientados hacia la asimilación y la integración), por el 
otro. La cuestión es, una vez más, planteada de manera relacional: 
importa estudiar cómo las tensiones raciales son percibidas y 
controladas socialmente por los diversos actores y, al mismo tiempo, 
caracterizar la situación como el “dilema racial brasileño”. 


Rodolfo Stavenhagen: desarrollo capitalista agrario y 
etnicidad 


La cuestión de las relaciones interétnicas en el marco del desarrollo 


capitalista, en especial en la esfera agraria, fue el centro de atención 
de Rodolfo Stavenhagen en su libro Las clases sociales en las 
sociedades agrarias, publicado en 1969 (Stavenhagen, 1969). 
Stavenhagen fue un antropólogo y sociólogo mexicano con una larga 
trayectoria en el análisis de las relaciones entre el desarrollo, las 
desigualdades étnicas y los derechos de los pueblos indígenas.[54] 


El marco de su análisis es el desarrollo capitalista a lo largo de la 
historia, visto no como un proceso lineal que se repite de manera 
similar en diferentes lugares, sino como proceso situado, anclado en 
las interconexiones entre la escala global y las escalas nacional y 
subnacional. El marco de referencia básico es histórico: existieron 
formas muy diversas de explotación y dominación precapitalista en 
diferentes lugares del mundo, pero “ninguna de estas estructuras de 
clase ha sido capaz de resistir el impacto de la expansión europea sin 
sufrir modificaciones radicales” (Stavenhagen, 1969: 62). 


En todas partes, el colonialismo y los procesos de extracción de 
plusvalía y excedentes estuvieron ligados a la manera en que el 
capitalismo comercial penetró en las comunidades preexistentes. Los 
procesos de transformación de las estructuras de clase y estratificación 
difieren de un lugar a otro, pero tienen efectos significativos en todos 
los casos, derivados de la economía monetaria, la propiedad privada 
de la tierra, el monocultivo comercial, la migración laboral y el éxodo 
rural, la urbanización, la industrialización y la integración nacional de 
los países subdesarrollados. Estos procesos han actuado de manera 
diferenciada, según las estructuras sociales preexistentes y los ritmos 
de su introducción 


En su análisis de estos procesos en la región maya de México y 
Guatemala, Stavenhagen toma como punto de partida el pasaje de la 
etapa de la conquista militar a la implantación del sistema colonial, 
producto de la expansión mercantilista. En ese período, los 
mecanismos de dominación estaban vinculados a los intereses de las 
clases sociales poderosas del país colonizador. Las comunidades 
indígenas se convirtieron entonces en una reserva de mano de obra 
para la economía colonial. A fin de mantenerla, se acumularon leyes 
restrictivas y se estableció un sistema de control centralizado que 
mantenía a los nativos en posición de inferioridad con respecto a 
todos los otros estratos sociales. Esto derivó en que las antiguas 
jerarquías dentro de las comunidades indígenas perdieron su base 


económica. De hecho, las comunidades indígenas terminaron siendo 
solo sociedades tradicionales (folk), unidades corporativas 
relativamente cerradas bajo el impacto de la política indigenista 
española. Sin embargo, en la medida en que participaban en la vida 
económica de la sociedad estaban integrados en la sociedad de clases. 


Tanto el sistema colonial como las relaciones de clase subyacían a las 
relaciones interétnicas, aunque de diferentes maneras. En términos 
coloniales, la sociedad indígena en su conjunto se enfrentaba a la 
sociedad colonial. Las relaciones se definían en términos de 
discriminación étnica, segregación, inferioridad social y sujeción 
económica. Las relaciones de clase, por otro lado, se definían en 
términos de relaciones de trabajo y propiedad; por lo tanto, no era 
una cuestión de relaciones laborales entre dos sociedades, sino entre 
sectores específicos de una misma sociedad. Las relaciones coloniales 
respondían al mercantilismo; las relaciones de clase, al capitalismo. 


El sistema colonial funcionaba en dos niveles: entre la metrópoli y la 
colonia, y dentro de la propia colonia: “Lo que España representaba 
para la colonia, esta lo representaba para las comunidades indígenas: 
una metrópolis colonial” (Stavenhagen, 1969: 245). Por esta razón, el 
período posterior a la independencia no transformó la esencia de las 
relaciones entre los indios y la sociedad global. Pese a la igualdad 
jurídica, varios factores actuaron para mantener las relaciones 
coloniales, ahora transformadas en “colonialismo interno”. 


Los indios de las comunidades tradicionales se encontraron, una vez 
más, en el papel de un pueblo colonizado: perdieron sus tierras, 
fueron obligados a trabajar para los “extranjeros”, fueron integrados 
contra su voluntad a una nueva economía monetaria, fueron 
sometidos a nuevas formas de dominación política. Esta vez, la 
sociedad colonial era la sociedad nacional misma, que 
progresivamente extendió su control sobre su propio territorio 
(Stavenhagen, 1969: 248). 


En todo el análisis, el énfasis está puesto en la dinámica entre las 
relaciones étnicas y de clase como una dualidad: las relaciones de 


clase se encarnan en las relaciones laborales capitalistas que 
consideran a los sujetos como trabajadores y no como grupos étnicos. 
Por otro lado, la etnicidad está anclada en estructuras comunitarias y, 
en la medida en que la estructura comunitaria se rompe, la 
estratificación interétnica pierde su base objetiva. Sin embargo, las 
relaciones de clase pueden asumir formas culturales, por ejemplo 
cuando la lucha por la tierra se lleva a cabo en nombre de la 
restitución de tierras comunales. 


La articulación entre ambos criterios no es sencilla. La estratificación 
interétnica no se corresponde con las relaciones de clase emergentes 
—“no estamos diciendo que los indios y los ladinos son, sencillamente, 
dos clases sociales”—, en tanto está muy arraigada en los valores de los 
miembros de la sociedad. De hecho, funciona como una fuerza 
conservadora que frena el desarrollo de las relaciones de clase. En la 
medida en que avanza el proceso de formación de clases, se 
desarrollan nuevas bases de estratificación según criterios 
socioeconómicos, aun cuando “la conciencia étnica puede, sin 
embargo, pesar más que la conciencia de clase” (Stavenhagen, 1969: 
250-251). 


Frente al desarrollo capitalista -—que parece ser ineluctable e 
inevitable— las reacciones de los indígenas pueden ser de diverso tipo. 
Puede darse la aculturación, que puede implicar la adopción de los 
símbolos de estatus de los ladinos (bienes de consumo, por ejemplo), 
aun cuando se mantenga la identidad cultural indígena. 
Alternativamente, la reacción puede ser un ascenso económico general 
de los grupos indígenas, lo cual representa un desafío a la 
superioridad de los ladinos. También puede producirse la asimilación 
y ladinización individualizada, que implican el abandono de la 
comunidad y la integración a la sociedad nacional, a través de un 
proceso de proletarización. Stavenhagen sostiene que durante los años 
sesenta en México, el rápido desarrollo de las relaciones de clase en 
detrimento de las relaciones coloniales produjo el desarrollo del 
indigenismo como ideología y como principio de acción. Esta es una 
postura “nacionalista”, que reclama el fortalecimiento de los gobiernos 
indígenas y exige la representación política nacional de esos pueblos. 
La paradoja es que esto puede ser fomentado por el propio Estado 
nacional, como medio para alcanzar “un objetivo que representa su 
negación absoluta, o sea, la incorporación del indio a la nacionalidad 
mexicana, es decir, la desaparición del indio como tal” (Stavenhagen, 


1969: 258). 


El complejo análisis de Stavenhagen cruza varios ejes, en un abordaje 
que toma como dato central el lugar dominante del Estado nación y 
los dilemas implícitos en la construcción de la nacionalidad, temas de 
gran relevancia en el período en que el autor escribía. Visto desde la 
perspectiva del presente, la cuestión es la relación entre dos marcos de 
interpretación de esta dinámica. Por un lado, la relación entre 
desarrollo y desigualdad categorial, que puede ser leída desde la 
perspectiva de diversos paradigmas: anticolonialismo, marxismo, 
neoliberalismo o neodesarrollismo. El otro es la formación de la 
unidad nacional —la “integración” de la que hablaba Fernandes, la 
nacionalidad mexicana en el pensamiento de Stavenhagen- frente a la 
lógica de la diferencia que, históricamente, se extiende desde el 
racismo científico al multiculturalismo. 


En este segundo punto, nos enfrentamos, una vez más, con la paradoja 
entre igualdad y diferencia, planteada décadas más tarde por Nancy 
Fraser y Joan Scott (Fraser, 1997; Scott, 1996). Según esta lógica, para 
Stavenhagen, “la integración nacional solo se puede alcanzar si se 
resuelven y se superan las contradicciones inherentes en las relaciones 
coloniales. Esto se puede lograr suprimiendo uno de los términos de la 
contradicción o cambiando el contenido de la relación” (Stavenhagen, 
1969: 259). Para Stavenhagen, la salida de esta disyuntiva es lograr la 
integración nacional no suprimiendo al indio como tal sino como un 
ser colonizado. 


Clase y género: Heleieth Saffioti, Isabel Larguía y John 
Dumoulin 


A diferencia de la raza o de la etnia, en las que las relaciones entre 
categorías implican inclusiones y exclusiones, así como la existencia 
de comunidades basadas en categorías, cuando se trata de género no 
se puede pensar en la formación de comunidades separadas. El género 
está presente en todas partes —en todas las clases, de todas las 
nacionalidades, en todos los grupos étnicos y raciales—. Su presencia 
universal lo hace menos visible, más “natural”, y menos sujeto al 


análisis y la interpretación. Por lo tanto, no es sorprendente que en el 
contexto de las preocupaciones sobre el desarrollo y las desigualdades 
de la época, vistas en especial a través de la lente de la marginalidad 
social y el desarrollo urbano, en el período que analizamos en América 
Latina hubiera una profunda ceguera con respecto a las desigualdades 
en las relaciones entre los sexos y el lugar social de las mujeres (no se 
hablaba de género en esa época). 


Hasta los años setenta, las mujeres importaban en las ciencias sociales 
de la región solo en relación con las tendencias de la fecundidad. 
Preocupaba el desfasaje entre los procesos de urbanización acelerada 
que experimentaba la región y la persistencia de tasas de fecundidad 
altas. Algunos se animaban a interpretarlo en clave del 
“tradicionalismo” de las mujeres, con la esperanza de que la 
modernidad que acompañaba los procesos de urbanización —en 
especial el aumento de los niveles educativos— pronto cambiaría sus 
actitudes y comportamiento y tendría como efecto casi automático 
una disminución de la fecundidad. Los retrasos temporales en el 
proceso de cambio podrían explicar, entonces, la persistencia de este 
tradicionalismo. Lo que se daba por sentado era que el 
comportamiento y las actitudes reproductivas eran patrimonio de las 
mujeres. Los varones aparentemente no tenían nada que ver en el 
asunto, y sus conocimientos, actitudes y prácticas eran irrelevantes 
para un tema tan femenino como la natalidad y los hijos. 


Los últimos años de la década de los sesenta fueron escenario del 
surgimiento de una nueva ola feminista, primero en los países 
centrales y muy pronto en otras partes del mundo. Esta ola feminista 
tuvo que enfrentar un doble desafío: primero, comprender y explicar 
las formas de subordinación de las mujeres, y segundo, proponer 
mapas de ruta para la lucha por transformar esta condición. ¿Cuál era 
la naturaleza de la subordinación? ¿Cómo explicarla? El debate fue 
intenso, la heterogeneidad y los conflictos teóricos y tácticos, 
permanentes. La relación entre la investigación y la acción fue sin 
duda una preocupación central de las académicas feministas. 


En este clima de ideas, en 1969 Heleieth Saffioti publicó su libro A 
mulher na sociedade de classes. Mito e realidade (Saffioti, 1969). 
Producto de su tesis doctoral supervisada por Florestan Fernandes, el 
libro está enmarcado en la tradición de investigación de ese autor: el 
desarrollo del capitalismo, en general y particularmente en Brasil. 


Saffioti observa el lugar que en ese desarrollo ocupan las mujeres. El 
análisis se orienta a mostrar que las “relaciones entre sexos y, en 
consecuencia, la posición de la mujer en la familia y en la sociedad en 
general, constituyen parte de un sistema de dominación más amplio” 
(Saffioti, 1969: 169). 


En este, y en otros textos de la época, se habla de “la mujer” en 
singular. Fernandes también habla de “el negro”, en singular, aunque 
en los análisis específicos aparecen las heterogeneidades y 
diferenciaciones dentro de la categoría mujer y negro. Con el correr de 
las décadas, se fue pasando al plural, para dejar en claro que las 
jerarquías, las relaciones de dominación y las desigualdades existen no 
solo entre las categorías de raza y género, sino también dentro de 
ellas. 


Saffioti rastrea el origen de los mitos y preconceptos que justifican la 
exclusión de las mujeres de ciertas tareas y su segregación en los roles 
y las ocupaciones tradicionales reconocidas como femeninas. 
Encuentra ese origen en la forma en que se organizó y distribuyó el 
poder en la sociedad esclavista brasileña. Analiza la posición de 
esclavos y esclavas y las inconsistencias en las relaciones raciales de la 
esclavitud. Las esclavas negras tenían su función en el sistema 
productivo, y también tenían un rol sexual, cuyo producto —el mulato— 
se convirtió en el centro de las tensiones sociales y culturales. 


¿Cuál es el efecto del desarrollo capitalista en la posición de las 
mujeres? Los efectos analizados no son homogéneos para todas las 
mujeres. En el mundo de la organización productiva, según Saffioti, el 
desarrollo del capitalismo margina a las mujeres. Y lo hace de manera 
compleja. El advenimiento del capitalismo representa una disminución 
de las funciones directamente productivas hasta entonces 
desempeñadas por las mujeres. Quedan como mano de obra barata, 
para ser utilizada cuando el capitalismo así lo requiere. Al mismo 
tiempo, la capacidad limitada para protestar y demandar produce una 
mayor explotación, que queda enmascarada bajo la apelación a 
“factores naturales” como el sexo y la raza. En esta perspectiva, las 
mujeres representan el “anticapitalismo”, tanto en referencia a su 
actividad económica como a la distancia entre ellas y las metas 
culturales de las sociedades de clases. 


Sin embargo, el fenómeno no es tan lineal como parece. La autora 


analiza los procesos de urbanización y la abolición de la esclavitud en 
Brasil, procesos que, junto con la inmigración europea, produjeron 
cambios significativos en la organización de la familia, en particular la 
desestabilización de la familia patriarcal. La urbanización provocó 
transformaciones en la posición social de las mujeres urbanas: la 
expansión de los horizontes culturales, la limitación de la natalidad, el 
divorcio. Además, haubo una creciente adopción del marco familiar 
legal occidental (en especial entre los ex esclavos) que 
paradójicamente implicó un refuerzo de los tabúes sexuales. Juegan 
entonces factores culturales: el culto a la virginidad femenina en un 
mundo de doble moral, la exaltación del “macho” como ideal de 
masculinidad. Como resultado, 


ciertas áreas de la personalidad femenina están, por así decirlo, 
experimentando una modernización resultante de las nuevas 
concepciones acerca del mundo y del ser humano, mientras que otras 
áreas permanecen prisioneras del clima tradicional en el que ocurre el 
proceso de socialización más amplio (Saffioti, 1969: 197). 


Las estructuras familiares y las prácticas simbólicas y culturales 
también se transformaron. Sin embargo, la articulación entre la 
división sexual del trabajo en el ámbito doméstico y la familia, por un 
lado, y la estructura productiva capitalista por el otro, no queda 
planteada ni respondida en el análisis de Saffioti. Este es el tema que 
abordarán Larguía y Dumoulin. 


El punto de partida de este tema está en el proceso de diferenciación 
entre “casa” y “trabajo”, o sea, la separación entre los procesos de 
producción social integrados al mercado capitalista a través de la 
división del trabajo, y los procesos ligados al consumo y la 
reproducción realizados en el ámbito doméstico, en el mundo privado 
y en la intimidad de la familia. En la teoría marxista, el foco puesto en 
los modos de producción implicaba mirar las relaciones entre la 
producción de bienes y de los medios de subsistencia. El otro lado de 
la ecuación, la producción de los seres humanos que a través de su 
trabajo van a participar en los procesos de producción, estaba mucho 
menos desarrollada desde el punto de vista teórico. Mucho se decía 


sobre los “modos de producción” pero casi nada sobre los “modos de 
reproducción”. La contribución del debate feminista marxista y, 
específicamente, el trabajo de Larguía y Dumoulin, responde a esta 
cuestión. ¿Cómo se producen los seres humanos, esa “mercancía” que 
es la fuerza de trabajo en el capitalismo? ¿Cómo opera la 
reproducción en el interior de la economía capitalista? 


Las actividades reproductivas se realizan en los hogares. En el 
capitalismo, la familia no tiene una función económica. No es una 
clase social. Se mantiene viva como una forma ética, ideológica y 
jurídica, pero también como ámbito de producción y reproducción de 
la fuerza de trabajo. El trabajo utilizado para la producción de este 
“bien” es sobre todo el trabajo de las mujeres. No es remunerado y sus 
verdaderas productoras, las mujeres, no lo pueden comercializar. 


Desde esta perspectiva, el patriarcado, como sistema de subordinación 
de las mujeres, adquiere importancia analítica. Si el hogar-familia es 
la institución social a cargo de la organización de la vida cotidiana y 
la reproducción, se debe prestar atención a su organización interna y a 
la diferenciación de los roles de hombres y mujeres. En el modelo de 
familia nuclear patriarcal, el varón trabajador, con su salario, aporta 
los recursos monetarios requeridos para el mantenimiento de la 
familia trabajadora, mientras la contrapartida del trabajo doméstico 
realizado por el “ama de casa-madre”, que transforma ese ingreso 
monetario en los bienes y servicios que permiten el mantenimiento y 
reproducción social permanece implícita e invisible. 


Es en este escenario de debate teórico y político que se inserta el 
trabajo de Larguía y Dumoulin. La familia patriarcal implica una 
división de la vida social en dos esferas bien diferenciadas: la esfera 
pública y la esfera doméstica (Larguía y Dumoulin, 1976), que 
tuvieron una evolución muy desigual: 


Si bien los hombres y las mujeres obreros reproducen fuerza de 
trabajo por medio de la creación de mercancías para el intercambio, y 
por tanto para su consumo indirecto, las amas de casa reponen 
diariamente gran parte de la fuerza de trabajo de toda la clase 
trabajadora. Solo la existencia de una enajenante ideología milenaria 
del sexo impide percibir con claridad la importancia económica de 


esta forma de reposición directa y privada de la fuerza de trabajo [...] 


El obrero y su familia no se sostienen solo con lo que compran con su 
salario, sino que el ama de casa y demás familiares deben invertir 
muchas horas en el trabajo doméstico y otras labores de subsistencia 


[al 


El trabajo de la mujer quedó oculto tras la fachada de la familia 
monogámica, permaneciendo invisible hasta nuestros días. Parecía 
diluirse mágicamente en el aire, por cuanto no arrojaba un producto 
económicamente visible como el del hombre (Larguía y Dumoulin, 
1976: 15-18). 


El trabajo doméstico, como parte de la cotidianidad, puede ser visto 
como el conjunto de tareas, habituales y repetitivas en su mayor parte, 
que asegura la reproducción social, en sus tres sentidos. Primero, la 
reproducción estrictamente biológica, que en el plano familiar 
significa gestar y tener hijos (y en el plano social se refiere a los 
aspectos sociodemográficos de la fecundidad); en segundo lugar, la 
organización y ejecución de las tareas de la reproducción de la fuerza 
de trabajo consumida diariamente, o sea las tareas domésticas que 
permiten el mantenimiento y la subsistencia de los miembros de la 
familia que, como trabajadores asalariados, reponen sus fuerzas y 
capacidades para poder seguir ofreciendo su fuerza de trabajo día tras 
día; y, por último, la reproducción social, es decir, las tareas 
vinculadas al mantenimiento del sistema social, en especial las 
relacionadas con el cuidado y la socialización temprana de los niños — 
también el cuidado de los enfermos y los ancianos- incluidos los 
cuidados físicos y la transmisión de normas y patrones de 
comportamiento aceptados y esperados (Larguía y Dumoulin, 1976). 
En esto, la reproducción biológica se confunde con la reproducción 
privada de la fuerza de trabajo. 


En suma, la tradición en que se inscriben Larguía y Dumoulin está 
anclada en el análisis de la organización social y el desarrollo del 
capitalismo, al vincular familia y domesticidad con el mercado de 
trabajo y la organización social de la producción. Se trataba, en su 
momento, de develar la “invisibilidad social de las mujeres”: en el 
trabajo doméstico no remunerado y socialmente no reconocido, oculto 


a la mirada pública, en la retaguardia de las luchas históricas, “detrás” 
de los grandes hombres. 


El reconocimiento del valor de la producción doméstica y del papel de 
las mujeres en la red social que apoya y reproduce la existencia social 
fue uno de los temas clave de los años setenta del siglo XX, en los 
nacientes análisis feministas y en las consignas de la lucha y las 
demandas del movimiento de mujeres. Reconocer y nombrar otorga 
existencia social, y esa existencia visible parecía ser un requisito para 
la reivindicación. De ahí la necesidad de conceptualizar y analizar lo 
cotidiano, lo antiheroico, la trama social que sostiene y reproduce. El 
debate teórico fue intenso: ¿qué producen las mujeres cuando se 
dedican a su familia y a su hogar?, ¿quién se apropia de su trabajo? 
En los años setenta, el reconocimiento del ama de casa como 
trabajadora generó también un debate político: ¿debería ser 
reconocida como trabajadora con derechos laborales? ¿Se le debe 
conceder un salario y una pensión? ¿O, antes bien, deben 
transformarse las relaciones de género en la domesticidad? A partir 
del estudio y la indagación sobre la naturaleza del trabajo doméstico 
se ponía al descubierto la situación de invisibilidad y subordinación de 
las mujeres. Estos saberes abrirían caminos diversos para revertir esa 
situación.[55] 


Frente a esta realidad de la división sexual del trabajo y las 
responsabilidades domésticas de las mujeres, el incipiente análisis 
feminista ponía su mira en el mundo del empleo. Parecía que, en tanto 
su subordinación estaba anclada en la distinción entre el mundo 
público y la vida privada, las mujeres debían salir de la esfera 
doméstica y participar en el mundo público —hasta entonces, un 
mundo predominantemente masculino—. Las tendencias seculares 
mostraban que esto ya estaba ocurriendo, y se manifestaba en el 
aumento de los niveles educativos y de la tasa de participación de las 
mujeres en la fuerza de trabajo. A partir de los años setenta, el 
incremento de la participación femenina en la fuerza de trabajo en 
América Latina fue de una magnitud enorme (Valdés y Gomariz, 
1995). 


Sin embargo, ¿qué sucede cuando las mujeres entran en el mercado de 
trabajo? Ya Saffioti lo había planteado. Hay pocas oportunidades para 
acceder a “buenos” puestos, las mujeres sufren discriminación salarial 
y deben seguir las definiciones sociales sobre las tareas “típicamente 


femeninas”, esto es, aquellas que expanden y reproducen los roles 
domésticos tradicionales (servicio doméstico y servicios personales: 
secretarias, maestras y enfermeras). La segregación y la discriminación 
son la regla. En suma, las relaciones de clase se combinan con la 
subordinación de género de manera específica, tanto en el mercado de 
trabajo (organización de la producción social) como en el ámbito de la 
domesticidad (organización de la reproducción social). Esta 
combinación —entendida como “doble jornada” en los análisis 
microsociales- se mantiene como fuente de tensión a lo largo del 
tiempo, y será objeto de diversas modalidades de intervención estatal. 
[56] 


Un espacio liminal y descentrado 


No es el objetivo de este capítulo trazar conclusiones claras y nítidas. 
Se trata de indagar en las formas de pensar las relaciones entre las 
múltiples dimensiones de la desigualdad y las lógicas de esas 
relaciones, tanto en la realidad social como en los modelos 
interpretativos desarrollados por intelectuales de la región. Para ello, 
se requiere el desarrollo de conocimientos situados, de reflexiones que 
combinan visiones teóricas fuertes con una inmersión en, o cercanía 
con, realidades sociales vividas, con la intención de contribuir a 
cambiarlas. Los tres elementos —conceptos, realidad, utopía— se 
entrelazan en los escritos abordados aquí. 


¿Qué se puede aprender de esta revisión a la luz de algunos de los 
debates y dilemas del siglo XXI? En primer lugar, un comentario sobre 
el tiempo, el proceso y el cambio. Los procesos complejos de cambio 
ligados al desarrollo capitalista en la región implican ritmos de 
transformación diferentes en distintos aspectos o dimensiones. Estas 
asincronías o desfasajes, sin embargo, no son aleatorios. El motor del 
cambio fue y sigue siendo el desarrollo de nuevas formas de 
organización económica, en aquel momento observadas en cada país o 
nación, mientras que hoy se consideran de manera mucho más 
explícita las interdependencias y entrelazamientos del nivel global. En 
el nivel de actores y sus escenarios, las preguntas son acerca de qué 
sucede con las poblaciones que están en el proceso de cambiar sus 


formas de trabajo y de vida. ¿Quiénes están preparados para este 
cambio? Fernandes muestra los legados intensos del trabajo esclavo 
entre la población negra en Brasil, y el desajuste entre sus modos de 
vida y los valores y exigencias del nuevo sistema. Stavenhagen pone 
en evidencia las continuidades y los nuevos desafíos que el desarrollo 
plantea a las comunidades agrarias indígenas. Saffioti se pregunta 
sobre los cambios en la situación de las mujeres. En todos los casos, se 
trata de que las formas aprendidas y vividas no encajan en las 
demandas del desarrollo capitalista. 


Estas disyunciones son centrales en las experiencias de formación de 
clase. Al respecto, el análisis se emparenta con el que Bauman hace de 
la “memoria de clase”. Bauman se refiere a la “memoria histórica” o 
“historia recordada” en tanto “propensión de un grupo hacia ciertos 
comportamientos de respuesta antes que a otros” (Bauman 2011: 10). 
Esta historia recordada “explica” las reacciones de un grupo ante el 
cambio en sus circunstancias de vida. Los resultados pueden ser 
diversos: desde la desorganización reflejada en profecías de una 
inminente catástrofe a la proliferación de utopías revolucionarias, 
realineamientos políticos, sociales y culturales. Dado que el proceso de 
articulación de la sociedad de clases es lento, en cualquier momento 
histórico, dice Bauman, son las estrategias de clase memorizadas las 
que proporcionan los patrones cognitivos y normativos para lidiar con 
lo que se experimenta como crítico. Sin embargo, se debe agregar algo 
al análisis de Bauman: las otras categorizaciones sociales —étnicas, 
raciales, nacionales, de género- se entrelazan con la experiencia de 
clase, y por lo tanto entran de un modo inseparable en la formación de 
los recuerdos —o, para utilizar el término de Bourdieu, habitus— que 
guiará las prácticas de los actores. 


En segundo lugar, los textos abordados aquí se pueden ubicar en la 
perspectiva de los análisis que enfatizan la tensión entre demandas de 
igualdad/redistribución, por un lado, y de reconocimiento de 
particularidades, diferencias e identidades, por el otro. Como modelo 
analítico, este paradigma fue elaborado en décadas posteriores (en 
especial Fraser, 1997). En los años setenta, se lo palpaba en la acción 
de los sujetos históricos más que en los paradigmas o modelos. Sin 
embargo, es claro que el análisis centrado en el desarrollo capitalista y 
en las sociedades de clases no se puede completar sin considerar el 
género y la etnicidad de manera explícita. Entonces y ahora, la 
sensación de vivir en un mundo de desigualdades e injusticias, y la 


intención de contribuir activamente a las luchas por la transformación 
de la situación histórica de los grupos discriminados y marginados, 
actúan como una fuerte motivación para investigar y llevar a cabo 
análisis y estudios. 


En tercer lugar, para volver una vez más al vínculo entre 
desigualdades y diferencias, se puede conectar el tipo de análisis aquí 
presentado con las discusiones actuales sobre la “interseccionalidad”, 
que aluden a la imposibilidad de analizar una dimensión de 
desigualdad aislada de las otras, ya que no se trata de efectos aditivos 
(desigualdad de clase que se suma a la de género, a la de edad y a la 
étnica, por ejemplo) sino de una articulación compleja, de una 
configuración. Pero ¿cómo se da esta combinación? ¿Existe algún 
modelo o teoría que permita elaborar una estrategia de análisis? ¿Se 
pueden establecer relaciones entre las diversas dimensiones 
implicadas que vayan más allá de la exhortación de no olvidar 
ninguna? 


Los autores considerados aquí comparten una perspectiva teórica en la 
que prima el desarrollo capitalista, y por lo tanto las desigualdades de 
clase son la clave para el cambio a nivel macrosocial. A partir de esa 
premisa, consideran y analizan, en situaciones históricas concretas, 
cómo juegan el género y la etnicidad/raza. Las propuestas 
contemporáneas (Roth, 2013) son más abiertas e indefinidas. Un paso 
importante para abordar la articulación compleja entre dimensiones 
de desigualdad es seguir el camino marcado por la distinción analítica 
entre las desigualdades de clase y las diferencias adscriptas y 
culturales, indagando las formas específicas en que se entrelazan en 
situaciones históricas concretas (Brubaker, 2015). La interacción entre 
estas diferentes dimensiones se cristaliza históricamente en estructuras 
de desigualdades; por lo tanto, la lucha por una mayor igualdad 
requiere actuar sobre sus interdependencias y entrelazamientos. 
Ninguna estrategia gradual de “uno por vez” puede transformar una 
estructura cristalizada (Fraser, 1997; Hirschman, 1971, 1998). 


Por fin, algo sobre la motivación para haber llevado a cabo este 
ejercicio. En un artículo reciente que se inserta en el debate post/ 
decolonial, Jose Mauricio Domingues (2009) completa su debate con 
los enfoques postcoloniales y decoloniales instando a sus exponentes a 
revisar sus supuestos, y a entrar en un diálogo más sistemático con las 
ciencias sociales. Al mismo tiempo, llama a la sociología 


latinoamericana a encarar una tarea teórica que vaya más allá de las 
descripciones regionales y las posiciones “críticas” poco definidas. 
Para ello, nos llama a retomar la fecunda tradición encarnada en 
analistas como Florestan Fernandes, Pablo González Casanova y Gino 
Germani. Leí este artículo mientras repasaba “a contrapelo” varios 
textos escritos por esa generación de autores, buscando la manera en 
que habían conceptualizado e investigado las diversas dimensiones de 
las desigualdades sociales. Mi búsqueda fue en cierta medida 
genealógica, orientada al origen o las raíces de las ideas y conceptos 
actuales. También me guió la creencia / intuición / memoria de que 
esa generación de pensadores combinó de manera muy especial y 
fructífera las inquietudes público-políticas con el rigor científico de 
sus investigaciones empíricas. Esta es la tradición que debemos 
reponer. Encuentro entonces una convergencia atractiva con el 
llamado de Domingues, hecho desde otro campo de interlocución. En 
suma, se trata de visitar a quienes pensaron la región latinoamericana 
desde una perspectiva histórica y estructural, reconociendo que 
América Latina es parte de la modernidad occidental y al mismo 
tiempo, ocupa un espacio liminal, descentrado, marcado por una 
inserción particular en el mundo global. Recuperar esta tradición 
puede ser una manera de contribuir a los procesos de emancipación, 
tanto presentes como futuros, en el subcontinente y a escala global. 
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7. Indigeneidades en pugna 


Ser un ecoguerrero hiperreal en Bolivia en el 
siglo XXI 


Andrew Canessa 


Cuando Avatar, la película de 2009 de John Cameron, se estrenó en 
Bolivia, el entonces presidente Evo Morales de inmediato la declaró 
uno de sus films favoritos. Si bien está ambientada en un planeta 
lejano, los na'vi, aun con su color de piel azul, orejas puntiagudas y 
largas colas, podrían ser identificados de inmediato como indígenas 
por el público global: tenían una visión holística de la naturaleza y la 
cultura, utilizaban arcos y flechas, llevaban una vida sencilla pero feliz 
y se oponían a una despiadada corporación que intentaba saquear sus 
recursos naturales. Es difícil no simpatizar con los na'vi en esta 
historia como, de hecho, es difícil no simpatizar con muchos de los 
grupos alrededor del mundo que son despojados de sus tierras porque 
se interponen en el camino del “desarrollo”. Aunque la cuestión de 
quién es indígena es un tema espinoso, si uno transportara los na'vi al 
Amazonas pocos dudarían de que el pueblo que ataca a los tractores 
con arcos y flechas para salvar sus tierras no es indígena. Asimismo, es 
fácil ver por qué un presidente indígena abogaba en ese momento por 
una película que empodera a los pueblos indígenas frente a las 
grandes corporaciones extranjeras. 


En efecto, sus comentarios y el hecho de que asistió al estreno en La 
Paz con su hija de 15 años de edad se divulgaron ampliamente en la 
prensa en toda América Latina, sobre todo en Bolivia, y su rostro 
apareció representado al estilo na*vi, con una tonalidad azul, en 
caricaturas y fotomontajes en numerosas publicaciones (como en La 
Nación del 12 de enero de 2010). Los académicos también se 


ocuparon del tema y los Bebbington (2011) titularon uno de sus 
artículos “An Andean Avatar” (Un Avatar andino). 


En una imagen satírica publicada por el diario español El Mundo en 
2010, se representa el póster de la película de “MASfilms” en 
referencia al Movimiento al Socialismo (MAS), el partido al que 
pertenece Evo Morales, cuya leyenda dice: “Si no se torna azul, no 
sobrevivirá los próximos cinco años”. De hecho, Morales había 
realizado un esfuerzo considerable para presentar sus credenciales 
indígenas en todo el mundo y había tenido mucho éxito en el uso del 
lenguaje de la indigeneidad para hacer campaña contra el 
calentamiento global y la autonomía de los recursos energéticos de 
Bolivia. Identificarse con Avatar y los na"vi, sin duda, le sentaba bien. 


Imagen 7.1. Dibujos de Tipnis estilo Avatar 


Fuente: La Prensa, 4 de agosto de 2011. 


Imagen 7.2. Evotar 


Fuente: O Anna Laing. Reproducida con autorización. 


A fines de 2011, sin embargo, Morales aparece representado como un 
poder hostil en un conflicto con los pueblos indígenas en las tierras 
bajas de Bolivia. Como sugiere una caricatura de La Prensa (figura 
7.1), a los na"vi se los identifica con los residentes del Tipnis, el 
Territorio Indígena y Parque Nacional Isiboro-Securé. El gobierno de 
Morales propuso abrir una carretera a través de la reserva Tipnis y, lo 
que es más sorprendente todavía, fue imaginado por muchos de los 
manifestantes del otro lado de la brecha de Avatar (Laing, 2015). 


Una imagen de Anna Laing (figura 7.2), realizada en una marcha en 
Tipnis, muestra a Evo en un tractor arrasando la selva, aplastando los 
árboles y a punto de enfrentarse a un na*vi armado solo con un arco y 
una flecha. Justo detrás de la cabina del tractor hay una bandera, una 
wiphala multicolor, el símbolo del movimiento indígena en Bolivia. 
¿Cómo es que se caracterizó al “primer presidente indígena del 


mundo” del lado equivocado de una lucha evidentemente indígena, 
sin duda digna de una película de Hollywood? ¿Cómo fue que, en el 
transcurso de unos pocos meses, su representación pasó de un na'vi de 
azulado a estar del lado de las corporaciones multinacionales y sus 
topadoras? ¿Qué dice esto, por otra parte, de los discursos sobre la 
indigeneidad en Bolivia en que la posición simbólica puede 
transformarse por completo? 


El caso Tipnis al que se refieren las caricaturas constituyó un hito en 
el que se desencadenaron algunas de las contradicciones de la 
imaginación indígena de Bolivia, aunque los signos habían estado allí 
durante mucho tiempo, dado que el gobierno de Morales (2006-2019) 
continuó una política económica que favoreció el extractivismo (gas, 
petróleo y litio) (Bebbington y Bebbington, 2011; Farthing, 2009) 
incluso cuando fomentó un protagonismo cada vez mayor de la 
indigeneidad en la vida nacional. Tipnis es el Territorio Indígena y 
Parque Nacional Isiboro-Securé. En su propia denominación equipara 
a los pueblos indígenas, en sentido literal y figurado, con la 
preservación y protección de la vida silvestre. El tema en cuestión, que 
ha sido ampliamente discutido, giró en torno a la construcción de una 
carretera a través del parque para crear una mejor infraestructura 
entre Bolivia y Brasil (Canessa, 2014; Fabricant y Postero, 2015; 
Laing, 2015; Sánchez López, 2015; McNeish, 2013). La protesta contra 
la construcción de la carretera enfrentó a los habitantes del Tipnis con 
los indígenas cocaleros, que pretendían la carretera para expandir 
nuevas áreas para el cultivo. La cuestión de fondo, sin embargo, fue lo 
que el gobierno de Morales consideró como el interés de la nación y el 
desarrollo económico que podría contribuir para continuar las 
políticas de redistribución de su gobierno. [57] 


Hay, al menos, dos sentidos enfrentados respecto de qué es la 
“indigeneidad” en Bolivia y cómo puede desplegarse la imagen de los 
indígenas como protectores del medio ambiente. Mucho antes de que 
surgiera el problema del Tipnis, Morales colocó la indigeneidad en el 
centro mismo de la expresión de legitimidad de su gobierno y, 
además, creó una serie de rituales públicos que coincidían con su 
retórica de haber creado un Estado indígena. Su gestión presentó una 
nueva Constitución nacional que concedió derechos a las comunidades 
indígenas: el reconocimiento para administrar sus propios recursos y 
el derecho a ser consultadas sobre las áreas de desarrollo. La 
asociación de productores de coca con frecuencia argumentaba en 


contra de la erradicación de ese cultivo, a través de un discurso 
centrado en la naturaleza indígena de la hoja de coca. En juego, aquí, 
no solo había nociones en pugna de lo que Ramos (1994) denomina 
“indio hiperreal”, un simulacro de lo indígena que opera políticamente 
pero con poca referencia a personas reales, sino, antes bien, diferentes 
perspectivas sobre qué significa ese concepto en relación con el 
Estado. La escala en que se despliegan las imágenes de la indigeneidad 
también está en cuestión. La indigeneidad funciona en una escala 
global, cuyas imágenes se entienden con facilidad en todo el mundo. 
Muchos grupos locales participan de forma dinámica con estos 
discursos, a menudo mediados por las ONG, para presionar a los 
gobiernos nacionales en las luchas por territorios y derechos. En 
Bolivia, sin embargo, el gobierno nacional se presenta como indígena 
y también aboga por el cambio climático y la gestión de recursos. Las 
dos escalas de despliegue de imágenes a veces estaban en conflicto 
directo y, por consiguiente, explican por qué el presidente boliviano 
podía, a la vez, ser un na"vi azul que lucha contra el capitalismo 
global y un conductor despiadado de topadoras del “desarrollo”. 


Sin embargo, esto no significa que esas contradicciones se agoten en la 
persona del entonces presidente, sino que se realizan en los conflictos 
entre los distintos sectores y los diferentes pueblos indígenas. Después 
de más de dos décadas de trabajo de campo entre los aymara- 
hablantes de las tierras altas, y más recientemente de las tierras bajas, 
estoy impresionado por la diversidad de la experiencia, incluso dentro 
de este grupo lingiístico al que los discursos de la indigeneidad 
pueden, por cierto, empoderar pero también marginar a aquellos 
menos capaces de articular discursos oficiales; y, en el caso de los 
migrantes a las tierras bajas, los discursos indígenas pueden ser 
utilizados para despojar a otros pueblos indígenas. Pensar la 
indigeneidad en los términos discursivos de los desposeídos 
poscoloniales es sencillamente inútil para el abordaje de estas 
tensiones y contradicciones. 


A continuación, voy a explorar el ejemplo de Bolivia, donde se han 
desplegado los discursos de la indigeneidad como elementos centrales 
del liderazgo y la gobernanza, y examinaré la paradoja evidente de la 
fuerte oposición de algunas comunidades indígenas a lo que pareció 
ser el gobierno más proindígena de la nación, y muy posiblemente del 
continente, después de la historia de la conquista. Describiré en 
primer lugar cómo la indigeneidad se convirtió en una herramienta 


del arte de gobernar (statecraft) y gobernabilidad en Bolivia. 


Evo Morales y el Estado indígena 


Sin duda, Bolivia es un caso ejemplar de lo que se ha descripto como 
el despertar indígena en América Latina; que Evo Morales ganara las 
elecciones presidenciales en 2005 es tanto un producto de este 
despertar como un factor que contribuyó al establecimiento de las 
condiciones políticas y sociales para hacer que la identidad indígena 
fuera cada vez más aceptable (Bengoa, 2000; Brysk, 2000; 
Stavenhagen, 2002). Es importante destacar, sin embargo, que aunque 
la movilización de los pueblos indígenas aumentó después de la 
reformas neoliberales en los años noventa, muchos de ellos no se 
movilizaron como indígenas per se, sino, antes bien, como ciudadanos 
bolivianos que, además, eran indígenas (Postero, 2007: 221). 


Esto es un punto importante porque marca un cambio significativo en 
los pueblos indígenas que, de estar en los márgenes del Estado nación 
y, en el mejor de los casos, representados por mestizos y criollos, 
pasaron a una posición ascendente en la que se los considera más 
capaces para defender el patrimonio nacional. Se trata de una 
transformación escalar importante para entender la indigeneidad 
contemporánea. Este cambio fue manipulado con habilidad por 
Morales quien, hacia 2002, comenzó a adoptar una retórica que 
posicionaba a los pueblos indígenas como los guardianes morales del 
Estado nación, los más competentes para defender sus recursos 
naturales. Antes de 2002, él no se identificaba públicamente como 
indígena, sino como el líder del sindicato de cocaleros. 


En unos pocos unos años, Evo Morales se convirtió en el líder indígena 
más conocido del mundo y en un conferencista habitual en las 
Naciones Unidas. En 2009 cabildeó con éxito en la ONU para que se 
declarara el 22 de abril como el Día de la Madre Tierra con el 
argumento explícito de que el mundo debía mostrar el mismo respeto 
por el planeta que el que tienen los pueblos andinos por la 
Pachamama, una deidad de la tierra. En septiembre de ese año fue 
galardonado con una medalla y un pergamino durante su 


nombramiento como Defensor Global de la Madre Tierra. En octubre 
de 2015 fue el propio Morales quien, en la Conferencia Mundial de los 
Pueblos sobre el Cambio Climático y la Defensa de la Vida, entregó un 
galardón al famoso activista indígena estadounidense Leonard Peltier 
y lo nominó como Defensor de los Pueblos Indígenas y la Madre 
Tierra, manteniendo su posición como líder indígena global (Native 
News Online, 2015). En septiembre de 2015, logró que la ONU 
adoptara los preceptos incas de “no mientas, no robes y no seas 
perezoso” como un ethos orientador para su personal burocrático. De 
hecho, este eslogan también está consagrado en la actualidad en la 
Constitución boliviana y fue traducido a varias lenguas indígenas. 
Aquí, como en otros lugares, la indigeneidad se descontextualiza de 
sus raíces culturales y se torna explícitamente global. Asimismo, no 
hay nada desafiante en este código moral inca; de hecho, es difícil 
imaginar una cultura cuyo marco moral apruebe que las personas 
mientan, roben o sean perezosas. Así, la indigeneidad se convirtió en 
un producto básico global accesible a todos. Este es Evo Morales como 
un guerrero na”vi par excellence. 


Morales ha sido sin duda un maestro en el despliegue de la retórica 
indígena en el escenario global, pero ¿de qué manera es significativo 
pensar que ha transformado a Bolivia en un Estado indígena? Desde el 
punto de vista constitucional, el país es un Estado multicultural y 
plurinacional, pero la nueva Constitución privilegia a ciertos 
ciudadanos indígenas sobre otros, en particular al tipo de ciudadano 
descripto en su texto como “campesino originario indígena”. Más 
importante aún, en el transcurso de su mandato Morales fue 
desarrollando una visión más homogénea sobre qué significa la 
indigeneidad en el país, un concepto que estuvo en el centro de su arte 
de gobernar desde el día en que asumió. 


Evo Morales marcó de inmediato las credenciales indígenas de su 
gestión, cuando le restó importancia a la ceremonia de inauguración 
constitucional y la reemplazó por una ceremonia indígena en el 
principal sitio arqueológico del país: Tiwanaku. Morales puso de 
manifiesto que su legitimidad derivaba de la autoridad de los pueblos 
indígenas y las culturas que él representaba. En su discurso, condenó 
al “Estado colonial que permitió el saqueo permanente de los recursos 
naturales de esta noble tierra, un Estado colonial disciplinador, un 
Estado colonial que siempre nos ha visto, a los pueblos indígenas del 
mundo, como salvajes, como animales”. Pero en Tiwanaku también 


dirigió su retórica contra el sistema capitalista mundial y levantó la 
bandera de la lucha en defensa de la Tierra y la humanidad contra el 
capitalismo, y expuso sus ideas de “Buen Vivir”, que plantean los 
valores indígenas y comunitarios ante el imperativo capitalista de 
extracción y crecimiento. En Tiwanaku describió los valores de “Buen 
Vivir” de la siguiente manera: 


Vivir bien significa vivir en armonía con todos y con todo, entre los 
seres humanos y nuestra Madre Tierra; y en consecuencia implica 
trabajar por la dignidad de todos. Y hoy en día es más importante que 
nunca saber compartir, saber cómo distribuir la riqueza de manera 
equitativa. Lo que le pertenece al pueblo es para el pueblo. 
Democratizar la economía. Es por eso que nacionalizamos los recursos 
naturales: con el fin de que estos recursos vuelvan al pueblo boliviano. 


De hecho, la promoción del “Buen Vivir” se presenta como una 
responsabilidad del Estado en el art. 8 de la Constitución. 


Evo volvió a Tiwanaku muchas veces para renovar su mandato o para 
celebrar el Año Nuevo Aymara el 21 de junio, durante el solsticio de 
invierno. Esta celebración, que data de finales de los años ochenta, 
hoy se ha extendido a muchas comunidades. Durante su gobierno, 
como demostró el trabajo de Anne Ebert (2015), Morales envió 
ministros de Estado a todas las capitales de departamento con el fin de 
celebrar el solsticio -el Año Nuevo indígena- y, así, esta tradición 
andina inventada fue nacionalizada y celebrada como parte de la 
política pública en los departamentos y provincias, lejos de las tierras 
altas donde se originó. No se trata solo de tornar andinos al Estado o 
la cultura indígena, sino del intento de crear una nueva cultura 
nacional basada en los principios indígenas. De algún modo evoca al 
movimiento de construcción de la nación de muchos Estados 
latinoamericanos, como México después de la revolución, que intentó 
crear una nueva cultura nacional basada en los valores del pueblo 
mestizo. En este caso la nación fue imaginada como indígena. 


Si gran parte de la política de la indigeneidad estriba en la diferencia 
y el reconocimiento de los derechos culturales, entre otros, de los 


grupos minoritarios, el gobierno de Evo Morales afirmó una visión 
muy diferente de ese concepto: una cultura nacional homogénea para 
la mayoría. La política de los años noventa parecía una celebración de 
la diversidad y la multiplicidad de las culturas indígenas, a saber: la 
formación de un Estado multicultural y plurinacional. Evo Morales 
pareció volver a un patrón de relaciones étnicas mucho más antiguo, 
en el que se cree que los pueblos indígenas ocupan una posición 
estructuralmente distinta, ya sea como los vencidos en la conquista, 
una categoría fiscal, un grupo racial o una clase social. Visto desde 
esta perspectiva histórica, Morales pareció intentar la creación de un 
nuevo tipo de relación entre los pueblos indígenas y el Estado. Un 
Estado en que el indígena es privilegiado en vez de ser desfavorecido 
(Blackburn, 2009); sin embargo, él heredó una larga tradición de 
considerar a los pueblos indígenas esencialmente como una categoría 
homogénea, una donde comparten un posicionamiento político pero, 
al parecer, también un conjunto de tradiciones y creencias. 


Ciudadanía indígena 


En mi propia investigación etnográfica en las tierras altas de Bolivia, 
en la provincia de Larecaja, cito a los comerciantes de habla aymara, 
hijos de campesinos, que comentaron que la población indígena rural 
“no tiene ciudadanía” y, a su vez, los pobladores indígenas rurales 
estuvieron de acuerdo: se sintieron discriminados por la policía y los 
jueces por ser “indios” y ni siquiera participan en las celebraciones del 
Día nacional de la Independencia por considerarlo de interés solo para 
blancos y mestizos. Como me dijo un amigo aymara-hablante: “Esa 
fecha del 6 de agosto fue cuando los blancos y mestizos hicieron 
aparecer al gobierno de Bolivia. El 6 de agosto ha existido desde 
entonces”. No hay duda de que en Bolivia el pueblo fue empoderado 
por el grito de Morales la noche de su elección: “¡Ahora somos todos 
presidentes!”, y lo que esto implicaba para los indígenas bolivianos 
(Grisaffi, 2013). 


En Bolivia, por otra parte, el lenguaje de la indigeneidad política fue 
utilizado con claridad por diversos grupos como una crítica explícita 
de la globalización neoliberal (Canessa, 2007; Sieder, 2002; Van Cott, 


2002; Postero y Zamosc, 2004; Yashar, 1998), pero también se usó 
para defender una nueva relación con el Estado nación (Postero, 2007: 
17), es decir, un nuevo sentido de ciudadanía y derecho. Es evidente, 
sin embargo, que esta ciudadanía no está distribuida de manera 
uniforme, dado que algunos grupos son capaces de movilizarse de una 
manera más efectiva que otros (Escobar, 2010; Gustafson, 2002). Los 
más célebres son los productores de coca (Grisaffi, 2010), que fueron 
capaces de articular una versión light (2010: 433) de la indigeneidad, 
centrada en las relaciones con el Estado, arraigada en la hoja de coca 
como una metonimia de un conjunto más amplio de injusticias 
coloniales y poscoloniales. El trabajo de Nicole Fabricant con los 
campesinos sin tierra en las tierras bajas orientales (2012) ofrece un 
análisis comparativo de los grupos movilizados que utilizan la tierra 
como un tropo indígena de participación política. En estos dos últimos 
casos, los de los cocaleros y el Movimiento Sin Tierra, estos 
movimientos sociales no solo forjaron nuevas relaciones con el Estado, 
sino que se convirtieron en sus aliados cercanos. Sin embargo, no 
todos los grupos tienen ese acceso privilegiado. 


Las tensiones con los indígenas durante el gobierno de Morales a 
menudo se ven en términos simples, como entre los habitantes de las 
tierras altas y las bajas, pero, de hecho, la tensión real ocurre entre lo 
que podríamos llamar grupos indígenas territorializados —ya sea en las 
tierras altas o las tierras bajas— y los grupos desterritorializados, 
algunos de los cuales son colonos, pero muchos otros viven en las 
ciudades. Para los primeros, la indigeneidad es un discurso que se 
relaciona más estrechamente con la autonomía sobre la tierra, 
mientras que para los segundos es una identidad nacional que los 
incluye en un rol central e implica que los recursos de la nación están 
para a ser explotados en su propio beneficio; además son quienes 
“mantuvieron una reivindicación de la indigeneidad a pesar de su 
reterritorialización en los nuevos espacios geohistóricos” (Garcés, 
2011: 51-52). Se trata de otra cuestión escalar qué determina la 
conciencia indígena: una distinción entre quienes reivindican la 
indigeneidad como ciudadanos bolivianos descendientes de pueblos 
precolombinos y quienes lo hacen en términos de determinado 
territorio subnacional, para el que buscan cierta autonomía del 
Estado. La distinción es crucial porque los primeros reivindican la 
indigeneidad dondequiera que se encuentren en el territorio nacional, 
mientras que los segundos lo hacen en términos de un territorio 
mucho más acotado. 


Ciudadanos indígenas diferenciados 


El Estado boliviano bajo el mandato de Evo Moralas celebraba de 
forma explícita la diversidad mediante el reconocimiento de su 
naturaleza pluricultural y, por ejemplo, en la traducción del “Buen 
Vivir” a varias lenguas indígenas en la Constitución. En la práctica, sin 
embargo, el Estado estaba mucho más interesado en celebrar los 
valores de las tierras altas que los de las tierras bajas. En un plano más 
concreto, apoyaba o incluso fomentaba activamente la colonización de 
las tierras bajas por los oriundos de las tierras altas. 


El colapso de la minería en los años ochenta generó un movimiento 
masivo de la población de las tierras altas a las bajas. Algunos se 
trasladaron a las áreas tradicionales de cultivo de coca en las yungas, 
pero muchos migrantes fueron de las tierras altas a zonas como la 
región del Chapare y comenzaron a cultivar hoja de coca. Es en el 
Chapare donde Evo Morales tiene su base política y también donde se 
forjó su visión política. Las comunidades del Chapare no son el tipo de 
comunidades históricamente territorializadas que se ven en las tierras 
altas o bajas, con una larga historia de asentamientos y rituales 
complejos que unen a las personas, sino antes bien un conjunto de 
nuevas comunidades centradas en una actividad económica, que 
durante décadas estuvieron sujetas a la intervención militar, incluido 
el ejército estadounidense. A diferencia de otros campesinos aymaras 
y quechuas, los productores de coca de esta y otras regiones se 
dedican al monocultivo comercial y ganan buen dinero, y estas áreas 
continúan atrayendo a migrantes temporales o permanentes en busca 
de una vida mejor. 


Los cocaleros son, por lo tanto, uno entre varios grupos de personas — 
campesinos sin tierra, habitantes urbanos, colonos de las tierras altas 
en las tierras bajas- que provienen de comunidades indígenas 
“tradicionales” y tienen una conciencia histórica del racismo y la 
injusticia, pero que no se identifican con las formas de vida y los 
valores culturales de sus comunidades de origen. En épocas anteriores, 
estas personas económicamente dinámicas habrían estado en vías de 
convertirse en mestizos y aceptar los valores de la sociedad mestiza- 


criolla dominante. Ese modelo de asimilación, sin embargo, en gran 
parte caducó y lo que encontramos es un gran número de personas 
que no se ven a sí mismas ni como mestizas ni como jaqi o runa, las 
palabras en aymara y quechua para quienes mantienen un estilo de 
vida tradicional. En las zonas urbanas, las nuevas clases medias 
ascendentes son cada vez menos propensas a identificarse como 
mestizas, pero elegirían hacerlo como indígenas o chola incluso 
cuando sus estilos de vida parecen estar más en consonancia con las 
clases medias urbanas. Miriam Shakow (2014) muestra con claridad 
que las personas que ascienden del campesinado indígena rural a las 
clases medias profesionales son profundamente ambivalentes con 
respecto a su identidad indígena, pero lo que está claro es que no se 
identifican con las clases dominantes blancas. Un aspecto en que los 
bolivianos con movilidad ascendente se identifican como indígenas es 
cuando se fundamentan en sus orígenes para legitimar sus 
aspiraciones políticas, en especial si participan del MAS. El trabajo de 
Alessandra Pellegrini Calderón (2016) con los productores de coca 
establece esta posición aún con mayor claridad: los campesinos 
cocaleros que hablan aymara consideran la indigeneidad de forma 
explícita como un discurso del MAS y verían con desdén a sus primos 
de las tierras altas, que son más tradicionalmente indígenas a sus ojos. 
Lo que resulta notable aquí es que los productores de coca citados por 
Pellegrini Calderón a menudo ganan más que los médicos en La Paz, 
sin embargo se abstienen de cualquier identificación con la clase 
media blanca o mestiza. Para ellos la indigeneidad es, sobre todo, 
asegurar derechos económicos y políticos, y no una cuestión de 
identidad cultural. 


La población urbana, los productores de coca y los colonos de las 
tierras altas en las tierras bajas constituyen una mayoría de personas 
identificadas como indígenas en el censo de 2001. De hecho, es muy 
posible que constituyan una mayoría absoluta de la población 
boliviana. No debería sorprender, entonces, que el modo de 
indigeneidad dominante en el país durante la presidencia de Evo 
Morales se refiriera a una población dinámica, que participa en 
actividades de mercado en la búsqueda de crecimiento económico, en 
vez de una población que busca sacrificar el crecimiento económico en 
favor del “Buen Vivir”.[58] 


Esto nos lleva a una contradicción fundamental en la política de la 
indigeneidad de Bolivia: el gobierno de Evo Morales defendió los 


derechos de los pueblos indígenas y la protección del medio ambiente; 
el “Buen Vivir” se priorizó por sobre el crecimiento económico y 
Morales fue declarado “Héroe Mundial de la Madre Tierra”, aun 
cuando se persiguió una agresiva política a favor de la extracción de 
recursos (Bebbington y Bebbington, 2011; Farthing, 2009; Gudynas, 
2011; Stróbele-Gregor, 2012) y la agricultura de monocultivo en 
forma de coca. 


El primer punto de esa contradicción fundamental se relaciona con las 
preocupaciones de los pequeños grupos indígenas, que necesitan 
protección de los agronegocios y las industrias extractivas. El segundo, 
con un desarrollo de estas industrias a favor de los pequeños 
agricultores capitalistas y los pobres urbanos. La cuestión no es tanto 
el desarrollo económico o, incluso, de qué tipo debería ser, sino quién 
debería controlarlo y cómo se distribuirán los recursos. 


La insistencia constitucional en que los pueblos indígenas tienen 
control sobre sus territorios reconocidos y pueden optar por rechazar 
la explotación en sus tierras entra en conflicto con la percepción de la 
necesidad de un crecimiento económico basado en las industrias 
extractivas y la agricultura intensiva. 


Colonos indígenas 


El concepto globalizado presenta a los indígenas como sujetos de la 
colonización y muchos académicos se han pronunciado a favor de un 
compromiso productivo con las nociones de indigeneidad, 
precisamente porque es un medio a través del cual las personas con 
escaso poder pueden reclamar justicia. Sin embargo, la justicia y la 
falta de poder son conceptos relativos, y existe el peligro de suponer 
que los pueblos indígenas están siempre y en todo lugar en lo correcto 
o incluso que son, por definición, los colonizados, nunca los 
colonizadores. 


La historia de Bolivia puede describirse con facilidad como la historia 
de la opresión de los descendientes de poblaciones europeas al 
servicio de la agroindustria y la minería dominadas por los blancos. 
No puede haber, sin duda, ningún problema en celebrar la eliminación 


del poder de la élite blanca por parte de un gobierno que representa a 
la mayoría indígena. Esta es, sin embargo, una lectura de la historia 
demasiado simplista. Hay un problema grave cuando la idea de 
indigeneidad oscurece la diferenciación interna y, para tomar el caso 
concreto de Bolivia, cuando los campesinos de las tierras altas llegan a 
las tierras bajas poco pobladas del Este como ciudadanos indígenas 
para ocupar zonas que no se utilizan o están infrautilizadas. No 
utilizadas desde la perspectiva de los colonos, pero no exactamente sin 
usar desde la perspectiva de los pueblos igualmente indígenas que 
viven allí. Hay un grave problema al asumir siempre “la carga 
compartida y la igualdad de los grupos indígenas” (Pelican, 2009: 61; 
Kenrick y Lewis, 2004), es decir, el punto de vista de que los pueblos 
indígenas siempre están —volviendo a la película de Cameron- en la 
posición de los na'vi. 


En una visita a la ciudad de Rurrenabaque en las tierras bajas, hablé 
con muchos migrantes aymaras y quechuas que habían llegado, en su 
mayoría, con la apertura de la carretera hacia la capital en los años 
ochenta, que generó las condiciones para el asentamiento. Hoy en día, 
Rurrenabaque está dominado por los comerciantes aymaras y 
quechuas; Rubén, comerciante aymara, me contó cómo era: 


He estado aquí veinte años. Al principio, cuando llegué, no había 
nada, nada: ni carretera, ni electricidad. Era tranquilo entonces, 
simple, ¿no ve? Ahora hay mucho movimiento; me gustaba más antes. 
[...] ¿Sabe, usted? Estos paisanos no sabían hacer nada. Nosotros [los 
inmigrantes] hemos hecho de Rurrenabaque lo que es hoy día. La 
gente aquí no sabe lo que es trabajar. Nosotros hemos civilizado este 
lugar. 


La idea de que los migrantes aymaras y quechuas civilizan las tierras 
bajas es un tema persistente en toda la región. Otro comerciante, 
Marcelino, me dio otra explicación, bastante típica, pero añade un 
importante elemento de género: 


Oh, sí, tengo esposa. Ella está en Santa Cruz; pero también tengo una 


esposa aquí, una muchacha joven. Ella tiene 22 años [Marcelino tiene 
45 años]. Tengo un hijo con ella. La gente aquí es muy simple. Cuando 
llegué hace veinte años no había nada. Hemos traído la civilización. 
Ellos no entienden. En aquellos días, sabían vender una mujer por 
veinte pesos. [Risa] Aquí es muy fácil tener una mujer. 


La yuxtaposición de colonización y “toma” de las mujeres indígenas 
no es casual; es y ha sido, de hecho, tanto una imagen como una 
práctica de la conquista desde la llegada de los españoles (Canessa, 
2012b). La diferencia en este caso radica en que es un aymara quien 
invoca este tipo de relación, y se inserta así en una relación colonial 
como colonizador en vez de colonizado. Como veremos a 
continuación, Evo Morales no era de ninguna manera ajeno a este tipo 
de lenguaje. Sin embargo, no es solo una cuestión de lenguaje, ya que 
casarse en una comunidad indígena también dará acceso a los 
derechos sobre la tierra.[59] 


El argumento de ser indígena, y por lo tanto de tener el derecho de 
establecerse en cualquier territorio indígena que se elija, pone de 
manifiesto la necesidad de una distinción legal o incluso conceptual 
entre grupos indígenas. Este ejemplo también demuestra cómo ciertos 
grupos indígenas —ya sea desde dentro o desde fuera- son percibidos 
como poseedores de mayor legitimidad y poder que otros. Por lo 
tanto, al pasar por alto las diferencias fundamentales entre los 
diversos grupos, el Estado no solo no reconoce la jerarquía de poder 
entre las culturas indígenas sino que, de hecho, la está exacerbando: 
“El reconocimiento por el poder puede, y lo hace cada vez más, 
implicar tantos problemas como el abandono y la marginación que 
viene de una falta de interés estatal” (Dombrowski, 2002: 1071). 


Esto también señala, una vez más, un problema escalar cuando se 
consideran los problemas y la identidad indígenas. Claramente, en 
algunos contextos los habitantes de las tierras altas adoptan la opinión 
de que son indígenas dondequiera que se encuentren en el país y que, 
como indígenas, tienen el derecho de ocupar y cultivar tierras cuando 
las consideran desocupadas. Evo Morales y los colonos compartían la 
idea de que los indígenas de las tierras bajas estaban asentados en 
vastas extensiones de tierras improductivas, y mostraban poca 
tolerancia con las opiniones de los habitantes de las tierras bajas. 


El caso Tipnis 


El persistente caso Tipnis, con el que abrimos este capítulo, expuso las 
tensiones dentro del entonces gobierno de Morales y se abrió camino 
en sus propias contradicciones. Lo sorprendente, quizás, es que estas 
tensiones hayan tardado tanto tiempo en surgir. 


La carretera es parte de una inversión de infraestructura a nivel 
continental realizada por Brasil, que proporciona casi la totalidad de 
los fondos para su construcción. Desde una perspectiva local, es 
importante porque conecta el Chapare (un área de cultivo de coca) 
con Brasil sin tener que pasar por Santa Cruz, principal lugar de 
oposición a Morales. La carretera a través de Tipnis también abrirá el 
área para su posterior colonización por parte de los productores de 
coca del Chapare y, a pesar de las protestas que se produjeron en 
mayo de 2016, Morales insistió en que se construiría, aunque aún no 
se había establecido un cronograma. Esta colonización es ilegal, pero 
el Estado no pudo o no quiso detenerla. No hay duda de que los 
habitantes locales entienden que la colonización intensiva será la 
primera gran consecuencia de la carretera. No sorprende, entonces, 
que los cocaleros la apoyen plenamente. 


Como una forma de evadir la mala publicidad, en 2011 Morales 
sugirió una consulta más amplia que incluyera a personas fuera del 
Tipnis, como el Chapare. Morales parecía creer que había consultado 
con los pueblos indígenas, pero no solo los que viven en el Tipnis. Su 
gobierno, en cualquier caso, representaba a la mayoría de la población 
indígena en el país y parece que su error de cálculo político residió en 
su confusión sobre el lugar que los ciudadanos indígenas tenían en el 
Estado que él dirigía y el derecho constitucional de los pequeños 
grupos para resistir al Estado, aun cuando estuviera legitimado por el 
apoyo de una mayoría indígena. 


Lo interesante, también, es que en agosto de ese año se hizo eco de la 
visión de la colonización expresada por Marcelino en Rurrenabaque. 
En la entrevista realizada por La Razón, el 1* de agosto, el 
comerciante aymara les pedía a los residentes del Chapare que 


convencieran a los indígenas del Tipnis para que dieran luz verde a la 
construcción: “Ustedes, compañeras y compañeros, necesitan explicar, 
guiar a las compañeras indígenas. Su propio alcalde se está moviendo 
para convencerlas de que no se opongan [a la carretera]”. Luego 
agregó: “Si tuviera tiempo, me gustaría ir a conquistar a las 
compañeras yuracaré y las convencería de que no se opusieran. Es 
decir, jóvenes, tienen instrucciones del presidente para conquistar a 
las mujeres yuracaré, para que no se opongan a la construcción de la 
carretera”. De inmediato consultó a los residentes: “¿Aprobado?”. Y se 
escucharon aplausos de los allí reunidos. El comentario se señala, 
particularmente, porque las mujeres fueron muy importantes en las 
marchas desde el Tipnis. Las mujeres del Tipnis con frecuencia 
encabezaban las marchas, a menudo con sus hijos, en un esfuerzo por 
aplacar la violencia de la policía (Achtenberg, 2012). 


¿Quién es azul? 


Desde los primeros años de este siglo y antes de la elección de Morales 
en 2005, la indigeneidad ofreció un nuevo lenguaje político en 
Bolivia. No es sorprendente que varios grupos, así como el propio 
Morales, se hayan apoderado de inmediato de la película Avatar. 
Después de todo, este éxito de taquilla internacional articuló muy bien 
la idea globalizada de indigeneidad, que enfrentó a las personas 
“tradicionales” con las multinacionales despiadadas. La indigeneidad 
se ha convertido en un discurso político tanto o más —tal vez más, en 
muchos casos— que en una identidad personal. El resultado de su 
amplia popularidad es que las personas en lados opuestos de un 
conflicto pueden reclamar sus símbolos por igual. 


Gran parte del debate reciente en Bolivia dividió al país en tierras 
altas dominadas por campesinos aymaras y quechuas, los partidarios 
“naturales” de Evo Morales, y tierras bajas dominadas por una clase 
blanca de terratenientes que incluía una gran cantidad de pequeños 
pueblos indígenas, diversos y marginados (Perreault y Green, 2013). 
Las divisiones políticas nacionales a menudo no siguen estos 
lineamientos, pero este esquema oculta diferencias importantes. 
Muchos grupos de las tierras altas también estaban excluidos de la 


indigeneidad nacional de modos similares a los campesinos de las 
tierras bajas. 


Las comunidades de las tierras altas, como la de Wila Kjarka donde he 
realizado trabajo de campo desde 1989, también mostraban 
ambivalencia hacia el nuevo Estado indígena. Aunque sus habitantes 
fueron partidarios entusiastas del gobierno de Morales, quedaron 
desconcertados por algunos elementos de sus políticas. Son otras 
personas, muchos de ellos mestizos, quienes están mejor posicionados 
para invocar la simbolización abstracta de las deidades de la tierra y 
la indigeneidad en un sentido ecuménico amplio y son más capaces de 
extraer recursos del Estado. Recientemente me sorprendió mucho 
escuchar a un campesino mestizo, de una comunidad muy conocida 
por su antipatía histórica hacia los indígenas, que se describió como 
aymara, como me asombró presenciar el entusiasmo de criollos y 
mestizos por celebrar el Año Nuevo Aymara. Los campesinos aymaras 
de los alrededores de la ciudad de Sorata, en la provincia de Larecaja, 
no celebran el Año Nuevo Aymara, están intrigados por algunas de las 
descripciones de la Pachamama como el símbolo nacional de la lucha 
por los recursos naturales y se quedan perplejos cuando un político 
nacional, como el líder indígena radical Felipe Quispe, describe el gas 
natural como sus flatulencias (entrevista en aymara con el autor). No 
se puede suponer que, incluso en las tierras altas, aquellos que están 
más arraigados a las formas de vida rurales tradicionales serán los que 
se sientan más cómodos con la indigeneidad nacional y, mucho 
menos, con la imagen hiperreal globalizada del ecoguerrero indígena. 
De hecho, le habla con mayor claridad a una circunscripción muy 
diferente, pues si bien los pueblos indígenas rurales que conozco 
tienen una relación muy íntima con el paisaje animado, no son 
“ecológicos” en el sentido occidental, y muy alegremente tiran pilas 
alcalinas y otros desperdicios en los campos de maíz. 


Los discursos de la indigeneidad tienen tanto potencial para crear 
jerarquía como para desmantelarla, y el empoderamiento de algunos 
pueblos indígenas puede implicar el debilitamiento de otros. La 
paradoja de por qué las tierras bajas y otros pueblos indígenas a 
menudo se opusieron al gobierno del primer presidente indígena, y 
por qué él parecía tener tan poca paciencia para con ellos, puede 
resolverse de inmediato si se explora la diversidad de voces indígenas 
y sus declaraciones. Una variedad de actores puede desplegar con 
facilidad las imágenes de indigeneidad de Avatar y las 


caracterizaciones esencialistas detrás de ellas, para ofrecer alguna 
pista de lo que en realidad sucede. También distraen los intentos 
habituales de reducir el conflicto interétnico en Bolivia a uno entre los 
habitantes de las tierras altas y las bajas, como si estos problemas se 
pudieran reducir a los ámbitos de la “cultura” y la identidad. Para 
entender el conflicto en lugares como Bolivia, tenemos que dejar de 
lado los discursos globalizados y al “indio hiperreal” y observar las 
demandas que las personas se hacen unas a otras y, sobre todo, al 
Estado. 


Hay en Bolivia dos discursos indígenas, o dos reclamos acerca de la 
posición indígena. Uno ve a los pueblos indígenas y los valores como 
el fundamento del Estado nación y busca crear una indigeneidad 
ecuménica para la mayoría de los ciudadanos del país (y quizás 
incluso del mundo). Las personas que adoptan con más facilidad esta 
forma de indigeneidad son ciudadanos desterritorializados, que acaso 
pueden tener antepasados precolombinos pero que no viven en 
comunidades indígenas per se. El otro busca respetar la diferencia 
cultural en sus múltiples formas y proteger a los pueblos marginados 
del Estado. Las personas que con mayor claridad adoptan este modelo 
tienen identidades territorializadas y son miembros de comunidades 
con una cultura distinta que se reproduce a diario. Los dos discursos 
son fundamentalmente opuestos y, a veces, en conflicto directo, 
incluso cuando todos afirman ser indígenas. 
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[57] El gobierno de Morales está ampliamente acreditado por la 
reducción drástica de la pobreza en Bolivia, sobre todo la pobreza 
rural, principalmente a través de pagos en efectivo, de bonos, a los 
ancianos y los niños, pero también de proyectos de infraestructura 
que, entre otras cosas, mejoraron el acceso de la población rural a la 
electricidad y las carreteras. 


[58] En el censo de 2012, la cantidad de personas que se identificaron 
como indígenas se redujo considerablemente a 40,3%. Las razones de 
esta reducción drástica tienen que ver con el modo en que se 
formularon las preguntas y el debate sobre la falta de inclusión de 
algún tipo de categoría mestiza, pero también puede deberse al 
debilitamiento de Evo Morales en el imaginario de los bolivianos y a 
las consecuencias del caso Tipnis, que estaba en su apogeo en los 
mismos años en que se realizó el censo. 


[59] Mientras que en el pasado tener un padre no indígena daba 
ciertas ventajas, ahora lo contrario es lo más habitual ya que a través 
de la madre indígena se puede acceder a los derechos territoriales. Sin 
embargo, en muchos casos, las mismas personas siguen en el poder 
(López, 2014), pero en vez de legitimar sus posiciones a través de sus 
padres o abuelos, lo hacen a través de sus madres. 


8. La construcción simbólica de las 
desigualdades 


Luis Reygadas 


En su libro El capital en el siglo XXI, Thomas Piketty afirma que “la 
historia de las desigualdades depende de las representaciones que 
construyen los actores económicos, políticos y sociales sobre lo que es 
justo y lo que no lo es, de las relaciones de fuerza entre los actores y 
de las decisiones colectivas que resulten” (Piketty, 2013: 47). La 
distribución de los bienes y servicios nunca sigue una lógica neutra ni 
se ajusta al funcionamiento de un mercado perfecto, sino que pasa por 
los filtros de la cultura, que inciden en la determinación de la 
proporción de la riqueza que reciben cada individuo y cada grupo. 
Como señala el antropólogo Marshall Sahlins, la apropiación material 
de la naturaleza está acompañada por su apropiación simbólica 
(Sahlins, 1988). En palabras de Pierre Bourdieu: 


Las luchas por la apropiación de los bienes económicos y culturales 
son inseparablemente luchas simbólicas por la apropiación de esos 
signos distintivos que son los bienes o las prácticas enclasadas y 
enclasantes, o por la conservación o la subversión de los principios de 
enclasamiento de esas propiedades distintivas (Bourdieu, 1988: 247; 
destacado en el original). 


En otras palabras, la desigualdad social no es solo el resultado de la 
distribución asimétrica de ventajas y desventajas en una sociedad, sino 
que también expresa relaciones de poder mediadas por la cultura. 


Este capítulo explora cómo las desigualdades son producidas, 


reproducidas y cuestionadas por medio de procesos simbólicos. 
Identifico cinco de esos procesos que son cruciales para la generación 
de desigualdades y que, por lo tanto, también son fundamentales en 
los esfuerzos para reducirlas. Ellos son: 


clasificación, categorización y creación de límites; 


valoración, desvalorización y revaloración; 


relación entre diferencias y desigualdades; 


producción, apropiación y distribución del capital simbólico; y 


disputas en torno a la legitimación de las desigualdades. 


En cada uno de estos procesos pueden distinguirse estrategias 
orientadas a incrementar las desigualdades y estrategias que las 
cuestionan. 


Clasificación, categorización y creación de límites 


Entre los dispositivos simbólicos más importantes para moldear las 
desigualdades sociales, se encuentran los procesos de clasificación, 
categorización y creación de límites entre las categorías, que son 
fundamentales en la definición de los grupos sociales y representan la 
base sobre la que operan muchos otros procesos simbólicos. 


Por medio de símbolos, las sociedades establecen límites que definen 
grupos. El hecho de ordenar, agrupar y separar objetos, animales, 
plantas, personas e instituciones marca diferencias, límites y fronteras 
entre ellos, define jerarquías, incluye o excluye. Así, al clasificar las 
cosas del mundo se establecen entre ellas relaciones de inferioridad/ 
superioridad y exclusión/inclusión, vinculadas de manera directa con 
el orden social (Durkheim y Mauss, 1996: 30). ¿Quién queda adentro 
y quién afuera? ¿Quién arriba y quién abajo? ¿Dónde se trazan las 
fronteras? 


Una estrategia fundamental de la construcción de la desigualdad es la 
clasificación de las personas en categorías o grupos, ordenados de 
manera jerárquica. El trabajo de Charles Tilly sobre las desigualdades 
persistentes (2000) muestra con claridad esta estrategia. Lo que él 
llama “desigualdad categorial” proviene de la distinción de diferentes 
categorías de personas definidas socialmente. Estas categorías son 
construcciones culturales a partir de ciertas características biológicas o 
sociales. La desigualdad perdura mediante la institucionalización de 
sistemas de cierre social, exclusión y control creados en torno a dichas 
categorías. La instauración de categorías pareadas (paired categories) 
erige fronteras entre los grupos, crea estigmas y atribuye cualidades y 
defectos a los actores que están en cada lado de las fronteras (Tilly, 
2000: 75-79). 


Los límites pueden separar a las categorías internas de una 
organización (como las que dividen a la gerencia de los trabajadores o 
a los médicos de los enfermeros), o pueden distinguir categorías 
externas, existentes en el conjunto de la sociedad (hombre/mujer, 
blanco/negro). Cuando las categorías internas y externas coinciden, la 
desigualdad se refuerza (Tilly, 2000: 87-89). El uso de categorías 
causa desigualdad persistente cuando se vincula con mecanismos de 
explotación y acaparamiento de oportunidades. La desigualdad 
categorial tiene efectos acumulativos y, en el largo plazo, afecta las 
capacidades individuales. Las estructuras de distribución asimétrica se 
refuerzan con esas categorías. 


Existen además dispositivos que establecen fronteras y mantienen las 
distancias sociales, dado que se requiere preservar la separación entre 
las agrupaciones conformadas. Así, el trabajo de construcción y 
reproducción de barreras simbólicas y emocionales sostiene los límites 
materiales, económicos y políticos que separan a los grupos (Elias, 


2006; Lamont y Fournier, 1992). A partir de esta separación se pueden 
crear cierres sociales, techos de cristal y muchas otras formas de 
inclusión y exclusión. 


Cuadro 8.1. Procesos de clasificación, categorización y creación 
de límites 


promueve 


ReEsiscticimónizacidefideciótege fronteras - Deconstrucción de 
Clospiiciasdregendónimasentidayifigaciones alternativas - Categorías 
¡Gctayiírtese dabrgoríasyplínrites Utopías igualitarias y narrativas 

legalendienbátitasansibdes drerisbhiales; dones como hechos sociales 
totales * Liminalidad y cráfaibosritual de communitas + Disolución 
temporal de las fronteras + Transgresión, ridiculización y parodia (de 
las categorías y de las fronteras) 


Fuente: Elaboración propia. 


Por medio de los símbolos, los seres humanos no solo establecen 
diferencias y fronteras en una realidad continua, también hacen lo 
contrario: afirman continuidades y afinidades en realidades que, de 
otro modo, serían desiguales, discontinuas y fragmentadas. Así, 
podemos distinguir una estrategia opuesta que se orienta hacia la 
igualdad, mediante la reclasificación y la transgresión de las fronteras. 
Hay acciones simbólicas que disuelven, relativizan o suspenden las 
diferencias entre los actores sociales, y crean entre ellos sentimientos y 
nociones de igualdad, solidaridad, camaradería y pertenencia a una 
comunidad. Trabajan en este sentido los mitos y narrativas 
niveladoras e igualitarias, ya sea de carácter religioso, político, social 
o filosófico. Los grupos que se encuentran en desventaja pueden 
criticar las categorías hegemónicas, proponer clasificaciones 
alternativas, crear categorías más incluyentes, o transgredir y 
ridiculizar las categorías y las fronteras que las separan. Las categorías 
no deben verse como algo estático, sino como procesos históricos de 
clasificación y reclasificación, en los que se contraponen diversas 
fuerzas y en los que las fronteras entre los grupos se redefinen todo el 
tiempo. 


Por una parte, hay discursos (y prácticas) acerca de los dones y la 
reciprocidad, que revelan la existencia de mecanismos sociales de 
igualación, compensación y redistribución. Por otra parte, están los 
dispositivos simbólicos que acompañan la resistencia cotidiana a la 
desigualdad y los imaginarios y utopías en los que las asimetrías 
sociales son cuestionadas o invertidas. Muchas desigualdades logran 
legitimarse cuando son vistas como resultado de un pacto en el que 
existe reciprocidad, a diferencia de las que son consideradas 
ilegítimas, fruto de alguna imposición. La persistencia de la 
reciprocidad en la interacción social y en los discursos acerca de ella 
(cotidianos y científicos) se debe, en parte, a la fuerza que tiene la 
narrativa igualitaria, que se sostiene en un entramado simbólico tan 
denso como el que nutre los mecanismos de la distinción. 


Existen innumerables expresiones populares en las que el uso de la 
ironía sirve para criticar la desigualdad y cuestionar las clasificaciones 
simbólicas que la sostienen. Las culturas populares están pobladas de 
utopías justicieras, burlas y sátiras acerca de los ricos y poderosos, 
dramatizaciones rebeldes, protestas alegóricas, figuras imaginarias que 
niegan o invierten la dominación, fantasías y leyendas que, en 
conjunto, desempeñan un papel importante para erosionar las 
fronteras de la desigualdad (Comaroff, 1985; Gledhill, 2000; Keesing, 
1992; Taussig, 1980). 


“Huellas de rebelión contra la autoridad hormiguean por todos lados 
dentro del ritual que envuelve a los poderosos”, ha escrito Kertzer 
(1988: 55). George Balandier (1994) ha descripto figuras míticas que 
utilizan recursos simbólicos que alteran, embrollan o invierten el 
orden establecido. 


Equidad y diferencia son dos caras de la misma moneda, pero dos 
caras contradictorias, expresan tendencias y contratendencias que 
atraviesan a los grupos humanos. Victor Turner planteó de una 
manera sugerente esta confrontación, al referirse a la potencialidad 
que tienen los rituales para crear una communitas. Para él, en la fase 
liminal del ritual se disuelven temporalmente las diferencias entre los 
participantes y se crean entre ellos vínculos directos e igualitarios que 
ignoran, revierten, cruzan u ocurren fuera de las diferencias de rango 
y posición que caracterizan a las estructuras sociales cotidianas. De 
acuerdo con Turner, el ritual, al crear la communitas, construye un 
“nosotros”, lanza el mensaje de que todos somos iguales, aunque sea 
un mensaje pasajero para que después la sociedad pueda funcionar de 
manera ordenada dentro de su lógica estructural de distancia, 
desigualdad y explotación (Turner, 1987: 232). 


Valoración, desvalorización y revaloración 


El segundo proceso simbólico vinculado con las desigualdades tiene 
que ver con el valor relativo que se asigna a las personas y a las 
categorías. En otras palabras, implica mecanismos de valoración, 
desvalorización y revalorización. Aquí es posible identificar una 


estrategia dominante de sobrevaloración de las cualidades propias. 
Cada agente trata de otorgar características positivas al grupo social al 
que pertenece. En la misma línea funcionan la sobrevaloración de lo 
propio, las autocalificaciones de pureza y todas aquellas operaciones 
que presentan los privilegios que se poseen como si fueran resultado 
de la providencia divina o de la posesión de rasgos especiales. La 
mística de la excelencia y la distinción constituirían una variante de 
estos mecanismos, en la medida en que presentan el estatus superior 
como resultado del esfuerzo, de la inteligencia, de la elegancia, del 
buen gusto, de la cultura, de la educación, de la belleza o de cualquier 
otra característica que posea el grupo propio. Como complemento de 
lo anterior están todos aquellos dispositivos simbólicos que atribuyen 
características negativas a los otros grupos: estigmatización, 
satanización, señalamientos de impureza, rebajamiento e 
infravaloración de lo ajeno o extraño. Todas ellas justifican el estatus 
inferior de los otros por la posesión de rasgos físicos, sociales o 
culturales que se consideran poco adecuados o de menor valor. 


De manera similar, el funcionamiento de los “cierres sociales” de los 
que habló Weber está ligado de manera directa con operaciones 
simbólicas que establecen qué características se requieren para 
pertenecer a un grupo de estatus, al que se le ha asignado cierta 
estimación social, positiva o negativa (Weber, 1996: 684 y ss.). Weber 
va más allá: postula la existencia de marcas rituales que acompañan a 
la constitución de muchos grupos de estatus (Weber, 1996: 689). 


Mary Douglas recurrió al análisis de lo puro y lo impuro, de lo limpio 
y lo contaminado para comprender los límites simbólicos que separan 
a los grupos. Al descifrar las estructuras simbólicas con las que una 
sociedad distingue lo impoluto, lo limpio y lo inmaculado de lo 
contaminado, sucio o manchado puede aprenderse mucho de sus 
estructuras sociales (Douglas, 1984). De inmediato viene a la mente el 
sistema de castas de la India. Sin embargo, en otras sociedades, 
incluidas las nuestras, hay marcadores culturales que asocian a los 
grupos sociales con el orden y el desorden, con la limpieza y la 
suciedad, con la pureza y la contaminación. 


En un estudio sobre las relaciones entre establecidos y forasteros en 
una pequeña comunidad de clase obrera en Londres, Norbert Elias 
analizó los procesos de estigmatización de los forasteros, mediante los 
cuales los miembros del grupo establecido se presentaban como seres 


humanos mejores que el resto.[60] Las fantasías grupales de elogio y 
de condena, así como la complementariedad entre la dignidad grupal 
(propia) y la vergitenza grupal (de los otros) creaban barreras 
emocionales que eran fundamentales en la reproducción de asimetrías 
en las relaciones de poder (Elias, 2006: 220-229). 


Los mitos también desempeñan un papel en los procesos de valoración 
y desvalorización, como plantea Maurice Godelier en su estudio sobre 
la dominación masculina entre los baruya. En este pueblo de Nueva 
Guinea, una compleja narrativa mítica consagra la supremacía de los 
hombres, a cuyo semen se atribuye un cúmulo de virtudes (produce la 
concepción, nutre al feto, alimenta a la esposa, fortalece a los jóvenes 
iniciados, etc.), mientras que la sangre menstrual es considerada una 
sustancia dañina y peligrosa. Esta narrativa se prolonga en diferencias 
en torno a los cuerpos (el del hombre se considera bello, puede usar 
cintas, plumas y otros adornos) y en torno a los espacios (hay dos 
senderos separados para caminar por el campo y los de los hombres 
están más arriba que los de las mujeres; una línea imaginaria divide 
áreas masculinas y femeninas dentro de las casas). Esta complicada 
configuración contribuye a la existencia de discriminaciones de género 
en los ámbitos económico y político (Godelier, 1986). 


Los estudios de género han contribuido a comprender las dimensiones 
culturales de la desigualdad al mostrar que las asimetrías entre 
hombres y mujeres han estado asociadas con construcciones 
simbólicas sobre lo que significa ser varón y ser mujer, así como con 
las relaciones de poder entre personas de distinto sexo (Butler, 1996; 
Comas D'Argemir, 1995; Lamas, 1996; Ortner, 1979; Rubin, 1975). 
Las cosmovisiones de muchas culturas están pobladas de oposiciones 
entre lo masculino y lo femenino, que con frecuencia sobrevaloran las 
cualidades positivas de los hombres e infravaloran las de las mujeres, 
hecho que contribuye a producir y reproducir relaciones de 
dominación entre los géneros. 


Cuadro 8.2. Procesos de valoración, desvalorización y 
revaloración 


promueve 


Bataloralulr sullelteluar - latrébsión simbólica de las características 
posibiszwstivaegalásantegubríeestinbción de lo popular, devaluación de 
deválitesciónidalinaciónslglopórndidos sociales y de los héroes de los 

pbbtigmatizicióde llepanqurizadiéniliencia contra la estigmatización + 
Cuegtéviondadméeriasierárqiiítaso” Contradistinción, escalas de valor 
alternativas *- Reclamos de igermtehd - Defensa de la cultura popular, 
burlas sobre los poderosos 


Fuente: Elaboración propia. 


En dirección opuesta trabaja la estrategia de revaloración de lo 
subalterno, que produce una inversión simbólica de las características 
que se consideran positivas y negativas. Así, se revaloriza lo popular y 
se critican los discursos de pureza y excelencia. También incluye el 
cuestionamiento de las jerarquías y la resiliencia contra la 
estigmatización. Revaluar lo subalterno implica una narrativa de 
contradistinción, apoyada en escalas de valor alternativas, opuestas a 
las de los grupos hegemónicos. La valoración de los grupos y de los 
individuos no es un dispositivo de poder unidireccional, con un solo 
régimen de verdad (Foucault, 1977), o con un único capital legítimo 
(Bourdieu, 1998), sino una arena de contiendas en las que varios 
grupos disputan diferentes regímenes de valor (Appadurai, 1991). 


Durante las últimas décadas, en las que muchas otras desigualdades se 
han agravado, hubo avances significativos en la construcción de la 
equidad de género, aunque aún quede un largo trecho por recorrer. 
Estos logros no pueden entenderse sin tomar en cuenta los procesos 
simbólicos que deconstruyeron las raíces de las relaciones desiguales 
entre mujeres y hombres. Los estudios de género hicieron un aporte 
fundamental para la comprensión de la resistencia a la inequidad. 
Algunas de sus muchas contribuciones fueron la revaloración de las 
mujeres, el cuestionamiento de la opresión patriarcal, la 
desnaturalización del género y la deconstrucción de las categorías 
hegemónicas con las que, durante siglos, se clasificó a hombres y 
mujeres. 


Relaciones entre diferencias y desigualdades 


El tercer proceso simbólico apunta a las relaciones entre diferencia y 
desigualdad, en particular, a la estrategia hegemónica de convertir 


diferencias en desigualdades. La creación de una distancia cultural y 
afectiva es fundamental para hacer posibles distancias y diferencias de 
otra naturaleza. El grado de desigualdad que se tolera en una sociedad 
tiene que ver con qué tan diferentes se considera a los excluidos y 
explotados. En este sentido, la estrategia de convertir a los diferentes 
en desiguales resulta fundamental. Aquí opera lo que Gerd Baumann 
(2004) llama gramáticas de identidad y alteridad, esto es, las reglas 
con las que las personas se construyen a ellas mismas y a los demás, 
las estructuras clasificatorias para definir quiénes pertenecen al 
“nosotros” y quiénes son los “otros”. La construcción cultural del 
género, la raza y la etnicidad son un buen ejemplo de estas 
gramáticas. Los discursos de homogeneización y asimilación rechazan 
y excluyen a quienes son diferentes o los integran como ciudadanos de 
segunda clase. También establecen niveles de inclusión/exclusión 
relacionados con grados de afinidad y de otredad. 


En muchas ocasiones la desigualdad social es un fenómeno 
intercultural, porque se produce en interacciones asimétricas entre 
personas con diferentes culturas, o porque las disparidades entre 
personas de una misma cultura crean fronteras y distinciones que, con 
el tiempo, dan lugar a relaciones interculturales. Esto se expresa 
mediante dos mecanismos: los diferentes se vuelven desiguales y los 
no-iguales se vuelven diferentes. 


Los diferentes se vuelven desiguales. Con frecuencia la desigualdad se 
genera y se justifica a partir de la diferencia: se utilizan las distinciones 
culturales para producir y legitimar accesos asimétricos a las ventajas y 
desventajas. Asimismo, es común la intersección de las asimetrías 
socioeconómicas con marcadores culturales como el género, la etnia, la 
religión o la nacionalidad, como lo han mostrado las teorías sobre la 
interseccionalidad (Crenshaw, 1991; Collins, 2000). 


Las relaciones interculturales están impregnadas con la alteridad y la 
diferencia: de lenguas, de rasgos físicos, de maneras de hablar y de 
vestir, de costumbres, de valores y de cosmovisiones. Esta presencia 
de la alteridad no se convierte de manera automática en desigualdad, 
pero la facilita. Si se acompaña de una disparidad de recursos 
(económicos, militares, legales, sociales, educativos, simbólicos, etc.), 
muy probablemente dará lugar a una interacción asimétrica que puede 
volverse una desigualdad persistente, que se justifica mediante la 
diferencia: los “otros”, los “diferentes”, no pueden tener los mismos 


derechos, los mismos beneficios y el mismo trato que “nosotros”, los 
“iguales”. 


Se pueden encontrar muchos ejemplos de desigualdades producidas a 
partir de cruces interculturales: esclavización de prisioneros de guerra, 
sometimiento de pueblos colonizados, etc. En la época 
contemporánea, este fenómeno se recrea de muchas maneras, por 
ejemplo a través de la segmentación étnica del mercado de trabajo 
transnacional (Lins Ribeiro, 2003: 109-110), la restricción de los 
derechos humanos, laborales y sociales de los migrantes (Miller, 2007: 
38-40), los privilegios especiales para expatriados de las corporaciones 
multinacionales (Ong, 2006: 16). 


Los desiguales se vuelven diferentes. El grueso de las inequidades se genera 
en relaciones sociales entre personas de una misma cultura. Sin embargo, 
cuando ese tipo de desigualdades se exacerban y se vuelven estructurales y 
persistentes, pueden adquirir características similares a las que se gestan en 
contextos interculturales y dar lugar a grupos de estatus, estilos de vida, 
valores y cosmovisiones contrapuestos, que llegan a conformar culturas y 
subculturas muy disímiles, de modo que lo que era inicialmente una 
diferencia social en el seno de una misma cultura se convierte en una 
relación intercultural: los desiguales se han vuelto diferentes. En América 
Latina, la región que ha tenido mayor desigualdad de ingresos en el mundo 
durante décadas, ¿qué tantas afinidades culturales existen entre las élites y 
los grupos sociales más desfavorecidos? Sus mundos de vida, sus 
experiencias cotidianas, sus oportunidades y sus condiciones de existencia 
son tan contrastantes que las relaciones entre ellos se acercan más a una 
experiencia intercultural que a una interacción entre personas que 
comparten valores y visiones del mundo similares. 


La estrategia opuesta se orienta hacia el reconocimiento y el respeto 
del derecho a la diferencia. La estrategia del reconocimiento busca 
que aquellos que son diferentes puedan participar en la comunidad en 
condiciones equitativas y dignas. Para alcanzar esto deconstruye el 
género, la raza y la etnicidad. También incluye maneras alternativas 
de construir la identidad y la alteridad, ya sea mediante la afirmación 
de las identidades subalternas o la promoción de identidades más 
flexibles y abiertas, e incorpora los discursos a favor del pluralismo y 
contra la discriminación, así como aquellos que siguen una gramática 
incluyente, que rompe el vínculo entre alteridad y exclusión. En esta 
materia es muy importante la distinción que hace Nancy Fraser entre 


los discursos que afirman la diferencia y aquellos que la transforman 
(Fraser, 1995). Los primeros buscan promover la igualdad utilizando 
las categorías y los regímenes de clasificación existentes. En contraste, 
los discursos transformadores cuestionan y deconstruyen las categorías 
y los sistemas de clasificación hegemónicos, por lo que su potencial 
para promover la igualdad es mayor. 


Cuadro 8.3. Relaciones entre diferencias y desigualdades 


promueve 


ReConvernsitóntdeyasadifévemiarón de la diferencia - Reconocimiento 
deldtarticho y lalttifietadci£orftancáticas alternativas de la identidad y 
Clanatteridión «cDiEcoastitakgénedel género, la raza y la etnicidad * 
Jdoiienreo y aditichisorimenámoridise Discursos pluralistas + Igualdad en la 
* Jeradifeización eguiatadifetencidsural - Narrativas incluyentes + 
de inddlesmíticetabidióderiániara afinidad cultural/inclusión 


Fuente: Elaboración propia. 


Producción, apropiación y distribución del capital 
simbólico 


Un cuarto proceso, que considero crucial, es el de la producción, 
apropiación y distribución del capital simbólico. En el polo de la 
desigualdad de este proceso se encuentran los dispositivos culturales 
que generan asimetrías en la distribución de los bienes educativos, 
simbólicos y culturales. La desigualdad de capacidades es un producto 
social, pero tiene la apariencia de ser resultado de las características 
personales de los individuos. Es fundamental para el distanciamiento, 
un mecanismo productor de desigualdad que Góran Therborn 
considera el principal camino para incrementarla “Es el más sutil de 
los mecanismos, el que es más elusivo desde el punto de vista moral y 
político” (Therborn, 2009: 5). 


En un texto sobre las élites en Sierra Leona, Abner Cohen estudió los 
rituales de exclusividad que permitían a un grupo étnico preservar sus 
privilegios sociales, políticos y culturales. Habla de la “mística de la 
excelencia” y de los “cultos de élite” (Cohen, 1981) que permiten a un 
grupo validar y sostener su estatus privilegiado al afirmar que poseen 
cualidades escasas y exclusivas que son esenciales para la sociedad en 
su conjunto. La ideología de la élite está objetivada, desarrollada y 
sostenida por un elaborado cuerpo de símbolos y desempeños 
dramáticos, que incluyen los modales, la etiqueta, los estilos de vestir, 
el acento, los patrones recreativos, las costumbres y reglas 
matrimoniales. Este estilo de vida solo se adquiere a través de largos 
períodos de socialización y entrenamiento, en particular en espacios 
sociales informales como la familia, los grupos de pares, los clubes y 
las actividades extracurriculares de las escuelas (Cohen, 1981: 2-3). 


La noción de habitus de Pierre Bourdieu (1988) expresa de una 
manera precisa cómo la estructura simbólica de las sociedades 


contemporáneas produce individuos con disposiciones y capacidades 
profundamente desiguales. Los habitus son esquemas duraderos de 
pensamientos y sentimientos que rigen las conductas y los gustos de 
los diferentes grupos sociales. Esos esquemas derivan en sistemas de 
clasificación que posicionan a los individuos en determinado estatus 
social, no solo por su dinero, sino también por su capital simbólico. La 
posición de un sujeto en la división social del trabajo está inscripta 
incluso en detalles en apariencia insignificantes como la manera de 
hablar o de mover el cuerpo (Bourdieu, 1988: 447, 490). Las 
desigualdades de habitus y de capacidades son muy difíciles de 
eliminar porque se crean a lo largo de la vida de las personas y con 
frecuencia son transmitidas de una generación a otra. 


En algunos casos los procesos simbólicos pueden producir desigualdad 
de una manera directa. Uno de ellos es el de las asimetrías en el 
acceso a los bienes simbólicos (por ejemplo, educación y cultura), 
porque en ese caso los dispositivos simbólicos generan una 
distribución desigual de dichos bienes. Algo similar ocurre con lo que 
Góran Therborn ha llamado desigualdad existencial: 


El reconocimiento desigual de los individuos como personas. Esto crea 
una desigualdad existencial, que asigna libertad y falta de libertad en 
la búsqueda de proyectos personales de vida, derechos y prohibiciones 
para la acción, y distribuye afirmaciones y negaciones de 
reconocimiento y respeto (Therborn, 2006: 7; destacado en el 
original). 


Aquí, el acto simbólico (el reconocimiento o la falta de él) es también 
de manera directa un mecanismo productor de desigualdad. 


Cuadro 8.4. Producción, apropiación y distribución de capital 
simbólico 


promueve equidad 


Coosttuccióndde peigohassodesigualdad de capacidades + Discursos 
setendialigua drá cótoitizhabdeastatlos los seres humanos + Creación de 
habitureakisivabéálies y Rewalativión y reconocimiento de habitus 
subalternos - Igualdad en materia de capital cultural, simbólico y 
educativo - Acercamiento simbólico 


Fuente: Elaboración propia. 


La estrategia opuesta es la construcción de personas con igualdad de 
capacidades. Esta estrategia incluye todo tipo de narrativas acerca de 
la igualdad ontológica de todos los seres humanos. Pero más 
importantes que los discursos son los mecanismos simbólicos que 
producen igualación en los capitales cultural, simbólico y educativo. 
Alcanzar mayor igualdad de capacidades es un requisito ineludible 
para lograr mayor justicia en las sociedades contemporáneas. La 
asimetría en habitus es una de las características más persistentes de 
las desigualdades, pero hay fuerzas que trabajan para reducirla, en 
especial los esfuerzos de millones de personas que tratan de no 
quedarse atrás, de acercarse, de reducir el distanciamiento. 


La igualación de capacidades implica la producción de habitus 
equivalentes entre los miembros de la sociedad. Esto puede entenderse 
de dos maneras. Por un lado, significa que más personas tengan 
igualdad de oportunidades para adquirir las capacidades que son 
valoradas en una sociedad determinada (por ejemplo, la educación, 
los servicios de salud, los bienes culturales, la capacitación para el 
trabajo, el acceso a internet o al conocimiento científico, etc.). Por 
otro, en un sentido más profundo implica revalorar capacidades y 
habitus que históricamente han sido vistos como inferiores, 
secundarios o menos importantes (por ejemplo, el conocimiento no 
científico, las capacidades en general consideradas como femeninas, 
las culturas no occidentales, las culturas populares y subalternas, el 
trabajo manual, las habilidades colaborativas, etc.). De esta manera se 
daría el mismo valor a capacidades que han sido subestimadas. Esto 
implicaría volver iguales a los que son diferentes, pero sin 
homogeneizarlos, en un contexto de respeto a la diversidad y la 
diferencia. Esto generaría tanto acercamiento simbólico como 
económico y social. 


Disputas en torno a la legitimación de las desigualdades 


Por último, están las luchas simbólicas en torno a la legitimidad de la 
desigualdad. Algunas de las estrategias analizadas antes (clasificar, 
sobrevalorar, demeritar, convertir las diferencias en desigualdades y 
construir individuos desiguales) contribuyen a la justificación de las 
desigualdades, pero también podría considerarse una quinta 
estrategia, orientada de manera específica hacia la legitimación. Esta 
estrategia incorpora dispositivos simbólicos que presentan los 
intereses particulares de un grupo como si fueran universales, como si 
su satisfacción beneficiara al conjunto de la sociedad. Los discursos 
que naturalizan la desigualdad, o que la consideran inevitable o 
normal, también entran en esta categoría. Para que esta estrategia 
funcione, es fundamental que los grupos privilegiados convenzan al 
resto de la población de que la distribución de la riqueza corresponde 
a las contribuciones que cada grupo hace a la colectividad (Kelley y 
Evans, 1993). 


Cuadro 8.5. Disputas en torno a la legitimación de las 
desigualdades 


promueve 


Resigitimeiciónettekritidesirón dadas desigualdades - Economía moral 
pdetioslpodresVategitinaatióndielda resistencia cotidiana * Guiones 


los reswktattos déxigteskas alagénicas - Redistribución ritual 
estructuras de la desigualdad 


Fuente: Elaboración propia. 


Los discursos que legitiman la desigualdad son muy poderosos, pero 
no hay que exagerar su fuerza. La mayoría de las personas 
desaprueban las desigualdades que son excesivas o que no son fruto 
del esfuerzo. Existen discursos que critican las desigualdades y las 
presentan como producto de algún abuso o resultado de un proceso 
ilegítimo. A veces estas críticas no se presentan de manera directa, 
sino como “guiones ocultos” y protestas alegóricas. Hay que 
considerar también todo aquello que contribuye a legitimar la 
igualdad y las acciones que buscan una distribución más justa de los 
recursos: la “economía moral de los pobres”, la “redistribución ritual” 
y la defensa de la resistencia cotidiana contra las injusticias. 


Existen dispositivos simbólicos que sostienen, justifican y legitiman la 
resistencia cotidiana frente a la desigualdad y las “expropiaciones 
desde abajo” que realizan los sectores explotados o excluidos. En un 
famoso ensayo sobre los motines de subsistencia que realizaban los 
campesinos y trabajadores ingleses durante el siglo XVIII, el 
historiador Edward P. Thompson proporcionó importantes claves 
analíticas para el estudio del entramado cultural que sustenta las 
prácticas populares igualitaristas. Durante dichos motines, que por lo 
general se presentaban en épocas de escasez y precios altos, los 
trabajadores confiscaban el grano, la harina o el pan y obligaban a los 
agricultores, molineros, panaderos y comerciantes a venderlos a un 
precio accesible, o bien lo vendían por su cuenta y devolvían a los 
propietarios el dinero obtenido de la venta. En estas acciones se 
pueden encontrar nociones legitimadoras, los hombres y las mujeres 
que las realizaban creían estar defendiendo derechos o costumbres 
tradicionales. Los motines estaban guiados por una “economía moral 
de los pobres”, vinculada con antiguas ideas de reciprocidad y “un 
consenso popular en cuánto a qué prácticas eran legítimas y cuáles 
eran ilegítimas en la comercialización, en la elaboración de pan, etc.” 
(Thompson, 1971: 79). De una manera similar, Eric Hobsbawm 
analiza el caso de los bandidos que eran apoyados y admirados por los 


campesinos, quienes los consideraban “como héroes, paladines, 
vengadores, luchadores por la justicia, a veces incluso líderes de la 
liberación, y en cualquier caso como personas a las que admirar, 
ayudar y apoyar” (Hobsbawm, 2001: 20). Estos bandoleros sociales 
expropiaban, aunque fuera en pequeña escala, una porción de la 
riqueza acumulada por los poderosos. Para los campesinos, se trataba 
de una recuperación justa y válida. En las acciones cotidianas de los 
trabajadores pueden encontrarse escamoteos similares, minúsculos 
actos de bandolerismo social. 


Por su parte, James Scott propone el concepto de “guiones ocultos” 
(hidden transcripts) para explicar el sustrato cultural que alimenta 
múltiples y diversas acciones de resistencia subterránea de los 
campesinos, esclavos y otros sectores populares. Argumenta que, 
cuando están frente a los poderosos, los sectores subalternos pueden 
seguir un guión público de respeto y deferencia, pero en los espacios 
ocultos a la mirada vigilante de los dominantes, tienen otro tipo de 
discursos y desarrollan comportamientos cotidianos de resistencia que, 
pese su pequeña escala, adquieren relevancia por el gran número de 
veces en que se repiten. Los guiones ocultos contienen argumentos que 
legitiman las acciones de resistencia y, de ese modo, desempeñan un 
papel importante en limitar y acotar la desigualdad (Scott, 1990). 


Hay disputas en torno a qué tan legítima es la riqueza que obtiene 
cada agente social. Lo que para unos es una apropiación justa o 
legitima, para otros es una expropiación o una exacción ilegítima. La 
riqueza (al menos la mayor parte de ella) es producida de manera 
social, pero es susceptible de apropiación privada, por lo que hay 
constantes tensiones y negociaciones acerca de qué porción de ella 
merece cada agente, cuestión que es fuente de intereses en conflicto. 
Pero esta oposición de intereses acerca de la distribución de la riqueza 
está también ligada a la heterogeneidad social, a la diversidad cultural 
y a las diferencias de criterios sobre cuáles son las apropiaciones 
legítimas, lo que a su vez genera diferentes interpretaciones acerca de 
cuál sería la distribución más adecuada de la riqueza. 


No es posible encontrar criterios objetivos para discernir dónde 
termina la simple apropiación y dónde comienza la expropiación. 
Desde ya, se toman en cuenta factores objetivos para medir o evaluar 
la contribución de cada agente en una actividad conjunta (escasez, 
número de horas trabajadas, monto de la inversión, entre otros), pero 


las relaciones de poder y los factores culturales y subjetivos son 
también decisivos para calcular la contribución de cada uno (por 
ejemplo, para determinar la calidad del trabajo, el valor de las ideas, 
el grado de dedicación o el nivel de riesgo) y determinar así lo que es 
adecuado. 


De alguna manera toda apropiación es una expropiación, y esto no lo 
digo con el tono de un juicio moral, sino en el sentido descriptivo de 
que la porción de la riqueza que cada quien se apropia puede ser 
siempre cuestionada por otros, y siempre es fruto de negociaciones, 
luchas, acuerdos o intercambios que expresan relaciones de poder e 
interpretaciones de la realidad. Se puede alcanzar cierto grado de 
consenso en torno a una distribución dada, pero será siempre 
provisional y cambiará en la medida en que se modifiquen las 
condiciones de los actores, las relaciones de poder entre ellos o incluso 
sus percepciones sobre la cuestión. 


Hace cincuenta años la mayoría de la población consideraba que la 
tradicional división sexual del trabajo en los hogares era legítima, pese 
a todo lo que representaba en términos de desigualdad entre hombres 
y mujeres, mientras que hoy en día esa distribución es materia de 
polémicos debates. Detrás de muchas disputas contemporáneas en 
torno a la propiedad intelectual, los derechos de autor, los tratados de 
libre comercio y la economía informal, se encuentran argumentos 
encontrados sobre la legitimidad de los derechos de apropiación de 
distintos agentes, que sus adversarios consideran robos o 
expropiaciones. Los umbrales de tolerancia a la desigualdad varían de 
una sociedad a otra y de un período histórico a otro (Kelley y Evans, 
1993). Si no existe un amplio consenso respecto de ciertos niveles o 
ciertos tipos de desigualdad, es de esperar que entre los actores que 
están en desacuerdo se produzcan desconfianza, hostilidad y diversas 
clases de discordias, protestas o incluso violencia. 


Símbolo, poder, lazo social y valor: la larga cadena de las 
desigualdades 


Si se consideran en conjunto los cinco procesos simbólicos 


involucrados en la construcción y deconstrucción de las desigualdades, 
resulta evidente que no hay un factor único que explique la influencia 
de la cultura en la desigualdad. Hay un amplio conjunto de 
dispositivos simbólicos, usados por diferentes agentes, que pueden 
contribuir tanto a incrementar como a reducir la desigualdad. 


La desigualdad no es un estado fijo e invariable, sino una 
configuración que resulta de la tensión entre tendencias 
contradictorias, que se reproduce de manera continua, pero siempre se 
ve desafiada. Los cinco procesos simbólicos aquí analizados expresan 
estas tensiones y contradicciones, pero también las configuran. Es útil 
recordar aquí el análisis de Victor Turner sobre la conexión entre 
estructura, contraestructura y antiestructura, y su modificación en el 
campo ritual (Turner, 1987). También es pertinente la descripción que 
hace Bourdieu de la dinámica entre enclasamiento, desclasamiento y 
reenclasamiento en las sociedades contemporáneas (Bourdieu, 1988). 
Ambos hacen énfasis en la naturaleza negociada y disputada de las 
fronteras y límites entre las clases y los grupos de estatus, que deben 
ser redefinidos todo el tiempo. Norbert Elias también señala que las 
relaciones entre establecidos y forasteros son objeto de conflictos y 
equilibrios de poder, en los que los forasteros pugnan de manera tácita 
o abierta por reducir los diferenciales de poder, mientras que los 
grupos establecidos intentan preservar o incrementar dichos 
diferenciales (Elias, 2006: 239). 


Muchos rituales sirven para elevar de rango a los individuos, para 
permitirles adquirir un estatus superior y, en ese sentido, para dar 
paso a desigualdades y jerarquías de diversa índole. Pero el ritual 
también puede igualar y equiparar. Esta tensión recorre todas las 
construcciones simbólicas: excluyen e incluyen, elevan y denigran, 
disuelven clasificaciones tanto como las refuerzan, erigen y derriban 
fronteras, legitiman a los poderosos y cuestionan la dominación. No 
tiene sentido atribuir a priori a los procesos y artefactos culturales una 
función de producción de equidad o de generación de distinciones, ya 
que ambas posibilidades existen y los efectos de igualdad o 
desigualdad dependen mucho del contexto, de las relaciones de poder 
y de los intereses y acciones de los diversos grupos sociales. Hay que 
investigar estas dinámicas de interacción en cada caso concreto. 


En la mayoría de los casos la cultura es solo uno de varios eslabones 
de la cadena causal que produce las desigualdades. En general la 


influencia de la cultura es indirecta y actúa junto con otros factores. 
Un buen ejemplo de esta concatenación es el análisis que hizo Charles 
Tilly sobre la relación entre las categorías pareadas y las 
desigualdades persistentes: 


En sí mismas, las categorías no producen una desigualdad profunda y 
persistente. Esto depende de su combinación con una segunda 
configuración: la jerarquía. La desigualdad categorial depende de la 
conjunción de un límite bien definido que separe dos sitios con un 
conjunto de lazos sociales asimétricos que conecten a los actores en 
ambos. [...] La desigualdad categorial sobrevive, por último, en la 
medida en que los sitios se asocian de manera desigual a los flujos de 
recursos que sostienen su interacción (Tilly, 2000: 111-112). 


Como puede verse, los procesos simbólicos (creación de categorías 
pareadas y definición de límites entre las categorías) están 
interconectados con procesos políticos (establecimiento de una 
jerarquía), socioinstitucionales (desarrollo de lazos sociales 
asimétricos) y económicos (flujo de recursos). La conjunción de estas 
cuatro dimensiones —-símbolo, poder, lazo social y valores— es la que 
mejor explica la cadena completa de producción de desigualdades. En 
consecuencia, la investigación de la desigualdad se beneficiará en gran 
medida si se incluyen las dimensiones simbólicas en el análisis. 
Ganará aún más si encuentra la manera de entrelazar los aspectos 
culturales con las relaciones de poder, las interacciones sociales y las 
dinámicas económicas. 
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Parte III 


Dinámicas de la producción y transformación de las desigualdades 


9. Capas de desigualdades e 
interseccionalidad [61] 


Jairo Baquero-Melo 


Colombia tiene uno de los mayores niveles de desigualdad en el 
mundo, un fenómeno que también se refleja en los altos niveles de 
concentración de la tierra. Más aún, el caso colombiano es un ejemplo 
de la relación entre los altos niveles de desigualdad, la violencia y su 
papel como un mecanismo que produce y reproduce las desigualdades. 


Este sucede en particular en la región del Bajo Atrato, en el 
Departamento del Chocó, en el noroeste del país. Perteneciente a la 
gran región del Darién, el Bajo Atrato se introdujo históricamente en 
la economía mundial a través de intercambios que desde tiempos 
coloniales operaban en los territorios de lo que hoy es parte de 
Panamá y Colombia. Allí, durante el siglo XX, tuvo lugar la 
interacción de diversos grupos raciales, así como conflictos por la 
tierra e intereses económicos en competencia. Este capítulo tiene 
como objetivo estudiar la configuración de las desigualdades en esta 
región a través de la superposición de los procesos económicos, 
políticos y sociales, históricos y contemporáneos. 


Las investigaciones anteriores acerca de la región del Bajo Atrato 
dejaron de lado los procesos que produjeron allí diversas formas de 
desigualdades endémicas superpuestas. En este análisis, estudiamos 
varios procesos que ocurrieron en la historia del Bajo Atrato 
(colonialismo, saqueo y negligencia gubernamental) y el modo en que 
nuevos procesos afectaron esta región desde los años noventa del siglo 
XX, sobre todo a través de la expansión de los derechos colectivos y 
multiculturales a la tierra otorgados a los afrodescendientes, la 
violencia y el despojo vinculados al agronegocio. 


Este capítulo señala que en períodos recientes, las poblaciones 


afectadas históricamente por las desigualdades (afrodescendientes y 
campesinos mestizos) se beneficiaron de títulos colectivos de 
propiedad sobre la tierra. Sin embargo, la violencia y el despojo 
vinculados al agronegocio global impidieron a estas poblaciones 
disfrutar o ejercer esos derechos. En la región que analizamos, las 
fuerzas y procesos que buscan recurrentemente promover una mayor 
equidad (derechos a la tierra, resistencia social y políticas de 
restitución de tierras) se enfrentan a procesos que aumentan la 
desigualdad (despojo y reconcentración de la tierra). A pesar del 
colapso de la economía de la palma aceitera (que se desarrolló hasta 
2008), los empresarios agrarios y terratenientes mantienen el control 
en la zona, apoyados por grupos paramilitares, con la complicidad u 
omisión de las Fuerzas Armadas oficiales. Además, las comunidades 
locales también enfrentaron desafíos con respecto a la implementación 
de la Ley 70, la cual otorgó derechos colectivos a la tierra a 
comunidades afrodescendientes. Esos desafíos se relacionan con la 
definición —desde el Estado, y desde las comunidades locales— sobre 
quiénes son esos “beneficiarios” de los derechos colectivos a la tierra. 


Por tanto, este capítulo busca analizar preguntas como las siguientes: 
¿de qué manera los sucesivos procesos históricos y contemporáneos 
que afectan la región produjeron diversas capas de desigualdades? ¿De 
qué modo la superposición e interacción de múltiples formas de 
desigualdad relacionadas con el racismo, los conflictos por la tierra y 
las disputas laborales generaron la intersección de las categorías 
sociales de clase, raza y etnicidad? 


La “intersección” de desigualdades se entiende aquí como una 
experiencia de vida que afecta a individuos y grupos de población en 
su cotidianeidad, por lo cual depende del contexto espaciotemporal y 
es relacional. Este concepto enfatiza en el carácter procesual, 
dinámico, contextual y relacional de las formas en que se viven y 
manifiestan las desigualdades sociales, para individuos y grupos de 
población. Esta perspectiva complejiza el análisis de los modos en que 
se pueden vivenciar, por ejemplo, las desigualdades raciales, en su 
relación/interacción con las formas en que se experimentan las 
desigualdades de clase social, género o región. Por lo tanto, la 
interseccionalidad no se refiere a una sumatoria de características 
“estáticas” o a “cajas” o “casillas” que hacen referencia a las 
características de las personas. La desigualdad se configura en las 
relaciones sociales, las lecturas y percepciones que tienen los 


individuos sobre otras personas, y en los imaginarios que se crean, 
desde diversos lugares (sociales, económicos, políticos), acerca de 
distintos grupos de población. Esto desencadena múltiples conflictos, 
desigualdades y formas de comunicarse y relacionarse, pero también 
afectan cómo se analizan y diseñan las políticas públicas que buscan 
responder a esas desigualdades. 


Capas de desigualdades: explicación del concepto 


Las desigualdades se superponen y forman varias capas de 
desigualdad. La literatura las abordó de diversos modos: como capas 
históricas de desigualdades (Therborn, 2006; Wallerstein, 1974), capas 
de desigualdades vinculadas a la interseccionalidad (Guhathakurta, 
2012; Roth, 2013; Sandhu, Stephenson y Harrison, 2013) y capas de 
desigualdades relacionadas con los mecanismos de la producción y 
reproducción de las desigualdades (Talmud, 2001; Tilly, 1995). Sin 
embargo, es necesario explicar de una manera más clara la relación 
entre las capas como configuraciones históricas de las desigualdades y 
la interseccionalidad. 


Históricamente, la formación de una economía mundial capitalista se 
estructuró sobre una división internacional del trabajo, pero también a 
través de la reproducción del racismo y las desigualdades de clase 
(Wallerstein, 1974). La economía-mundo implicó la producción de 
capas de desigualdad con origen en la esclavitud, la jerarquización 
social, las relaciones laborales capitalistas y la concentración de la 
tierra. Restrepo (2013), por ejemplo, describe la existencia de una 
especie de “sedimentación” de las formas de comprensión de la 
negritud, que atraviesan el período colonial y la formación de los 
Estados nación y llegan hasta el multiculturalismo contemporáneo. A 
lo largo de la historia y en diversos países, las autoridades clasificaron 
las poblaciones de diferentes maneras en cuanto a su condición para 
ser beneficiarias de políticas públicas. Sin embargo, los enfoques 
antropológicos que enfatizan el reemplazo de la categoría de raza por 
la de etnicidad se enfocan solo en esas variables y dejan de lado la 
existencia de la interseccionalidad o entrelazamiento de diversas 
categorías sociales como la clase social y el género. 


Otros trabajos relacionaron las capas con una especie de 
interseccionalidad en una perspectiva de corte transversal (Hill-Collins 
y Bilge, 2016; Roth, 2013). Un grupo social determinado, que acumula 
varias características según raza, etnia, género, clase, nacionalidad, 
etc., puede acumular nuevas capas de desigualdades por tener esas 
características y por los impactos de algunas políticas públicas. Las 
desigualdades sociales están conformadas por muchos ejes que 
trabajan juntos e influencian unos a otros (Hill-Collins y Bilge, 2016) y 
que determinan el acceso desigual a los recursos, las oportunidades y 
las características personales. Sin embargo, este enfoque carece de un 
examen más profundo de los procesos históricos de producción de esos 
múltiples ejes. 


Otros trabajos tienen en cuenta que las desigualdades se crean y se 
mantienen en el tiempo debido a la existencia de categorías sociales 
(Tilly, 1995), con frecuencia diseñadas, promovidas y legitimadas por 
el Estado, e influenciadas por las relaciones sociales cotidianas.[62] 
Aunque esta perspectiva combina procesos históricos y categorías 
sociales, no explica ni tiene en cuenta la interseccionalidad. 


Como se observa, en la literatura que hace referencia a la existencia 
de capas de desigualdades, escasea el análisis de la dimensión 
interseccional de las desigualdades. Al mismo tiempo, los enfoques 
interseccionales a menudo ignoran la acumulación histórica de 
desigualdades. En este capítulo, definimos las capas de desigualdades 
como la combinación de los procesos históricos que se superponen 
para generar nuevas formas de desigualdades, y los procesos de 
intersección de las categorías sociales que dan forma a las 
desigualdades sociales. Este enfoque nos permite, a la vez, historizar la 
interseccionalidad e interseccionalizar los enfoques previos de las 
capas de desigualdades. Durante el siglo XX, que se caracterizó por la 
proliferación de los conflictos de clase en las áreas urbanas y rurales — 
como consecuencia de la expansión territorial del capitalismo y las 
múltiples crisis de acumulación-, las capas sociales históricas del 
racismo se superpusieron y entremezclaron con las capas de las 
desigualdades de clase. Por lo tanto, las capas no son estáticas, sino 
que se refieren a procesos dinámicos (Costa, 2011). Las desigualdades 
se organizan en diversos ejes sociales, tanto en los procesos 
estructurales como en las interacciones cotidianas entre clase, raza, 
etnia y género. 


Capas coloniales: el darién, la diferencia y las 
desigualdades globales 


La región más extensa que incluye al Bajo Atrato —el Darién- y los 
territorios vecinos de Urabá, se vieron afectados por varios procesos 
globales históricos y contemporáneos, a través de los cuales se 
formaron diferentes modalidades de desigualdades y alteridades por la 
interacción de factores locales, nacionales y globales. 


En este sentido, la producción y reproducción de las capas de 
desigualdades en la región se relacionaron con tres elementos: los 
efectos de los procesos globales como el colonialismo y la expansión 
capitalista, que acentuaron las desigualdades entre centros y periferias 
en el sistema-mundo (Wallerstein, 1974); el establecimiento de 
proyectos económicos (infraestructura, agroindustria); y la “otredad” 
construida en la mentalidad de las élites antioqueñas blancas locales, 
que consideraron a Urabá como un espacio “vacío” para justificar la 
apropiación de sus recursos (Uribe, 1992) o como una zona marginal 
habitada por poblaciones cuyas diferencias —no solo raciales, sino 
también culturales- legitimaron la exclusión social, política y 
económica de sus habitantes (Roldán, 1998: 5). 


Las regiones de Darién y Bajo Atrato cumplieron varias funciones para 
el poder colonial español. En el siglo XVI, la zona funcionó como el 
punto de entrada para las primeras exploraciones del continente. Los 
conquistadores denominaron “Tierra Firme” (continente) a la región 
del Darién (Vignolo y Becerra, 2011: 15). El primero en navegar el río 
Atrato fue Vasco Núñez de Balboa en 1511, y se enfrentó a la 
hostilidad de las poblaciones indígenas a lo largo de su curso. 


Esta región también tuvo importancia comercial. Pueblos como Santa 
María la Antigua del Darién perdieron su importancia inicial cuando, 
en 1549, los conquistadores se trasladaron a Panamá debido al 
descubrimiento de minas de oro. La fundación de Cartagena en 1533 y 
el cierre del río Atrato redujeron la importancia del Golfo de Urabá. 
La política de la corona de evitar la navegación a lo largo del río 
Atrato tenía como objetivo impedir que otras potencias coloniales 


tomaran el control de la riqueza. Uno de los puestos de control de la 
corona se estableció en Curbaradó. La información sobre la ubicación 
estratégica del Darién atrajo a competidores coloniales, así como a 
piratas y bucaneros. El Darién era estratégico por ser el punto de 
contacto entre Cartagena y Panamá (entonces llamada Portobelo) así 
como el lugar para conectar el Atlántico y el Pacífico, para controlar 
las riquezas peruanas. 


Sin embargo, pese a la llegada de conquistadores y potencias 
coloniales entre los siglos XVI y principios del siglo XIX, la región 
permaneció casi sin cambios y el territorio quedó “fuera” de los 
procesos coloniales que afectaron a otras regiones de la Nueva 
Granada, debido a la resistencia indígena y a las disputas entre los 
colonizadores sobre esta zona estratégica. Se establecieron unos pocos 
pueblos y aldeas en la zona, sobre todo de carácter militar. Para los 
españoles, varias de las incursiones por esta zona resultaron en 
“matanzas y tumbas” (Uribe, 1992: 14; Valencia, 1983: 18). 


Las poblaciones indígenas y los esclavos africanos 


Históricamente, estos territorios estuvieron habitados por diferentes 
comunidades indígenas, cuya supervivencia se vio amenazada desde la 
conquista española. Mientras que algunos grupos indígenas 
desaparecieron, otros fueron obligados a desplazarse a otras áreas del 
territorio. Los principales grupos indígenas en esta región incluyen a 
los cuevas, que desaparecieron en el siglo XVIII, los urabáes, y los 
emberas o chocós, que habitan territorios en los que resistieron a la 
ocupación para explotar los recursos territoriales. 


La cantidad de poblaciones indígenas se redujo por las enfermedades 
epidémicas que trajeron los españoles y por la violencia que 
desplegaron. De los casi 60.000 emberas y waunamás que vivían 
alrededor del año 1600, hacia 1768 solo quedaban unos 36.000, y en 
1793, cerca de 15.000 (West, 2000: 146). Las comunidades que 
sobrevivieron probablemente se reagruparon con otras comunidades 
indígenas, con lenguas y culturas similares, y sufrieron las presiones 
de los nuevos pobladores que pusieron en riesgo sus vidas, cultura y 


derechos territoriales (Uribe, 1992: 83). Los principales sobrevivientes 
fueron los emberas y los cunas. 


Los esclavos africanos fueron traídos por los españoles, sobre todo 
para la explotación de minas de oro en regiones como el Chocó. Las 
poblaciones negras adoptaron las costumbres de vida de los grupos 
indígenas locales, incluida la construcción de viviendas y los métodos 
agrícolas (West, 2000). La mayoría de los esclavos llegaron a Nueva 
Granada entre fines del siglo XVI y la finalización del período colonial 
(West, 2000: 152). 


En el Pacífico, los esclavos africanos fueron obligados a trabajar en las 
minas ubicadas en las partes altas de los ríos Atrato y San Juan, el 
distrito de Barbacoas y los afluentes superiores e inferiores de los ríos 
entre Buenaventura y Guapi (West, 2000: 155). A partir de esos 
puntos, los esclavos negros se establecieron en el resto de la región. La 
provincia de Nóvita fue el principal centro de la población negra dado 
que estaba rodeada por varios campamentos mineros. Otro punto 
importante fue el de la provincia de Citará, que en la actualidad es la 
ubicación de Quibdó, capital de Chocó. En el último cuarto del siglo 
XVIII, el número de esclavos llegó casi a 600 personas (West, 2000: 
157). 


En las zonas mineras, la libertad para los esclavos comenzó durante el 
período colonial. Hacia 1778, en el Chocó, el 38% de la población 
negra era libre. Este número incluye a los esclavos que compraron su 
libertad, los cimarrones que se escaparon y los mulatos que fueron 
liberados por sus esclavizadores. En 1821 se proclamó la 
emancipación gradual de esclavos, aunque la desobediencia y los 
problemas burocráticos obstaculizaron su implementación. En 1851, la 
esclavitud fue abolida de manera oficial en Colombia (West, 2000: 
161). Después de la abolición, un número significativo de 
afrodescendientes emigraron hacia las áreas con potencial agrícola. 
Algunos negros se mezclaron con los indígenas, dando lugar a los 
zambos. Influenciados por los revolucionarios blancos del movimiento 
de independencia de principios del siglo XIX, varios grupos de negros 
apoyaron a las fuerzas revolucionarias (West, 2000: 163). 


La minería y la esclavitud sembraron las semillas del futuro 
empobrecimiento de las comunidades afrodescendientes en Colombia. 
Después de la independencia de España en 1810, los dueños de las 


minas vivían en ciudades como Popayán, Cartagena y Medellín, 
ciudades que habían recibido la riqueza de los minerales saqueados. 
Los empresarios se negaron a establecerse a lo largo del Pacífico, con 
el argumento de que el alto régimen de lluvias en el Chocó hacía que 
fuera difícil para ellos asentarse y permanecer allí. Sin embargo, los 
afrodescendientes vivieron en esa zona, lo que consolidó los procesos 
de cimarronaje —las luchas contra la esclavitud y el logro de la 
libertad-. 


Categorías sociales coloniales 


A finales del siglo XVIL en el Nuevo Reino de Granada se consolidó 
una sociedad de castas (Losonczy, 2008). Se otorgaron diferentes 
estatus legales y ocupacionales para diferenciar a los grupos 
sociorraciales. Las poblaciones tenían “derechos y conciencia 
particulares del cuerpo ligados a su ascendencia, mixta o no, y visible 
por fenotipo” (2008: 264). Las principales castas identificadas fueron 
blancos, indios, esclavos y libres de color (personas libres). Esta última 
categoría reunía a diversos grupos sociales mixtos con variaciones 
regionales, como “mestizos (blancos e indios), zambos (negros e 
indios), mulatos (negros y blancos), pardos (mulato y negro)” (2008: 
264). Muchos grupos sociales diversos compartieron un estatus legal 
basado en el color. 


A fines del siglo XVIIL los libres de color coexistían con otras 
categorías sociales, que incluían principalmente a los blancos (los 
descendientes de los colonizadores europeos) en la parte superior de 
los estratos sociales; los colonos o habitantes de origen metropolitano 
y regional diverso, que se ubicaban en el estrato debajo de los blancos; 
y los fugitivos blancos que, con los cimarrones y los indios, 
establecieron poblaciones por fuera del control colonial y crearon 
áreas para refugiados, tales como los palenques habitados por los 
cimarrones (Losonezy, 2008: 265). Los indios fueron clasificados como 
ladinos (cristianizados e hispanohablantes), en resistencia contra la 
evangelización y la incorporación social. La llegada de nuevos 
esclavos llenó los espacios vacantes por indígenas que se negaban a 
trabajar o morían a causa del trabajo pesado o las enfermedades. Los 


africanos representaban la categoría de “negro bozal”, versus las 
categorías del “negro criollo, aquellos afrodescendientes que habían 
nacido en el país y eran hispanohablantes y que, de algún modo, 
estaban evangelizados”, y “cimarrones o esclavos fugitivos, 
imaginados como animales o salvajes por los colonizadores”. 
Numerosas identidades nuevas, derivadas de “mestizajes, fugitivos y 
compradores de la libertad, evangelización y manumisión” 
transformaron las dimensiones de la categoría de los libres de color 
(2008: 265). 


A finales del siglo XVIII, surgieron disputas sobre los criterios para 
adquirir el estatus de blanco y criollo. El principal instrumento legal 
fue el llamado “certificado de pureza de sangre” emitido por la Real 
Audiencia, que reclasificaba y establecía los términos de la definición 
de blancura (Losonczy, 2008: 265). Muchos de los libres de color de 
todas las subcategorías aspiraron a la adquisición de esta certificación, 
que facilitaba el acceso laboral y la movilidad social, y también 
establecía derechos matrimoniales. La categoría de criollo se convirtió 
en el objetivo o el deseo de varios sectores para obtener acceso a 
derechos. 


Capas regionales: raza, diferencia y élites regionales en 
Urabá 


Los procesos de independencia en América Latina ocurrieron en 
general a principios del siglo XIX. El Nuevo Reino de Granada 
atravesó la consolidación de conflictos entre los criollos y los 
españoles. El poder dominante ejercido por las élites criollas estuvo 
vinculado con el predominio del racismo antes y después de los 
procesos de independencia (Restrepo, 2010: 71). Los criollos exigieron 
su derecho y necesidad de autogobierno independiente de España, y 
mantuvieron actitudes racistas en las prácticas sociales y culturales así 
como en sus puntos de vista políticos e intelectuales. 


En el siglo XIX, los indios y los negros representaban el “otro” de la 
población nacional. Aunque no fueron ni excluidos ni invisibilizados, 
se los incluyó en los discursos de la nación en una posición subalterna 


(Arias, 2007: 50). El centro de la nación fue “construido sobre una 
interpretación inversa de sus márgenes” (2007: 50). Se los consideró 
subordinados, pero también problemáticos para el ejercicio de un 
gobierno moderno. Los científicos y los intelectuales de entonces 
asociaron a los indígenas y los negros con territorios geográficos 
particulares y climas específicos, en las “zonas de la frontera interior” 
(2007: 51). En el siglo XIX, el “negro” se consideró como lo opuesto al 
blanco y la raza se relacionó con la fuerza física para el trabajo. El 
Estado no produjo leyes para incorporar a los negros como lo hizo con 
los indígenas (2007: 57). Los negros, imaginados como “salvajes” o 
“bárbaros”, fueron ubicados en “las selvas del Chocó, los valles en la 
cordillera, las cuencas de los ríos en la costa del Caribe, lejos del 
control económico, político y cultural nacional” (2007: 57). 


La separación de Panamá afectó a esta región. Ocurrió al mismo 
tiempo que surgieron las economías extractivas y las plantaciones. 
Entre 1870 y 1930, el mundo experimentó el aumento de los flujos 
globales de mercancías y poblaciones, debido a los efectos de la 
Revolución Industrial y a una crisis de acumulación en Europa. Las 
potencias europeas intentaron controlar la producción de materias 
primas para el capitalismo industrial que surgía (Araghi, 2003). El 
Darién fue el sitio de una de las disputas entre las potencias europeas 
y las potencias entonces emergentes como los Estados Unidos. La 
combinación de conflictos políticos internos en Colombia (disputas 
entre los liberales y los conservadores) y los conflictos geopolíticos 
internacionales fue decisiva para conducir a la separación de Panamá 
en 1903. Las potencias coloniales e imperiales intentaron integrar los 
nuevos territorios a la economía mundial (Baquero-Melo, 20150). 


La transformación geopolítica del Darién estuvo acompañada por la 
expansión de las nuevas economías como el caucho, la tagua, la 
madera y la raicilla ipecacuana (Leal, 2008; Villa, 2011: 9; Uribe, 
1992: 33, 38). La explotación de los bosques tropicales produjo 
conflictos por la tierra que implicaron a empresas nacionales y 
transnacionales. A partir del siglo XX también se establecieron otras 
agroindustrias en el Bajo Atrato, sobre todo para la producción 
bananera y de caña de azúcar, junto con las obras del Canal de 
Panamá (Palmer, 1932: 265). Durante la primera mitad del siglo XX, 
las élites nacionales e internacionales propusieron que la construcción 
de la Autopista Panamericana cruzara el Darién. Sin embargo, no se 
pudo abrir el denominado “Tapón del Darién”[63] en el camino al 


mar, y la mayoría de los colonizadores antioqueños emigraron a las 
cuencas de los ríos Sinú y San Jorge (Uribe, 1992: 39). 


Históricamente, el Chocó se integró con el centro económico de 
Cartagena y el mercado internacional a través del río Atrato (Villa, 
2011: 6). Algunas élites empresariales de afuera (Cartagena) se 
establecieron en Quibdó, lo que confirió a la ciudad el carácter de un 
centro urbano regional (Aprile-Gniset, 1993). A medida que las 
familias del interior se asentaron a lo largo de los afluentes bajo y 
medio del río Atrato, surgieron pequeños pueblos. La plantación 
agroindustrial de banano en Acandí y el ingenio azucarero en Sautatá 
atrajeron trabajadores y fomentaron la colonización (Villa, 2011: 6). 
Estas empresas establecieron tipos particulares de relaciones sociales, 
económicas y laborales. 


La instauración de plantaciones produjo el modelo de enclave, con la 
expansión de la frontera agrícola y la formación de asentamientos de 
personas de diferentes culturas y regiones. Allí, varios pueblos 
indígenas, afrodescendientes y sinuanos establecieron sus propias 
formas de apropiación territorial. Además, algunos colonos de 
Antioquia llegaron más tarde a la región y expandieron la economía 
ganadera (Villa, 2011). 


En cuanto a la estructuración de la desigualdad racial en la región de 
Urabá, entre finales del siglo XIX y principios del XX las élites 
regionales de Antioquia reprodujeron lo que Roldán (1998) llama “un 
discurso de diferencias culturales”, que tuvo sus raíces en la colonia y 
surgió “de las diferencias climáticas, económicas y étnicas de 
diferentes espacios geográficos dentro de la región” (Roldán, 1998: 5). 
Las élites tenían un mapa regional imaginario, en el que se producía 
una diferenciación entre las áreas centrales pobladas y las “áreas 
periféricas” (esto es, Urabá) (1998: 5). Las élites se imaginaban a sí 
mismas como la encarnación de la blancura y de los valores del 
catolicismo y el capitalismo (y de la civilización), y a las personas en 
los “márgenes” como la encarnación de la inversión de esos valores 
(1998: 5). Pero las diferencias no estaban solo arraigadas en los 
marcadores raciales, sino aún más en la definición de unas diferencias 
culturales que posibilitaron la producción de una identidad regional y 
“ayudaron a legitimar la exclusión política, social y económica” 
(1998: 5). 


Las áreas como el Bajo Atrato fueron imaginadas como “insalubres, 
habitadas por personas de ascendencia africana, indígenas o 
extranjeros [no antioqueños] considerados como [...] enfermizos, 
indolentes, apasionados, [y] con propensión al fetichismo y la 
anarquía” (Uribe, 1886; cit. en Roldán, 1998: 6). Las élites 
antioqueñas, mayormente blancas, vinculadas a los partidos políticos 
y el comercio produjeron un “proyecto hegemónico regional” (Roldán, 
1998: 6). Los territorios de la periferia fueron identificados como 
“objetos de deseo”, debido a “la posición estratégica, los recursos 
naturales y el potencial [...] para aumentar el poder político y 
económico de Antioquia” (1998: 8). 


Regímenes territoriales, asentamientos y carácter 
multiétnico de la región 


En 1960, la economía bananera se introdujo en la modalidad de 
enclave en el área adyacente de Urabá, y conformó el denominado 
“eje bananero”. Este proceso tuvo impactos regionales, como estimular 
la migración de poblaciones a otras áreas (por ejemplo, el Bajo 
Atrato), y también provocar la aparición de nuevas capas de 
desigualdades relacionadas con el despojo de tierras, los conflictos 
laborales y la expansión de diferentes modalidades de violencia. 


Durante la primera mitad del siglo XX, “los procesos de colonización 
impulsados por las élites y el gobierno del Departamento fracasaron 
en su objetivo de poblar el [Urabá], y los proyectos económicos [como 
el caucho y el banano] fueron efímeros” (Uribe, 1992: 31). Durante 
este período, la violencia entre los miembros de los partidos liberal y 
conservador afectó a Urabá y al resto del país. La población de Urabá 
se fragmentó en las mismas facciones partidarias. Por esta razón, 
“Urabá siempre ha sido un territorio en disputa y una frontera de 
guerra con violencia abierta, y sus expresiones han incluido la 
insurgencia, la delincuencia, la resistencia y las acciones ofensivas” 
(Uribe, 1992: 32). Esos procesos dieron forma a un Estado centrado en 
una fuerte presencia militar en la zona, en vez de ser un proveedor de 
servicios sociales y de otro tipo. Además, generaron una mentalidad 
de resistencia entre las poblaciones locales, que organizan sus 


relaciones sociales por fuera de las estructuras del Estado (Uribe, 
1992). 


En la región coexistieron, interactuaron y evolucionaron varios 
regímenes de propiedad de la tierra y de relaciones con los recursos 
naturales, de acuerdo con los diferentes razonamientos y metas 
gubernamentales (y empresariales). 


En primer lugar, algunas de las áreas en el Bajo Atrato fueron 
incluidas dentro de los resguardos o reservas indígenas. Las 
principales regulaciones incluyeron la creación de una reserva en 
Kiparadó en 1927; una reserva en Panamá en San Blas (Ley 59 de 
1930); la Resolución 85 de agosto de 1920, que creó una reserva de 
cunas; el Decreto 1667 de julio de 1936, que creó una reserva para los 
cunas de Arquía; la Resolución 059 de 1975 del Incora, y la 
Resolución 0026 de 1976, que creó la Reserva Indígena de Arquía 
(Valencia, 1983: 29). 


En segundo lugar, la Ley 2 de 1959 o Ley de Reservas Forestales fue 
identificada como la “primera norma conservacionista en el Pacífico 
colombiano” (Pardo, 1996; Meza, 2006). La Ley 2 tenía por objeto la 
regulación de la economía forestal y la conservación de los recursos 
(Acción Social, 2009: 11). El Decreto 0111 estableció siete reservas 
forestales en el país. Los resguardos indígenas se extrajeron de las 
reservas forestales mediante la ratificación del Acuerdo de la OIT de 
1957 (Meza, 2006: 401). Además de producir la legislación ambiental, 
el gobierno también otorgó concesiones para la extracción de madera 
(Leal y Restrepo, 2003), que atrajeron a los campesinos hacia la 
región. 


En tercer lugar, el Parque Nacional Natural Los Katíos está ubicado en 
el Bajo Atrato, en Cacarica. En 1994, fue declarado Patrimonio de la 
Humanidad por la Unesco. Ocupa 72.000 hectáreas. En los años 
noventa, esas áreas se encontraban en buen estado de conservación 
(Molano y Ramírez, 1996: 70). Esta zona y la reserva indígena de 
Salaquí se mantuvieron como áreas de conservación con una 
megabiodiversidad muy rica (1996: 71). La creación de este parque 
apuntó a prevenir la expansión de los asentamientos poblacionales. En 
algunos períodos, la colonización se contrarrestó por la expulsión y 
reasignación de comunidades. El área también se vio afectada por la 
introducción de cultivos de coca. 


El poblamiento de la región incluyó varios procesos (Baquero-Melo, 
2014). La mayoría de los pueblos de Cacarica, Curbaradó, 
Jiguamiandó y Bajirá fueron fundados entre los años cuarenta y 
setenta del siglo XX por personas provenientes del Caribe (Sinú y 
Cartagena) y del resto del Chocó (por ejemplo, Baudó). 


La región del Bajo Atrato obtuvo así una base multiétnica. Los 
estudios antropológicos (Ruiz-Serna, 2006a, 2006b, 2008; Restrepo, 
2011; Villa, 2011) e históricos (Uribe, 1992) documentan que los 
principales grupos humanos que habitaron la región fueron: 


afrodescendientes con orígenes en otras áreas del Chocó (Baudó y San 
Juan); 


campesinos mestizos, conocidos como chilapos; el término mestizo o 
chilapo se refiere a una “pertenencia étnica mestiza”, identificada por 
“un color de piel diferente que el de los afrodescendientes del Chocó y 

el “paisa” blanco; un origen en el Sinú y otros pueblos de Córdoba; y 

por su cultura campesina” (Ruiz-Serna, 2006a: 8); 


algunos paisas o blancos del interior del país (Restrepo, 2011); y 


las comunidades indígenas (embera, wounaan, tule y katío), conocidas 
también como cholos (Ruiz-Serna, 2008: 355; y observación de trabajo 
de campo, Curbaradó, 2012). 


En número, los grupos predominantes son los afrodescendientes y los 
mestizos. Existieron asentamientos separados y mixtos (Restrepo, 
2011: 56). La diferencia entre ellos, como fue documentada, indica 
que los afrodescendientes se identifican como “gente de agua” y los 
mestizos como “gente de tierra” (Ruiz-Serna, 2006a: 8-9). Los 


afrodescendientes basan su existencia material y simbólica en su 
relación con los ríos y los paisajes acuáticos; los mestizos se 
vincularon a la tierra al dedicarse a la agricultura y la ganadería en 
pequeña escala (2006a). Las diferencias entre los grupos se volvieron 
menos evidentes con el tiempo, incluidos varios intercambios y 
aprendizajes de prácticas materiales y culturales (2006a). 


La Ley 70 de 1993: territorios colectivos de comunidades 
negras 


A finales de los años ochenta del siglo XX, diferentes conflictos 
políticos y sociales llevaron a las élites colombianas a reescribir la 
Constitución. En 1990, el gobierno llamó a la elección de una 
Asamblea Nacional Constituyente (ANC). Sin embargo, por diversas 
razones, las organizaciones negras no pudieron elegir un representante 
y respaldaron al indígena embera Francisco Rojas Birry, del Chocó, 
como su candidato. En 1991, la nueva Constitución proclamó a 
Colombia como una nación multicultural y pluriétnica. Después de 
eso, la presión social llevó a introducir el Artículo Transitorio 55 
(AT-55) y allanó el camino para la Ley 70 de 1993, que definió la 
creación de territorios colectivos de comunidades negras y produjo 
oportunidades para la titulación comunal (Agudelo, 2005). El AT-55 
se centró en las poblaciones rurales que vivían en los territorios 
identificados como “culturalmente diferenciados”, como en el Chocó. 
Sin embargo, excluyó elementos legales para apoyar a la población 
negra en los espacios urbanos (Rosero, 2005). 


Los indígenas y afrodescendientes ganaron visibilidad a nivel nacional 
y transnacional como sujetos colectivos de derechos, sobre la base de 
la reinvención y resignificación de sus orígenes ancestrales. Sin 
embargo, mientras que estos grupos adquirieron instrumentos 
políticos para luchar por sus derechos, en Colombia muchos otros 
sectores, como los campesinos mestizos, también fueron afectados 
históricamente por la violencia y las desigualdades. Ellos tuvieron 
restringido el acceso a la tierra, exacerbado por la violencia y el 
desplazamiento forzado. La visibilidad ganada por algunos grupos 
étnicos contrastó con la relativa invisibilidad que mantienen los 


campesinos mestizos (Lozonczy, 2008: 276). A pesar de estas 
limitaciones, la Constitución de 1991 y la AT-55 multiplicaron los 
procesos de organización social en la región rural del Pacífico y 
crearon oportunidades legales para que los movimientos sociales 
nacionales apoyaran sus reclamos (Agudelo, 2005: 133). 


El Decreto 1745 de 1995 definió los consejos comunales como las 
autoridades locales responsables de la gestión de los territorios 
colectivos. Hasta marzo de 2006 se había beneficiado a casi 60.418 
familias “con la expedición de 149 títulos colectivos, alcanzando una 
cobertura de 5.128.830 hectáreas” (García y Jaramillo, 2008). Este 
cambio en las políticas estatales se sitúa entre dos hipótesis (Wade, 
2006): es visto como resultado del interés del Estado y el capital en 
controlar las tierras y los recursos (Escobar, 1997; Oslender, 2002), y 
como el resultado de las acciones y luchas de los movimientos sociales 
(Arocha, 1998). 


La Ley 70 de 1993 tuvo un carácter progresista, al buscar reconocer y 
clarificar los derechos de propiedad para muchas comunidades 
afrodescendientes. Sin embargo, también creó nuevos desafíos para las 
poblaciones locales, vinculados con las modalidades de tenencia y 
usos de la tierra, debido al carácter colectivo promovido por la ley. 
Los nuevos actores (las comunidades, los asesores académicos, las 
ONG, los líderes locales, los movimientos sociales, los funcionarios 
públicos, la Iglesia), de manera relacional, produjeron e interpretaron 
esta reorganización de identidades. Desde el inicio de los años 
noventa, las comunidades locales se han quejado acerca de las 
contradicciones de la coexistencia de la Ley 70 con la difusión de 
proyectos extractivos (Cavida, 2002: 230). 


La Ley 70 introdujo conceptos clave como los de comunidades negras, 
ocupación colectiva y prácticas tradicionales de producción. Las 
comunidades tuvieron que asimilarse a las nuevas instituciones 
creadas por la ley (Villa, 2011). Los consejos comunitarios o 
autoridades de dichas propiedades colectivas se componen de una 
asamblea general y una junta. En términos legales y formales, la 
legalización de la elección de los consejos comunitarios dependía de la 
aprobación por parte de los alcaldes municipales. 


Los impactos de la Ley 70 de 1993 en el Bajo Atrato 


Además de sus impactos positivos en clarificar y definir derechos de 
propiedad y limitar en el papel algunos usos industriales y 
destructivos de los recursos naturales, la Ley 70 también produjo 
tensiones y transformaciones a nivel local. Estos cambios están 
intricados con los efectos de la violencia en la región, que ha hecho 
invisibles las transformaciones sociales producidas por las políticas 
multiculturales (Restrepo, 2011). Un efecto importante de la Ley 70 
fue la renegociación de identidades (Baquero-Melo, 2014; Corredor, 
2013), tanto para los afrodescendientes como para los mestizos, con el 
fin de obtener y conservar sus derechos sobre la tierra. 


La Ley 70 produjo la idea de un tipo de ecoidentidades, al denominar 
a los afrodescendientes como “guardianes de la naturaleza” (Wade, 
2006; Asher, 2009; Cárdenas, 2012), en cierta forma imaginados como 
“nativos ecológicos” (Ulloa, 2004), como habían hecho las políticas 
hacia las comunidades indígenas. Este énfasis en la preservación del 
medio ambiente tuvo como objetivo establecer algún tipo de control y 
regulación para el uso de los recursos naturales. Sin embargo, la ley 
también esencializó la identidad de un grupo social 
(afrodescendientes) —configurado mediante ciertas características—, y 
de determinadas prácticas ambientales. Se consideró que los 
afrodescendientes estaban vinculados a una noción del territorio que 
se orientó más a lo jurídico (Rojas, 2012) que a su concepción como 
proceso social. A raíz de los programas de cooperación anteriores 
como el Proyecto Darién (Gobierno de Colombia, IGAC y OEA, 1978), 
la Ley 70 buscó detener los procesos de apropiación de tierra en esas 
regiones. 


En estos procesos surgieron riesgos de exclusión de otros grupos de 
población. La Ley 70 implicó desafíos para la reidentificación de los 
mestizos o chilapos. Cuando se comenzó a aplicar la legislación, “el 
gobierno les dijo a los mestizos que serían expulsados de la región” 
(Cavida, 2002: 230). Sin embargo, para evitar conflictos, los mestizos 
y los afrodescendientes negociaron, y se reconocieron los derechos 
históricos de los mestizos. Desde los años noventa, entre los efectos de 
la violencia y el desplazamiento, coexistieron la Ley 70 y los lazos 
sociales y familiares históricos (Ruiz-Serna, 2006b). Las comunidades 


buscaron evitar la producción de nuevas capas de desigualdad 
mediante la solidaridad local. Aun así, Villa (2011) enfatiza el rol de 
los conflictos vinculados a la Ley 70 como un nuevo mecanismo de 
relaciones sociales en la región. 


La creación de nuevos municipios y la expansión de los 
agronegocios 


Desde 1996, la región del Bajo Atrato estuvo afectada por la violencia 
ejercida sobre todo por los paramilitares y el ejército, cuyo principal 
objetivo, según sus declaraciones, era atacar la presencia guerrillera 
en la región. Sin embargo, el control territorial ejercido por los 
paramilitares buscó favorecer la expansión de cultivos de palma 
aceitera, una economía desarrollada por diversos agroempresarios, 
paramilitares, militares y bananeros (entre otros), y apoyada por 
políticas de instituciones como Finagro. Así, surgieron nuevas capas de 
desigualdades en el Bajo Atrato, a medida que la frontera agrícola se 
expandió hacia el Chocó, lo que desencadenó procesos de disputas por 
las configuraciones territoriales y por la propiedad y uso de la tierra. 
Los derechos territoriales adquiridos por las comunidades a través de 
la Ley 70 fueron disputados, con violencia, por los paramilitares y 
otros actores. De esta manera, los paramilitares y los empresarios 
agrarios pretendían obtener y consolidar el control territorial (militar), 
que también posibilitaba la expansión de los agronegocios. 


Nuevos municipios 


Se realizaron esfuerzos para separar partes del territorio de Chocó e 
incluirlas en Antioquia, para el desarrollo de infraestructura y 
proyectos productivos. Antes, solo existía el municipio de Riosucio 
(fundado en 1880), pero en el año 2000 este se subdividió en dos: 
Riosucio y Carmen del Darién (o Curbaradó). Una muestra de las 
disputas territoriales que existen en la región es la pugna entre Chocó 


y Antioquia por varios corregimientos como Belén de Bajirá. El control 
ejercido por los paramilitares buscó que dicho territorio pasara a 
manos de Antioquia (Villa, 2011: 32). Se pretendió dar continuidad al 
regionalismo, racismo y la continuación del “proyecto hegemónico 
regional” en Urabá que menciona Roldán (1998). Las autoridades de 
Antioquia incluyeron el Chocó en sus informes oficiales como parte de 
los planes de desarrollo de Urabá. Por ejemplo, el documento “Visión 
Antioquia del siglo XXI” mencionaba que Antioquia aspiraba convertir 
a Urabá en “la mejor esquina de América” para 2020. Esto 
contemplaba megaproyectos como la Carretera Transversal de Las 
Américas y, posiblemente, la construcción de un canal interoceánico 
(Baquero-Melo, 2014 y 2015c). Estos megaproyectos cruzarían a 
través de los territorios de las comunidades negras y los pueblos 
indígenas. Las controversias sobre el corregimiento de Bajirá 
permanecen hasta el día de hoy. El round más reciente lo ganó Chocó, 
pues en 2019 se declaró que las propiedades inscriptas en el municipio 
de Turbo (Antioquia) debían ser inscriptas en Riosucio. 


Economía bananera 


Las regiones de Urabá y el Bajo Atrato se transformaron con la 
introducción de las empresas de agronegocios, sobre todo de banano y 
palma de aceite, economías que estuvieron siempre relacionadas con 
la violencia y los conflictos sociopolíticos. Sin embargo, también se 
vieron envueltas en conflictos por las tierras y el trabajo en plena 
globalización neoliberal. La región de Urabá fue “imaginada” por las 
élites antioqueñas como un área para la inserción global de Antioquia 
y Colombia. Esas mismas élites contribuyeron a la producción de las 
desigualdades al considerar la región como un “territorio vacío” y al 
creer que estaba poblado por habitantes culturalmente diferenciados 
(Uribe, 1992; Roldán, 1998), idea que también se utilizó para 
justificar la exclusión de las poblaciones. Surgieron nuevas capas de 
desigualdades vinculadas al desarrollo del enclave bananero desde los 
años sesenta y con la adopción de reformas neoliberales desde los 
noventa (Hough, 2012). Urabá fue considerado por las élites como la 
“vanguardia del neoliberalismo” (Chomsky, 2008). Las élites 
colombianas trataron de crear un buen “clima” para la inversión 


extranjera, para atraer capital a los nuevos sectores económicos. La 
titulización de áreas de producción o enclaves “vigilados” (Uribe, 
1992) conectados con los mercados globales es un intento de volver 
las regiones atractivas para la inversión extranjera directa, cuyo costo 
son las condiciones de trabajo inseguras, la violencia contra los 
trabajadores sindicalizados y el despojo de los campesinos. 


La economía bananera se extendió en los años sesenta, y convirtió a la 
región en la principal área de producción del país. Los conflictos por 
la tierra y el trabajo se “politizaron” a través de su interacción con las 
guerrillas y los partidos políticos en las décadas de 1960 y 1970, y la 
aparición de los paramilitares a fines de los ochenta. La economía 
bananera se globalizó con la fuerte participación de Colombia en el 
mercado mundial (Baquero-Melo, 2014). Sin embargo, la producción 
implicó conflictos por las tierras y disputas sobre el acceso a los 
mercados, en medio de una intensa competencia global y de una 
represión local violenta (Hough, 2012). 


La interacción entre procesos históricos del capitalismo, capas de 
desigualdad e interseccionalidad se evidencia en la región. Diversos 
líderes campesinos transformaron sus identidades en respuesta a la 
evolución de las desigualdades de raza y clase, y varios de ellos ahora 
se autodefinen como afrodescendientes en el marco de la Ley 70. En el 
contexto regional, algunos líderes sociales incluyeron dentro de sus 
experiencias de vida el liderazgo de Juntas de Acción Comunal, 
sindicatos bananeros, movimientos campesinos para la toma de tierras 
en la época de la reforma agraria (en los años sesenta y setenta) con 
apoyo del Incora, organizaciones de víctimas y de desplazados, y 
consejos comunitarios. 


Palma aceitera 


El cultivo de palma de aceite en el Bajo Atrato, en el Chocó, se 
expandió a partir de los años noventa. Esto ocurrió tras el violento 
desplazamiento por parte de grupos paramilitares de los campesinos a 
los que se les otorgó títulos de propiedad mediante la Ley 70. La 
operación militar Génesis en 1997, relacionada con la operación 


paramilitar Septiembre Negro, tenía como objetivo combatir a la 
guerrilla, pero desplazó a miles de personas para quitarles sus tierras. 
La violencia y el desplazamiento forzado son un ejemplo de la relación 
entre la economía global y las capas de desigualdades caracterizadas 
por la intersección de clase, raza y etnicidad. La producción de nuevas 
materias primas (palma de aceite) en enclaves generó desigualdades 
vinculadas a las presiones por nuevas tierras y perjudicó a las 
comunidades históricamente afectadas por el racismo que poco antes 
habían ganado derechos territoriales como grupos étnicos. 


Las desigualdades de clase están relacionadas con el rol de los actores 
del enclave bananero que pretenden expandir la palma de aceite y 
controlar nuevas tierras. El “proyecto hegemónico regional” de Urabá 
(Roldán, 1998), en su origen comandado por las élites urbanas de 
Medellín, evolucionó y se vinculó con el surgimiento de paramilitares 
(principalmente rurales) a fines de los ochenta. Los paramilitares son 
parte de las nuevas “élites” que ejercen el control en el enclave 
(García y Aramburo, 2011). 


En Urabá, las élites buscaron expandir el enclave hacia el Chocó, y el 
conflicto perdió la centralidad de su componente de relaciones 
laborales en la economía bananera. Los actores armados reprimieron 
las facciones, inhibieron el comportamiento de los sindicatos y 
frustraron sus objetivos. El conflicto por la tierra se transformó en un 
conflicto territorial étnico, que implica una disputa sobre la población 
(Uribe, 1992; García y Aramburo, 2011). El partido político de 
izquierda de la región, la Unión Patriótica (UP), fue exterminado. Los 
sindicatos y los gobiernos locales cambiaron su composición política. 
El paramilitarismo estaba arraigado en la sociedad y los actores que 
controlaban la economía del enclave se tornaron políticamente 
hegemónicos. 


Desde la década de 1990, las capas de desigualdades se 
reestructuraron por la expansión de los grupos paramilitares. Hay 
empresarios agrícolas, ganaderos, miembros regionales del ejército y 
poderes políticos locales. Surgieron nuevas élites, como “los Señores 
de la Palma”, que se consolidaron en la primera década del siglo XXI 
bajo el gobierno de Álvaro Uribe (2002-2010) y consideraban la 
región del Bajo Atrato como un “anexo” al enclave bananero o como 
un área para expandir dicho enclave. Se integró la región en un 
proyecto territorial para producir palma aceitera, plátano, yuca y 


ganado. Sin embargo, otra característica de este proceso fue la 
búsqueda del control de las tierras para construir 
megaemprendimientos de infraestructura. El proyecto de apropiación 
y control territorial liderado desde Antioquia buscó sacar provecho de 
los entrelazamientos que existen entre agroindustrias, ganadería e 
infraestructura (carreteras, canales, puertos), para que unos pocos 
obtengan ganancias a costa del despojo de las tierras, el 
desplazamiento y empobrecimiento del campesinado local. 


La expansión de los agronegocios implicó procesos complejos, que 
combinaron acciones legales e ilegales. La palma aceitera cambió el 
uso de las tierras, sobre todo de bosques tropicales, humedales y áreas 
de producción de alimentos a monocultivos para agrocombustibles. La 
palma de aceite se expandió durante el gobierno de Uribe, con el 
apoyo de Finagro, y llegó a ocupar 23.000 hectáreas en el Bajo Atrato. 
El proyecto de la palma aceitera duró hasta 2008, y fracasó debido a 
la resistencia social (de las comunidades y ONG aliadas), al impacto 
de la enfermedad de pudrición del cogollo, que afectó a las palmas, y 
a la intervención de varias instituciones públicas (Corte 
Constitucional, Defensoría del Pueblo, Procuraduría, Contraloría, entre 
otras). En la región se está llevando a cabo una recomposición de los 
sectores agroindustriales, con mayor importancia para la yuca, el 
plátano y el ganado (Baquero-Melo, 2014). En 2010, el gobierno de 
Juan Manuel Santos adoptó una política para la restitución de tierras 
destinada a revertir esta contrarreforma agraria. Sin embargo, estas 
políticas fueron contradictorias, pues intentaron fomentar el desarrollo 
a través de políticas neoextractivistas (incluidos los agronegocios) al 
mismo tiempo que buscaron restituir las tierras (Baquero-Melo, 
2015b). 


Nuevos derechos, nuevas desigualdades 


En este capítulo se ha explorado la relación entre los enfoques que 
estudian las capas de desigualdades y el análisis de la 
interseccionalidad. Mediante el caso de la región del Bajo Atrato, se 
intentó historizar la interseccionalidad e interseccionalizar los debates 
acerca de las capas de desigualdades. Un aporte de este capítulo ha 


sido el esfuerzo de analizar procesos históricos y recientes en torno a 
la interseccionalidad, pero enfocados en entornos rurales. [64] 


En la región estudiada, el colonialismo histórico sentó las bases de la 
jerarquización social, el racismo y la discriminación. El capitalismo 
global introdujo instituciones como los enclaves agroindustriales, que 
integraron esta región en la economía global, y produjo desigualdades 
de clase, que se intersecaron con las desigualdades raciales anteriores. 
Procesos contemporáneos como el conflicto armado y el despojo de las 
poblaciones locales reprodujeron las desigualdades, en las que resulta 
evidente la intersección de clase, raza y etnicidad. Las cuestiones de 
género también juegan un papel relevante en estos procesos de 
reproducción de desigualdades.[65] 


A las poblaciones desplazadas se les otorgaron derechos sobre la tierra 
bajo el impulso del multiculturalismo. Estos derechos produjeron una 
nueva identificación de la población como la adscripción étnica 
“afrodescendiente”. La interacción entre la expansión de los 
agronegocios y los derechos de las tierras comunales produjo procesos 
complejos que afectaron la interseccionalidad y las capas de 
desigualdad existentes. 


Las nuevas desigualdades de clase (arraigadas en el desplazamiento 
forzado violento y la expansión de los agronegocios) se entrelazan con 
las antiguas desigualdades raciales relacionadas con el proyecto de 
hegemonía regional (Roldán, 1998) en Urabá, y con los conflictos 
laborales y por las tierras que afectan al enclave bananero. 


Sin embargo, los nuevos derechos a la tierra también produjeron 
resultados complejos. Por un lado, las poblaciones utilizan esos 
derechos para elevar sus demandas de inclusión y esos derechos 
hicieron visibles nuevas formas de racismo (Wade, 2011); por otro 
lado, también generan desafíos para que las comunidades se adapten a 
las nuevas categorías sociales y a las relaciones de poder emergentes 
creadas por la ley. El análisis de la intersección entre clase, raza y 
etnicidad es crucial para investigar si las políticas actuales son útiles 
para superar las desigualdades que fueron estructuradas en diversas 
capas históricas. 
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10. Los millonarios, los establecidos, los 
emergentes y los pobres 


Estructura social y crisis política en 
Brasil [66] 


Sérgio Costa 


El 1* de enero de 2003, Luiz Inácio Lula da Silva, un migrante del 
noreste brasileño y ex trabajador metalúrgico de Sáo Bernardo do 
Campo (en la zona industrial de San Pablo), juró como presidente de 
Brasil. Su primer mandato dio lugar a un sistema de poder que André 
Singer (2012) denominó lulismo, que implicó la doble estrategia de 
mantener una política económica ortodoxa con altas tasas de interés, 
tipo de cambio flotante y presupuesto público equilibrado mientras se 
expandían fuertemente los desembolsos sociales y aumentaba el 
salario mínimo en términos reales proporcionales al crecimiento 
económico del país. Esta estrategia aseguró ganancias tanto para los 
ricos, que estaban exentos de aumentos de impuestos o confiscación 
de bienes o activos, como para los pobres, que podían beneficiarse de 
los programas de transferencias monetarias, así como del crecimiento 
económico que generaba nuevas oportunidades. Desde el punto de 
vista político-institucional, este sistema de poder fue apoyado por la 
coalición entre el Partido de los Trabajadores (PT), creado durante las 
luchas sociales contra la dictadura militar (1964-1985), y varios 
partidos conservadores. 


Este sistema de poder resultó muy exitoso, al asegurar la reelección de 
Lula en 2006; la elección de su sucesora, la entonces poco conocida 
Dilma Rousseff, elegida en 2010 y su reelección en 2014, aunque los 
signos de agotamiento del lulismo fueron evidentes a partir de 2013. 


Entre 2003 y 2013, el producto interno bruto (PIB) de Brasil creció un 
64% y el porcentaje de la población que vivía en la pobreza se redujo 
a la mitad. Además, el gasto social se incrementó de manera 
significativa, el salario mínimo aumentó un 75% en términos reales y 
se crearon millones de nuevos empleos formales cada año (Pochman, 
2014). Los gobiernos liderados por el PT introdujeron también 
importantes políticas sociales y cambios institucionales para combatir 
el racismo, la asimetría de género y la discriminación de la población 
LGBT (lesbianas, gays, bisexuales y transexuales/transgénero) 
(Góngora-Mera y otros, 2019, Feitosa, 2019). 


Desde 2014, sin embargo, Brasil enfrenta una situación dramática. La 
crisis económica y la crisis política se alimentaron recíprocamente, y 
generaron recesión económica, menor empleo formal y mayor 
endeudamiento de los hogares. Mientras que las investigaciones contra 
la corrupción paralizaron el sistema político, la tasa de crecimiento 
anual del PIB cayó del 7,6% en 2010 al 0,1% en 2014 y se contrajo un 
3,8% en 2015 y un 3,6% en 2016. La recuperación mediocre en los 
años siguientes fue insuficiente para compensar las pérdidas 
acumuladas, ya que el crecimiento anual del PIB en 2017, 2018 y 
2019 estuvo alrededor de 1% (World Bank, 2019). Eso se explica, en 
buena medida, por la continuación de la crisis política. 


En 2016, el vicepresidente Michel Temer asumió la presidencia luego 
de que el Congreso destituyera a Dilma Rousseff por supuesta 
manipulación de las cuentas públicas. Temer se encontró inmovilizado 
por las graves acusaciones de corrupción en su contra y contribuyó 
más a profundizar la crisis que a superarla. Jair Bolsonaro, político de 
extrema derecha que llegó a la presidencia en enero de 2019, alimenta 
abiertamente los clivajes y conflictos, echando aún más leña al fuego 
de la crisis. 


Por otro lado, la crisis incentivó la curiosidad de los cientistas sociales, 
interesados en descifrar la polarización en un país que, a pesar de su 
pasado violento, experimentó todas las transiciones importantes — 
incluidas la independencia, la abolición de la esclavitud y la 
proclamación de la república en el siglo XIX, así como las transiciones 
democráticas en el siglo XX- no a través de revoluciones, sino de 
acuerdos entre las élites. Este capítulo intenta explicar esta situación 
paradójica mediante la combinación del análisis socioestructural y del 
poder político. Sostengo que la larga crisis política en Brasil expresa 


un conflicto distributivo que afecta a cuatro clases, que defino a través 
de distintos vectores de la desigualdad social. 


Marco analítico: conciliación de Marx y Weber 


Las clases sociales importan 


En la segunda mitad del siglo XX, el estudio de la estratificación social 
desde una perspectiva funcionalista se volvió hegemónico en el campo 
de los estudios sociológicos sobre la desigualdad social, al menos en el 
mundo anglosajón. Según esta perspectiva, la desigualdad es funcional 
y necesaria para las sociedades, en la medida en que aquellos que 
participan en actividades socialmente relevantes o que tienen un 
mayor nivel de “formación o talento” deben ser recompensados con 
más recursos (Davis y Moore, 1944: 243). A pesar de que comparten 
una firme oposición a esta lectura funcionalista, las investigaciones de 
la desigualdad que siguen la tradición weberiana y la tradición 
marxista evolucionaron de forma independiente la una de la otra en el 
período de posguerra. Solo recientemente los esfuerzos para reunir a 
estas dos tradiciones se hicieron más visibles. 


En sus numerosas variantes, los enfoques marxistas comparten al 
menos dos premisas comunes, a saber: 


consideran que la relación capital/trabajo da forma a las estructuras 
sociales en la medida en que los que poseen los medios de producción 
son la clase dominante y los que venden su fuerza de trabajo, la clase 
trabajadora o dominada; 


establecen un vínculo lógico necesario entre la pertenencia a una clase 
estructural y las elecciones culturales y políticas. Esto significa que si 


la clase obrera no muestra el comportamiento cultural y político 
correspondiente a su condición estructural, se debe a desvíos 
ideológicos (Wright, 1985). 


Los enfoques basados en Weber comparten la afirmación marxista de 
que las clases sociales son un principio de formación de la estructura 
social de las sociedades modernas. Sin embargo, discrepan de los 
marxistas al cuestionar el vínculo necesario entre clase -entendida 
como situación de clase, es decir, como la inserción en la estructura 
socioeconómica — y las formas de acción y comportamiento, tanto en 
el nivel cultural como político. Por lo tanto, la tradición weberiana 
rechaza cualquier determinismo político derivado de la situación o 
posición de clase. En palabras del propio Weber, las personas 
pertenecientes a una misma clase pueden, bajo ciertas circunstancias, 
actuar políticamente a favor de sus intereses comunes en una 
comunidad de intereses, “pero no tiene que ser así; de todos modos, 
una clase no es una comunidad [Gemeinschaft] y tratar a las clases 
como sinónimo conceptual de las comunidades conduce a 
distorsiones” (Weber, 1956 [1922]: 533). Por otra parte, dado que una 
clase se define por un grupo de personas que comparten un 
“determinante específico de sus posibilidades vitales” (1956 [1922]: 
531) —es decir, el lugar ocupado en las jerarquías de la distribución de 
la riqueza, más que la posesión o no de los medios de producción-, las 
posiciones posibles en la estructura social se reproducen más allá de 
las clases propietaria y obrera concebidas por el marxismo. 


Además, como demuestra Parkin, según la perspectiva de Weber hay 
otra razón para la multiplicidad de posiciones estructurales, que es la 
variedad de estrategias de cierre social en la formación de la clase: 


Por cierre social, Weber entiende el proceso por el cual las 
colectividades sociales buscan maximizar sus beneficios al restringir el 
acceso a las oportunidades y recompensas a un círculo limitado de 
personas elegibles. Esto implica definir ciertos atributos sociales o 
físicos visibles como fundamento que justifica la exclusión (Parkin, 
1974: 3). 


En la medida en que las estrategias de cierre social van más allá de la 
lucha por poseer los medios de producción, las posiciones de clase 
existentes también se amplían. 


Según este razonamiento, la distinción entre estratos y clases ya no es 
relevante. Es decir, siempre que la clase o el estrato se utilicen como 
categorías que definen posiciones abarcadoras en la estructura social 
con sus respectivas estrategias de cierre social -y no meros grupos de 
ingresos, como se concibe en los estudios de estratificación 
funcionalista—, no hay diferencia analítica si nos referimos a clases o 
estratos. 


Los vínculos entre las asimetrías de poder y las desigualdades sociales 
señalados por Weber también están presentes en la obra de Elias. El 
modelo de configuración establecidos/recién llegados (established/ 
outsiders), desarrollado por Elias y Scotson (1994 [1965]), merece 
aquí especial atención. Se basa en la investigación de los procesos de 
discriminación y estigmatización de los nuevos residentes en un 
pequeño pueblo suburbano inglés, mencionado en el estudio como 
Winston Parva.[67] Como señalan los autores, en esta configuración, 
es decir, en esta red de interdependencias, los residentes establecidos 
utilizaron todos los medios posibles -desde la difamación hasta la 
construcción de barreras de acceso— para alejar a los recién llegados 
de los espacios sociales, así como de los bienes públicos y simbólicos 
disponibles en la comunidad. Según los autores, las prácticas 
excluyentes dentro de esta configuración no eran las marcas físicas o 
culturales que diferenciaban al grupo establecido del grupo recién 
llegado, sino antes bien las asimetrías de poder que permitían al grupo 
establecido dar sentido a los rasgos externos, de tal manera que los 
marcadores autoatribuidos eran decodificados como símbolos de 
superioridad e instrumentos que legitimaban ventajas y privilegios. En 
oposición, se asignaron marcadores de inferioridad a los recién 
llegados para legitimar la restricción de su acceso a los bienes y 
espacios valorados socialmente. 


Entre las contribuciones contemporáneas que intentan reconciliar las 
tradiciones marxista y weberiana para comprender el papel de las 
clases en la constitución de las desigualdades que dan forma a las 
sociedades contemporáneas, las obras de R. Kreckel (1992, 2004) y G. 


Therborn (2013) son en particular relevantes. 


Kreckel adapta las fuentes o vectores de la desigualdad social 
identificados por Marx y Weber al capitalismo tardío, y establece una 
matriz con cuatro vectores que producen desigualdades verticales en 
las sociedades contemporáneas: la riqueza material, las posiciones en 
las organizaciones jerárquicas, el acceso a las asociaciones exclusivas y 
el conocimiento. Para examinar cómo las diferentes posiciones en la 
estructura social articuladas a través de los diferentes vectores se 
correlacionan con los actores políticos interesados en el 
mantenimiento o la transformación de un “sistema específico de 
desigualdad social” (Kreckel, 1992: 150), el autor desarrolla un 
modelo de campo de fuerza. Según ese modelo, la desigualdad efectiva 
es el resultado de las disputas por la distribución entre tres actores 
corporativos: el Estado, el capital y el trabajo asalariado, a través de 
las instituciones y organizaciones que los representan, incluidos 
partidos, sindicatos y grupos de interés. En torno a este núcleo, los 
movimientos sociales y las asociaciones civiles son relevantes para 
representar intereses marginados y difusos. Por último, “en las afueras 
del campo de fuerza está la población organizada 
socioestructuralmente que refleja las condiciones sociales de 
desigualdad de la vida cotidiana, desde los valores y potencialidades 
para la acción definidos de acuerdo con su estrato, entorno o 
condición específica” (1992: 161). 


A diferencia de Kreckel, Therborn (2013) no intenta desarrollar una 
teoría sistemática de clases o de la desigualdad. Su objetivo es 
comprender las estructuras de desigualdad existentes como un 
producto entramado de procesos y flujos nacionales y globales. Por 
consiguiente, en primer lugar, distingue tres dimensiones de 
desigualdad: desigualdad vital, desigualdad existencial y desigualdad 
de recursos, y analiza cómo han cambiado recientemente a nivel 
global. Al observar estos desarrollos llama la atención sobre el hecho 
de que los Estados nacionales ejercen, en determinadas circunstancias 
excepcionales, su función asignada a lo largo de la historia de 
controlar la influencia del capitalismo en la generación de las 
desigualdades sociales y la implosión de los lazos de solidaridad 
social. Sin embargo, desde los años novena, en la mayor parte de los 
casos 


la cohesión nacional y la igualdad han sido abandonadas en favor de 
la atracción del capital extranjero, en China y Vietnam, así como en la 
Argentina, Europa del Este y otros lugares. De esta manera, las 
naciones se han convertido en territorios de cuerpos baratos, ofertados 
por sus élites proxenetas al capital extranjero y, como tales, 
generadoras de desigualdad casi sin precedentes. [...] Las naciones y 
las fronteras nacionales [...] proporcionan a los gobiernos proxenetas 
sus rentas exorbitantes, y constituyen las principales barreras de 
exclusión de los migrantes pobres (Therborn, 2013: 175). 


Therborn investiga también otro desarrollo importante en la dinámica 
global de las luchas de clase durante los primeros años del siglo XXI: 
la disminución —al menos en el plano discursivo- de la importancia de 
la clase obrera como sujeto colectivo y la generalización de los 
discursos sobre la clase media. Desde ya, esto no tiene nada que ver 
con la hipótesis de la nivelación estructural de las desigualdades 
globales, las cuales de hecho están aumentando. Se trata de discursos 
ideológicos que van en dos direcciones diferentes: el discurso 
“lastimero” de la clase media del Norte Global, que supuestamente ha 
sido “dejada atrás por la oligarquía en ascenso del capitalismo 
financiero actual” (Therborn, 2013: 178); y el discurso de las clases 
medias en el Sur Global, el cual, celebrado por las agencias 
internacionales y las consultoras de negocios, es “exultante al relatar 
la aparición o la llegada inminente del Mesías, en la forma de las 
clases medias consumistas” (2013: 178). 


Aproximación a la estructura social brasileña 


Basándonos en los intentos clásicos y contemporáneos de reconciliar el 
análisis marxista y weberiano de las estructuras sociales, tal como se 
resume en el apartado anterior, podemos identificar al menos cinco 
vectores cruciales para la estructuración de las jerarquías sociales en 
el Brasil contemporáneo: 


La riqueza material, incluidos la propiedad, los medios de producción, 
los ingresos y otros activos que pueden ser convertidos en dinero 
(Kreckel, 1992). 


Las posiciones en organizaciones jerárquicas y en espacios valiosos 
socialmente. Este vector incluye tanto los rangos ocupados por los 
individuos en las organizaciones de trabajo como las posiciones en la 
vida social que están, siguiendo la “ideología meritocrática” (Kreckel, 
1992), vinculados a diferentes formas de compensación. En el caso 
brasileño son en particular relevantes los espacios de ocio (clubes 
recreativos, salas de conciertos, etc.) y de consumo de bienes y 
servicios (centros comerciales, aeropuertos) en los que se aplican 
criterios discrecionales de acceso (económicos o informales). Asistir a 
estos espacios representa una dimensión importante de la experiencia 
de clase en Brasil. En consecuencia, impedir que los nuevos aspirantes 
accedan a tales espacios es una forma particular de cierre social.[68] 


Conocimiento valorado socialmente. Esta categoría, siguiendo a 
Kreckel (1992), se refiere a las habilidades requeridas que, en el 
capitalismo contemporáneo, se expresan en general en grados y 
títulos, así como, para fines estadísticos, en años de escolaridad. En el 
caso de Brasil, los grados y años de escolaridad no representan 
equivalentes generales con consecuencias automáticas para la 
movilidad social: la calidad en extremo heterogénea de la educación 
recibida durante la escolarización por los ricos y los pobres funciona 
como un instrumento de cierre social, en la medida en que la 
educación más valorada socialmente recibida por los más ricos les 
asegura mejores posiciones en las jerarquías sociales (Quadros y otros, 
2013). 


Acceso a asociaciones exclusivas. Este vector se traduce en el acceso a 
las asociaciones establecidas de manera formal o informal que 
garantizan beneficios y privilegios a sus miembros (Weber, 1956 
[1922]; Kreckel, 1992). 


Posibilidades existenciales. Este vector expresa la “asignación desigual 
de la persona, es decir, de la autonomía, la dignidad, los grados de 
libertad y de los derechos al respeto y el autodesarrollo” (Therborn, 

2013: 49). El porcentaje significativo de la población económicamente 
activa que trabaja en el sector informal sin ningún tipo de garantías 

laborales, la violación sistemática de los derechos civiles por parte de 

actores estatales y privados y el acceso desigual a la justicia justifican 

abordar las jerarquías existenciales como una dimensión aparte de las 

desigualdades existentes en Brasil.[69] 


Las posiciones ocupadas en la jerarquía de la posesión o el acceso a 
cada uno de estos cinco vectores determinan, grosso modo, las clases 
que se encuentran en la estructura social brasileña. Además definen 
grupos muy nítidos basados en categorías etnorraciales (Góngora-Mera 
y otros, 2019).[70] Como se verá a continuación, esta afirmación no 
implica una superposición completa de las clases derivadas de los 
cinco vectores. Sin embargo, la tendencia hacia su convergencia es 
innegable. Combinados, los cinco definen un sistema vertical de 
estructuración social que es consistente y coherente con respecto a las 
diferentes dimensiones de la desigualdad. De esa manera, el grupo con 
menos recursos materiales ocupa las posiciones más bajas en las 
organizaciones y los espacios organizados jerárquicamente. Estos 
individuos son, también, los que poseen menos conocimiento valorado 
socialmente, los que tienen menos acceso a las asociaciones exclusivas 
poderosas y cuyas posibilidades existenciales están más restringidas. 


Las dinámicas y mecanismos concretos que conducen tanto a la 
perpetuación como a los desplazamientos o transformaciones en este 
sistema de desigualdades verticales en el Brasil contemporáneo son, 
por cierto, muy diferentes de los identificados por Kreckel (1992) en 
su estudio de Alemania, país caracterizado por un Estado de bienestar 
social integral y protector. Sin embargo, la descripción abstracta de las 
disputas distributivas en la sociedad alemana, tal como la presenta 
Kreckel, aplica al caso brasileño. Esto significa que también en Brasil 
estas disputas tienen lugar en un campo de fuerza que consta de tres 
ejes corporativos: Estado, capital y trabajo. Desde el punto de vista 
institucional, los partidos políticos son los principales actores detrás 
de las negociaciones distributivas. Los grupos de interés legalmente 
establecidos, como las asociaciones empresariales o los sindicatos, 


también participan en estas disputas. Asimismo, son relevantes las 
redes informales entre los representantes de los tres ejes corporativos, 
sobre todo entre los vinculados al capital y al Estado. Estos canales 
informales son esenciales en la reproducción de las desigualdades 
existentes y, además, constituyen un mecanismo central de las 
estrategias de cierre social adoptadas por los grupos más ricos. 


Aparte de los partidos políticos, una multiplicidad de actores 
concretos (movimientos sociales, ONG, grupos de presión, medios de 
comunicación, etc.) así como la formación de la opinión pública y la 
voluntad política en el nivel de la esfera pública son claves tanto para 
la legitimación de las desigualdades como para la lucha que las 
mitiga. Esto significa que los debates públicos no influyen solo en las 
elecciones y preferencias de los votantes individuales, sino que 
también fluyen hacia los órganos de toma de decisiones en el campo 
corporativo, al guiar y legitimar las decisiones, incluso aquellas con 
impacto distributivo (Avritzer y Costa, 2004). 


Por su parte, es crucial considerar de manera adecuada el papel del 
contexto internacional en los conflictos distributivos entre los tres 
ejes: Estado, capital y trabajo. El tema es por cierto amplio e implica 
discutir la inclusión de un país en la economía mundial ya que, por 
ejemplo, hay evidencia de una correlación positiva entre la 
producción y la exportación de bienes primarios y los niveles de 
desigualdad (Korzeniewicz y Moran, 2009). Implica además el análisis 
de varios vínculos y flujos externos, desde la transferencia 
internacional de beneficios y las remesas de los emigrantes hasta los 
acuerdos de cooperación y los tratados internacionales relativos a los 
derechos sociales o culturales. Estos últimos pueden afectar la 
estructura social a nivel nacional al inhibir la discriminación racial o 
de género, por ejemplo. Al mismo tiempo, los Estados alteran los 
parámetros distributivos nacionales al entregar sus países a los 
inversores extranjeros, según los términos de Therborn, como se 
describió antes. Esto ha ocurrido con frecuencia en Brasil: en el 
intento de crear un entorno institucional supuestamente más propicio 
para atraer inversiones, el país viene adoptando medidas tales como 
exenciones fiscales, supresión de derechos laborales o subvenciones y 
derechos especiales para los inversores, lo que fomentó la 
concentración interna de la riqueza y los privilegios. Este tipo de 
medidas constituye el núcleo de los programas de reformas 
económicas adoptados por los gobiernos de Temer y de Bolsonaro 


(Costa y Goncalves, 2019). 


La estructura social en Brasil: cambios recientes 


Para analizar la duradera crisis brasileña, primero es necesario evaluar 
los cambios observados en la estructura social de ese país desde que el 
PT asumió el poder en 2003 y lo sucedido después de que Dilma 
Rousseff fuera destituida de la presidencia en 2016. Los cinco vectores 
de la desigualdad señalados antes guían este ejercicio. Dado que 
nuestro objetivo no es realizar un estudio detallado de la estructura 
social brasileña a través de una cuantificación precisa de la movilidad 
de los diferentes grupos, no se mencionan aquí las clases sociales que 
cubren la totalidad de la población, sino solo a aquellos cuya 
movilidad ascendente o descendente ayuda a explicar la crisis. De 
acuerdo con esta lógica, interesa en particular seguir los movimientos 
de cuatro clases: los pobres, los recién llegados —a quienes nos 
referiremos como “emergentes”, tal como se alude a ellos en el debate 
brasileño—, los establecidos (clase media tradicional) y los millonarios. 


Los pobres 


Los pobres brasileños, en el sentido adoptado aquí, corresponden al 
segmento de la población que está debajo de la línea de la pobreza y 
que vive de la ayuda social y otras transferencias sociales u ocupa los 
puestos menos valorados en el mercado laboral, e incluye una fuerte 
participación en el trabajo doméstico. Su nivel de escolarización está 
muy por debajo de los demás grupos, no poseen acceso a asociaciones 
privilegiadas y sus posibilidades existenciales son particularmente 
limitadas. 


Si consideramos los ingresos, se observa que el número de pobres se 
redujo de manera significativa en la primera década del presente siglo. 
Según datos de la Cepal (2016: 18), el 37,5% de la población era 
pobre o indigente en 2001, cifra que descendió a 16,5% en 2013. 


Desde 2015, a causa de la profundización de la crisis económica y de 
recortes en las políticas sociales, la proporción de pobres en la 
población volvió a crecer (FGV, 2018). 


En cuanto al vector de conocimientos, si se considera la variable años 
de escolaridad, hubo un incremento sustancial en la situación de 
aquellos considerados pobres y muy pobres en las estadísticas 
oficiales: entre 2003 y 2013, el período de escolarización para el 40% 
más pobre de la población aumentó un promedio de 1,5 años, y llegó 
a 5,9 en 2014, mientras que el 20% más rico añadió casi un año más 
de escolarización en el mismo período, con un promedio de 10,8 años 
(IBGE, 2016). 


Con respecto a sus posibilidades existenciales, la expansión de 
programas sociales y de vivienda, además del aumento en el nivel de 
formalización de las relaciones laborales, incluso en los trabajos 
menos calificados representa una ampliación considerable de las 
posibilidades existenciales de los más pobres durante los gobiernos del 
PT. Esas tendencias se revirtieron desde la llegada al poder de Temer 
en 2016 y más marcadamente desde 2019, cuando Bolsonaro asumió 
la presidencia, debido a la reducción de recursos para programas 
asistenciales y el crecimiento significativo del desempleo y del trabajo 
informal (Neri, 2019). 


Los emergentes 


La denominación “recién llegados” o “emergentes” no es, por 
supuesto, una autoadscripción. Se enmarca en el contexto de la 
configuración de establecidos-recién llegados ya descripta, y expresa 
la dinámica que ocurre cuando los que antes eran clasificados como 
pobres experimentan la movilidad social ascendente y el incremento 
de su nivel de ingresos y consumo, y pasan a disputar los espacios 
sociales y los bienes que antes estaban reservados para la clase media 
establecida. 


En relación con el vector de la riqueza, el aumento de los ingresos y la 
capacidad de consumo en la primera década, el presente siglo ha sido 
impresionante para aquellos que salieron de la condición de la 


pobreza y se convirtieron en “la nueva clase media”.[71] 


De acuerdo con las mediciones realizadas por Neri (2012: 27), no 
menos de 39,6 millones de brasileños realizaron este pasaje entre 
2003 y 2011. El poder de consumo de este contingente, basado sobre 
todo en la expansión de las facilidades de crédito, explica, en gran 
medida, la enorme expansión de los bienes de consumo duradero 
observado en esos años (Lavinas, 2016). 


Con respecto al conocimiento medido por escolaridad, hay evidencia 
de que los emergentes se beneficiaron de forma sustancial de la 
vertiginosa expansión de la educación superior desde 2003, cuando la 
matrícula en las instituciones de ese nivel en Brasil saltó de 3,9 a 7,3 
millones (Ministério da Educacáo, 2014: 26). La expansión de la 
asistencia a la universidad de los emergentes se debe, inter alia, al 
sistema de cuotas aplicado en las universidades públicas y a 
programas como Prouni y FIES, que ofrecen préstamos o becas para 
que los estudiantes con menor poder adquisitivo puedan asistir a 
instituciones privadas. Esto no implica que la escolarización garantice 
posiciones más altas en el mercado laboral. Debido a la estructura de 
mercado de trabajo y al poco “valor social” de sus certificados 
obtenidos en instituciones de menor prestigio, incluso los emergentes 
con grados académicos suelen ocupar puestos de trabajo menos 
calificados (Scalon y Salata, 2012: 397). 


Sin embargo, si tenemos en cuenta las posiciones en los espacios 
sociales jerárquicos como áreas exclusivas de ocio, consumo y 
prestación de servicios, es evidente que el aumento de poder de 
consumo de los emergentes modificó su posición dentro de estas 
esferas antes dominadas por los establecidos. 


Respecto de la asociación exclusiva no hay ninguna evidencia, como 
en el caso de los pobres, de que los emergentes lograran crear 
organizaciones capaces de garantizarles privilegio alguno en el 
período analizado. 


Desde 2015, los emergentes encontraron crecientes dificultades para 
mantener la posición alcanzada en los años previos ya que, como 
muestra Neri (2019), junto con los pobres, este grupo fue 
particularmente afectado por el incremento del desempleo y por el 
recorte de derechos e ingresos en el ámbito de la llamada reforma 


laboral de 2017. Ese grupo es también el que más sufrió en el acceso a 
la educación formal, a causa de la reducción de recursos para los 
programas de subsidio a universitarios observada en los años 
recientes. 


Los establecidos 


La referencia a la clase media establecida opera como la contraparte 
de los emergentes en la configuración de interdependencias, según la 
definición de Elias y Scotson (1994 [1965]) discutida arriba. Así, no se 
trata de delimitar un intervalo de ingresos preciso para el grupo de los 
establecidos, ya que este no es el criterio principal utilizado para su 
definición como clase en este capítulo. Sin embargo, para evaluar las 
dislocaciones en la estructura social según los cinco vectores de la 
desigualdad seleccionados, y recurriendo al modelo de las cinco clases 
de ingresos, de la A a la E, podemos afirmar que este grupo 
corresponde a aquellos que ya se encontraban en la clase C en 2003, 
además de los miembros de la clase B. 


Desde el punto de vista del vector riqueza, los establecidos 
experimentaron un importante incremento de ingresos en el período 
comprendido entre 2003 y 2011 (Neri, 2012; Pochmann, 2014). Con 
respecto a la propiedad y otros activos, hubo también un claro 
aumento en la riqueza de los grupos de ingresos medios y altos en ese 
período (Castro, 2014). 


En cuanto a la educación, el promedio de años de escolaridad para el 
40% más rico creció casi un año entre 2003 y 2013, y alcanzó los 9,4 
años en 2014, un poco menos que los años de escolaridad agregados 
entre los más pobres. Particularmente relevante es la participación 
creciente de pobres y emergentes en la población universitaria y la 
disminución resultante en la participación de los estratos más ricos 
entre los universitarios: En 2004, el 20% más rico de la población 
correspondía al 54,5% de las matrículas en las instituciones públicas y 
al 68,4% en las privadas; en 2014, un 36,4% y un 40,9%, 
respectivamente (IBGE, 2016). 


No hay evidencia de que los establecidos hayan descendido a 


posiciones inferiores en el mercado laboral, al menos no en el período 
2002-2009 analizado por Scalon y Salata (2012). Sin embargo, la 
pérdida de las posiciones de los establecidos es evidente en al menos 
dos contextos. En primer lugar, en los espacios segmentados 
socialmente como centros comerciales, aeropuertos, espacios de ocio, 
etc., en los que la presencia creciente de los emergentes provocó 
reacciones de repulsión y rechazo por parte de los establecidos. 


En segundo lugar, otra pérdida de posición se refiere a los 
trabajadores domésticos, que representan el 7% de toda la población 
empleada en Brasil (IPEA, 2015). Desde 2003, el aumento del salario 
mínimo y la extensión de los derechos laborales de estos empleados 
han provocado un cambio importante en el modelo de trabajador 
doméstico exclusivo que está permanentemente a disposición del 
empleador, sin un horario de trabajo o un contrato definidos con 
claridad. No poder contar con la prestación integral de estos servicios 
a un precio muy bajo implica para la clase media establecida la 
pérdida de uno de sus privilegios. Implica también tener que revisar 
sus arreglos familiares basados en la externalización de las tareas de 
cuidado (limpieza, atención a los niños, etc.) en una tercera persona. 


Respecto de la asociación exclusiva, durante los gobiernos del PT hubo 
una reducción de la eficacia relativa de los instrumentos que los 
establecidos tenían a su disposición para sus estrategias de cierre 
social. Los emergentes, aunque rechazados y ridiculizados, lograron 
acceder a espacios sociales como universidades, centros comerciales y 
viajes en avión, antes entendidos por los establecidos como de su uso 
exclusivo. Por último, las posibilidades existenciales para los 
establecidos no se expandieron, pero tampoco se redujeron de manera 
explícita durante el período en que gobernó el PT (2003-2016). 


Desde 2015, las pérdidas materiales que atravesaron los emergentes 
los hacen menos amenazadores para los establecidos, ya que los dos 
grupos no disputan más los mismos espacios sociales de consumo u 
ocio. Políticamente, Temer, y sobre todo Bolsonaro, buscaron también 
focalizar, al menos en el nivel discursivo, en demandas de los 
establecidos, al enfatizar el combate a la corrupción y la criminalidad 
a través de políticas de mano dura o de población civil armada 
(Solano y Rocha, 2019). 


Los millonarios 


Sin duda hay cierta arbitrariedad sociológica en tratar al 1% más rico 
de una población dada como una clase específica entre cuatro grupos 
considerados. Sin embargo, la renovada importancia de este segmento 
en los debates internacionales sobre la desigualdad y el creciente 
porcentaje de los ingresos y de la riqueza que este grupo logró 
acaparar justifican su tratamiento aparte en la estructura social. La 
proporción de los ingresos apropiados por el 1% más rico —es decir, 
aquellos que ganaron más de 203.100 reales en 2012- se incrementó 
sucesivamente desde 2005, alcanzando el 25% del total de los ingresos 
de todos los brasileños en 2014, después de un período de 
disminución entre 1987 y 2005 (Medeiros y otros, 2015). La 
concentración de riqueza, por su parte, es aún mayor y también 
persistente: el coeficiente de Gini para la propiedad y otros activos fue 
de 0,860 en 2006 y de 0,849 en 2012. Un poco más de 400.000 
contribuyentes, que corresponde al 0,2% de la población total, en 
2012 concentraba casi el 47% del total de la riqueza declarada en 
Brasil (Castro, 2014: 103). 


Componen este 1% empresarios, pero también rentistas, empleados 
públicos y en empresas privadas y jubilados. Su composición racial 
refleja las jerarquías de la sociedad: en 2013, el 85% del 1% más rico 
eran personas blancas (IPEA, 2015). 


Con base en las variaciones de escolaridad del 20% más rico, el grupo 
al que pertenecen los millonarios, se puede suponer que hubo un 
aumento en los años de escolaridad en todo el período analizado, 
aunque este se ha mantenido ligeramente por debajo del aumento 
promedio de escolaridad entre toda la población brasileña. 


Con respecto a las posiciones en las organizaciones jerárquicas, hay 
indicios de cambios entre los diferentes sectores de la economía 
debido a la pérdida de productividad industrial, las ganancias de los 
agronegocios y el incremento de las ganancias financieras. Sin 
embargo, el 1% más rico mantiene sus posiciones de prestigio en la 
economía. Incluso la pérdida de posiciones que afectan a los 
establecidos, en los espacios sociales jerárquicos no llega de manera 
directa a los millonarios, dada la gran distancia social e incluso 


espacial que los separa de los emergentes. Tampoco los afectan el 
incremento de derechos y salarios de empleados domésticos, ya que su 
ingreso mensual promedio es casi 100 veces más que el salario 
mínimo. 


Con relación a la asociación exclusiva, los acuerdos informales y las 
redes de corrupción entre políticos, partidos y grandes empresarios, en 
especial en el negocio de la construcción (Anderson, 2016), 
tradicionalmente constituyeron una estrategia efectiva de cierre social 
para los millonarios, que garantizó a un grupo restringido el acceso 
privilegiado a los fondos públicos. Las investigaciones de hechos de 
corrupción, que se intensificaron a partir de 2015 y llevaron incluso a 
prisión a grandes empresarios, amenazaron ese acceso privilegiado de 
los millonarios a los recursos del Estado. Algunas medidas 
implementadas por Temer y por Bolsonaro, como la privatización de 
servicios y empresas públicas o las concesiones al agronegocio o a la 
minería para explorar reservas naturales, pueden interpretarse como 
un esfuerzo de legalizar el acceso del gran capital a bienes públicos y 
comunes. 


Por último, en cuanto a las posibilidades existenciales no hay factores 
que indiquen una reducción en su validez plena, para los millonarios, 
durante todo el período estudiado. 


Los cambios más recientes muestran también que los millonarios 
mantienen sus ganancias y privilegios incluso en condiciones de grave 
crisis económica. Según Neri (2019:5), entre 2014 y 2019, el 1% más 
rico pudo incrementar sus sueldos en un 10,1% en términos reales, 
mientras la masa salarial del 40% más pobre disminuyó en un 24,8% 
en términos reales. Para los 40% en el medio, las pérdidas sumaron 
4,2%. 


A continuación, el cuadro 10.1 resume los cambios en la estructura 
social brasileña de acuerdo con lo que se describió hasta ahora. 


Cuadro 10.1. Cambios recientes en la estructura social brasileña 
(2003-2014 y desde 2015) 


Referencias: | movilidad ascendente; | movilidad descendente; => 
estabilidad. (*) La primera flecha indica la pérdida de acceso a 
recursos públicos a causa del combate a la corrupción en 
2015-2016, mientras que la segunda, la recuperación del acceso 
en el contexto de los gobiernos de Temer y Bolsonaro. 


Fuente: Elaboración propia. 


Estructura social y crisis política 


Los movimientos observados en la estructura social brasileña 
corresponden a cambios en el campo de fuerzas entre el Estado, el 
capital y el trabajo que, a su vez, reflejan las relaciones de 
dependencia e interdependencia con el contexto global. Estas 
interdependencias corresponden, en primer lugar, a los flujos 
financieros como inversiones extranjeras, remisiones de ganancias al 
exterior u otros beneficios. Estos flujos afectan la cantidad de recursos 
a repartir, lo que a su vez tiene consecuencias sobre la distribución 
social entre los ejes de capital, trabajo y Estado, así como entre las 
diferentes clases sociales. 


Otro componente relevante de estas interdependencias es la inserción 
brasileña en cadenas de producción transnacionales, que se 
modificaron de manera sustancial en el período analizado dada la 
retracción de la actividad industrial (Pochmann, 2014). La creciente 
especialización en exportaciones de productos primarios aseguró que 
la persistente caída del precio internacional de materias primas desde 
2010 arrastrara a la economía en una recesión y alterara los 
parámetros de la distribución interna de los ingresos y la riqueza. 
Junto con esto, los cambios globales que se observan en algunos 
sectores de la economía, como la extensa subcontratación en el sector 
bancario, modifican de forma drástica el margen de maniobra de las 


negociaciones distributivas a nivel nacional, como demuestra Sproll 
(2013). 


En el plano político, por un lado, la retórica amistosa respecto del 
capital nacional y extranjero adoptado por los gobiernos brasileños en 
todo el período analizado implicó restricciones a la política económica 
y a la adopción de medidas de redistribución más enfáticas, para 
mantener la llamada “confianza de los mercados”. Por otro, los 
convenios de derecho internacional ratificados por el gobierno 
brasileño y la transnacionalización de los movimientos sociales 
observados en este período influyeron en la puja distributiva nacional 
a favor de los grupos menos privilegiados, como en el caso de las 
mujeres y los negros (Góngora-Mera y otros, 2019). 


Si tenemos en cuenta la distribución de recursos entre los ejes del 
capital, el trabajo y el Estado, hubo un aumento en la participación 
del Estado en la distribución general de los ingresos en el período 
considerado: los ingresos tributarios pasaron del 31,4% del PIB en 
2003 al 33,5% en 2014 (Ministério do Planejamento, 2015). Cuando 
observamos la composición de la carga tributaria, sin embargo, las 
asimetrías de poder entre los tres ejes corporativos son bastante 
evidentes. En contraste con los países con una mejor distribución del 
ingreso que gravan las ganancias del capital hasta un 42%, Brasil 
exime a ganancias y dividendos del impuesto sobre la renta. Los 
impuestos sobre los salarios, que representan el 26,5% del total, y 
sobre el consumo de bienes y servicios, que representan el 49,7%, 
constituyeron la mayor parte de la recaudación fiscal (Castro, 2014: 
25). Es decir, si bien es cierto que los gobiernos del PT aumentaron los 
gastos en políticas sociales para combatir la pobreza, no hubo cambios 
en el ámbito de la recaudación: el modelo siguió basándose en 
impuestos indirectos regresivos, o sea, impuestos que promueven la 
concentración de la riqueza. En el período estudiado aquí no hubo 
ningún movimiento organizado, ni discusión sistemática alguna en el 
espacio público brasileño, sobre las consecuencias distributivas de esta 
estructura tributaria. 


Lula fue electo en 2002 con un programa de gobierno que enfatizaba 
la lucha contra la desigualdad. Sus votos se distribuyeron por todo el 
territorio nacional y entre los diferentes grupos de ingresos, con 

resultados impresionantes en las grandes ciudades y entre los grupos 
con mayor educación, las bases electorales históricas del PT. A partir 


de su reelección en 2006, se inició una tendencia que se profundizó 
con la elección de Dilma Rousseff en 2010 y su reelección en 2014. 
Desde entonces la principal base electoral de Lula y, luego, la de 
Rousseff comenzó a desplazarse cada vez más hacia los grupos más 
pobres, moviéndose del sur y sudeste al noroeste del país, y de las 
ciudades más grandes a las más pequeñas (TSE, 2014). El discurso del 
partido también se modificó. Si bien la redistribución de la riqueza no 
desapareció por completo de los programas electorales, el enfoque se 
desplazó hacia la expansión de las posibilidades de consumo, la 
movilidad social individual y la clase media. 


Junto con la dedicación política hacia una “nueva clase media”, el 
compromiso de luchar contra la discriminación racial y de género se 
hizo explícito en los discursos empleados por los presidentes del PT y 
en muchas de sus acciones de gobierno. A nivel político, este conjunto 
de discursos y acciones son vistos como una amenaza por los 
establecidos antes descriptos. Las pérdidas no son económicas, dado 
que los establecidos aumentaron sus ingresos y riquezas en el período 
2003-2013. Se enfrentan a pérdidas de posición en contextos 
jerárquicos y a una pérdida de eficacia de sus asociaciones exclusivas 
para garantizar sus estrategias de cierre social. 


Discursos que combinan la defensa de la posición de clase de los 
establecidos con el descrédito hacia la lucha contra la discriminación 
racial y de género se fueron transformando durante el periodo en que 
Lula y Rousseff ocuparon la presidencia (2003-2016) en un discurso 
anti-PT. Esto es fácilmente comprensible: el partido y muchos de sus 
representantes, entre ellos su líder más importante, Lula, encarnaron 
la “invasión” de los emergentes a los espacios sociales y políticos que 
antes estaban reservados a los establecidos. Aunque el discurso de 
clase resentido y de lamento de los establecidos existiera de forma 
difusa desde de los años 2000, su poder para movilizar a amplios 
sectores de la sociedad se mantuvo reducido mientras la economía 
brasileña crecía a niveles acelerados y los pobres, los emergentes y los 
millonarios veían mejorar su condición social y material. 


Sin embargo, estos discursos críticos ganaron resonancia pública a 
partir de 2013, y en junio de ese año fogonearon una serie de 
protestas con marchas y manifestaciones en varias ciudades del país. 
Poco a poco, movimientos más bien a la extrema derecha del espectro 
político comenzaron a organizar manifestaciones que, a pesar de 


adoptar un tono generalizado de crítica a la política institucionalizada, 
cada vez más se fueron convirtiendo en una protesta contra el 
gobierno de Rousseff y el PT en general. 


En el contexto parlamentario, el PT nunca logró tener siquiera una 
quinta parte de los escaños en el Congreso, pese a contar con la 
facción más numerosa. Esto lo obligó a establecer alianzas con 
partidos conservadores. Tras el fracaso de la estrategia de compra 
directa de la lealtad de los parlamentarios en 2005, el PT comenzó a 
otorgar ministerios y cargos a los políticos y partidos aliados, quienes 
a su vez administraban directamente sus asociaciones corruptas con la 
iniciativa privada. A su manera, ese modelo funcionó bastante bien 
hasta 2015, cuando se profundizaron las acciones sistemáticas contra 
la corrupción en la política. Además de impedir o, al menos, limitar el 
acceso de los políticos y los partidos a los canales de generación de 
recursos ilícitos que alimentaban sus sociedades con la iniciativa 
privada, el ataque generó pánico entre los políticos y empresarios 
implicados, debido al temor de ser descubiertos y detenidos. Las 
investigaciones desmantelaron las bases sobre las que se asentaba la 
mayoría parlamentaria de Dilma Rousseff, lo que condujo a su 
destitución en agosto de 2016. Temer asumió la presidencia, como fue 
antes mencionado, ya debilitado por acusaciones de corrupción en su 
contra. La legislación vigente en Brasil establece que el presidente en 
ejercicio solo puede ser imputado en un proceso judicial si el Congreso 
lo autoriza. Mediante la distribución de recursos públicos a 
parlamentarios y a los sectores económicos que ellos representan, 
Temer logró que los legisladores rechazaran los pedidos de la 
Procuraduría General de la República de procesarlo judicialmente 
(Anderson, 2019). 


En el espacio público también se produjeron cambios importantes. 
Entre 2015 y 2016, ante el agravamiento de la crisis económica, las 
entidades empresariales lideradas por la Federación de las Industrias 
del Estado de San Pablo (Fiesp) entró en una disputa política a favor 
de deponer a Rousseff. Al mismo tiempo, los movimientos sociales y 
los intelectuales que en años anteriores se habían distanciado del PT 
se rearticularon para organizar una reacción a lo que consideraban un 
golpe de Estado parlamentario contra una presidenta legítimamente 
elegida por el voto popular. De esta manera, las protestas públicas 
comenzaron a alternarse entre aquellos que organizaban 
manifestaciones contra el PT y quienes salían a la calle en apoyo a la 


presidenta. 


El clivaje entre quienes apoyan y quienes se oponen al PT persistió 
durante los dos años y medio en los que Temer estuvo en la 
presidencia e influyeron en las disputas políticas alrededor de las 
elecciones de octubre de 2018, cuando Bolsonaro fue electo 
presidente. El éxito de Bolsonaro solo puede ser comprendido cuando 
se toma en cuenta el hecho de que el ex presidente Lula, único 
candidato que, según las encuestas, podía vencer a Bolsonaro, se vio 
impedido de participar en la disputa electoral cuando fue detenido y 
condenado en segunda instancia. En su lugar, Fernando Haddad, ex 
ministro de Educación en los gobiernos del PT y ex alcalde de San 
Pablo, fue lanzado como candidato del PT y llegó a la segunda vuelta 
de las elecciones. Sin el carisma ni la popularidad de Lula, obtuvo 
cerca del 45% de los votos válidos, mientras Bolsonaro resultó 
ganador con casi el 55%. El origen social de los votantes de ambos 
candidatos refuerza la tesis expuesta en ese capítulo, que sostiene que 
la duradera crisis política brasileña está asociada a profundos 
conflictos distributivos que involucran tanto a las cuatro clases 
mencionadas (pobres, emergentes, establecidos y millonarios) como a 
los grupos definidos por los ejes de género, raza, sexualidad y región. 
Así, Haddad tuvo su mejor desempeño entre grupos favorecidos por 
las políticas adoptadas en los gobiernos del PT: pobres, negros, 
mujeres, población LGBT y región noroeste, mientras que Bolsonaro 
obtuvo sus mejores resultados entre los más ricos, blancos, hombres y 
en la región sur. 


Cuadro 10.2. Preferencia electoral de diversos grupos(*) (en 
porcentaje) 


a 1 MOD No 
(Aa 0150 689 


(*) Datos de la segunda vuelta de las elecciones presidenciales de 
octubre de 2018, teniendo en cuenta solo los votos válidos. 


Fuente: Datafolha (2018). 


Como muestra la tabla, también la religión tuvo un papel fundamental 
en las elecciones de 2018 ya que los pentecostales, que representan el 
31% de la población brasileña, indicaron una clara preferencia por 
Bolsonaro. Por supuesto, ese hecho no se incluye en los conflictos 
distributivos aquí discutidos. Sin embargo, considerando que en el 
pasado tanto los líderes como los fieles pentecostales apoyaron 
políticos y gobiernos del PT, el sesgo en favor de la derecha en las 
elecciones de 2018 parece responder más a factores coyunturales. En 
este sentido, fue en particular relevante el llamado “pánico moral” 
creado principalmente por noticias falsas, muy divulgadas en las redes 
sociales (sobre todo WhatsApp, Facebook y Twitter) durante la 
campaña electoral, en las que se afirmaba que algunos políticos del PT 
estaban involucrados en casos de pedofilia y planeaban restringir el 
papel de las “familias de bien” en la educación de los niños (Almeida, 
2019; Solano y Rocha 2019). 


La disputa entre Estado, capital y trabajo 


A partir de una combinación de las tradiciones marxista y weberiana 
en el análisis de la estructura social, este capítulo buscó presentar la 
crisis política brasileña que persiste desde 2015 como un conflicto 
distributivo que implicó a cuatro clases (los pobres, los emergentes, 
los establecidos, los millonarios), las cuales se delimitaron utilizando 
cinco vectores determinantes de la desigualdad social: riqueza, 
posición, conocimiento, asociación selectiva y posibilidades 


existenciales. La definición de estas clases no considera la posición 
ocupada en la estructura social en un momento determinado, sino la 
trayectoria social recorrida por cada grupo desde 2003. 


En términos generales, estas cuatro clases vieron crecer su riqueza y 
su conocimiento en el período comprendido entre 2003 y 2014. Sus 
posibilidades existenciales aumentaron o, al menos, se mantuvieron 
estables. Con relación a la posición y la asociación exclusiva, el 
movimiento observado entre 2003 y 2014 es bastante heterogéneo 
para las diferentes clases: mientras que los emergentes ascendieron de 
forma significativa en su posición social, los establecidos perdieron su 
posición en la medida en que disminuyó su poder para excluir a los 
emergentes de los espacios sociales que antes estaban reservados para 
su propio uso. 


La misma lógica se aplica a las asociaciones exclusivas respecto del 
género y la raza. Aunque en Brasil la igualdad de género y etnorracial 
está lejos de ser alcanzada, entre 2003 y 2014 hubo una disminución 
en el poder de los varones y los blancos para discriminar a las mujeres 
y los negros. Esta pérdida de posición en las jerarquías de clase, 
género y raza abonó el resentimiento de los establecidos contra el 
gobierno del PT, incluso en momentos en que, en términos de riqueza, 
experimentaron una trayectoria ascendente. 


A partir de 2014, el panorama cambió. La exacerbación de la crisis 
económica hizo que todos los grupos, sobre todo los pobres y 
emergentes, perdieran ingresos. La reducción de puestos vacantes en 
el mercado formal produjo una pérdida de posibilidades existenciales, 
en particular para eses grupos. Los establecidos, aunque menos 
amenazados por los emergentes, también experimentaron un retroceso 
de sus ingresos con el avance de la recesión. Por último, los 
millonarios que hasta entonces habían ganado en todos los niveles de 
desigualdad con los gobiernos del PT, perdieron al menos parte de sus 
asociaciones exclusivas a medida que avanzaron las investigaciones 
sobre la corrupción y se desmantelaron sus redes corruptas con el 
Estado y los políticos. Precisamente cuando los millonarios empezaron 
a perder, sus asociaciones representativas, como la Fiesp, entraron en 
la disputa política en el espacio público. La impresión que perdura es 
que los establecidos, dada su capacidad de articulación política, 
constituyeron un actor decisivo en la formación de la opinión pública. 
Sin embargo, solo lograron derribar a Rousseff cuando los millonarios 


también empezaron a presionar por la salida de la entonces 
presidenta. Es decir, cuando los millonarios vieron sus canales 
privilegiados de acceso al Estado obstruidos, se unieron a la lucha 
política desplegada en la esfera pública, decidiendo el juego a su 
favor. Ellos apoyaron la llegada de Temer al poder y fueron 
retribuidos con más recursos públicos durante su mandato como 
presidente. 


En el momento más decisivo de las elecciones de 2018, los millonarios 
apoyaron a Bolsonaro, que les prometía, avalado por su ministro de 
Economía ultraneoliberal, reducir los derechos laborales y eliminar las 
barreras políticas y legales para que ellos pudieran acceder a los 
recursos públicos (a través de privatizaciones y concesiones 
facilitadas) y bienes comunes (suspensión de derechos ambientales, de 
la seguridad laboral, etc.). Esas promesas, como se mostró, se fueron 
cumpliendo y Bolsonaro seguía contando con el apoyo de los más 
ricos al menos hasta comienzos de 2020, cuando la pandemia del 
covid-19 llegó al país. La absoluta irresponsabilidad e incompetencia 
de su gobierno para lidiar con la crisis sanitaria cambió, entretanto, 
los términos del juego político (Nobre, 2020). Distintos sectores, 
incluso muchos millonarios, revisaron sus posiciones y se distanciaron 
del presidente, lo que agravó aún más la crisis que en ese momento 
era grave y triple: económica, política y sanitaria. 
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[66] Agradezco a Elizabeth Jelin, Renata Motta, Lena Lavinas, Krista 
Lillemets y Jan N. Pieterse, por sus valiosos comentarios y críticas a 
versiones previas de este ensayo. Únicamente yo respondo por las 
deficiencias e imprecisiones remanentes. 


[67] Véase también el capítulo 8 en este libro. 


[68] Estos espacios reflejan y reproducen las jerarquías sociales de 
muchas maneras: a través de una arquitectura que a menudo dificulta 
el acceso a quienes no poseen automóvil o garantiza mayor 
comodidad y agilidad en el servicio a quienes están dispuestos a gastar 
más; a través de la vigilancia manifiesta de “intrusos”, definidos por el 
aspecto, por criterios etnorraciales, etc. (Nascimento y otros, 2015). 


[69] Para ser riguroso, se debería incluir un sexto vector de 
desigualdad: las desigualdades socioecológicas (véase el capítulo de 
Dietz en este libro). En el Brasil contemporáneo, la expansión de la 
producción de las materias primas creó nuevos riesgos ambientales y 
daños a la población rural, mientras que el aumento impresionante del 
número de automóviles y motocicletas que circulan en las ciudades 
deterioró la calidad de vida urbana, que afecta a las diferentes clases 
sociales con diversa intensidad. Este capítulo no tiene en cuenta esta 
sexta dimensión, dadas las dificultades para estimar su impacto en la 
estructura social. 


[70] Las jerarquías de género no son aplicables en el mismo grado a 
los cinco vectores considerados aquí: mientras que las disparidades de 
ingresos, la participación en asociaciones exclusivas y las ventajas en 
organizaciones jerárquicas para el varón son generalizadas en la 
sociedad brasileña, las mujeres tienen más años de escolaridad que los 
hombres. En el caso de las posibilidades existenciales, se observa una 
imagen bastante diferenciada: mientras que los hombres —y sobre todo 
negros y pobres- son, por ejemplo, víctimas preferenciales de la 
violencia policial, las mujeres están más afectadas por la violencia 
doméstica o sexual (IPEA/FBSP, 2019). 


[71] En línea con una retórica adoptada por las organizaciones 
internacionales (World Bank, 2013) y también por el PT, Neri (2012) 
utiliza la expresión “nueva clase media” para celebrar la mejora en los 
ingresos de los grupos que estaban entre los estratos pobres al 
comienzo de los gobiernos del PT. Con el paso del tiempo, diferentes 
cientistas sociales criticaron el apresurado entusiasmo por la “nueva 
clase media”, y apuntaron a los límites conceptuales de basar una 
definición de clases solo en criterios de ingreso (por ejemplo, Scalon y 
Salata, 2012; Quadros y otros, 2013; Pochmann, 2014). 


11. Las cadenas transnacionales de cuidado y 
las desigualdades entrelazadas 


Anna Katharina Skornia[72] 


En las últimas décadas, el aumento de las migraciones globales de 
cuidado ha llamado la atención respecto de las nuevas 
interdependencias y desigualdades entre individuos, familias y países. 
Para las familias en los países más pobres del mundo, la emigración se 
convirtió en una estrategia central de cuidado y reproducción social, 
que implica un aumento de la proporción de mujeres que migran de 
forma autónoma, y asumen el rol de proveedoras económicas en 
respuesta a las crisis sociales, económicas y políticas. Esta 
feminización de la migración también está incitada por las nuevas 
necesidades de cuidado en Europa y otros países del Norte Global, 
causadas por el envejecimiento de la población, junto con un cambio 
en los roles sociales y las aspiraciones de las mujeres, que 
contribuyeron al colapso de los modos usuales de la prestación de 
cuidados. 


En este contexto, el ingreso de las mujeres al mundo del trabajo 
remunerado no significó un cambio sustancial en la división sexual del 
trabajo, sino una externalización o tercerización del trabajo de 
cuidado por medio de los trabajadores migrantes en la esfera 
doméstica. Estas nuevas relaciones de cuidado tienen implicaciones 
importantes para la reproducción de las desigualdades sociales a 
través de las fronteras nacionales y más allá. 


Un concepto central para el estudio de estos procesos, incluida la 
relación entre cuidado y desigualdad social, desde una perspectiva 
global es el de “cadenas globales de cuidados” (Hochschild, 2000), 
que se refiere a las interdependencias en los arreglos para el cuidado 
de las personas y familias ubicadas en diferentes lugares y regiones. 
Las cadenas globales de cuidados se constituyen a través de una red 


global de personas: mientras que las empleadoras en los países ricos 
externalizan las tareas de cuidado y domésticas en las migrantes de los 
países más pobres, las migrantes a su vez delegan parte de sus 
responsabilidades de cuidado a personas de hogares aún más pobres 
en el país de origen. Se considera que estas prácticas perpetúan la 
división sexual del trabajo, además de producir nuevos “drenajes de 
cuidado”, sobre todo por parte de los niños que son dejados en sus 
países de origen (Hochschild, 2000). Por lo tanto, se argumenta que 
con la compra de servicios de cuidado, proporcionados por 
trabajadores migrantes en el Norte Global, el cuidado se convirtió en 
un recurso injustamente distribuido, que se saca de un país y un hogar 
y es importado a otro, similar a “la extracción de oro, marfil y caucho 
del Tercer Mundo durante el siglo XIX” (Hochschild, 2003: 23, 26). 


Estos argumentos inspiraron la investigación en curso y debates 
polémicos. Muchos académicos reconocen cierto grado de agencia en 
los procesos de migración y, por lo tanto, rechazan la distinción 
dicotómica entre “ganadores” y “perdedores” de esta división global 
del trabajo (Escrivá, 2005; Zimmerman y otros, 2006; Orozco, 2009; 
Yeates, 2009). En vez de centrarse en las cadenas globales de cuidados 
como una transferencia unidireccional de los países más pobres a los 
más ricos, argumentan que la atención se debe centrar en la 
transformación general de las prácticas y significados de cuidado entre 
los migrantes y las familias empleadoras involucradas (Zimmerman y 
otros, 2006; Yeates, 2009). Otra crítica se relaciona con el enfoque 
limitado de la maternidad de larga distancia, que no tiene en cuenta la 
diversidad y el carácter transitorio de los cuidados transnacionales 
(Yeates, 2009) y presta poca atención a los actores extradomésticos en 
la conformación del cuidado transnacional, en particular al Estado y la 
influencia que ejerce a través de las políticas de migración (Herrera, 
2008). 


El objetivo de este capítulo es abordar críticamente el concepto de 
cadenas globales de cuidados y el debate que genera, a partir de un 
análisis de datos empíricos sobre las desigualdades sociales en las 
cadenas de cuidado entre Perú e Italia. En concreto, adopto una 
perspectiva centrada en las “desigualdades entrelazadas” (Costa, 
2013) para explorar la reproducción de las desigualdades en las 
cadenas transnacionales de cuidado como unidades de análisis 
relacionales. Esta perspectiva fue elaborada como una contribución a 
la Red de Investigación sobre Desigualdades Interdependientes en 


América Latina (Research Network on Interdependent Inequalities in 
Latin America, desiguALdades.net). Es muy adecuada para el estudio 
de la intersección de los diferentes ejes de desigualdad, que tienen una 
importancia central en la literatura de las cadenas globales de 
cuidados, mientras que también permite un análisis exhaustivo de las 
desigualdades en los diferentes niveles: local, nacional, transnacional 
y global. 


Como intento demostrar, las cadenas transnacionales de cuidado 
implican una transformación de las prácticas de cuidados, que se basa 
en una reproducción dinámica de las desigualdades entrelazadas. Mi 
argumento central es que, más allá de las asimetrías globales entre 
regiones, países y hogares, las particularidades de las configuraciones 
sociales e institucionales y las políticas nacionales juegan un papel 
esencial en la contribución a la reproducción de las desigualdades 
relacionadas con el cuidado. Por lo tanto, planteo las siguientes 
preguntas: ¿cómo se reproducen las desigualdades sociales en las 
cadenas transnacionales de cuidado entre Perú e Italia? ¿Cuál es el 
papel de los Estados en la formación y en la contribución a estas 
desigualdades? El caso de Italia es particularmente interesante para 
examinar esta cuestión, debido a una serie de políticas de migración, 
de cuidado y del mercado de trabajo, que influyen en las relaciones 
laborales de los migrantes en el sector de los cuidados. 


Los hallazgos presentados en este capítulo proceden de un estudio de 
caso etnográfico multisituado sobre la migración peruana en Italia, 
realizado entre 2011 y 2012, que incluyó viajes de trabajo de campo a 
Milán, así como a Lima, Huancayo y Cusco/Urubamba en Perú, y 
examina el empleo y las relaciones de cuidado transnacional de los 
migrantes peruanos contratados como cuidadores de ancianos en sus 
hogares en Milán, Italia (Skornia, 2014).[73] 


Investigar el vínculo entre el cuidado y las desigualdades 
sociales 


Comprender la aparición de las cadenas transnacionales de cuidado 
requiere una mirada más profunda a la relación entre el cuidado y las 


desigualdades sociales. El cuidado se puede definir como el trabajo 
(remunerado y no remunerado) de satisfacer o supervisar las 
necesidades físicas, psicológicas, emocionales y del desarrollo de una 
o más personas (Kofman y Raghuram, 2009). Mientras que el cuidado 
constituye una dimensión clave del desarrollo y bienestar humano, 
que se refiere a las necesidades compartidas por las personas a través 
de las sociedades y los grupos sociales, la organización social del 
trabajo de cuidado se caracteriza por las desigualdades persistentes en 
la distribución de las responsabilidades para su atención. 


La distribución desigual de estas prácticas se revela ante todo en las 
familias y los hogares, donde la mayor parte del trabajo de cuidado 
doméstico y práctico proactivo recae en las mujeres, como 
demostraron las encuestas periódicas (para Europa, véase Lutz, 2008; 
para América Latina, Cepal, 2012). Esto es cierto a pesar del hecho de 
que la participación de las mujeres en el mercado laboral aumentó de 
manera significativa en las últimas décadas. Al mismo tiempo, la 
distribución del trabajo de cuidados se basa también en la clase y la 
etnia, según lo revela la contratación de mujeres migrantes internas 
para proporcionar trabajo doméstico en los hogares urbanos de clase 
alta. Esta práctica fue común en la historia de Europa (Sarti, 2008) y 
América Latina, donde estuvo marcada fuertemente por las 
desigualdades de raza y origen étnico, sumadas a las de clase y estatus 
social (Bunster y Chaney, 1985). 


Además, se puede observar una distribución desigual de 
responsabilidades entre las familias y otros agentes no domésticos en 
el contexto de regímenes de bienestar y cuidado o, en otras palabras, 
la “infraestructura del cuidado, es decir, cómo se organiza y realiza el 
cuidado” (Raghuram, 2012: 163). Considerada en este contexto, la 
organización social del trabajo de cuidado depende de múltiples 
sectores, incluidos no solo las familias, sino también el Estado, el 
mercado y el sector comunitario (Razavi, 2007). En esta 
infraestructura el Estado juega un papel cardinal, no solo como 
proveedor de cuidados, sino también por su importante poder de 
decisión y como actor que configura e influye en los modos formales e 
informales de provisión de cuidados.[74] Históricamente, los Estados 
contribuyeron en gran medida a construir a la familia como el agente 
central de la provisión de cuidados. Esto se aplica, en particular, a los 
regímenes de cuidado “familiaristas” (familistics) en los países del 
Mediterráneo y América Latina que recurren intensamente a la familia 


para la prestación de cuidados (Aguirre, 2008). 


El trabajo de cuidado, muchas veces, implica una remuneración y 
beneficios sociales magros o nulos, la inexistencia o falta de aplicación 
de las regulaciones legales así como la desvalorización social (Orozco, 
2006). Por lo tanto, el trabajo de cuidado puede contribuir a las 
dificultades financieras y la pobreza del cuidador, durante su vida 
laboral y en la vejez. En definitiva, la ausencia de un sentido de 
responsabilidad social con respecto a los cuidados, sumado a que el 
cuidado fue relegado a los hogares (y luego a las mujeres), produjo un 
vínculo muy arraigado entre el cuidado, la desigualdad social y la 
exclusión de la ciudadanía (Orozco, 2006). Con el surgimiento de las 
cadenas transnacionales de cuidado, este vínculo está adquiriendo 
nuevas dimensiones globales. 


Para estudiar la relación entre el cuidado y las desigualdades 
entrelazadas desde una perspectiva transnacional, en esta 
investigación se siguió un enfoque inductivo, orientado a la 
comprensión de las formas en que se reproducen y transforman las 
desigualdades sociales a través de las prácticas sociales dinámicas y 
las interacciones de los peruanos migrantes con sus empleadores y sus 
propias familias. Esto significó mirar procesos en vez de categorías 
estáticas de diferencia y dominación. Aquí, el análisis de las prácticas 
de cuidado, así como las expectativas, las estrategias y los procesos de 
negociación en las cadenas transnacionales de cuidado entre Perú e 
Italia, proporcionará un panorama de las asimetrías globales y 
nacionales, incluida la influencia de las políticas estatales relacionadas 
con el cuidado, el género, la migración y las regulaciones laborales. 


Al analizar las prácticas transnacionales de cuidado, la investigación 
existente tendió a limitar su enfoque a las experiencias de los llamados 
“cuidadores”, sobre todo las madres migrantes y sus empleadoras. 
Comprendiendo el cuidado como una práctica y relación social 
interdependientes (Orozco, 2006), que involucra a cuidadores y 
receptores de cuidados, sugiero ampliar el enfoque mediante el 
estudio de las perspectivas de una variedad de actores: mujeres y 
hombres migrantes peruanos, con y sin niños, con experiencia como 
cuidadores de ancianos en Milán, Italia, así como sus empleadores y 
los miembros de la familia transnacionales, incluidas las perspectivas 
de los receptores de los cuidados, como los niños y los ancianos. 


La transnacionalización de los regímenes de cuidado 


Las cadenas globales de cuidados emergen como parte de la 
transnacionalización de los regímenes de cuidado. Según los enfoques 
estructurales, estas son producto de una “reprivatización” de la 
reproducción social que ocurre en el contexto de la reestructuración 
neoliberal y las transformaciones demográficas, culturales y sociales a 
gran escala, que contribuyeron a múltiples “crisis del cuidado” 
(Zimmerman y otros, 2006: 15). Sin embargo, estos desarrollos 
ocurren de manera diferente, dependiendo de la organización social 
del cuidado dentro del contexto más amplio de los regímenes de 
bienestar.[75] Si se sigue la tipología de regímenes de bienestar de 
Esping-Andersen (1990), los países mediterráneos —Italia, España y 
Grecia— fueron identificados como un grupo distintivo de regímenes 
en los que la gestión del cuidado se delega casi en su totalidad en la 
familia (Bettio y otros, 2006). En estos países el desarrollo de los 
servicios sociales más amplios fomentados por el Estado se 
interrumpió, debido a la reestructuración de los arreglos de cuidados 
familiares a través de la contratación de trabajadores migrantes en los 
hogares privados. En los países del norte de Europa, por el contrario, 
los trabajadores migrantes se introducen en regímenes de cuidado 
caracterizados por el cambio de una provisión estatal a una 
comercializada, tanto en los hogares como en los acuerdos 
institucionales (Erel, 2012). Más allá de la diferente organización del 
cuidado en cada país, sin embargo, parece haber una tendencia hacia 
la “mercantilización” de los cuidados —por ejemplo, a través de las 
prestaciones en dinero, como los pagos directos para el cuidado de los 
ancianos y las personas con discapacidad (en Italia, Reino Unido, 
Países Bajos y Austria). Estos desarrollos alentaron la externalización 
de los trabajos de cuidado a los migrantes transnacionales, que será 
examinada en el caso italiano. 


Al mismo tiempo, la transnacionalización de los regímenes de cuidado 
es estimulada por los cambios estructurales en los países del Sur, que 
contribuyeron al aumento de la migración internacional. En Perú y 
otros países de la región andina, las reformas estructurales 
neoliberales, junto con la crisis política y económica, contribuyeron a 


profundizar las desigualdades, en especial en función de la clase social 
(Gonzales de Olarte, 2005). Estos desarrollos tienen serias 
repercusiones en las capacidades de cuidado de las familias, y sobre 
todo en las mujeres como agentes centrales de la provisión de 
cuidados, que compensan servicios sociales y públicos inadecuados. 
En este contexto, la emigración y el envío de remesas se convirtió en 
una estrategia importante de reproducción social. Desde finales de los 
años ochenta, la emigración peruana aumentó de manera 
considerable, con la consecuencia de que en 2007, 1.635.207 
peruanos —más del 10% de la población nacional- residían de forma 
permanente fuera del país (OIM e INEI, 2009).[76] 


Italia, junto con España, es el país europeo que concentra el mayor 
número de migrantes peruanos. A principios de 2012, en Italia 
residían 108.000 peruanos con estatus de residencia legal (ISMU, 
2013). Casi la mitad de esta población vive en Lombardía (45.550), 
con una concentración espacial en la ciudad de Milán (19.450). Se 
estima que, además, hay unos 13.000 peruanos residentes en Italia en 
condiciones irregulares (ISMU, 2009). 


La migración peruana a Italia se caracteriza por el aumento constante 
de contingentes durante varias décadas desde finales de los años 
ochenta, incluidos los migrantes de diferentes clases sociales y 
orígenes geográficos; el predominio de mujeres, quienes constituyen el 
60,1% de los peruanos en Italia (Caritas, 2011); la concentración de 
estos migrantes en una serie de nichos ocupacionales bien definidos, 
especialmente el trabajo doméstico, el cuidado de ancianos y los 
trabajos de construcción; la fuerza de las redes familiares para 
sostener la migración, así como el proceso en ciernes de reunificación 
familiar. 


Los migrantes peruanos vinieron a llenar la “brecha de cuidado” 
creciente (Gerhard, 2010: 105) que surgió en Italia debido a una serie 
de factores demográficos y socioculturales, entre ellos el 
envejecimiento de la población, el cambio de modelos familiares, el 
aumento de la participación femenina en el mercado de trabajo y una 
limitada provisión de servicios sociales por parte del Estado (Degiuli, 
2007). En este contexto, la externalización del cuidado de los ancianos 
a los trabajadores migrantes implicó la reestructuración y la 
transnacionalización de largo alcance de un régimen de cuidado 
familiarista, descripto también como el cambio de un modelo de 


cuidado “familiar” a uno de cuidado de “migrantes en la familia” 
(Bettio y otros, 2006: 274). 


Desde la perspectiva de los estudios de migración transnacional, estos 
procesos son apoyados por la agencia de los migrantes y sus familias 
en la construcción de nuevos espacios sociales mediante prácticas, 
identidades y comunidades que se extienden a través de las fronteras 
nacionales (Glick Schiller y otros, 1992; Pries, 1999), incluidas las 
familias transnacionales (Baldassar y otros, 2003; Herrera 2008; 
Drotbohm, 2013). Las nuevas formas de “hacer familia”, sin embargo, 
no solo implican a las familias transnacionales sino también a las 
empleadoras. En este sentido, incluso las relaciones entre los 
trabajadores domésticos remunerados y sus empleadores pueden 
describirse como cuasi familiares (Lutz, 2007), lo que refleja la 
variabilidad de las relaciones de cuidado y la fluidez de las esferas 
públicas y privadas en la construcción de la domesticidad. 


En este caso es interesante considerar las fuerzas no relacionadas con 
el mercado, incluidos el estilo de vida y el estatus social como factores 
impulsores adicionales de la emigración y la contratación de 
cuidadores migrantes en hogares privados (Yeates, 2009). En Perú, la 
migración interna e internacional se construye socialmente como una 
forma de progreso exitoso, al subir en la escala socioeconómica. Al 
mismo tiempo, el empleo de un trabajador doméstico migrante 
también puede ser aspiracional (Abbots, 2012). En Italia, muchas 
empleadoras permanecen fuera del mercado laboral pero esperan 
mejorar su estatus social y su independencia mediante la contratación 
de un cuidador remunerado para los ancianos. Entre los empleadores 
italianos que entrevisté, hubo una proporción significativa de amas de 
casa que decidieron delegar el trabajo de cuidado de ancianos para 
tener tiempo para otros tipos de trabajo de cuidado no remunerado, 
sobre todo en sus roles como esposas y madres. Esto sugiere que los 
migrantes cuidadores de ancianos no solo son contratados para hacer 
posible la permanencia de las mujeres italianas en el mercado de 
trabajo, como se ha señalado con frecuencia (Sarti, 2008), sino que 
también permiten a las empleadoras tomar decisiones sobre qué tipos 
de trabajo de cuidados prefieren realizar ellas mismas (el cuidado de 
los esposos, hijos o nietos) y cuáles delegar a otros (el cuidado de los 
padres ancianos). Además, la preferencia cultural por el cuidado en el 
hogar, en comparación con el cuidado institucional, es otra razón 
importante para el empleo de cuidadores a domicilio para los 


ancianos. 


Por último, los Estados desempeñan un rol importante al contribuir y 
conformar la transnacionalización del cuidado y la atención. En la 
literatura de las cadenas globales de cuidados, el papel del Estado se 
abordó principalmente a través de una crítica a su fracaso para 
garantizar los derechos sociales y económicos de su población, en 
especial de mujeres y niños (Herrera, 2008). Los Estados de envío y 
recepción, sin embargo, tuvieron un rol más activo en la contribución 
a la migración y las cadenas de cuidado a través de los discursos y los 
marcos políticos. En un contexto transnacional, esto se refleja en la 
importancia de los regímenes de migración y sus intersecciones con el 
cuidado, el género y los regímenes de trabajo. Los regímenes de 
migración incluyen los marcos políticos, legales y regulatorios 
relacionados con la inmigración y la ciudadanía, así como la 
organización de los mercados de trabajo y el trato de los trabajadores 
migrantes (Lutz y Palenga-Móllenbeck, 2010). 


En el caso estudiado aquí, tales marcos, regulaciones y discursos 
contribuyen a la formación de cadenas de cuidado y la reproducción 
de las desigualdades entre Perú e Italia. El Estado peruano sostiene la 
emigración, principalmente, a través de un discurso abierto a favor de 
la migración, así como por las políticas y programas recientes en los 
campos de las remesas y el codesarrollo (Berg, 2010). El Estado 
italiano desempeña un papel más poderoso, basado en una serie de 
políticas sociales y migratorias que institucionalizaron el empleo de 
trabajadores domésticos migrantes. Por un lado, estos incluyen los 
subsidios para los ancianos dependientes. La más importante, la 
Indennitá di Accompagnamento, es un subsidio para la prestación de 
servicios de cuidados de unos 480 euros al mes (en 2011) para 
personas dependientes con discapacidad severa, que se otorga más allá 
de la edad y situación financiera de los receptores. Este beneficio se 
utiliza a menudo para emplear a cuidadores migrantes de ancianos 
(Gori, 2011). Por otro lado, el Estado italiano promovió su empleo a 
través de la declaración cíclica de amnistías de inmigración. Sin 
embargo, desde 2002, la inmigración está regulada sobre todo por las 
cuotas anuales para los trabajadores domésticos migrantes, que 
aumentaron de manera notable en un período muy corto, de 19% en 
2005 a 38% en 2007 y hasta 70% en 2008 (Catanzaro y Colombo 
2009: 28). Este procedimiento fue utilizado por muchos empleadores 
para la admisión de inmigrantes que ya se encuentran en el país y 


trabajan de manera irregular. Como la mayoría de los empleadores 
italianos desea contratar a cuidadoras, estas medidas sostuvieron la 
feminización de la migración peruana a Italia. En general, fueron 
centrales en la promoción de un modelo de cuidado transnacional 
basado en el papel indispensable de los trabajadores migrantes. 


La renegociación de las desigualdades de género: el 
cuidado como una responsabilidad de las mujeres 


En los dos países examinados aquí, las relaciones de cuidado 
estuvieron fuertemente moldeadas por el ideal normativo de la 
domesticidad de las mujeres, vinculado a su rol protagónico como 
cuidadoras hacia las generaciones más jóvenes y mayores en la esfera 
doméstica. Esto me lleva a la cuestión central en este estudio: ¿cómo 
se reproducen y renegocian las desigualdades de género en su cruce 
con otros ejes interdependientes de estratificación, como la etnicidad, 
la ciudadanía y el estatus migratorio? A continuación, analizaré este 
interrogante presentando algunas observaciones y ejemplos de mis 
datos empíricos. 


En primer lugar, las estrategias de las mujeres migrantes y 
empleadoras, en el caso de la migración peruana a Italia, revelan 
múltiples prácticas de “hacer el género” (Lutz, 2007). Al contratar a 
una cuidadora migrante para los ancianos, las empleadoras italianas se 
distancian de ciertas expectativas intergeneracionales y de género, y 
realizan elecciones que no estaban disponibles para las generaciones 
anteriores de mujeres y que son experimentadas como una forma de 
emancipación y privilegio. Su emancipación, sin embargo, sigue 
siendo incompleta ya que la mayoría de ellas sigue a cargo de las 
tareas domésticas y el cuidado de otros miembros de la familia. Estas 
tareas se describen, a menudo, como agotadoras. Al hablar sobre su 
responsabilidad de supervisar el trabajo de varios inmigrantes que 
cuidan a su anciana madre, Alessia, una mujer italiana, señala: 


Además es bastante trabajo supervisarlos a todos. [...] Y tengo 


dificultades, muchas dificultades para hacerlo. [...] Porque así me 
dedico a los niños en el hospital, a mis nietos, tengo un marido 
exigente. [...] Me dedico a la cocina, a las artes de la cocina, tengo 
mis intereses, tengo una vida muy intensa, pero se la dedico mucho a 
la familia, muchísimo. Y no me gusta, porque a veces también siento 
que es un poco asfixiante (Alessia, de 62 años, empleadora). 


Según esta declaración, la distribución del cuidado y las tareas 
domésticas dentro de las familias empleadoras sigue siendo muy 
desigual. Como en este caso, la mayoría de las empleadoras 
entrevistadas no se liberaron de sus roles de cuidadoras, sino que 
priorizan una práctica de cuidado sobre otra. 


La continuidad de los ideales de género se refleja también en las 
perspectivas de los ancianos receptores de cuidado en los hogares de 
los empleadores italianos. Las ancianas parecen tener dificultades 
particulares para aceptar que una cuidadora viva en su hogar, ya que 
esto significa ceder la autonomía de la administración del hogar que 
solía figurar entre sus principales responsabilidades. Por lo tanto, las 
relaciones de cuidado recién establecidas reproducen y desafían, al 
mismo tiempo, las normas de género. 


Se pueden hacer observaciones similares con respecto a los arreglos de 
cuidado en las familias transnacionales de migrantes peruanos. En 
general, estos migrantes dependen del apoyo de otro miembro 
femenino de la familia, o deben pagarle a una mujer de un estatus 
étnico y de clase más bajo para el cuidado de sus familiares 
dependientes. Con mayor frecuencia, las madres o hermanas de los 
migrantes actúan como cocuidadoras de los niños pequeños o los 
padres ancianos (véase también Anderson, 2012). Al delegar o asumir 
tareas de cuidado, las mujeres transnacionales también continúan 
luchando con las normas de género que sacralizan los roles de cuidado 
doméstico como hijas o madres, y participan más que los hombres en 
las diversas dimensiones del cuidado práctico, financiero y emocional 
en un nivel transnacional. No solo las madres migrantes, sino también 
las madres no migrantes en el Perú, cuyos hijos han emigrado a Italia, 
luchan para aceptar la distancia que las separa de sus hijos, mientras 
desarrollan nuevas formas de maternidad a distancia que incluyen la 
comunicación por teléfono e internet así como las remesas. 


Al mismo tiempo, las mujeres migrantes, incluidas las mujeres sin 
hijos, también renegocian sus roles familiares, ya que se convierten en 
proveedoras financieras y pueden experimentar nuevas formas de 
autonomía e independencia de las obligaciones intergeneracionales y 
de género, por ejemplo, protegiéndose contra la presión ejercida por 
los miembros de la familia. Como señaló una madre migrante, con 
cuatro hijos, de Lima: 


Para ser honesta, en el pasado me comunicaba continuamente, pero en 
realidad mi trabajo también me estresa y ya no llamo más; porque a 
veces llamas a tu país y siempre salen con problemas, o sea, te 
cuentan sus problemas o te piden dinero, ¿entiendes lo que quiero 
decir? Así que es mejor no llamar, pues, para que te dejen en paz 
[risas] (Inés, 44 años, de Lima, en Italia desde 1999). 


En general, el aumento de la autonomía individual y financiera de las 
mujeres, tanto por parte de la empleadora como de las mujeres 
migrantes, también puede contribuir a un proceso de “deshacer el 
género” (Benería, 2008: 10). Sin embargo, este proceso se aviene con 
la continuidad de la división sexual del trabajo, como lo revela el 
protagonismo de las mujeres en la reorganización del trabajo de 
cuidado, tanto en los hogares que emplean como en los hogares 
transnacionales (véase también Herrera, 2008). 


Para las mujeres migrantes, la participación continua en el cuidado 
transnacional tiene graves implicancias para sus estrategias y 
condiciones de trabajo. Las madres migrantes y otras mujeres con 
obligaciones de cuidado intensas tienden a ser más proclives a aceptar 
los puestos de trabajo que incluyen vivir en el domicilio del 
empleador y las condiciones planteadas por ellos, principalmente para 
no correr el riesgo de perder su trabajo y de poner en peligro la 
continuidad de los ingresos y las remesas (Dota, 2009; Catanzaro y 
Colombo, 2009; Oso Casas, 2010). Se considera que estos trabajos 
conllevan las mayores limitaciones a la independencia, la privacidad y 
el cuidado personal y, en última instancia, al poder de decisión de los 
migrantes sobre el uso de su tiempo más allá del empleo. En resumen, 
en comparación con las mujeres empleadoras en Italia, la mayoría de 


las mujeres migrantes no tienen igual flexibilidad para decidir cómo 
usar su tiempo y distribuir el trabajo de cuidado en el seno de sus 
propias familias. Como consecuencia, experimentan mayores niveles 
de conflicto en el intento de conciliar las múltiples obligaciones de 
brindar cuidados al mismo tiempo. 


La participación de los hombres en las cadenas 
transnacionales de cuidado 


En comparación con las mujeres, ¿en qué medida participan los 
hombres en las cadenas transnacionales de cuidado y de qué manera 
contribuyen sus estrategias a la renegociación de las desigualdades de 
género? La investigación sobre las familias transnacionales y las 
cadenas de cuidado ha enfatizado la participación insuficiente o la 
ausencia de los hombres, en especial en el trabajo doméstico no 
remunerado (Sarti y Scrinzi, 2010). Mi estudio reveló que los 
hombres, en diferentes extremos de las cadenas, no están ausentes 
como cuidadores remunerados y no remunerados, sino que tienden a 
asumir responsabilidades de cuidado solo cuando no hay ningún 
miembro femenino de la familia disponible para hacerlo. Además, a 
menudo asumen tareas diferentes en comparación con las mujeres o 
tienden a ser más autónomos que las mujeres para tomar decisiones 
con respecto a su participación en el cuidado, ya sea remunerado o no. 
Los padres migrantes, por ejemplo, participan en el cuidado financiero 
de sus hijos, pero no envían dinero a otros miembros de la familia, 
necesariamente. En comparación con las madres migrantes, tienden a 
enviar remesas con montos más bajos y no mantienen niveles 
similares de comunicación transnacional. En especial, los hombres 
solteros y sin hijos, con frecuencia privilegian su independencia 
personal y ven su participación en el cuidado transnacional como 
opcional. 


Otro aspecto notable son las tareas específicas de género y las 
estrategias de los cuidadores migrantes de ancianos. En Italia, la 
contratación de trabajadores domésticos varones es más frecuente que 
en otros países receptores. A mediados de los años noventa, un cuarto 
o incluso un tercio de los trabajadores domésticos migrantes 


declarados en Italia eran varones. En tiempos recientes, la proporción 
de hombres entre todos los trabajadores (migrantes y nacionales) 
declarados en el sector doméstico y de cuidados ha fluctuado entre el 
10% y el 11% (Sarti y Scrinzi, 2010). Mis entrevistas indican que 
mientras que la mayoría de los cuidadores de ancianos son mujeres, 
los trabajadores de cuidado varones pueden ser preferidos cuando los 
ancianos también lo son. Esto se basa en la idea de que los hombres 
son físicamente más fuertes y, por lo tanto, están mejor preparados 
para hacer frente a las necesidades de cuidado de los ancianos. Debido 
a estas ideas, las tareas de los cuidadores varones tienden a estar 
definidas con mayor claridad y limitadas a cuidar a los ancianos en un 
sentido más estricto, lo que significa que otras tareas, como cocinar y 
limpiar, son realizadas, más a menudo, por la esposa del anciano o por 
una trabajadora de cuidado. En cambio, se espera que las trabajadoras 
asuman la totalidad de las actividades que forman parte del trabajo 
doméstico, además de cuidar a los ancianos (Catanzaro y Colombo, 
2009). 


Al mismo tiempo, en comparación con los hombres que se quedan en 
sus países, los hombres migrantes deben someterse en mayor medida a 
nuevas dependencias. Como cuidadores asalariados de ancianos 
asumen tareas que implican no solo dimensiones físicas sino también 
emocionales, y también pueden sufrir tensiones emocionales, 
explotación y falta de reconocimiento frecuente por parte de los 
empleadores. Sin embargo, al lidiar con estas dificultades, desarrollan 
una serie de estrategias de “profesionalización” para mejorar su 
condición de trabajadores o mantener cierta distancia emocional con 
los empleadores. Los hombres migrantes, en mayor medida que las 
mujeres, expresan su insatisfacción por la falta de reconocimiento 
social de su trabajo como cuidadores de ancianos y buscan formas de 
mejorar su condición de trabajadores, por ejemplo, pidiendo salarios 
más altos o mejores condiciones de trabajo. Además, son más 
autónomos que las mujeres para pasar a un sector de empleo 
diferente, con el tiempo. Gustavo, un migrante peruano que decidió 
dejar su trabajo como cuidador de ancianos después de algunos años, 
me dijo: 


Para mí fue una pérdida emocional. Porque cuando empecé a trabajar 
con el anciano me identifiqué con él. Y lo vi morir, y el único que 


lloraba era yo. Y eso es lo que me frustró. Es mejor que me dedique a 
otras cosas (Gustavo, 37 años, de Lima, en Italia desde 2004). 


Tales estrategias están muy vinculadas a sus roles familiares 
transnacionales. Gustavo, el hombre antes citado, es un migrante 
soltero y sin hijos que distingue claramente sus obligaciones de 
cuidado de la de los migrantes peruanos que dejan a los niños en su 
tierra de origen. Además, insiste en sus proyectos personales 
vinculados a la migración: 


No tengo una esposa que me está esperando, no tengo hijos a quienes 
extrañar. Tengo mis padres, mis hermanos y hermanas que todavía 
están allí [en Perú]. Pienso en ellos y, cuando puedo, les envío dinero 
para que puedan respaldarse mutuamente. [...] Pienso en mi familia, 
pienso en ellos. Pero sería una mentira decir que los extraño, que 
quiero volver a Perú. [...] Más bien, sigo pensando en mi proyecto de 
hacer carrera aquí (Gustavo, 37 años, de Lima, en Italia desde 2004). 


Al igual que Gustavo, la mayoría de los hombres migrantes continúan 
cuidando a los padres y hermanos y, en ocasiones, a sus hijos, pero 
destacan sus proyectos personales vinculados a la migración. 
Claramente, su participación transnacional se considera opcional y, 
por lo tanto, no comparable con la de la mayoría de las mujeres 
migrantes. Como consecuencia, son más flexibles para mejorar sus 
condiciones de trabajo, por ejemplo, al aceptar un trabajo como 
cuidador que vive en su propio domicilio o en otro sector laboral que, 
en comparación con los que viven en el lugar de trabajo, permite un 
mayor grado de independencia (véase también Catanzaro y Colombo, 
2009). Varios de los hombres entrevistados para este estudio crearon 
su propio negocio, en correspondencia con sus conocimientos 
profesionales en campos como la informática, el diseño gráfico o la 
ingeniería, lo que les permitió disfrutar de mejores condiciones de 
trabajo y la continuidad de su carrera profesional. Aun así, estos pasos 
también pueden implicar reducciones de ingresos como resultado de la 
menor demanda de trabajadores fuera del sector de cuidados, que 


suele disminuir aún más como consecuencia de las recurrentes crisis 
de los últimos años. 


Como muestran estas observaciones, los hombres migrantes deben 
renegociar sus posiciones a medida que forman parte de nuevas 
relaciones de cuidado y se adaptan a las condiciones específicas de la 
migración italiana y los regímenes de empleo. Aun así, sus roles y 
estrategias a menudo contribuyen a reafirmar los roles de género. 


Las desigualdades basadas en la etnicidad, la ciudadanía y 
el estatus migratorio 


La renegociación de género y las obligaciones intergeneracionales no 
pueden examinarse independientemente de su intersección con otros 
ejes de estratificación. En este contexto, es muy interesante observar 
las desigualdades de etnicidad, ciudadanía y estatus migratorio. 


En los hogares de los empleadores, las desigualdades se justifican a 
menudo mediante la construcción de las diferencias étnicas y 
nacionales. Una mirada más de cerca a las expectativas de los 
empleadores italianos revela que la decisión de contratar a un 
cuidador migrante para los ancianos también es producto de la 
categorización étnica, como lo refleja el papel importante de las 
construcciones étnicas basadas en la nacionalidad en las opiniones de 
los empleadores italianos.[77] En consecuencia, los migrantes de Perú 
y otros países latinoamericanos con frecuencia son preferidos como 
cuidadores de ancianos, porque se considera que son particularmente 
“respetuosos”, “amables” y “comprensivos” con respecto a los 
mayores, así como “autosacrificados” y “dotados” para este tipo de 
trabajo, en oposición a los italianos y a otros grupos de migrantes. 
Esto fue señalado por varios empleadores entrevistados: 


Una característica que los sudamericanos tienen en mayor medida 
[...] que la gente de Asia o Rusia es la humanidad. Tienen respeto por 
los ancianos, supongo que por tradición. [...] Tienen esa dulzura, son 
fuertes, son personas que no tienen miedo de trabajar, siguen 


trabajando y no desisten (Alessia, 62 años, empleadora). 


Los peruanos son personas que se adaptan mucho a la persona que van 
a cuidar y con quienes tienen que trabajar. [...] Están dispuestos a 
trabajar [...] son capaces de sacrificarse (Stefania, 65 años, ex 
empleadora). 


Las empleadoras citadas aquí, al igual que muchos otros entrevistados, 
retratan una imagen esencializada de los migrantes peruanos, en la 
cual el trabajo de cuidado se construye como una dimensión del 
carácter y, por lo tanto, como algo natural y sin esfuerzo. 


Al mismo tiempo, los regímenes italianos de migración y empleo 
contribuyen a las nuevas desigualdades ciudadanas y migratorias 
dentro de las familias empleadoras y transnacionales de los 
trabajadores migrantes. Los subsidios para las personas mayores 
fomentaron la práctica frecuente de trabajo ilegal, en especial por 
parte de los empleadores de clase media o baja (Gori, 2011). A 
menudo mencionaron que los subsidios y las pensiones no eran 
suficientes para cubrir los costos de un trabajador empleado de forma 
legal. Se estima que solo uno de cada tres cuidadores de ancianos 
empleados por familias en Italia tiene un contrato de trabajo, mientras 
que entre el 60% y el 70% están empleados de forma irregular 
(Pasquinelli y Rusmini, 2009). 


Sin embargo, los migrantes peruanos en Italia, a menos que tengan un 
permiso de residencia permanente o la ciudadanía italiana, dependen 
del empleo legal como trabajadores domésticos, es decir, la existencia 
de un contrato de trabajo para obtener acceso a un permiso de 
residencia. Como consecuencia del sistema de cuotas, solo se les 
concede la “ciudadanía temporaria” (Parreñas, 2010): su residencia 
está condicionada a su membresía a una familia y, específicamente, a 
una familia para la cual realizan trabajos domésticos. Debido a esta 
dependencia legal de los empleadores, muchos migrantes peruanos 
aceptaron las difíciles condiciones de trabajo en este sector —que 
incluye largas jornadas de trabajo, explotación, abusos y el desmedro 
de su propia salud—. La dependencia de los empleadores también 
afecta su acceso a una serie de derechos, como la seguridad social, los 
servicios médicos y la reunificación familiar. La reunificación familiar 


está vinculada a los requisitos de residencia legal, ingresos y 
comodidad de la vivienda y, por lo tanto, solo se otorga a aquellos 
migrantes que alcanzaron cierto grado de estabilidad legal y 
económica (Bonizzoni y Cibea, 2009). En resumen, las políticas 
italianas contribuyen a las desigualdades entre empleadores y 
trabajadores migrantes, que no están conformadas principalmente por 
la clase sino por las diferencias en términos de ciudadanía y estatus 
migratorio. 


Estas condiciones pueden tener consecuencias negativas no solo para 
los trabajadores sino también para las personas mayores que reciben 
cuidados. Tanto para los migrantes como para los ancianos, la 
“familiarización” de las relaciones laborales, basada en el desarrollo 
de vínculos emocionales, puede permitirles que conviertan una 
relación laboral jerárquica en una de apoyo mutuo e intimidad, lo que 
contribuye a la continuidad de la relación de cuidado y, en algunos 
casos, a una mejora de las condiciones de trabajo de los migrantes. Sin 
embargo, estas prácticas y vínculos emocionales con los trabajadores 
migrantes siguen siendo extremadamente vulnerables a las decisiones 
de quienes manejan la relación de trabajo, incluidas las condiciones de 
trabajo precarias y de explotación que predominan en el sector de 
cuidado de personas mayores. Esto puede dar lugar a disgustos 
emocionales tanto para los migrantes como para los ancianos, por 
ejemplo, cuando los trabajadores son despedidos o renuncian a sus 
trabajos porque se violan sus derechos. 


Adela, una migrante peruana, había desarrollado una relación cercana 
con los ancianos que cuidaba. En sus propias palabras: “Ya no es más 
el patrón y el trabajador, sino que estás unida por una relación que se 
parece un poco más a una familia”. Sin embargo, cuando el empleador 
de Adela decidió despedirla de la noche a la mañana y enviar a la 
anciana a una institución de salud, se conmocionó, no tanto por la 
violación de sus derechos como trabajadora, sino por la forma violenta 
en que la anciana fue repentinamente separada de su hogar y 
compañía diaria, lo que ocasionó dolor y tristeza para ambas, como 
menciona: 


Ella [la anciana] no quería ir [...]. Lloró y me rogó que no la dejara 
[...]. ¿Cómo pueden tomar a esa persona y depositarla en otro lugar, 


como si no fuera un ser humano? Eso es lo más triste que puede pasar, 
porque yo puedo encontrar un trabajo de nuevo, pero la persona ya 
estaba acostumbrada a mí (Adela, 51 años, de Trujillo, en Italia desde 
1998). 


Como revela esta afirmación, la cercanía emocional entre los 
cuidadores migrantes y los ancianos sigue siendo inestable y frágil, 
debido a las relaciones de dominación a las que está sujeta. Como en 
este caso, los ancianos, de manera similar a los trabajadores 
migrantes, con frecuencia son excluidos de los procesos de toma de 
decisiones y pueden sufrir los inconvenientes de esta condición. 


También, surgen nuevas relaciones de dependencia en las familias 
transnacionales de los migrantes. En sus familias, los trabajadores 
migrantes se encuentran en una posición similar a la de sus 
empleadores, ya que obtienen los recursos necesarios para la provisión 
de cuidados y tienen el poder para decidir cómo gastar el dinero y 
organizar el cuidado de sus familiares dependientes. En contraste, el 
margen de acción de los miembros no migrantes de la familia que se 
quedan en sus países, como los niños, los padres de edad avanzada y 
los cocuidadores, es restringido debido a las condiciones que 
predominan en la mayoría de los hogares peruanos de origen, 
conformadas por políticas y servicios sociales inadecuados. Para ellos, 
la migración de algunos miembros de la familia puede traer beneficios 
importantes para los que se quedan, como el acceso a nuevos recursos 
económicos, educación, atención médica y comodidad material. Sin 
embargo, dependen en gran medida de las contingencias que 
enfrentan los migrantes en el país receptor. Todos los elementos del 
cuidado transnacional —incluida la continuidad de las remesas y los 
regalos, así como la comunicación e interacciones regulares y las 
visitas ocasionales— están moldeados por las condiciones estructurales. 
Por lo tanto, la residencia ilegal y las difíciles condiciones de trabajo 
pueden contribuir a una disminución en el apoyo transnacional y a 
generar períodos prolongados de separación entre migrantes y no 
migrantes y, de este modo, reforzar los déficits de cuidado existentes o 
crear nuevos entre los niños y los padres que se quedan. Por lo tanto, 
la migración también puede producir reacciones de abandono, 
especialmente por parte de familiares dependientes con agudas 
necesidades de cuidado en el Perú, como los niños y los padres 


ancianos, así como costos adicionales, aumento de la carga de trabajo 
y limitaciones para el autocuidado e independencia por parte de 
quienes apoyan a los migrantes como cocuidadores. 


Además, se pueden observar nuevas desigualdades en los hogares de 
migrantes en Italia, por ejemplo, cuando las parientes mujeres con un 
estatus legal y socioeconómico subordinado apoyan a las madres 
migrantes con mejores ingresos, o incluso a los miembros de la 
familia, con cuidado infantil o trabajo doméstico no remunerado y, de 
ese modo, permiten su permanencia en el mercado de trabajo. 


Un ejemplo es el de Carina, una madre migrante peruana que se alojó 
en la casa de sus dos primas después de llegar a Italia. Sus primas le 
ofrecieron alojamiento gratuito, lo que le permitía ahorrar dinero 
mientras buscaba trabajo en el nuevo lugar. Sin embargo, a cambio se 
esperaba que Carina ayudara a sus primas con el trabajo doméstico y 
cuidado de los niños. Como inmigrante recién llegada en condiciones 
irregulares, no podía costear el precio elevado de una vivienda, no 
tenía otros contactos en el país y esperaba que sus primas la 
orientaran en su búsqueda laboral. Ella se había endeudado para 
pagar los altos costos de la migración ilegal a Italia y estaba 
presionada para pagar sus deudas, mientras que también deseaba 
apoyar económicamente a su madre y sus hijos en Perú. Por estas 
razones, Carina decidió quedarse en casa de sus primas que siguieron 
alentando nuevas expectativas. Después de un año, Carina se mudó de 
allí. Como dice ella: “Ya las he ayudado mucho y ellas querían 
aprovecharse de mí. He visto que no me respetan”. Esta decisión se 
vio favorecida por su trabajo de medio tiempo como cuidadora de 
ancianos, en el cual obtuvo los ingresos necesarios para pagar su 
propia habitación. 


Este ejemplo pone de manifiesto la importancia de las nuevas 
desigualdades basadas en la ciudadanía y el estado migratorio en la 
conformación de las relaciones transnacionales de cuidado. Los 
resultados diferenciales de estos procesos se reflejan en dos aspectos. 
Un primer aspecto se refiere a división transnacional desigual del 
trabajo de cuidado entre mujeres, que está vinculada a las 
posibilidades desiguales de reconciliar diferentes tipos de trabajos de 
cuidado, incluido el autocuidado, junto con otras actividades 
(remuneradas y no remuneradas). Mientras que las mujeres migrantes 
pueden lograr mayores niveles de autonomía dentro de sus familias, 


también reproducen el modelo de sus empleadores, delegando el 
trabajo de cuidado a una mujer de un estatus inferior en términos de 
ciudadanía, estatus legal o lugar de residencia, que asume este trabajo 
en un modo no remunerado o mal remunerado. Estas desigualdades, 
sin embargo, son todo el tiempo renegociadas, así como los cuidadores 
también pueden romper con las condiciones de subordinación cuando 
se vuelven insostenibles e interfieren con sus propias necesidades de 
cuidado. 


Una segunda observación es que las cadenas transnacionales de 
cuidado pueden dar como resultado posibilidades desiguales para 
recibir atención y cuidados. Los investigadores de las cadenas globales 
de cuidado han argumentado que los hogares de los empleadores “se 
benefician claramente” del cuidado proporcionado por los 
trabajadores migrantes (Orozco, 2009: 6). En estas consideraciones, 
sin embargo, las perspectivas de los receptores de cuidados rara vez 
son consideradas. Como reveló este estudio, no solo los trabajadores 
peruanos migrantes, sino también los ancianos que reciben cuidado en 
los hogares empleadores se encuentran en una condición de 
dependencia y ambos pueden sufrir tanto inconvenientes como déficits 
de cuidado. Al mismo tiempo, he observado resultados ambiguos en 
las familias transnacionales de los migrantes. En general, este estudio 
identificó un continuum de situaciones en los hogares de origen de los 
migrantes, que oscilan desde los casos de niños o padres que 
consideraron la migración como una mejora para la familia y su 
propio bienestar hasta los casos de quienes percibieron la migración 
de sus padres o hijos de maneras predominantemente negativas. Sin 
embargo, las percepciones de abandono y déficit de cuidado no son el 
resultado de la migración como tal, sino que a menudo surgen debido 
a las condiciones estructurales que configuran la migración y las 
condiciones de empleo en el sector de cuidados, así como las 
condiciones de los hogares de origen, que reorganizan el cuidado de 
familiares dependientes ante la ausencia (continua) de apoyo público. 
Estos resultados cuestionan la conceptualización de Hochschild de las 
cadenas de cuidado, presentada al comienzo de este capítulo. Como 
sugieren mis hallazgos, no hay señales de un “drenaje del cuidado”, 
sino de nuevas desigualdades entre los empleadores y las familias 
transnacionales, que se favorecen por los marcos regulatorios de los 
Estados vinculados al cuidado y la migración. 


Dinámicas globales, agencia individual 


Los hallazgos presentados en este capítulo han revelado la 
reproducción compleja y dinámica de las desigualdades entrelazadas 
en las cadenas transnacionales de cuidado entre Perú e Italia. Mi 
enfoque en las desigualdades entrelazadas llama la atención sobre la 
importancia de extender el concepto de cadena de cuidado global, que 
sugiere una disposición relativamente estable y lineal. Consideradas 
desde esta perspectiva, las cadenas transnacionales de cuidado se 
reproducen de forma dinámica por las prácticas de los individuos 
involucrados. 


En este proceso, el trabajo de cuidado sigue teniendo un sesgo de 
género, está privatizado y devaluado socialmente. Sin embargo, 
mientras que el trabajo de cuidado se sigue delegando a los grupos 
sociales de un estatus social subordinado, las cadenas transnacionales 
de cuidado son bien distintas de aquellas que han existido dentro de 
los límites del Estado nación. Esto se refleja en la creciente 
importancia de las desigualdades basadas en la nacionalidad, la 
ciudadanía y el estatus migratorio en la conformación de las 
relaciones transnacionales de cuidado, que son más importantes que la 
clase ya que influyen no solo en las relaciones laborales en el sector 
del trabajo doméstico (Lutz, 2002), sino también en las relaciones 
familiares transnacionales. Debido a la continua privatización y sesgo 
de género de la provisión de cuidados, las mujeres pertenecientes a 
familias transnacionales están particularmente afectadas por las 
intersecciones del género con la nacionalidad, la ciudadanía y el lugar 
o estado de residencia. 


Como sugieren estos resultados, el poder global y las asimetrías 
socioeconómicas entre los Estados se reproducen en la nueva división 
transnacional del trabajo de cuidado, no solo en las relaciones entre 
los migrantes y la población nacional del país de destino, o entre los 
hogares más pobres y más ricos, sino también al interior de las 
familias involucradas. Los Estados desempeñan un papel activo en la 
contribución a estas desigualdades a través de su influencia en la 
intersección de género, cuidado y regímenes de migración. Las 
estrategias de cuidado descriptas en este capítulo no eliminan las 
desigualdades que surgen en el contexto de regímenes de políticas 


desiguales, sino que contribuyen a reproducirlas a través de una 
reestratificación del cuidado transnacional y las relaciones familiares. 


A partir de estas observaciones, se puede concluir que los contextos 
nacionales particulares son centrales al configurar la estructuración 
dinámica de las desigualdades a nivel global y contribuyen a su 
reproducción en el nivel micro de los hogares y las relaciones 
interpersonales de cuidado. Al mismo tiempo, las cadenas 
transnacionales de cuidado están configuradas no solo por las 
dinámicas estructurales globales, sino también por la agencia de los 
individuos. La perspectiva sobre las desigualdades entrelazadas, como 
la adoptada en este capítulo, reveló que las desigualdades en las 
cadenas transnacionales de cuidado son un producto de las 
interdependencias entre las dinámicas globales, los marcos políticos y 
la acción individual. Por lo tanto, avanzar hacia un marco global más 
equitativo para la organización social del trabajo de cuidado requerirá 
cambios en los diferentes niveles: individuos, hogares, Estados y 
estándares globales para la acción política. 
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observación participante y entrevistas con 155 migrantes peruanos con 
experiencia como cuidadores de ancianos a domicilio; 42 italianos con 
experiencia laboral en este sector; 74 familiares que permanecieron en 
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a de onanlzaciolais an per países. ] eN entrevistas con 
los empleadores se realizaron en italiano, y las entrevistas con los 
migrantes y sus familiares, en español. Las citas de las entrevistas 
utilizadas en este capítulo fueron traducidas. 


[74] Aquí, el cuidado informal se refiere al cuidado de niños, ancianos 
u otros, no regulado y en su mayoría no remunerado, que está 
estrechamente relacionado con los discursos sociales, las relaciones de 
poder y la desigualdad, así como con las prácticas y normas culturales 
o “culturas del cuidado” —los discursos culturales nacionales y locales 
dominantes sobre lo que constituye un cuidado adecuado y quién debe 
brindarlo (Williams, 2012)-—. Las disposiciones formales de atención 
en cambio, son aquellas reguladas por la ley u otros acuerdos 
contractuales, que dependen de una variedad de factores, incluidas las 
disposiciones relativas a las condiciones de trabajo, los beneficios 
monetarios y los beneficios o servicios provistos en especies (Bettio y 
Plantenga, 2004). 


[75] Aquí me refiero al término “régimen” de bienestar presentado 
por Esping-Andersen (1990), que muestra cómo las políticas sociales y 
sus efectos difieren entre los países europeos. El modelo de Esping- 
Andersen se aplica a las sociedades capitalistas que se transformaron 
en Estados de bienestar y que varían de acuerdo con numerosas 
características, incluido, entre otros aspectos, el grado de 
“desmercantilización” a través de la acción del Estado, en referencia al 
derecho social a recibir un ingreso adecuado más allá del valor de 
mercado de la fuerza de trabajo, como una medida de protección en 
contra de la dependencia total de las fuerzas del mercado, y del modo 
particular en que el Estado, el mercado y la familia interactúan en la 
provisión de bienestar. 


[76] Este proceso también está vinculado a la migración interna, 
anterior y actual, como una estrategia común empleada por las 
familias rurales andinas para maximizar las opciones individuales y 
familiares así como las condiciones de vida (Bourque y Warren, 1981). 
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[77] Aquí, entiendo la categorización étnica como la “posición de una 
inmutable diferencia comunitaria” (Anthias y Yuval-Davis, 1992: 
112), que se refleja en la construcción de diferencias culturales 
basadas en la nacionalidad entre los empleadores y varios grupos de 
trabajadores migrantes. Este proceso debe diferenciarse de las 

ificaciones raciales, que se legitiman a través de construcciones 
ideológicas de una diferencia “biológica”, “fisonómica” o “natural” 
(Anthias y Yuval-Davis, 1992: 112). 


12. Desigualdades socioambientales y cultivos 
transgénicos 


Clase, género y conocimiento 


Renata Motta[78] 


Soja, maíz, algodón y canola, los principales cultivos transgénicos o 
modificados genéticamente (MG) disponibles en el mercado, sirven 
como insumos para la alimentación animal, el procesamiento 
industrial de alimentos y los agrocombustibles. [79] Estos cultivos 
biotecnológicos son, por lo tanto, parte de una cadena compleja entre 
la agricultura y la mesa del consumidor. Estas conexiones han sido 
abordadas a través de la perspectiva teórica de los sistemas-mundo 
con la ayuda del concepto de “cadenas globales de productos básicos” 
(commodities). Este concepto fue acuñado para estudiar los vínculos y 
las mediaciones entre el suministro de materias primas y el consumo 
final, incluidos la producción, el procesamiento, la mercantilización, 
la venta por mayor y por menor. Tales conexiones arrojan luz sobre 
cómo se construye el valor en diferentes lugares del mundo, y la 
integración de estas diferentes geografías en posiciones asimétricas en 
la división global del trabajo de la economía mundial (Hopkins y 
Wallerstein, 1986). 


Mientras esta perspectiva plantea la cuestión distributiva dentro de la 
cadena productiva, o sea, cómo se reparten las ganancias a lo largo de 
la cadena, una consideración más amplia de las diversas dimensiones 
de la desigualdad en juego en la producción a gran escala de cultivos 
transgénicos debe indagar en la división global de sus cargas 
socioambientales. Teniendo en cuenta las relaciones de alimentación — 
desarraigadas espacial y socialmente entre consumo y producción- y 
sus impactos en el medio ambiente y la salud, los académicos han 


planteado un giro ecológico en el análisis de la economía política de la 
agricultura y la alimentación (Campbell, 2009). 


Para ello, además de un análisis macro de los procesos por los cuales 
el capitalismo agrario establece conexiones globales para la 
generación de valor, es necesario seguir los procesos concomitantes 
por los cuales él produce desconexiones entre los lugares, las 
comunidades y los cuerpos involucrados en la cadena. Así como el 
concepto de división global del trabajo proporciona la clave para 
rastrear las asimetrías económicas en la producción de commodities, 
un análisis de los impactos socioambientales de las cadenas agrarias 
globales podría beneficiarse de conceptos que han sido cruciales para 
comprender las desigualdades sociales. Sobre la base de esta premisa, 
en este capítulo recurriré a la noción de reproducción como la clave 
para conectar esta crítica del capitalismo agrario con una comprensión 
más amplia de las desigualdades, inspirada en la crítica feminista 
(véase Jelin en este libro) y la literatura sobre género y medio 
ambiente.[80] 


El Cono Sur de América Latina es la mayor área de producción de 
cultivos transgénicos en el mundo, con más de 70 millones de 
hectáreas distribuidas entre Brasil (50,2 millones), Argentina (26,6 
millones), Paraguay (3,0 millones), Uruguay (1,1 millones) y Bolivia 
(1,3 millones). La región representa cerca del 40% del área total 
global de cultivos transgénicos (189,8 millones), una producción solo 
comparable a la de los Estados Unidos, el titular de la mayoría de las 
patentes tecnológicas (James, 2017: 71). Los gobiernos de la región 
han confiado en la agrobiotecnología como parte de un paquete 
tecnológico que capitalizó fuertemente la producción de granos —en 
particular, soja, maíz y algodón- destinados a la exportación en el 
mercado mundial. La renovada atención a los productos agrarios en la 
región no solo ha reforzado los patrones históricos de las 
desigualdades tales como el acceso a la tierra y su propiedad, sino que 
además trajo consigo una serie de conflictos sobre las desigualdades 
socioambientales (véase Dietz en este libro). 


Mi argumento es que la alianza entre el capitalismo agrario global y 
las estrategias comerciales estatales que apuestan a la expansión de los 
cultivos transgénicos en el mercado y su supuesta mayor 
productividad económica van de la mano con la erosión de las 
responsabilidades estatales y corporativas hacia la reproducción social 


y ambiental. Esta convergencia no es accidental o un efecto no 
deseado de tecnologías riesgosas sino que, como también argumento, 
la expansión de los cultivos transgénicos depende de la globalización 
neoliberal. Esta compone la base institucional del capitalismo agrario, 
caracterizado por una regulación estatal laxa de sus efectos 
ambientales y en la salud, y una presión simultánea por una presencia 
fuerte del Estado para hacer cumplir los derechos de propiedad 
intelectual. Al reaccionar ante las situaciones de desposesión que 
genera el capitalismo agrario así descripto, los movimientos sociales y 
ciudadanos afectados ponen de manifiesto esta separación entre 
esferas productivas y reproductivas en que se basan los defensores de 
los cultivos transgénicos, y hacen sus conexiones visibles. 


La (re)producción económica, social y ecológica 


En su descripción teórica de las relaciones entre las desigualdades 
jerárquicas en las relaciones de clase y las diferencias categoriales, 
Jelin (en este libro) sostiene que el análisis del desarrollo del 
capitalismo llevó con frecuencia a colocar las luchas de clases y la 
desigualdad socioeconómica como ejes principales de análisis. La 
crítica feminista del marxismo amplió el espectro analítico, al 
diferenciar conceptualmente los procesos de producción integrados en 
la esfera del mercado a través del trabajo y la reproducción social que 
se lleva a cabo en el hogar o en la esfera doméstica. Mientras que los 
procesos de producción elaboran materias primas para el mercado, la 
reproducción social se refiere a la reproducción biológica, la 
socialización y el cuidado de los seres humanos basados en la división 
sexual del trabajo dentro de la familia, que pone la mayor carga sobre 
las mujeres. 


En los años noventa, hubo un fructífero intercambio de ideas entre 
ecologistas y académicas feministas que culminó en una vasta y 
diversa literatura sobre género y medio ambiente. Las autoras difieren 
considerablemente en la importancia relativa que adjudican a las 
jerarquías de dominación de clase, género y ambientales, y cómo se 
intersecan. Las ecofeministas describieron una historia compartida de 
dominación por parte de las instituciones patriarcales y occidentales 


sobre las mujeres y la naturaleza. Ellas identificaron la revolución 
científica con el establecimiento de una separación entre cultura y 
naturaleza, que colocó a la primera dominando sobre la segunda. En 
ese sentido, la naturaleza fue abordada desde entonces mediante leyes 
científicas y se buscó transformarla a través de la técnica (Mies y 
Shiva, 1993; Shiva, 2010). El pensamiento ecofeminista afirma que las 
mujeres están más próximas a la naturaleza, construida biológica o 
socialmente, que las empodera como conservacionistas. La experiencia 
social de cuidar a otros las vuelve más atentas a las amenazas a la 
vida; las mujeres suelen ser las primeras en darse cuenta que abortos 
espontáneos y problemas de salud familiares no son “accidentes 
naturales” (Diamond y Orenstein, 1990: 55). 


El ecofeminismo planteó la importancia del género para abordar las 
cuestiones de la protección del medio ambiente y el desarrollo 
sostenible. Sin embargo, también fue objeto de críticas. Por un lado, al 
asumir la homogeneidad entre las mujeres y postular la armonía 
existente “antes” del patriarcado y la revolución científica, su 
esencialismo se tornó problemático. Otra crítica es que algunos 
lineamientos del ecofeminismo postulan una conexión esencialista 
entre mujeres y naturaleza (Mellor, 1992). Identificada con el 
socialismo feminista verde, Mellor, por el contrario, afirma que no hay 
nada natural acerca de la maternidad, y que esta debe entenderse 
como una compleja construcción social, que abarca incluso el 
nacimiento. Contra la proposición problemática de una afinidad 
“natural” de las mujeres con el mundo natural, Mellor sugiere la 
necesidad de pensarla desde el lado opuesto: la maternidad necesita 
un entorno social y físico de apoyo, lo que plantea la pregunta de por 
qué los hombres carecen de tal afinidad para el trabajo de cuidado y 
la conservación del medio ambiente. 


La omisión de las desigualdades de clase al abordar las cuestiones de 
género y medio ambiente fue el punto de partida para las autoras de 
la ecología política que se basan en el materialismo histórico 
(Agarwal, 1992; Di Chiro, 2008; Mellor, 1992; Salleh, 2009) que 
utilizaron, entre otros, los conceptos de producción y reproducción. 
Afirman que la división social del trabajo basada en el género llevó a 
las mujeres a establecer relaciones particulares con los recursos 
naturales, a desarrollar conocimientos con perspectiva de género sobre 
la naturaleza basados en esa experiencia, y a defender la necesidad de 
la sustentabilidad con más frecuencia que los hombres. Estas autoras 


enfatizan la importancia de las prácticas materiales, las prácticas de 
trabajo y los roles culturales de género y de clase específicos que 
forman a las relaciones de género y medio ambiente. 


Salleh (2009) sugiere la triangulación de la ecología política para 
conectar: 


la economía política, para indagar las relaciones entre las clases 
económicas; 


la ecología política, para incluir a los ecosistemas; y 


el feminismo y el poscolonialismo, para tener en cuenta el género y la 
raza. 


En su explicación, la teoría del valor-trabajo puede ofrecer un punto 
de partida para una discusión conceptual de la deuda ecológica, es 
decir, la apropiación de los recursos de subsistencia de los pueblos y 
de la deuda corporizada, que incluye el trabajo reproductivo y 
suministro intergeneracional. 


Mi objetivo en estas breves notas de algunos de los textos de la 
literatura sobre género y medio ambiente es mostrar cómo el concepto 
de reproducción fue objeto de un mayor desarrollo teórico, dado que 
las académicas especialistas que indagaron en la cuestión ecológica 
ampliaron su alcance para comprender las relaciones de dominación 
entre la sociedad y la naturaleza. El concepto de reproducción se 
convirtió en una categoría central que media entre el trabajo de 
cuidado (femenino) y los procesos responsables de la reproducción 
continua de los bienes comunes ambientales, ambos no considerados 
(o “externalizados”) por la esfera del mercado y, por lo tanto, no 
valorados. Más aún, la reproducción social y el medio ambiente, como 
señaló con agudeza Di Chiro (2008), están cada vez más amenazados 


por el auge del neoliberalismo y sus reformas asociadas que impulsan 
los procesos de privatización, mercantilización y desregulación del 
bienestar social. Para contrarrestar estas desconexiones entre la esfera 
productiva y la reproducción social y medioambiental, la sociedad 
civil y los movimientos sociales buscan visibilizar sus relaciones y 
luchar contra las diversas dimensiones de las desigualdades asociadas 
con estas. En resumen, la tríada conceptual de (re)producción 
económica, social y ecológica proporciona un marco analítico amplio 
para investigar varias controversias con respecto a las desigualdades 
sociales que surgieron en torno a la adopción de los cultivos 
transgénicos. 


El mercado, el Estado y la sociedad civil respecto de los 
OMG en la Argentina y Brasil 


Brasil y la Argentina ocupan, respectivamente, el segundo y el tercer 
lugar entre los mayores productores de cultivos transgénicos. Estos 
países se especializaron en la producción de materias primas para la 
cadena global, cuyos principales nodos (insumos, comercialización, 
procesamiento y venta por menor) están controlados por los 
oligopolios de las corporaciones transnacionales. La dependencia de 
las materias primas agrarias (en las que se aplica la biotecnología) no 
es nueva en estos países, pero se incrementó en el siglo XXI, después 
de una década en la que había sido relativamente menor, medida a 
partir de la participación en el producto interno bruto (PIB), las 
exportaciones y los ingresos del Estado. Las exportaciones de 
commodities de estos países (en millones de dólares) representaron, 
respectivamente, el 74% y el 76% de las exportaciones de mercancías 
entre 2010 y 2015. Entre todas las materias primas, los productos 
agrarios destinados a forrajes y alimentos correspondieron entonces al 
84% (Argentina) y el 57% (Brasil). Durante el período 1990-2011, la 
soja y el maíz —los principales cultivos modificados genéticamente en 
estos países— y sus productos procesados fueron responsables de casi el 
25% de los valores de exportación argentinos y del 10% de los valores 
brasileños (Unctad, 2017). 


El año 2003 marcó el inicio de la llamada “marea rosa” (pink tide) 


política en la Argentina y Brasil, con las elecciones de Néstor Kirchner 
y Luis Inácio Lula da Silva como presidentes, cuyos gobiernos, aunque 
carecieron de una agenda radical para el cambio social, se 
comprometieron en la aprobación de reformas de política social. 
Ambos mandatarios fueron elegidos sobre la base de un discurso de 
campaña que los diferenciaba de los gobiernos anteriores, 
identificados como los responsables de implementar las dañinas 
reformas de ajuste estructural neoliberal, tal como lo dictaminaba el 
Consenso de Washington. Durante los gobiernos de Kirchner y Lula, 
ambos países redujeron significativamente la pobreza, luego de poner 
el tema en el centro de la agenda política (datos de Cepalstat, 2015). 


En realidad, el grado en que estos nuevos gobiernos expresarían una 
ruptura con las gestiones anteriores en cuanto a las políticas 
neoliberales en el ámbito de la agricultura fue una incógnita para la 
mayoría de los movimientos sociales, que desde hacía tiempo 
luchaban por un modelo agrario alternativo y resistían los efectos 
negativos del avance de los agronegocios. De hecho, 2003 coincidió 
con el inicio de una fase en la cual los precios de los productos básicos 
alcanzaron su punto máximo, incluido el de los productos agrarios, 
como la soja y sus derivados. Con la Argentina y Brasil entre los tres 
principales productores y exportadores de soja, estos gobiernos 
mantuvieron la política agraria neoliberal y orientada al mercado. 


A pesar de compartir una posición en el mercado agrario global como 
grandes productores de materias primas para la exportación, estos 
países experimentaron trayectorias muy diferentes en este proceso. El 
desfase de diez años entre la conversión de más del 70% de los 
campos de soja a las semillas transgénicas en la Argentina (1999) y 
Brasil (2009) tiene un correlato con las diferencias en la movilización 
social. En 1996, la Argentina fue pionera en la adopción de cultivos 
transgénicos, junto con los Estados Unidos, donde se encuentra la sede 
central de Monsanto, empresa titular de la patente de la modificación 
genética aplicada a la soja. Las autoridades agrícolas aprobaron la 
nueva tecnología de una manera inconsulta, como un acto 
burocrático, sin permitir que el tema formara parte de la agenda 
pública. Esto se tradujo en una rápida conversión a un nuevo modelo 
de agricultura anclado en la soja transgénica, que ignoró las voces 
disidentes y las incipientes acciones de protesta. 


Aunque existía la expectativa de que Brasil seguiría el libreto 


relativamente indiscutido que había guiado la adopción de tecnología 
en los países pioneros, allí los impulsores de los cultivos transgénicos 
se enfrentaron, en cambio, con una fuerte oposición de las 
organizaciones de la sociedad civil y los movimientos sociales e, 
incluso, de los gobiernos subnacionales. A fines de los años noventa 
comenzó una larga disputa sobre la política brasileña de 
agrobiotecnología y, como resultado de la movilización social, se 
prohibió el cultivo de soja genéticamente modificada. Sin embargo, 
estas victorias iniciales se revirtieron con la aprobación de la soja 
transgénica en 2005, el maíz transgénico en 2008 y, luego, cuando 
Brasil superó a la Argentina en cantidad de hectáreas de cultivos 
transgénicos. Mientras tanto, el modelo agrario transgénico en la 
Argentina enfrentó cada vez más resistencia a nivel local. 


La lucha contra la contaminación por pesticidas en la 
cadena de soja transgénica: las Madres de Ituzaingó 
(Argentina) 


Acaso el principal objeto de resistencia contra los cultivos transgénicos 
en la Argentina fue el uso de pesticidas asociados con el boom de la 
soja en el país. Los habitantes de las localidades próximas a los 
campos de soja transgénica comenzaron a movilizarse en redes 
autodenominadas “pueblos fumigados”, en referencia a la manera en 
que los pesticidas se aplicaban allí a gran escala desde aviones o 
grandes máquinas. Se enfocaron principalmente en el glifosato, un 
pesticida asociado a la soja transgénica, que fue desarrollada para ser 
resistente a él. 


Ituzaingó Anexo es un barrio ubicado en las afueras de la ciudad de 
Córdoba, donde se registraron doscientos casos de cáncer en una 
población de cinco mil personas. La movilización de sus habitantes se 
convirtió en un símbolo de las luchas contra el modelo agrario en la 
Argentina. 


Entender la contaminación y la movilización 


En el año 2000, Sofía Gatica,[81] tras haber sufrido la muerte de un 
niño recién nacido, comenzó a preguntarse por qué muchos de sus 
vecinos estaban enfermos. Sofía afirma que en el barrio era habitual 
cruzarse con “personas enfermas”: veía a los niños con barbijos 
(debido al tratamiento de la leucemia) y a las mujeres jóvenes con 
pañuelos en la cabeza (signos de los efectos del tratamiento del cáncer 
con quimioterapia). Al hablar con otros vecinos sobre esto e 
intercambiar percepciones con ellos, advirtieron que, cuando los 
aviones pulverizaban pesticidas sobre los campos de soja que 
rodeaban sus casas, muchos sufrían reacciones inmediatas: en la piel, 
respiratorias, dolores de cabeza. De esta forma, asociaron sus 
problemas de salud con la práctica de fumigar pesticidas. Sofía niega 
haber tenido una idea especialmente genial para conectar todo; por el 
contrario, plantea que fue el sufrimiento de haber perdido a un hijo, 
algo que no se acepta con facilidad, lo que la impulsó a interpretar la 
situación de otro modo. Cuando supo de otros casos de madres 
vecinas, compartieron sus sufrimientos, sus emociones y su 
indignación moral, y comenzaron a buscar las causas comunes. Así se 
hicieron conocidas como las “Madres de Ituzaingó”. Ellas definen su 
lucha como la defensa de la vida de sus hijos. 


Para dar credibilidad a sus afirmaciones, las Madres de Ituzaingó, 
lideradas por Sofía, decidieron hacer su propio mapa epidemiológico. 
Para eso movilizaron su principal recurso: su red de contactos 
barriales que les dio acceso a todas las familias. De casa en casa, 
recopilaron datos sobre la situación de salud del vecindario, contando 
la incidencia de cáncer y abortos espontáneos. Compararon los datos 
obtenidos con las estimaciones promedio y llegaron a la conclusión de 
que el número de personas enfermas en su vecindario excedía, y por 
mucho, las tasas promedio. Se trató de una estrategia innovadora para 
combatir los cultivos transgénicos: la construcción de “datos 
epidemiológicos contrahegemónicos” (Arancibia, 2013; Arancibia y 
Motta 2019). Sin embargo, el Ministerio de Salud provincial hizo caso 
omiso de sus datos, mantuvo la posición oficial de que los plaguicidas 
no representaban ningún peligro para la salud y, al mismo tiempo, 
invitó a expertos a investigar la situación en Ituzaingó. Los expertos 
realizaron pruebas de sangre a niños y niñas y confirmaron que, en 
términos de salud pública y ambiental, se trataba de una comunidad 
contaminada. En 2002 se emitieron tres ordenanzas municipales, que 


respectivamente declararon el barrio en estado de emergencia, 
prohibieron la fumigación aérea con pesticidas en la ciudad de 
Córdoba y la fumigación por tierra con pesticidas en Ituzaingó. 


Al observar que las fumigaciones de pesticidas sobre sus casas 
continuaron a pesar de las ordenanzas, las madres mantuvieron sus 
protestas que incluyeron, entre otras, cortes de rutas y calles en los 
que participaron las personas enfermas del barrio. Recibieron 
amenazas de muerte y advirtieron que la policía, en vez de hacer 
cumplir las ordenanzas, protegía a los productores de soja. Entonces 
decidieron que era necesario movilizar más conocimiento científico, 
atraer aliados a su causa y elevar sus demandas al sistema judicial. 
Aprendieron mucho a través de la búsqueda en internet. En 2005 
viajaron a la ciudad de Buenos Aires para exigir a las autoridades 
nacionales una solución a su grave situación: fueron a los ministerios 
de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos, al de Salud y Ambiente, y 
también al Congreso nacional donde, con el apoyo de tres diputados, 
presentaron un proyecto de ley para prohibir la fumigación con 
pesticidas cerca de los pueblos. Aunque estas demandas no 
prosperaron, su presencia y visibilidad en la capital del país despertó 
la solidaridad de otras organizaciones. A medida que su mensaje se 
extendió, con la ayuda de la cobertura mediática, muchas 
organizaciones de movimientos sociales (nacionales y extranjeras) se 
pusieron en contacto con ellas, les ofrecieron diversas formas de 
apoyo, les brindaron información y difundieron su caso. 


Sobre la base del conocimiento experto y de pruebas científicas, las 
Madres de Ituzaingó presentaron un diagnóstico claro del nivel de 
contaminación en su comunidad. Ellas enmarcaron su caso en 
términos de discriminación y desigualdad en la distribución de la 
carga medioambiental: “Como el precio que tenemos que pagar por un 
supuesto progreso, que beneficia a unos pocos” (Grupo de Madres de 
Córdoba, 2005). Afirmaban entonces que su lucha era hacer visible lo 
que el país había estado tratando de ocultar: las víctimas de sus 
cosechas récord y de la adopción del modelo de agroexportador de 
transgénicos, al que identificaban como la causa de sus padecimientos. 


Durante los años noventa en la Argentina, el proceso de la 
globalización impuso un modelo productor de OMG y exportador de 


forraje. Las consecuencias son ahora harto evidentes: inmensos 
territorios vaciados de sus poblaciones rurales, cientos de pueblos en 
estado de extinción, 400.000 pequeños productores en quiebra y 
muchos más en quiebra bancaria debido a la incorporación de nuevos 
paquetes tecnológicos con gran dependencia de insumos, semillas 
transgénicas y herbicidas de Monsanto. La concentración de la 
propiedad de la tierra en el campo y la expulsión de las poblaciones 
resume el modelo neocolonial impuesto por el proceso de la 
globalización. Este modelo agroexportador expresó la abdicación del 
Estado frente las políticas de mercado, la ausencia absoluta de un 
proyecto para el país; o tal vez aún peor, la existencia de un proyecto 
de Estado laboratorio para las corporaciones y los productores de 
forraje de exportación, para la producción de carne en la metrópoli 
(Grupo de Madres de Córdoba, 2005: 9). 


Las Madres de Ituzaingó no dejaron de atribuir responsabilidades por 
la contaminación ambiental y sanitaria de los pueblos cercanos a los 
campos de soja: consideran que se trata de un delito marcado por la 
omisión estatal al no aplicar las leyes ambientales, lo que demuestra 
connivencia con las empresas transnacionales. En suma, este grupo 
vecinal de madres que comenzó a actuar en defensa de la salud de sus 
familias pudo desarrollar un repertorio de acción elaborado, que 
abarca la producción de datos contrahegemónicos, la elaboración de 
proyectos de ley y la movilización legal, así como el establecimiento 
de una creciente red de solidaridad nacional y transnacional. Como 
resultado de su movilización, la Fiscalía de Córdoba entabló una 
acción judicial contra tres hombres que habían violado las ordenanzas 
vigentes. El caso llegó a los tribunales en 2008. 


Ituzaingó en los tribunales 


A pesar de haberse judicializado en 2008, el caso fue juzgado recién 
en 2012 y presenta un quiebre importante respecto de los fallos 
previos sobre el uso de plaguicidas, debido a que se caracterizó como 
un delito de contaminación ambiental y no como una falta 


administrativa. Las tres personas que habían rociado pesticidas sobre 
los campos de soja transgénica fueron responsabilizadas 
individualmente por sus actos. La acusación también se manifestó 
sobre las causas subyacentes del hecho y formuló recomendaciones 
para llevar adelante cambios normativos y legales en política agraria, 
que se vinculan no solo con la regulación argentina, sino con el estado 
global sobre el uso de pesticidas. 


Desafiando el argumento frecuente de que el empleo de pesticidas es 
una actividad segura y legal garantizada por los organismos estatales, 
la acusación se basó en el principio de precaución previsto en la Ley 
del Medio Ambiente. Sostuvo que no se puede invocar la legalidad del 
uso basada en una autorización de los plaguicidas cuando hay 
evidencias de contaminación y de daños a la salud humana y al medio 
ambiente. La argumentación contrastó el procedimiento burocrático 
de autorizar el uso de plaguicidas —-basado en datos de pruebas de 
laboratorio en animales- con el uso real del producto después de su 
aprobación. 


Más que una cuestión de malas prácticas agrícolas, los fiscales 
resaltaron las dimensiones del uso de pesticidas en la Argentina, e 
indicaron que estaba en niveles tan récord como los de las cosechas. 
Además, sostuvieron que, aunque la regulación categoriza los 
pesticidas como el glifosato en las categorías más bajas de toxicidad, 
cualquier pesticida puede provocar daños en función del grado de 
exposición a él. Sobre la base de datos de la industria química, los 
fiscales mencionaron que, en la Argentina, en 2010 se habían usado 
300 millones de litros de pesticidas en 22 millones de hectáreas, 
donde habitan 12 millones personas. Como evidencia de los daños a la 
salud humana, se refirieron a una encuesta realizada en 2010 en 
Ituzaingó, y enfatizaron el hecho de que el 33% de las muertes fueron 
atribuidas al cáncer, un nivel mucho más alto que el promedio 
nacional, y resaltaron además el elevado número de abortos 
espontáneos. 


Además de las sanciones penales y los servicios comunitarios 
prescriptos a los tres acusados, el tribunal hizo recomendaciones a las 
autoridades públicas. Se recomendó al Ministerio de Salud provincial 
que prohibiera las fumigaciones aéreas y terrestres en un radio de 
1000 metros de las poblaciones, y que iniciara campañas para hacer 
cumplir la ley y educar a los productores en la aplicación de 


pesticidas. Asimismo, se recomendó la aprobación de una Ley 
Nacional sobre Plaguicidas, que prohíba la fumigación aérea y 
establezca límites a la fumigación terrestre. Se estableció que el 
organismo regulador debía reclasificar todos los productos 
toxicológicos teniendo en cuenta no solo la intoxicación aguda sino 
también la crónica, prohibir aquellos altamente tóxicos, anticipar la 
prohibición del endosulfán y cerciorarse de que los estudios de análisis 
toxicológicos fueran realizados por laboratorios oficiales o de 
universidades estatales a fin de asegurar una evaluación objetiva de 
los riesgos para la salud. 


Esta fue la primera vez que una actividad legítima se consideró un 
delito. Para algunos, la sentencia judicial implicó un cambio simbólico 
en el conflicto entre, por un lado, el derecho a la salud y a un medio 
ambiente seguro y, por el otro, el agronegocio como actividad 
económica. La legitimidad histórica y cultural del agricultor en la 
Argentina, cargada de un fuerte simbolismo vinculado con el trabajo 
arduo de la tierra, ha sido un obstáculo para el debate sobre los 
efectos negativos de la actividad agrícola. Aunque está satisfecha 
porque en ese caso puntual se hizo justicia, Sofía Gatica es consciente 
de que los tres condenados solo tienen una responsabilidad muy 
limitada. Para ella, la responsabilidad última es del gobierno y las 
multinacionales. Aunque el Estado es responsable, Sofía no cree que el 
cambio vendrá de allí: “Si el Estado está ausente, lo tenés que hacer 
vos misma”, [82] dice, y trae al presente la experiencia de 
participación de las mujeres —particularmente, de las madres- en 
política en la Argentina desde las violaciones de los derechos humanos 
cometidas durante la última dictadura militar (Bonner, 2007). 


La maternidad y más allá: establecer conexiones entre la 
salud, el medio ambiente y la agricultura 


¿Cómo traza este grupo de madres las conexiones entre las actividades 
productivas relacionadas con la soja transgénica y las amenazas a la 
reproducción social y ambiental en su barrio? El género es una 
categoría clave para explicar este caso de movilización. En contraste 
con las Madres de Plaza de Mayo, que se hicieron conocidas por el 


nombre de la plaza donde comenzaron a protestar, las Madres de 
Ituzaingó pertenecen a un barrio pobre en un territorio semiurbano, 
desconocido para la mayoría de los argentinos. La maternidad se 
despliega como una identidad política en ambos casos, pero hay 
diferencias importantes en términos de clase y posición en el espacio 
geopolítico (Giarracca, 2003). 


Estas diferencias ayudan a explicar por qué ellas —y no las mujeres 
urbanas de clase media- se convirtieron en uno de los nodos más 
fuertes de resistencia a los cultivos transgénicos en la Argentina. Como 
durante mucho tiempo han afirmado activistas y académicos de la 
justicia ambiental, la contaminación ambiental sobre todo, y no 
casualmente, ocurre entre las comunidades pobres, a menudo en 
intersección con ejes de diferencias jerárquicas tales como raza y 
etnia. De hecho, las Madres de Ituzaingó denunciaron el sentimiento 
de injusticia al sufrir las consecuencias negativas del modelo agrario. 
Además, en sintonía con los estudios ecofeministas, la movilización 
tuvo lugar en un contexto de género específico, donde las mujeres 
tienen roles atribuidos en el ámbito de la reproducción y el cuidado. 
Ellas rechazaron las explicaciones fatalistas de los problemas de salud 
sufridos por sus familias y la comunidad, buscaron de manera 
conjunta las causas y crearon poderosos marcos de acción colectiva y 
repertorios de protesta. 


Desde sus roles sociales como madres, las mujeres que viven cerca de 
los campos de soja transgénica crearon su propia cultura política de la 
ciudadanía. Fueron mucho más allá de los roles de cuidadoras 
tradicionalmente asignados y fueron capaces de politizar un tema que, 
por lo demás, era tabú en la Argentina debido a la visión hegemónica 
de las actividades agrarias como representativas de los intereses 
generales de la sociedad. Lograron crear fricciones en esta 
comprensión hegemónica desde su posición marginal en el ámbito 
político. Lo hicieron mediante el establecimiento de conexiones entre 
la producción agraria, la contaminación ambiental y el deterioro de la 
salud. Hicieron visibles las amenazas a la reproducción social y 
ambiental que experimentaban en sus cuerpos, sus hogares y su 
localidad. Más que eso, atribuyeron la responsabilidad al Estado y a 
los actores agrarios, nacionales y transnacionales, en sus acciones y 
omisiones con respecto a la contaminación por plaguicidas. 


En la historia argentina, la dictadura había politizado a las mujeres 


cuando el Estado violó los derechos de todos; ahora, las actividades 
agrarias, al poner en riesgo la vida y violar los derechos, también 
politizaron a las mujeres. En la lucha contra el modelo 
agrobiotecnológico, las mujeres actuaron no como “mujeres sin 
derechos” que luchan por obtenerlos, sino como “mujeres de y en 
relación con los derechos humanos”, es decir, que luchan por el 
derecho universal a tener derechos y por participar en la definición de 
qué son los derechos humanos en un tiempo y contexto específicos 
(Jelin, 1996: 194). Por lo tanto, para explicar su movilización, en vez 
de basarse solo en los conceptos de maternidad y cuidado, es 
necesario apelar también al de ciudadanía (MacGregor, 2004; Schild, 
1994). 


La lucha contra el maíz transgénico en Brasil: la 
biodiversidad y los derechos de los agricultores sobre las 
semillas 


Después de muchos años de controversia sobre la soja transgénica en 
Brasil, el proceso de aprobación del maíz MG fue considerado crucial 
para definir en qué lado de la balanza se ubicaría ese país: ¿la soja 
sería una excepción o el país pasaría de una política ambigua a una 
política neta pro OMG? Por lo tanto, cuando el maíz genéticamente 
modificado apareció en la agenda de la Comisión Técnica Nacional de 
Bioseguridad (CTNBio), responsable por la aprobación y regulación de 
los transgénicos, comenzó un proceso de disputas con reacciones de 
los movimientos campesinos. 


Campesinos preocupados por los riesgos del maíz transgénico 


El maíz generó preocupaciones específicas en comparación con lo que 
sucedió con la soja. En primer lugar, el maíz es el cultivo 
comercializable más difundido entre los pequeños agricultores de 
Brasil, y, en segundo lugar, tiene una alta probabilidad de 


contaminación genética debido a sus características biológicas. Si bien 
siempre existe el peligro de contaminación de cultivos convencionales 
por variedades genéticamente modificadas, en el caso de la soja esto 
solo ocurre a través de medios físicos en estrecha proximidad. Por el 
contrario, la planta de maíz se fertiliza de manera cruzada, lo que 
puede conducir a un flujo genético entre la variedad MG y la 
convencional a través de grandes distancias. Debido a esto, la 
discusión acerca de los derechos de los agricultores cobró centralidad 
en el debate sobre los cultivos transgénicos en el país: el derecho a 
decidir qué plantar y qué cosechar, el derecho a seleccionar semillas 
para hacer sus propias mejoras genéticas, el derecho a reservar una 
parte de las cosechas, multiplicarlas, intercambiarlas con otros 
agricultores, para que sirvan como semillas para la próxima 
temporada.[83] Las semillas transgénicas planteaban, por tanto, una 
doble amenaza: biológica y legal. 


La amenaza biológica se relaciona con el control de los agricultores 
sobre sus procesos de selección de semillas. Puesto que se trataba de 
una amenaza concreta, fue más fácil para los dirigentes de los 
movimientos campesinos debatir sobre los cultivos transgénicos con 
sus organizaciones de base,[84] que enseguida compartieron el 
diagnóstico de una contaminación a futuro. Debido a su vasta 
experiencia con el maíz, sabían que ese cultivo cultivos se fertiliza de 
forma cruzada. La misma característica que los había fortalecido como 
agentes de selección genética, ahora los amenazaba. Sabían también 
que, si había maíz transgénico, la contaminación solo era cuestión de 
tiempo. Las prácticas tradicionales de acopio e intercambio de semillas 
de maíz proporcionaron la base concreta para la articulación 
discursiva de múltiples cuestiones, tales como la agrobiodiversidad, la 
cultura campesina y los derechos de los agricultores sobre las semillas. 
Los pequeños agricultores y los campesinos son quienes 
históricamente han seleccionado las semillas, y así han promovido la 
biodiversidad de maíz. Estas prácticas están culturalmente orientadas 
por necesidades que no son de productividad económica: algunas 
semillas se seleccionan para la obtención de granos más grandes, otras 
por su sabor en determinados platos de comida, e incluso otras por su 
resistencia a las condiciones locales del clima y del suelo o a las 
pestes. Estas prácticas, que aseguraron la agrobiodiversidad del maíz 
en Brasil, se imbricaban en las tradiciones familiares, y daban un tono 
emocional a la relación de los agricultores con ese cultivo. 


En este contexto, la contaminación afectó directamente su control 
sobre la selección de semillas, un conocimiento que habían recibido de 
sus familias a lo largo de generaciones. 


Guardar parte de la cosecha como semillas para la próxima temporada 
de siembra es parte de la identidad cultural de los agricultores, “una 
práctica histórica del campesinado”.[85] Los pequeños agricultores 
estaban alarmados por los rumores sobre la posibilidad de sembrar un 
año, cosechar, y que llegado el momento de la nueva siembra esas 
semillas no germinaran. El maíz transgénico se compone de una 
modificación genética insertada en una semilla híbrida diseñada para 
ser sembrada solo una vez, lo que obliga a los agricultores a recurrir al 
mercado de semillas cada temporada. La tecnología de modificación 
genética trajo preocupaciones adicionales, dado que está protegida 
legalmente por una patente. Mientras las semillas híbridas obligaban a 
los agricultores a comprar nuevas semillas cada temporada, por lo 
menos se les permitía hacer su propia mezcla genética con otras 
variedades. Con un gen patentado, esto ya no estaría permitido ni era 
deseado por los agricultores.[86] 


Apelar la aprobación del maíz transgénico 


En septiembre de 2007, se aprobaron tres variedades de maíz 
transgénico para uso comercial. Durante la reunión de la CTNBio, el 
Movimento de Mulheres Camponesas (MMC)[87] organizó una acción 
de protesta en la que un grupo de mujeres embarazadas sostenían 
carteles con la leyenda “Meu filha/o náo é cobaia” (mi hija/o no es un 
cobayo). Las activistas advirtieron sobre los riesgos para las mujeres 
embarazadas, los bebés y niños, citaron estudios que advertían sobre 
alteraciones reproductivas en los animales, la posibilidad de la 
absorción del insecticida inserto en el maíz transgénico y la sucesiva 
contaminación en la leche materna con la posible intoxicación de la 
madre y el bebé; la posibilidad de que los alimentos elaborados con 
maíz transgénico causaran alergia en los niños si las bacterias insertas 
en el maíz MG se combinaban con las de la flora intestinal, lo que 
incluso podría resultar en un shock anafiláctico o la muerte (Pereira y 
Fernandes, 2007). Las ONG y los movimientos sociales también se 


organizaron, enviaron una petición al presidente y presentaron una 
medida cautelar para suspender la decisión, que señalaba la ausencia 
de evaluaciones de riesgo ambiental. 


La aprobación del maíz transgénico atrajo aliados del Poder Ejecutivo, 
y las agencias estatales responsables de la protección de la salud y el 
medio ambiente apelaron la decisión al cuestionar que no se habían 
cumplido todos los requisitos técnicos formales. El Consejo de 
Ministros, en febrero de 2008, decidió que la CTNBio tenía la última 
palabra sobre las cuestiones relacionadas con la bioseguridad de los 
OMG. Por lo tanto, se aprobaron las tres variedades de maíz sin 
considerar los recursos de amparo de la sociedad civil ni las 
apelaciones de las agencias gubernamentales de salud y medio 
ambiente. El Consejo de Ministros emitió dos recomendaciones: 
primero, que la CTNBio considerara los estudios científicos realizados 
por terceros para no basarse en estudios de las empresas implicadas; y 
segundo, la creación de un grupo de trabajo interministerial para 
realizar estudios sobre los impactos a mediano y largo plazo de los 
OMG y Sus efectos sobre la salud y el medio ambiente. Estas 
recomendaciones nunca se siguieron. 


En 2008, el maíz MG llegó a los campos. Mientras tanto, la mayoría de 
los productores de maíz que plantaron las semillas híbridas que se 
vendían en el mercado comercial fueron víctimas de las estrategias de 
mercado de la industria de la biotecnología: hubo cada vez menos 
suministro de variedades de maíz no MG. Sobre la base de datos del 
Ministerio de Agricultura, AS-PTA estima que, ya en 2010, o sea, 
apenas dos años después de la aprobación del maíz transgénico, más 
de las tres cuartas partes de la nueva producción de semillas estaba 
modificada genéticamente. Basada en datos de la industria, calcula 
que el 20% de los productores de maíz empleaba en ese año semillas 
criollas y el 80% dependía de semillas comerciales.[88] De hecho, 
mientras que la soja transgénica tardó casi diez años en traspasar el 
umbral del 70% de la superficie cultivada, el maíz genéticamente 
modificado lo hizo en un lapso de tres años. 


Cruzar fronteras biológicas, jurídicas y generacionales 


Los movimientos campesinos en Brasil interpretaron la aprobación 
comercial del maíz genéticamente modificado como amenaza a la 
producción campesina y la reproducción social y ambiental, y en sus 
acciones de resistencia integraron las cuestiones de clase, género y 
medio ambiente. Esto es evidencia de un proceso de renovación en los 
movimientos rurales, que hoy representa uno de los sectores más 
activos en la lucha contra las desigualdades relacionadas con el 
capitalismo global. La identidad social del “campesino” se basa en la 
experiencia, aunque se refuerza y se transmite en estos espacios de 
movilización, e incluye un modo de producción de alimentos que 
refiere a la naturaleza de una manera particular, a menudo bajo la 
etiqueta de “agroecología”. 


La decisión política sobre una tecnología agrícola que genera 
beneficios económicos inmediatos creó una situación asimétrica típica 
de conflicto respecto de los riesgos tecnológicos (Luhmann, 2008). Los 
movimientos campesinos expresaron su preocupación sobre su 
impacto en al menos tres niveles: el medio ambiente, las granjas o 
chacras campesinas y el cuerpo. Llamaron la atención sobre los riesgos 
de contaminación genética del maíz transgénico en el medio 
ambiente, una amenaza para la biodiversidad agrícola, según se la 
practicaba entonces. Los campesinos, como clase y como sujeto 
político, no quieren participar en el agronegocio en pequeña escala 
(agronegocinho), sino que se esfuerzan por mantener un modo 
diferente de producción —-que se basa a menudo en formas no 
monetarias de intercambio de insumos agrícolas- y se sintieron 
amenazados de ser incorporados a la fuerza en el mercado de las 
semillas. Más aún, el riesgo biológico de la fecundación cruzada 
significó que el control de los agricultores sobre estas decisiones fue 
socavado: los productores de maíz convencional, o sea, sin 
modificación genética, podrían tener sus cultivos contaminados y, por 
lo tanto, ser forzados a pagar multas y regalías a los titulares de las 
patentes, como sucedería más tarde. 


Las mujeres campesinas, a su vez, incorporaron la dimensión de la 
salud pública. Para eso identificaron el impacto de los cultivos 
transgénicos al nivel de los cuerpos. La identidad de género se 
movilizó para llamar la atención sobre los riesgos a la salud que los 
alimentos transgénicos implican para los consumidores, un tema que 
va más allá de la producción agrícola y que no es destacado por 
ningún otro movimiento agrario. La participación de las mujeres 


embarazadas y la referencia a sus hijos en la protesta contra la 
aprobación del maíz transgénico destacó el trabajo reproductivo y de 
cuidado de las mujeres. Para el MMC, la discusión sobre el significado 
de “ser una mujer campesina”, sobre el rol de las mujeres como 
cuidadoras familiares y productoras de alimentos saludables es 
fundamental. Los activistas no estaban reaccionando a los problemas 
que sufrían sus propias familias; estaban llamando la atención pública, 
de los expertos y de las autoridades, sobre los riesgos futuros para 
toda la población resultantes de la aprobación del maíz transgénico. 
La presencia de sus cuerpos en la condición de mujeres embarazadas 
demuestra la performatividad del género (Nightingale, 2006), que 
llevó al debate los impactos de las decisiones políticas actuales en las 
generaciones por venir. 


Desigualdades entrelazadas 


La adopción generalizada de cultivos transgénicos generó una nueva 
presión sobre los daños conocidos derivados de la agricultura 
industrial, como la contaminación por pesticidas, y al mismo tiempo 
planteó nuevos problemas de riesgo, como la pérdida de biodiversidad 
y la contaminación genética. Las élites agrarias y los intereses políticos 
se benefician de las demandas del mercado global y dependen del 
Estado y sus políticas nacionales para promover los productos 
agrarios. Los impactos ambientales de su cultivo se concentran en los 
nodos de producción de las cadenas globales de materias primas. La 
brecha entre el campo y los centros urbanos hace que los reclamos de 
campesinos y campesinas y habitantes de las zonas rurales sean aún 
más abstractos para los habitantes de los centros urbanos. Los que 
viven cerca de los nodos de producción de una cadena global 
denunciaron las amenazas a la (re)producción económica, ecológica y 
social causada por la expansión de los cultivos transgénicos. Si bien la 
unidad de análisis global es necesaria para comprender las causas de 
las desigualdades socioambientales asociadas con los cultivos 
modificados genéticamente, no proporciona la mejor escala para hacer 
visibles sus consecuencias. 


En este capítulo recurrí a los casos de las Madres de Ituzaingó y los 


pueblos fumigados en la Argentina y a los movimientos campesinos 
que luchan contra los cultivos transgénicos en Brasil para argumentar 
cómo la movilización social estableció conexiones entre las esferas 
productiva y reproductiva, y colocó en primer plano las desigualdades 
socioambientales asociadas con los OMG. La contaminación por 
pesticidas y la contaminación genética, con el denominador común de 
ser distintas instancias de un mismo fenómeno, la “contaminación”, 
expresa, en esta palabra, que las fronteras entre la esfera productiva y 
sus efectos sobre la reproducción social y ambiental son borrosas, y 
que son cruzadas, atravesadas por pesticidas y por genes. 


Sin embargo, aunque el término “contaminación” podría denotar un 
evento no intencional, un accidente ocasional, los casos narrados aquí 
evidencian que estos cruces son parte del “paquete tecnológico”, una 
conclusión bastante inconveniente, pues revela todos los “esfuerzos 
purificadores” de parte de la red de actores que promueven los 
cultivos MG. Los casos estudiados dejan en evidencia, pues, que la 
contaminación por pesticidas y la contaminación genética no son 
efectos involuntarios, aunque parece que lo fueran en virtud de los 
arreglos institucionales en los que se basa el capitalismo agrario 
global. 


Los movimientos sociales enfrentan la tarea compleja de “probar” 
estas conexiones, debido a que la escisión entre la producción de 
cultivos transgénicos y sus efectos es posible gracias a una regulación 
estatal laxa sobre los riesgos ambientales y para la salud y, por lo 
tanto, por la erosión de las responsabilidades estatales y corporativas 
de la reproducción social y ambiental. Sin embargo, esto no se 
contradice con las demandas de una fuerte regulación estatal de los 
derechos de propiedad intelectual. 


Aunque se podría intentar interpretar los casos de contaminación por 
pesticidas y genética como evidencias de Estados débiles, antes bien 
representan la situación actual de la regulación global de los cultivos 
transgénicos. La ausencia de evaluaciones independientes acerca de 
los impactos ambientales de los cultivos transgénicos a largo plazo, en 
la reglamentación de las decisiones, es una característica clave de la 
geopolítica del conocimiento que sustenta la difusión global de los 
cultivos transgénicos. Las autoridades reguladoras confían en los datos 
de la industria, que se basan solo en estudios a corto plazo sobre los 
efectos en la salud y el medio ambiente de los cultivos transgénicos y 


los pesticidas. Además, los estudios se realizan en muy pocas muestras 
y solo por noventa días (Motta y Arancibia, 2016). No debería 
sorprender que las agencias reguladoras certifiquen la seguridad de 
estos productos y que carezcan de instrumentos para identificar, 
evaluar e interpretar situaciones como la de Ituzaingó, donde sus 
habitantes fueron rociados por pesticidas durante más de quince años. 
[89] De manera similar, durante la toma de decisiones se tienen en 
cuenta los experimentos llevados a cabo por las industrias globales de 
semillas que garantizan la seguridad de sus productos y la posibilidad 
de coexistencia, mientras se ignora el conocimiento experimental de 
los agricultores locales sobre los riesgos de la fertilización cruzada y la 
contaminación genética. 


Por lo tanto, en las disputas sobre los riesgos y daños para la salud y el 
medio ambiente asociados con la biotecnología, compiten tipos de 
conocimiento sobre la naturaleza posicionados de manera asimétrica. 
Los acuerdos internacionales y los organismos reguladores nacionales, 
que tienen el poder para definir lo que se considera conocimiento 
relevante para decidir sobre el uso de las agrobiotecnologías, le 
asignaron al conocimiento científico el monopolio de identificar los 
riesgos. De esta manera, la economía política y la ecología política de 
los cultivos biotecnológicos se sustentan en una disposición dominante 
en la geopolítica del conocimiento.[90] Esta privilegia el 
conocimiento situado en lugares como los laboratorios en las sedes 
industriales transnacionales de semillas y agroquímicos que producen 
evidencia de “seguridad” para sus productos, al tiempo que omiten el 
conocimiento de las personas que experimentan en el nivel local los 
efectos del uso de semillas genéticamente modificadas. 


Tanto en la Argentina como en Brasil, el discurso de riesgo resonó 
mucho entre los distritos rurales pobres donde tiene lugar la 
producción, más que entre los habitantes urbanos, incluidos los de las 
clases altas, que consumen alimentos industriales que contienen 
ingredientes transgénicos. La cuestión social y distributiva no es una 
etapa anterior de un modelo lineal de modernidad, seguido de una 
etapa en la cual las cuestiones de riesgo y los conflictos sociales serían 
de naturaleza posmaterial (Beck, 1986). Por el contrario, los casos 
estudiados muestran que las preocupaciones sobre el riesgo se cruzan 
profundamente con los problemas sociales: los pobres son los que más 
sufren los efectos de los cultivos transgénicos en sus cuerpos y sus 
entornos. Más que los objetivos de las campañas para elevar sus 


conciencias y sensibilidad, ellos mismos están dando sentido al daño 
concreto experimentado en sus cuerpos y en sus ambientes. El riesgo 
se vuelve material. La epistemología popular establece correlaciones 
entre la expansión de los cultivos transgénicos y sus sufrimientos: no 
dependen de científicos en laboratorios distantes para calcular 
probabilidades basadas en unas pocas ratas. 


Las mujeres desempeñaron un papel central en el establecimiento de 
estas relaciones entre la producción agraria, el medio ambiente y los 
cuerpos. En las dos instancias analizadas hay elementos de 
ecofeminismo, como el uso del sentido común sobre el rol social de las 
mujeres en el trabajo reproductivo para extenderlo hacia el cuidado 
del medio ambiente como una base para su movilización política. Las 
feministas criticaron este tipo de argumento porque refuerza las ideas 
patriarcales sobre las mujeres y la naturaleza (Leach, 2007; 
MacGregor, 2004). Sin embargo, en ambos casos, la performatividad 
de género estuvo en juego cuando las mujeres recurrieron a este rol 
(tradicional) en un contexto de fuerte movilización en el ámbito 
público de las disputas sobre los efectos negativos de las actividades 
agrarias. En otras palabras, sus movilizaciones no se centraron tanto 
en lo femenino sino en el potencial feminista de descubrir relaciones 
de dominación, en el caso de los cultivos transgénicos, entre la esfera 
productiva, de un lado, y la reproducción social y la naturaleza, del 
otro. 


Por último, las desigualdades generadas por la adopción generalizada 
de cultivos transgénicos no solo son globales, sino que también están 
entrelazadas, ya que el aumento de las ganancias de las casas matrices 
de las empresas transnacionales de semillas y productos químicos va a 
la par de la concentración de la contaminación medioambiental en los 
márgenes de los nodos de producción de las cadenas globales de 
productos básicos. Por lo tanto, la cuestión de las responsabilidades 
adquiere una importancia central. Aunque las causas son globales, las 
responsabilidades se distribuyen de manera asimétrica y, ante los 
intereses del capitalismo agrario nacional y global, los Estados en su 
mayoría demostraron ser “débiles”. Por lo tanto, el análisis social debe 
incorporar la geopolítica del conocimiento y la ecología política de los 
cultivos transgénicos, junto con su economía política, ya que las 
cargas ambientales y la capacidad de definirlas también se distribuyen 
de forma asimétrica. 
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resistencia a los herbicidas y la producción de insecticidas por la 
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[84] Movimento dos Pequenos Agricultores (MPA), entrevista, San 
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[86] AS-PTA, entrevista cit. 


[87] Inicialmente llamado Movimento das Mulheres Trabalhadoras 
Rurais (MMTR), se originó en 1989 en Rio Grande do Sul; el 
movimiento comenzó con la movilización de las mujeres por 
cuestiones de género dentro de otros movimientos agrarios, hasta que 
decidieron su autonomía. La creciente red nacional culminó en el 
movimiento nacional MMC (Rosa, 2010). 


[88] AS-PTA, entrevista cit. 


[89] Recién en 2013, la Agencia Euz 
diseñó protocolos para estudios crónicos, tras la controversia en torno 
a la publicación de los resultados que mostraban el aumento en la 
probabilidad de cáncer en las ratas expuestas a glifosato (Séralini y 
otros, 2012). 


pea de Seguridad Alimentaria 


[90] La geopolítica del conocimiento está, a su vez, institucionalizada 
por los regímenes legales internacionales. El fuerte avance del derecho 
internacional en la protección del libre comercio vis-á-vis su progreso 
más lento en la protección del medio ambiente refuerza las 
desigualdades socioambientales globales. 


Reflexiones finales 


Sérgio Costa 
Renata Motta 


Elizabeth Jelin 


La perspectiva de las desigualdades globales entrelazadas está en 
construcción y se basa en las ideas de los diferentes enfoques 
abordados en este libro (el transnacionalismo, las teorías del sistema 
mundo, las desigualdades categoriales, los estudios interseccionales, 
entre otros). En estas reflexiones finales unimos de manera sucinta los 
resultados de las investigaciones de los capítulos del libro, para poner 
de relieve cómo estos resultados, cuando se combinan, expanden 
significativamente el estado de la investigación sobre las 
desigualdades sociales. Lejos de intentar escribir un capítulo final, 
reflexionamos sobre cómo nuestros conceptos y análisis contribuyen a 
comprender las dinámicas de la desigualdad global y de las 
desigualdades sociales en América Latina. Hacemos este ejercicio 
siguiendo los ejes en que se organiza el libro: las estructuras, las 
categorías y las dinámicas de las desigualdades sociales. 


Con respecto a las estructuras, el análisis combinado de los resultados 
presentados en los capítulos de este volumen capta, en primer lugar, la 
persistencia histórica de las desigualdades de ingresos entre países, así 
como la permanencia del patrón de desigualdades en esos países, en 
línea con el enfoque histórico mundial adoptado por Korzeniewicz (en 
este libro). Es decir, aunque las desigualdades de ingreso en las 
sociedades más ricas aumentó en los últimos tiempos (Piketty, 2014), 
la lista de los países que tienen niveles bajos y la de los que tienen 
niveles altos de desigualdad de ingresos, con escasas excepciones, no 
varió de manera sustancial desde el siglo XIX. La expansión de los 
derechos de ciudadanía, responsables de producir más igualdad en el 
nivel nacional, también lo es de mantener la distancia de ingresos 


entre los ciudadanos de diferentes países, ya que estos derechos están 
reservados para los nativos; la “transnacionalización de los derechos 
sociales” (Fischer-Lescano y Móller, 2016) sigue siendo una promesa 
incumplida. 


Sobre la base del auge de China como actor económico, los analistas 
que trabajan desde una perspectiva histórica mundial (Korzeniewicz 
en este libro) anticipan un cambio a largo plazo en las estructuras 
globales que sostienen las desigualdades de ingresos entre países. A 
partir de los desarrollos observados en América Latina, según los 
describen Dietz, Segura y Góngora-Mera (en este libro), podemos 
discutir esta tendencia desde una perspectiva más integral. 


Esto implica, en primer lugar, plantear la pregunta más amplia 
respecto a las “¿desigualdades de qué?” para incluir no solo las 
desigualdades del ingreso sino también las desigualdades en términos 
de poder, bienestar y recursos ambientales. Desde ese punto de vista, 
Dietz establece una clara correlación entre el ciclo de crecimiento 
económico en América Latina en los años dos mil y el aumento de los 
daños ecológicos que afectan sobre todo a las poblaciones más pobres 
y vulnerables, como las comunidades indígenas y afrodescendientes. 
El lente ecológico también arroja luz sobre las interdependencias entre 
el incremento de los ingresos en China y la extensión de las 
desigualdades ecológicas en los países latinoamericanos y africanos 
que proveen materias primas para el crecimiento de aquel país. 


Segura, a su vez, muestra que el crecimiento económico de esa década 
en América Latina avanza al mismo ritmo que el deterioro de la 
calidad de vida en las ciudades de la región, debido a la falta de 
inversiones públicas en infraestructura y servicios urbanos. Esto afecta 
en especial a los pobres y a quienes no tienen poder para influir en las 
decisiones locales y nacionales. Según estos hallazgos, se podría 
afirmar que, incluso si se cumple la predicción que dice que las 
disparidades en los ingresos entre los países se reducirán debido al 
auge de los recién llegados a la economía mundial (como en el caso de 
China), esto no conducirá necesariamente a una transformación de la 
estructuración global de las desigualdades. Esto se debe a que el 
aumento de los ingresos en las sociedades menos prósperas está 
vinculado al deterioro de otras dimensiones de las desigualdades. Al 
final, persistirán las distancias sociales medidas en términos de poder, 
bienestar y recursos ambientales entre los habitantes de las sociedades 


más ricas y los de los países menos prósperos. 


Desde otra perspectiva, Góngora-Mera también aborda el caso de la 
persistencia y la producción interdependiente de las desigualdades 
más allá de las fronteras nacionales. Así, el estudio de la 
jurisprudencia sobre la categoría “raza” en el largo plazo revela que, 
además de la importancia de los derechos de ciudadanía en la escala 
nacional, el derecho internacional es central para constituir y 
mantener las desigualdades globales. El derecho internacional 
funciona como un entramado transregional que, a través de la historia 
moderna, conectó las estructuras productivas y sociales en diferentes 
regiones del mundo mediante la regulación, por ejemplo, del comercio 
o los flujos de capital. Al mismo tiempo, como demuestra Góngora- 
Mera, el corpus legal internacional separó a los sujetos de derecho de 
acuerdo con criterios nacionales, de género, étnicos y raciales. 


La perspectiva de las desigualdades entrelazadas también implica 
innovaciones en el análisis de las categorizaciones sociales, como se 
argumenta en la segunda sección del libro. Este abordaje propone 
“descentrar” la investigación de la desigualdad, a fin de incorporar los 
hallazgos de investigaciones en diferentes regiones del mundo. El 
enfoque de la interseccionalidad, que generó tanto entusiasmo en el 
mundo académico de habla inglesa y alemana desde los años ochenta, 
por ejemplo, pierde su originalidad cuando se toman en consideración 
estudios académicos de larga data que, al menos en América Latina, 
investigaron los entrelazamientos entre clase y raza, clase y género, y 
clase y etnicidad (Jelin en este libro) desde los años cuarenta del siglo 
XX. El enfoque de las desigualdades entrelazadas también plantea, en 
diferentes niveles, una revisión del paradigma de las desigualdades 
categoriales propuesto por Charles Tilly. Este enfoque, así como 
muchas contribuciones en el campo de los estudios de la 
interseccionalidad (véase Roth, 2013), conciben las categorizaciones 
sociales como diferencias binarias y dicotómicas, vistas como 
componentes históricamente perdurables de la estructura social. 


En el marco de las desigualdades entrelazadas, concordamos con Tilly 
en que la clasificación de negro, mujer o indígena estuvo asociada 
históricamente con las posiciones más bajas en las jerarquías 
socioeconómicas y de poder (Pérez Sáinz en este libro). En la historia 
moderna, estas clasificaciones se institucionalizaron en corpus de 
políticas y marcos legales, con lo cual se transformaron en 


características cristalizadas de las estructuras sociales. Sin embargo, 
los estudios reunidos en este volumen argumentan que, así como las 
continuidades, las discontinuidades también caracterizan la 
trayectoria de las categorizaciones sociales, que cambiaron no solo a 
lo largo de la historia, sino también de acuerdo con contextos sociales 
específicos. En otras palabras, las categorizaciones sociales son más 
contextuales que variables estructurales (Canessa y Jelin en este 
libro). Además, son negociadas en la vida cotidiana y en el interior de 
las instituciones en el proceso de conformación de las desigualdades 
sociales. Por lo tanto, la mera existencia de categorizaciones como 
parte de un repertorio cultural es prima facie neutral para la 
estructura social. Solo si estas categorizaciones comienzan a orientar 
conductas y estrategias que erigen barreras sociales, pueden influir en 
las posiciones asumidas por individuos o grupos en las jerarquías 
sociales existentes. En este sentido, son categorías políticas -y no 
prepolíticas— que son construidas y reconstruidas de manera activa en 
las interacciones sociales con el fin de impactar sobre las 
desigualdades (Reygadas en este libro). Por último, los diferentes ejes 
de las categorizaciones (raza, etnia, género, etc.) son siempre 
interdependientes. Eso significa que las referencias a negros y blancos, 
mujeres y hombres, o musulmanes/no musulmanes, según lo describe 
el enfoque de las desigualdades categoriales y también algunos 
estudios intersectoriales, son herramientas analíticas que no se 
encuentran de manera separada e independiente unas de otras en la 
vida social o en las estructuras sociales. De hecho, no es posible aislar 
el efecto sobre las desigualdades sociales de ser negro sin tener en 
cuenta, además, que se tiene género y se es ciudadano de un país 
determinado, etc. (Jelin en este libro). 


Aplicar el enfoque de desigualdades entrelazadas al estudio de las 
dinámicas de las desigualdades en América Latina, finalmente, nos 
permite ser más precisos acerca de cómo los entrelazamientos 
históricos conforman las desigualdades sociales actuales. Para esto, la 
metáfora geológica de “capas de desigualdades” (Baquero-Melo en 
este libro) se muestra especialmente útil, pues permite articular las 
dinámicas actuales de estructuración social con las distancias sociales 
acumuladas a través de los siglos. En este contexto, aun cuando las 
políticas compensatorias o los ciclos de expansión del mercado de 
trabajo funcionen como poderosas fuerzas que impulsan la reducción 
de las desigualdades relativas a la etnicidad, el género o la raza, los 
cambios estructurales ocurren a un ritmo lento. Esto se debe al hecho 


de que las distancias en términos del acaparamiento de oportunidades 
o de las habilidades socialmente valoradas continúan operando para 
mantener o incluso ampliar las distancias sociales. 


El uso de unidades de análisis relacionales propuesto en nuestro 
enfoque de desigualdades entrelazadas permite una reconstrucción de 
los vínculos entre las estructuras sociales locales, nacionales y globales 
más elaborada que la que proponen los estudios basados solo en la 
perspectiva del sistema-mundo. Así, en el caso de las cadenas de 
cuidados, los procesos migratorios conducen a una reducción de la 
desigualdad de ingresos entre ciudadanos de diferentes países, pero 
dejan una huella en nuevas formas de desigualdades (racial, de 
género, internacional, intergeneracional) a lo largo de las cadenas que 
conectan las localidades de origen y de destino de los migrantes 
(Skornia en este libro). 


Al destacar las interdependencias entre las estructuras globales y 
locales de las desigualdades, así como entre las diferentes dimensiones 
y los múltiples ejes a través de los cuales se producen y reproducen las 
desigualdades sociales, el enfoque que aplicamos en este volumen 
también ilumina algunos de los dilemas que enfrentan los países de 
América Latina para reducir las desigualdades. Así, el ciclo de 
crecimiento económico de los primeros quince años del siglo XXI, que 
contribuyeron a reducir, aunque mínimamente, las desigualdades de 
ingresos y las asimetrías entre hombres y mujeres, y entre negros y 
blancos en varios países de América Latina, llevó a una mayor 
concentración de la tierra y a nuevos niveles de deterioro ambiental 
tanto en las zonas rurales como en las urbanas (Motta en este libro). 
También llevó a una “reprimarización” de las economías 
latinoamericanas y al aumento de la dependencia económica de 
China. 


Además, el ciclo de crecimiento económico sacó a la superficie 
divergencias graves entre la legitimidad democrática y el desarrollo 
capitalista contemporáneo. Al basar su legitimidad en la promesa 
(cumplida hasta cierto punto) de promover la movilidad ascendente 
de las “nuevas clases medias”, los gobiernos de la “marea rosa” en los 
primeros años del siglo XXI, como en el caso de Brasil (Costa en este 
libro), se convirtieron en rehenes políticos del modelo económico 
neoliberal y sus estrategias para ampliar los mercados internos y abrir 
nuevos espacios de acumulación para el capital (extranjero). En este 


contexto, la estabilidad democrática se vuelve totalmente dependiente 
del crecimiento económico, que es por definición cíclico, 
impredecible, y atado a factores externos no controlables por los 
gobiernos nacionales. 


Es verdad que durante la primera década del siglo XXI América Latina 
fue considerada una excepción en el mundo por sus resultados 
significativos en la reducción de la pobreza y en el crecimiento de los 
mercados de trabajo. Esto, sin embargo, no mitigó la desigualdad de 
ingresos de manera significativa. Además, la disminución de los 
precios internacionales de los productos básicos (commodities) y el 
estancamiento económico afectaron en gran medida las economías de 
la región. 


En suma, en un contexto caracterizado por vaivenes importantes en 
las orientaciones de los gobiernos, los avances mencionados no 
lograron consolidarse. En algunos países de la región las desigualdades 
sociales y la pobreza volvieron a crecer y hasta esos derechos 
democráticos básicos están siendo amenazados (Costa en este libro). 


Por lo tanto, es de esperar que, en términos analíticos, una futura 
agenda de investigación sobre las desigualdades globales entrelazadas 
aborde esta creciente escisión entre la estabilidad democrática en el 
nivel de los países y la economía capitalista, que es global en su 
alcance y dinámica. Políticamente, queda por ver cómo las políticas 
emancipatorias responden y contrarrestan tales tendencias. Futuras 
investigaciones deberán indagar cómo la sociedad civil participa en 
los reclamos en las calles y cómo la movilización social construye 
solidaridades y coaliciones que cruzan las fronteras entre países. 


La urgencia y, a la vez, las enormes dificultades para la acción política 
transnacional se pusieron de manifiesto una vez más durante la 
pandemia del covid-19, que castigó a los países de América Latina de 
forma particularmente dura en 2020. Como una lente que torna aún 
más visible el carácter global e interdependiente de las amenazas 
contemporáneas y las capacidades muy desiguales de los Estados, los 
grupos sociales y las personas para protegerse de esos peligros, la 
pandemia dejó en evidencia la búsqueda de inexistentes soluciones 
individuales y también la instrumentalización política de la 
enfermedad en algunos países y situaciones. Sin embargo, estas 
búsquedas no deben opacar lo que se ha logrado como lección 


colectiva sobre la necesidad de la solidaridad y de la acción 
concertada a nivel local, nacional y global. 
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